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PRÓLOGO 

Ricardo Ampudia, miembro de una conocida familia de periodistas, 
cuenta con una amplia experiencia en negociación, comunicación y 
relaciones públicas. Lo he visto trabajar de cerca a favor de una 
mejor relación de México con el exterior. 

Ricardo realizó una función de la más alta calidad como cónsul 
de México en liouston. No sólo fue gran promotor de los negocios y 
de la imagen nacional, sino que participó activamente en la labor de 
información y persuasión a favor del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte. (TLCAN). El encargo era por demás complejo! 
pero logró convencer a quienes había que convencer en Texas y, par­
ticularmente en Houston, acerca de la conveniencia del tratado para 
ambos países. 

Otro de los proyectos en los que participó intensamente fue el sis­
tema de comunicación de la Secretaria de Relaciones Exteriores que 
proveía información para que todos los representantes de México en 
el extranjero estuvieran plenamente enterados de las posiciones de la 
cancillería. Como resultado de este trabajo colectivo, se logró que los 
diplomáticos y cónsules asumieran un papel activo en la promoción de 
la opinión mexicana a través de espacios muy diversos. También estuvo 
presente en la organización de la primera entrevista Bush-Salinas, cuya 
relevancia sobra comentar. Dicho brevemente, fue testigo y actor de 
algunos momentos clave en nuestra relación con los Estados Unidos. 

Entre los problemas que Ricardo vivió de cerca como funcionario 
consular, la pena de muerte es uno de los más complejos. Esta san­
ción extrema que ha causado tanta polémica internacional sirve de 
pretexto para imbuirse en una amplia variedad de temas, entre ellos: 
los derechos civiles y penales, los límites del Estado, el funciona­
miento cotidiano de los sistemas de justicia. 

A partir de la experiencia personal y profesional, Ricardo se pro­
pone una reflexión profunda y documentada sobre el tema. Le inte­
resa especialmente informar las implicaciones prácticas y financieras 
de esa sanción, y demostrar que las ejecuciones a veces obedecen 
más a causas como el racismo y la xenofobia, que a evidencia sólida 
sobre la culpabilidad del acusado. 

[ll] 



12 PRÓLOGO 

De esta forma, el panorama comienza con la muerte como pena 
humana histórica, después se retoma como procedimiento penal en 
Estados Unidos y se convierte finalmente en una oportunidad para 
desmenuzar el sistema judicial de ese país. La protección consular a 
los mexicanos condenados a muerte no ha sido ni será un asunto 
nimio. La cantidad de personas y recursos materiales y políticos 
requeridos para defender a todos los condenados puede ser abruma­
dora, pero la evidencia de que los sistemas judiciales están socializa­
dos y construidos sobre intereses e identidades que distan de ser 
imparciales también lo es. 

El artículo 36 de la Convención de Viena, el caso Aldape y el caso 
Avena, son siempre referencias útiles para observar de cerca el fun­
cionamiento y las dificultades de la justicia. Resulta fundamental dis­
tinguir la pena de muerte como política de Estado, de este castigo 
extremo cuando el móvil es personal. Si uno piensa en sus seres que­
ridos dañados por un acto criminal, es lógico y podría incluso ser 
razonable desear que el responsable pague con su vida. Ahora bien, 
la distancia entre ese impulso justo (quizá justiciero) y una posición 
estatal debiera ser, por principio, muy amplia. 

Para entender a profundidad el otro lado de la historia, vale la 
pena considerar el sesgo en la impartición de justicia. La influencia 
de la opinión pública y los medios sobre los jueces puede ser una 
fuente loable de preocupación. Si se pretende tratar el tema con 
seriedad, además de los cuestionamientos sobre la efectividad de esta 
medida, se deben plantear los contextos pertinentes. Los jueces y los 
tribunales, además de poseer su propio co~unto de valores, empatías 
y estereotipos, son permeados sistemáticamente por la opinión 
pública. Recordemos así, la necesidad económica que a veces mueve 
a los connacionales a emigrar, las dificultades del entorno estaduni­
dense para los mexicanos y la discriminación, presente en un núme­
ro cada vez mayor de voces académicas, legislativas, civiles. Si en 
Estados Unidos los ciudadanos encargados de impartir justicia se 
sienten más cercanos a la amenaza percibida por Húntington y por el 
Minute Man Project que a la ilusión del melting pot incluyente, es posi­
ble que sus decisiones sean menos imparciales de lo que debieran. 

La ejecución de mexicanos no ha salido de la agenda binacional. 
La situación de Jaime Elizalde o de Ángel Maturino denotan que, si 
bien la pena de muerte va en declive en el mundo, Estados Unidos es 
la excepción. Los riesgos de un discurso nacional débil en este tema, 
como en muchos otros (pensemos, por ejemplo, en la Corte Penal 
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Internacional), pueden ser determinantes del futuro de la relación. 
La Suprema Corte de Justicia mexicana resolvió que cuando exista 
un tratado de extradición con otro país, no es aplicable la Ley de 
Extradición Internacional. No olvidemos pues, que en el plano más 
general, el debate puede ser el de las instituciones multilaterales y el 
Derecho Internacional, contra la soberanía de los estados. 

Sirva pues, este libro, como un estímulo para reflexionar sobre la 
actualidad y el porvenir de la relación bilateral, de los sistemas peni­
tenciarios y de los riesgos de convertir la pena de muerte en una polí­
tica de Estado. 

FERNANDO SOLANA 



INTRODUCCIÓN 

Abordar el tema de la pená de muerte es sobrecogedor. Recordar la 
mirada de aquellos compatriotas que estaban a punto de perder la vida, 
en el vecino país del norte, a manos del Estado -dueño de la violencia 
legítima- es una experiencia que lleva a una profunda reflexión sobre 
la vida y la muerte. 

Como cónsul general de México en Houston, Texas, tuve la 
misión de dar seguimiento a varios casos de mexicanos condenados a 
muerte, situación que me brindó, entre otras cosas, la posibilidad de 
adentrarme en el fenómeno desde una posición especial: nO sólo me 
debía ocupar de la defensoría de estas personas, sino hacerles sentir, 
con acciones y actitudes, que no estaban del todo solos en un país 
extraño y que su propia nación no los había abandonado: 

El caso de Ricardo Aldape, que será tratado en esta obra, es parte 
de mi vida. Entre 1989 y 1992, dentro de mis funciones consulares, 
tuve que retomarlo, entrevistarme con Aldape, adentrarme en los 
hechos y lograr que una firma de abogados estadunidenses asumie­
ra su defensa. Como fundonario mexicano, representante de nues­
tro país frente a una potencia extranjera, mi deber era apoyar y 
defender a mis connacionales. Dicho deber requería de un trabajo a 
conciencia, ya que los hechos mostraban, sin ambages, que Aldape 
era inocénte; una simple víctima de la irracionalidad, la xenofobia y 
los errores de un sistema judicial que debía encontrar un chivo 
expiatorio. 

La defensa de Aldape quedó en gran parte en manos de Scott 
Atlas, abogado de la firma Vincent & Elkins, quien se encargó del 
caso durante más de 5 años y a un alto costo económico. También de 
gran relevancia es la participación de la· abogada Sandra Babcock, 
defensora de oficio· del sistema judicial de la ciudad de Houston. 
Nombrar aquí a estas dos personas tiene una pertinencia indiscutible 
pues, afortunadamente, :StlS esfuerzos rindieron frutos. Después de 
15 afios en una prisión de máxinüi seguridad y con cuatro fechas de 
ejecución diferentes, Ricardo Aldape fue liberado; la fiscalía desistió 
de sus cargos gracias a unarriparo interpuesto en forma y fondo. 
Tristemente, Aldape falleció cUatro meses después de haber dejado 

[15] 
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la prisión, en un lamentable accidente automovilístico cuando viaja­
ba de la ciudad de México a su natal Monterrey. 

Todo ello hizo cuestionarme lo de siempre: ¿qué soluciona la 
pena de muerte? Acaso, ¿la muerte del' victimario restituye la vida 
perdida, los años perdidos, el sufrimiento y el dolor? ¿Será cierto que 
los castigos ejemplares impiden que los crímenes vuelvan a ser come­
tidos? ¿Qué hay t;n la naturaleza del hombre que lleva a quitarle la 
vida a otro ser humano? ¿Cuál es la naturaleza del delito? ¿Realmente 
es justo pagar con la vida por la vida del otro? ¿Qué hay del asesinato 
involuntario, el asesinato en defensa propia, del asesinato por razón 
de Estado? ¿Hasta dónde es válido disponer de la vida de otros, inde­
pendientemente de que sea criminal o no? ¿La justicia de verdad es 
ciega? ¿A cuántos inocentes se ha matado en nombre de la justicia y 
el derecho? 

Más allá de las creencias religiosas, el dilema ético que supone 
asumir una posición a favor o en contra de la pena de muerte nos 
lleva a la radicalización. Los que han visto de cerca personas que 
esperan la pena capital, son testigos de la angustia -máxime cuando 
son inocentes-, no sólo del condenado sino de un núcleo familiar 
determinado, que se vuelve aún más vulnerable cuando se trata de 
inmigrantes pobres en países altamente desarrollados, quienes- son 
víctimas del desprecio, la intolerancia y, muchas veces, la injusticia. 
Cabe destacar que no creo que la situación sea facil de enfrentar para 
los condenados a muerte en su propio país, pero debo ser honesto y 
decir que para un mexicano condenado a muerte en Estados Unidos 
la cosa es mucho peor. 

La experiencia vivida en el ejercicio de mis responsabilidades 
como cónsul, me llevó a poner por escrito mis reflexiones, analizar y 
conocer un poco más la problemática. Si bien inicialmente, y de 
alguna manera involuntaria, tuve que acercarme casi con una meto­
dología antropológica al fenómeno, los años me han permitido reco­
lectar y estudiar una multitud de documentos y testimonios relacio­
nados con la pena de muerte. A diferencia de mis anteriores 
investigaciones sobre la Iglesia y la relación bilateral México-Estados 
Unidos reflejada en los informes presidenciales, en esta ocasión tuve 
la oportunidad de consultar en fuentes bibliográficas especializadas. 
Estas herramientas tienen una virtud: nos dejan ver cuál es la discu­
sión del tema en ese momento y quiénes son sus actores principales. 
Es asombroso el número fuentes bibliográficas que hablan sobre la 
pena de muerte, principalmente en contra, pero más asombroso es 
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el número de organizaciones volcadas a su estudio, muchas de ellas 
dedicadas a luchar por su erradicación. 

Existe una razón fundamental por la que decidí escribir acerca de 
la pena de muerte y los mexicanos condenados en Estados Unidos. 
Me gustaría que nuestros compatriotas estuvieran conscientes sobre 
los dilemas que implica la pena capital. Es aterrador comprobar que 
muchos mexicanos, ante los serios problemas de inseguridad que se 
viven en nuestro país, se estén planteando la posibilidad de hacer 
válida la pena de muerte en México, pues aunque no se ha aplicado 
desde hace muchos años, hasta hace poco estaba incluida en varias 
de nuestras leyes. 

Mortunadamente, reconociendo que la vida es el mayor de los 
derechos del ser humano, en marzo de 2005, el Senado de la 
República aprobó una reforma constitucional que prohíbe textual­
mente la pena de muerte en México. l Dicha reforma fue ratificada 
por la Cámara de Diputados en junio de 2005.2 La reforma, por ser 
de carácter constitucional, fue enviada a los 31 congresos locales, No 
obstante, puede afirmarse que el mens,ye que dio el gobierno de 
México con esta propuesta, no sólo significa reafirmar el apego con­
tinuo de México a los instrumentos internacionales,3 sino "el com­
promiso más importante que hoy celebramos y pactamos con la 
sociedad y con los mexicanos",4 

1 La reforma al artículo 22 de la Constitución establece que "quedan prohibidas 
las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tor­
mento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera 
otras penas inusitadas y trascendentales". La medida también suprime la mención de 
que nadie podrá ser privado de la vida sin la mediación de un juicio, que hasta el 
momento se establecía en el artículo 14 de la Carta Magna. 

2 La reforma a los artículos 14 y 22 de la Constitución, señalando expresamente que 
"queda prohibida la pena de muerte" en México, se aprobó en el marco de la sesión del 
periodo extraordinario de sesiones, con 412 votos a favor y dos abstenciones. 

3 El diputado del PRD, Arturo Nahle García, dijo que con esta reforma la nación 
cumple con diversos tratados y acuerdos internacionales que México ha firmado y en 
los que se rechaza el uso de la pena capital. Destacó la importancia de esta reforma, ya 
que aún quedaban resquicios legales para que una persona en México pudiera ser 
sujeta a sanciones que derivaran en la pena de muerte, sobre todo en delitos del orden 
militar o de traición a la patria. Notimex, "Aprueban reforma que prohíbe pena de 
muerte en México' <noticias.aol.com.rnx! nacional! notas! sfcg!?id= 1804 [23 de junio 
de 2005]. 

4 Palabras del senador del PRI y presidente de la Comisión de Derechos Humanos, 
Satot Sánchez Carreño citado en Arturo Sánchez, "Elimina Senado la pena de muerte 
en México', <www.canaldelcongreso.gob.rnx> [17 de marzo de 2005]. 
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Buscando en diversos medios de comunicación reacciones de la 
población mexicana frente a la reforma constitucional para prohibir la 
pena de muerte en México, me quedé muy preocupado al leer algunos 
de los comentarios de nuestros conciudadanos. H"llbo quien· dijo no 
comprender "porque siendo éste el momento en que [la ciudadanía 
en general], está sufriendó la inseguridad y los abusos por parte de ase­
sinos, violadores, secuestradores, etc., las autoridades [ ... ] logran, casi 
por decisión unánime, eliminar de la Constitución la pena de muerte.5 

En mi opinión, es preocupante que nuestra sociedad no tome en 
cuenta las muchas ocasiones en que se ha ejecutado, por pena de 
muerte, a un inocente y, asimismo, que desconozca las implicaciones I 
prácticas y los costos de la pena de muerte. Éstos son dos de los aspec­
tos sobre los que se busca informar en este libro. 

Por otro lado, desde los inicios de México como país independien­
te, ha existido una tradición humanitaria que moldea nuestros valores 
y cultura y que nos háce un pueblo reacio a penas corporales. Pode­
mos decir que, como país que vive mayoritariamente una cultura cris­
tiana, valoramos la vida y tenemos sentido de lo trascendente; no cree­
mos que matando al victimario restituyamos nada a la víctima. 

Por lo tanto, insisto en que no puede legitimarse la Ley del 
Talión, pues en aquellos países donde se practica la pena de muerte 
se ha observado que su imposición no hace que disminuyan los deli­
tos -lo cual está empíricamente probado. Es' cierto que el sistema 
judicial y penitenciario, aun en México, sufre de enormes deficien­
cias e irregularidades. Quizá sería muy fácil que la sociedad preten­
diera retomar la capacidad del asesinato legítimo y hacerse justicia 
con su propia mano. Pero no debe olvidarse que las leyes son para la 
observancia común. Entonces, si las personas se hicieran justicia por 
su propia mano, ¿cómo podríamos garantizarla? 

Creo que la experiencia de haber visto condenados a muerte que 
esperan en condiciones infrahumanas hasta 20 años para ser ejecuta­
dos, me otorga el derecho de poner mi grano de arena para evitar 
que la pena de muerte sea aplicada alguna vez en nuestro país. 
Asimismo, si bien este libro no pretende encontrar una solución a los 
problemas que enfrentan nuestros connacionales en el exterior, sí 
busca crear conciencia sobre el sufrimiento por el que atraviesan los 
condenados (injustamente) a pena de muerte. 

5 Comentario al artículo "Eliminan Pena de Muerte de la ConstitUción", <esmas. 
com/noticierostelevisa/mexico/4406661.html> (17 de marzo de 20051. 
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Para lograr este objetivo, se ha dividido el libro en cinco capítu­
los. El primero consiste en una breve introducción sobre la pena de 
muerte: algunos de los métodos utilizados para su aplicación a lo 
largo de la historia, estadísticas útiles para darle al fenómeno una 
dimensión mundial, la situación histórica y jurídica de la pena de 
muerte en México, el debate que existe alrededor de este castigo, así 
como una breve descripción de las organizaciones contra la pena de 
muerte. Con ello, se pretende presentar al lector el contexto en el 
que se inserta la discusión sobre la pena de muerte en Estados 
Unidos y la ayuda brindada por el gobierno mexicano a sus conna­
cionales condenados a ella. 

El segundo capítulo está dedicado a entender el fenómeno de la 
pena de muerte en Estados Unidos. Se brindan algunos datos histó­
ricos y estadísticos destinados a darle una dimensión al problema en 
ese país. Se busca presentar cómo se lleva a cabo allí la pena de muer­
te, desde los aspectos legales hasta los prácticos de una ejecución, 
para lo cual se dan explicaciones generales y algunas descripciones 
de casos específicos. No obstante, el objeto principal de este capítulo 
es hacer que el lector tome conciencia sobre los problemas inheren­
tes al sistema legal estadunidense y los riesgos que existen de que 
personas inocentes sean ejecutadas. 

El tercer capítulo explora la labor de protección que realiza el 
gobierno mexicano de sus nacionales en el exterior. Mediante un 
estudio histórico se muestra la evolución práctica y jurídica de la fun­
ción consular de protección, en general. Este apartado va seguido 
del análisis específico de los casos de mexicanos condenados a pena 
de muerte en Estados Unidos y la ayuda que les brinda el gobierno 
mexicano para garantizar sus derechos. 

Por último, se dedican dos capítulos al análisis y descripción de 
dos casos especiales en lQs que el gobierno de México ha participado, 

. exitosamente, en la protección de sus nacionales condenados a pena 
de muerte en Estados Unidos. El caso Aldape, no sólo por el hecho 
de que el autor lo vivió en forma personal, sino por la contundencia 
con la que permite ver las fallas del sistema legal estadunidense y la 
importancia de la protección consular en la defensa de un condena­
do a pena de muerte, descrito en este libro por los abogados Scott 
Atlas y MichaeI Mucchetti. El caso Avena, por su parte, está conside­
rado como el logro más grande de México, en los últimos años, en 
materia de protección consular y como un triunfo del derecho inter­
nacional en la búsqueda de respeto de los derechos humanos. 



1. LA PENA DE MUERTE 

La pena de muerte es un simple tic social, como si a los dueños de la historia 
les gustara conservar entre las manos la sabiduría del estrangulador. 

M. VÁZQUEZ MONTALBÁN 

La conservación de la pena de muerte como sentencia penal es uno 
de los temas contemporáneos que más controversia ha generado en 
buena parte de la comunidad internacional. Aunque pareciera que 
al opinar respecto a este tema no se admiten posiciones intermedias 
-se está a favor o en contra-, se ha observado que una preocupación 
mayor, a la hora de tomar una decisión al respecto, no es la legitimi­
dad moral de esta pena, sino el hecho de si la pena de muerte es o 
no un castigo justo. Más allá de la aplicación de la pena de muerte, 
en la mesa de debates se encuentran las cuestiones de cómo se deter­
mina quién recibirá este castigo, cómo se lleva a cabo y qué propósi­
to cumple. 

Este capítulo está dedicado a brindar al lector un contexto gene­
ral sobre la pena de muerte, desde su uso a lo largo de la historia, los 
métodos que se encuentran actualmente en vigor para llevarla a cabo 
y los argumentos para apoyarla o refutarla. Todo esto nos permitirá 
acercarnos al caso estadunidense, en el segundo capítulo de esta 
obra, con una visión más amplia, para poder comprender con mejo­
res elementos de juicio la necesidad de reforzar la protección de los 
mexicanos condenados a muerte en el país vecino, lo que estudiare­
mos en la última parte de este libro. 

DEflNICIÓN E HISTORIA DE LA PENA DE MUERTE 

La pena de muerte o pena capital está definida, jurídicamente, como 
una sanción penal. Para eljurista Raúl Carrancá y Trujillo, esta pena 
es el "tratamiento que el Estado impone a un sujeto que ha cometi­
do una acción antisocial o que representa una peligrosidad social, 

[21] 
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pudiendo ser o no un mal para el sujeto".l El penalista Fernando 
Castellanos Tena la define como "el castigo legalmente impuesto por 
el Estado al delincuente para conservar el orden jurídico".2 Por su 
parte, Ignacio Villalobos indica que la pena de muerte o pena capi­
tal es "la privación de la vida o supresión radical de los delincuentes 
que se consideran incorregibles y altamente peligrosos".3 En suma, 
se puede apreciar que estas definiciones, de tres distinguidos pena­
listas mexicanos, coinciden en un mismo punto: la pena de muerte 
es la eliminación "definitiva" de aquellos delincuentes que han 
de __ lostrado ser incorregibles y por lo tanto representan un grave 
peligro para la sociedad. Por otro lado, para el derecho norteameri­
cano, la pena de muerte se define como: "Supreme penalty exacted 
as punishment for murder and other capital crimes, held no to be, 
under all circumstances, cruel and unusual punishment within 
prohibitions of 8th and 14th Amends, U.S Const. [ ... ]"4 

La pena de muerte o pena capital ha existido a la par con la huma­
nidad, conociéndose, prácticamente, en todas las culturas. No obstan­
te, a lo largo de la historia y en las distintas civilizaciones, se identifican 
algunas variantes en su aplicación. La primera de ellas es el tipo de 
delitos que se penalizan. El homicidio calificado con agravantes ha 
sido el delito más común por el que se ha impuesto esta pena, pero 
también se ha aplicado por los delitos que actualmente conocemos 
como patrimoniales, por delitos sexuales, por delitos contra la salud 
(como la embriaguez consuetudinaria), por delitos del orden político 
o militar (principalmente el espionaje y la traición a la patria) y por los 
que hoy conocemos como delitos del fuero común y federal. 

En segundo término, se encuentran las formas de ejecución de la 
pena capital, que han sido muy variadas de acuerdo con los usos y 
costumbres de los diferentes pueblos. Se han utilizado, entre otras, la 
lapidación, la rueda, el garrote, la hoguera y la guillotina -todas éstas 
formas muy crueles, ya que su finalidad consiste en imponer el 
mayor sufrimiento al delincuente condenado. 

La pena de muerte fue concebida, en las leyes antiguas, como una 

1 Raúl Carrancá y Trujillo, Derecho penal mexicano, lOa. ed., México, Porma, 1972, 
p.426. 

2 Fernando Castellano Tena, Lineamientos elemmtales del derecho penal, México, 
Porrúa, 1994,p. 306. 

3 Ignacio Villalobos, Derecho penal mexicano, México, Porrúa, 1960, p. 534. 
4 Henry Campbell Black, Black's law dictionary, 5a. ed., Estados Unidos de 

Norteamérica, The Publisher'g Editorial Staff: 1979, p. 360. 
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aflicción retributiva, originada por la comisión de un delito. En pri­
mer lugar, se puede mencionar el viejo principio de los antiguos israe­
litas: "¡Ojo por ojo y diente por diente!" Según este principio, al que 
dañaba "el ojo del prójimo" se le infligía el mismo daño, mediante 
penas consistentes en golpes, heridas y otros castigos fisicos, incluso la 
muerte, dependiendo de la ofensa realizada. También era aplicable a 
aquellos que cometieran una falta profesional, como los médicos 
incompetentes. Por ejemplo, un constructor de casas estaba expuesto 
a la muerte si ésta llegaba a derrumbarse provocando la muerte del 
propietario; si el que muriera fuera su hijo, el hijo del constructor 
debía morir también, y si era un esclavo, entonces el const,'uctor ten­
dría que dar a su cliente un esclavo para sustituir el perdido.5 

"En un principio, la venganza privada era un derecho y deber de 
la familia de la víctima. Matar al que mató era un acto justo y moral. 
Luego, la autoridad del poder central se afirmó; la venganza privada 
fue limitada y más tarde, desapareció. La represión pasó de ser un 
reflejo instintivo de venganza, a ser una organización racional del 
procedimiento penal. "Íl 

En sociedades tan antiguas como la mesopotámica en el siglo XXI 

a.C, se comienza a vislumbrar la sustitución de la venganza privada 
por la justicia del Estado.7 Bajo el Código de Hammurabi, cuando se 
acusaba a alguien de homicidio o magia, el acusado debía dar prue­
bas de su inocencia sometiéndose a la experiencia del agua (en esta 
prueba, el reo era arrojado al río) y, si no sobrevivía, la sentencia esta­
ba ya cumplida con su muerte; asimismo se preveían castigos como 
empalar o quemar con fuego, el robo, el encubrir, el homicidio, el 
adulterio de la mujer, el incesto, la brujería eran actos que debían ser 
pagados con la vida, en la mayoría de los casos. La calumnia (aquellos 
que acusaban falsamente a alguien de robo), la irrupción de la vio­
lencia en propiedad ajena, el incumplimiento del deber por parte 
de un soldado, el "robo" de una mujer sin la autorización de los 
padres, también eran castigados con la muerte.8 

En Egipto, se castigaba con pena de muerte toda aquella ofensa 
hacia lo sagrado (matar a un animal sagrado), una falsa declaración 
de ingresos, un parricidio o el adulterio de una mujer. 

5 Carl Grimberg, "El alba de la civilización", Historia Universal Daimon, México, 
Daimon, 1967, p. 247. 

6 Ikram Antaki, El manual del ciudadano contemparáneo, México, Ariel, 2004, p. 267 
7 Cf. ibid. 
8 Carl Grimberg, op cit., p. 244. 
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Por otro lado, la pena de muerte para los hebreos estaba dictada 
por un patriarca que decidía quién debía conservar la vida y quién 
no. Al imponerse un poder central, se establece un sistema de pago 
basado en la retribución de la ofensa, por ejemplo, una familia esta­
bajurídicamente capacitada a exigir una indemnización, pero en los 
casos de homicidios se imponía la pena máxima a los agresores. Para 
evitar las equivocaciones en los tribunales, se debía presentar un 
número determinado de testigos. El castigo de la pena de muerte se 
imponía por infracciones como el adulterio, incesto, ocultar que una 
mujer ya no era virgen al casarse, sodomía, violación o a aquellos 
individuos que trab~aban el día sábado. 

Las primeras legislaciones sistemáticas sobre pena de muerte ocu­
rrieron con los griegos y romanos. Es bien sabido que los griegos 
tuvieron gran influencia cultural en Roma, destacando estos últimos 
por su vasta jurisprudencia y los griegos por ser grandes filósofos, 
binomio que dio como resultado el surgimiento de la filosofía del 
derecho. Sólo a partir de este momento podemos hablar de una 
clara reglamentación de las relaciones entre los hombres y el Estado, 
así como de un consecuente castigo a quienes cometan violaciones a 
las leyes impuestas por el sistema judicial. 

En Grecia las sanciones por pena de muerte estaban dadas por 
causa de traición, si se conspiraba contra las formas de gobierno o si 
se aceptaba un cargo público de un usurpador. Tales sanciones eran 
dictaminadas por tribunales formados por los mismos ciudadanos, 
los cuales se encargaban de juzgar a los acusados. 

En Roma, el primer delito castigado con la pena de muerte fue el 
de perdueUio, por traición a la patria. Más adelante, en las XlI Tablas, se 
reglamentó también para otros delitos. Durante la vigencia de las XlI 
Tablas, la autoridad permitió la aplicación de la Ley del Talión al ofen­
dido o a sus parientes. Sin embargo, existieron también funcionarios 
encargados de la ejecución, convirtiéndose así la pena de muerte en la 
sanción imperante. Tiempo después, aunque sin ser abolida, cayó en 
desuso, restableciéndose hasta la época de los emperadores.9 

Más tarde, con la llegada del cristianismo -que predicaba el amor 
al prójimo y el carácter divino de la vida- se sentaron las bases de lali 
tendencias abolicionistas de la pena capital que analizaremos poste­
riormente. 

9 Claudio E. Pandolfo, Roma Eterna, 8 de mayo del 2004 <http://www.romaeter­
na.9f.com/Roma_Consular/La_Ley_de_las_XICTablas.htm>. 
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En las siguientes secciones de este apartado se detallarán los 
métodos de pena de muerte que se han utilizado a lo largo de la his­
toria, así como la situación actual que representa esta sanción en el 
mundo, en general, y en México, en específico. 

Métodos de pena de muerte 

Como ya se señaló, históricamente han existido incontables formas 
de aplicación de la pena de muerte, que van desde el garrote, la más 
rudimentaria, hasta las sofisticadas cámaras de gas de nuestros días, 
pasando por la lapidación (efectuada comúnmente por judíos y 
musulmanes), la confrontación con leones (favorita del circo roma­
no), el desprendimiento paulatino de órganos (practicado en 
China), entre otras. 

Hoy en día, se emplean primordialmente la horca yel fusila­
miento. El ahorcamiento se encuentra establecido en los ordena­
mientos jurídicos de numerosos países como Egipto, Irán, japón, 
jordania, Pakistán, Singapur, etc.; y el fusilamiento en los ordena­
mientos jurídicos de países como Bielorrusia, China, Somalia, 
Taiwán, Uzbekistán, Vietnam. !O En Estados Unidos varía el tipo de 
pena de muerte conforme el estado que la permite. Cuando se pre­
vén ambas técnicas, el fusilamiento se reserva con frecuencia a los 
crímenes en periodos de guerra o para condenas a muerte dictami­
nadas por tribunales militares. 

A continuación se presentan, escuetamente, las características de 
los métodos que en nuestros días son utilizados para llevar a cabo la 
pena de muerte. Estas descripciones, que pueden parecer crudas, no 
buscan generar controversia en el lector, sino simplemente describir 
lo que sucede en la realidad, formando así una impresión general de 
los pasos, irremediables, por los que tiene que pasar un condenado 
a muerte en el momento de su ejecución:ll 

1] Ahorcamiento. El condenado es enganchado a una cuerda atada 
alrededor del cuello y sucumbe debido a la fuerza que, por la grave-

J(J Amnistía Internacional, 6 de febrero del 2007 <http://web.amnesty.org/pages/ 
deathpenalty-facts-esl>. 

II Pena de muerte, 8 mayo del 2004 <http://www.ya.com/penademuerte/tipos_tor-
turasnotfinal.htm>. • 
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dad, ejerce el peso del cuerpo. La inconsciencia y el fallecimiento 
son ocasionados por lesiones en la médula espinal o, si esto no es 
suficiente, por el estrangulamiento, debido a la contracción de la trá­
quea. Cabe señalar que los españoles realizaron esta práctica duran­
te la conquista y posteriormente, pues así murió Cuauhtémoc. Así 
murió también Sadam Hussein, en diciembre de 2006. 

2] Fusilamiento. La ejecución la lleva a cabo un único sujeto o una 
unidad militar. El condenado muere por una o varias de las siguien­
tes causas: lesiones de órganos vitales, como el corazón, lesiones del 
sistema nervioso central o hemorragias. Aunque una detonación a 
corta distancia en la nuca debería producir la inconsciencia inme­
diata, el procedimiento puede persistir más tiempo en las ejecucio­
nes realizadas por un pelotón, en las que los soldados descargan 
desde una mayor distancia -y por lo tanto, con menor exactitud- y 
pueden haber recibido la orden de apuntar al tronco, más fácil de 
alcanzar que la cabeza. Aunque algunos condenados pueden perma­
necer conscientes después de las detonaciones iniciales, incluso en 
las ejecuciones normales por un pelotón, ciertas ejecuciones han 
sido pensadas para extender el summiento de la VÍctima. En México 
destacan las ejecuciones, por este método, de varios héroes de la 
Independencia o las realizadas durante la Revolución. 

3] Silla eléctrica. Después de amarrar al prisionero a una silla cons­
truida para este objetivo, los ejecutores colocan electrodos de cobre 
húmedos a la cabeza y a una pierna del condenado, las cuales han 
sido afeitadas para garantizar un buen contacto entre los electrodos y 
la epidermis. Se emplean fuertes descargas de corriente eléctrica en 
forma intermitente. La muerte se ocasiona por paro cardiaco y pará­
lisis del sistema respiratorio. La silla eléctrica ocasiona consecuencias 
destructivas perceptibles, pues quema órganos internos. El condena­
do con frecuencia salta hacia delante, tirando de las correas que lo 
inmovilizan cuando aplican la corriente, y en algunos casos puede 
defecar, orinar o vomitar sangre. Los testigos presenciales constante­
mente expresan que se percibe un olor a carne quemada. 

La silla eléctrica se utilizó por primera vez en Estados Unidos, con 
la idea de que sería más misericordiosa que el ahorcamiento. A con­
tinuación, la hermana Helen Prejean describe cómo fue que la silla 
eléctrica comenzó a ser utilizada: 
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La muerte en la silla eléctrica se implantó en Estados Unidos en 1880 en la 
prisión de Auburn en el estado de Nueva York, cuando William Kemmler fue 
ejecutado. El New York Times se refirió a la nueva técnica como "eutanasia por 
electrocución". El Tribunal Supremo de Estados Unidos, patrocinando la dis­
posición del Tribunal Estatal de Apelación, que había pronunciado que la 
silla eléctrica no era un castigo atroz ni despiadado, concluyó: "los conoci­
mientos existentes sobre la electricidad permiten generar y emplear en la per­
sona del condenado una carga de corriente eléctrica con la intensidad nece­
saria para provocar la muerte instantánea e indolora". Un corresponsal del 
periódico New Warld que se encontraba en la ejecución de Kemmler subrayó: 
"la descarga eléctrica tuvo una duración de quince segundos, tras los cuales 
le quitaron los electrodos que tenía en la cabeza. Repentinamente, se le hin­
chó el pecho y las correas que lo inmovilizaban se tensaron. Le brotaban 
espumarajos de tono morado por la boca; aún tenía vida. El alcaide, los médi­
cos, los guardias, ninguno sabía qué hacer. Alguien propuso que se le sumi­
nistrara otra descarga. Un olor a carne y pelos chamuscados irrumpió en la 
habitación durante unos momentos, una flama azul transitó por la espalda de 
la víctima. Esta vez la descarga tuvo una duración de cuatro minutos."12 

4] Decapitación. Según el procedimiento utilizado en Arabia Saudita 
y en Qatar, y previsto en la legislación de la República Árabe del 
Yemen y de los Emiratos Árabes Unidos, la decapitación consiste en 
separar la cabeza del tronco mediante un golpe de sable. Aunque la 
finalidad es que el borde puntiagudo del arma corte precipitada­
mente la médula espinal y provoque la inconsciencia por el trauma, 
pueden ser necesarios diversos golpes más, ya que el sable es un arma 
relativamente ligera y la duración de la ejecución depende de la fuer­
za y de la habilidad del verdugo. También desde el siglo XVII se utili­
zó la guillotina. 

5] Lapidación. Esta ejecución, consistente en matar al condenado a 
pedradas, suele llevarse a cabo estando el inculpado sepultado hasta 
el cuello o atado de alguna forma. La muerte puede ser ocasionada 
por lesiones en el cerebro, asfixia o una combinación de lesiones. 
Como el individuo puede sobrellevar golpes fuertes sin perder el 
conocimiento, la lapidación puede provocar una muerte pausada. 
Dicha pena, se utiliza hoy en día, en países musulmanes en contra de 
mujeres infieles. 

12 Sister f!:elen Prejean, La pena de muerte, Barcelona, Ediciones B, 1996, p. 30. 
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6] Ejecución por gas. El condenado es amarrado a una silla en el inte­
rior de una cámara hermética; se le ata al pecho un estetoscopio conec­
tado a unos auriculares en la contigua sala de testigos, para que un 
médico pueda intervenir en el desarrollo de la ejecución; se libera gas 
cianuro en la cámara, envenenando al prisionero cuando éste respira. 
La muerte se provoca por la sofocación debida a la inhalación o inges­
tión del cianuro a través de las enzimas respiratorias que transportan el 
oxígeno desde la sangre a las demás células del cuerpo. Aunque puede 
ocasionarse la pérdida del conocimiento precipitadamente, el procedi­
miento se aplaza más si el prisionero pretende extender su existencia, 
conteniendo la respiración o respirando lentamente. Como en otras 
técnicas de ejecución, los órganos vitales pueden seguir funcionando 
durante algún tiempo, esté o no inconsciente la persona. 

7] Inyección letal. Consiste en suministrar por vía intravenosa y de 
manera continua una cantidad mortífera de un barbitúrico de 
acción rápida en combinación con un producto químico paralizan­
te. El procedimiento es comparable al utilizado en un hospital para 
administrar una anestesia general, pero los productos son dosifica­
dos en cantidades letales. 

En Texas, uno de los 19 estados de la Unión Americana en donde 
la ejecución se consuma por inyección letal, se emplean tres sustan­
cias sincrónicamente: tiopentato sódico, bromuro de pancuronio y 
cloruro potásico. La primera sustancia es un barbítúrico que provo­
ca la pérdida del conocimiento; la segunda, es un relajante muscular 
que paraliza el diafragma, imposibilitando así la respiración; y la ter­
cera, lleva al condenado a un paro cardiaco. Cualquier resistencia 
por parte del inculpado puede ocasionar que el estupefaciente entre 
en un músculo o una arteria, lo que ocasiona dolor. Localizar una 
vena apropiada para insertar la aguja no es una tarea sencilla y en 
ocasiones requiere una pequeña intervención quirúrgica. En un caso 
ocurrido en Texas en 1985 se necesitaron más de 23 intentos antes 
de que se consiguiera insertar la aguja en un punto adecuado y el 
proceso duró 40 minutos. 

Sobre este particular, Helen Prejean recuerda la perspectiva de 
Ronald Reagan, ex presidente de la Unión Americana en el decenio 
de los ochenta: 

Morir mediante una inyección letal es considerado "humano". Ronald Reagan 
propagó este último eufemismo en 1973 cuando, siendo gobernador de 
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California, se declaró a favor de la inyección letal como método de ejecución: 
"Como he sido granjero y criador de caballos, sé lo que es tratar de matar un 
caballo lesionado de una detonación. Actualmente llamas al veterinario, le 
aplica la inyección y el caballo se adormece y ya está. Está claro, al parecer, que 
la inyección letal es un método de ejecución más misericordioso que los que 
se empleaban en el pasado [y no tan pasado, ya que técnicas como envenenar, 
lapidar, guillotinar, crucificar, quemar en la hoguera, lanzar por un acantilado, 
derramar plomo fundido sobre el cuerpo, matar de hambre, serrar, enterrar 
vivo, empalar, ahogar, desmembrar, aplastar con pesos, arrojar en agua hir­
viendo, lanzar a un agujero con reptiles, ser devorado por animales salvajes, 
destripar, agarrotar (estrangular), matar a golpes, quebrar en el cepo, desga­
rrar en el potro de tortura, ahogar, electrocutar, fusilar y asfixiar en la cámara 
de gas se siguen empleando actualmente]." Las estadísticas señalan que actual­
mente se prefiere el método de la inyección letal porque prácticamente eli­
mina el dolor físico visible. Sólo se siente un ligero pinchazo en la vena. No 
obstante, queda un aspecto del sufrimiento que jamás será eliminado mientras 
se imponga la muerte a un sujeto consciente: el horror de ser ejecutado con­
tra la voluntad de uno y la agonía de la espera.13 

En la fecha del cierre de esta obra, los argumentos a favor de la 
inyección letal se han puesto en serio cuestionamiento debido al 
caso del sentenciado a muerte por inyección letal en Florida, 
Clarence Hill quien fue sentenciado el día 20 de septiembre del 
2006. La Suprema Corte de los Estados Unidos, gracias al caso de 
Ciaren ce Hill en el que la opinión pública impugnó la pena de muer­
te, ha puesto atención a las apelaciones por parte de aquellos indivi­
duos sentenciados a muerte que argumentan que las drogas utiliza­
das en las ejecuciones causan un dolor extremo e innecesario, lo cual 
viola la Ba. Enmienda sobre castigos crueles e inusuales.14 Las Cortes 
de Distrito de algunos de los estados norteamericanos como 
California y Missouri han considerado que la práctica de la inyección 
letal es inconstitucional porque se carece de salvaguardas que ayu­
den a una mejor aplicación de dicha pena de muerte. 

Más tarde, en diciembre de 2006 el gobernador de Florida, Greg 
Bush ordenó una "moratoria" en las ejecuciones capitales, en tanto no 
se esclarecieran las condiciones en las cuales fue ejecutado el detenido 
Ángel Nieves Díaz, el 13 de diciembre de ese año. Ejecutado por inyec-

13 lbid., p. 350. 
14 Véase definición de pena de muerte conforme al derecho norteamericano. 
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ción letal, el condenado permaneció 34 minutos con vida y los testigos 
de la ejecución señalan que en ese periodo intentó moverse e intentar 
hablar, lo que resulta en absoluta contradicción con la obligación legal 
de que las sustancias químicas que se utilicen en la ejecución por inyec­
ción letal permitan una muerte rápida y sin dolor. 

La pena de muerte en el mundo 

Ésta es una obra primordialmente sobre la pena de muerte en 
Estados Unidos. Sin embargo, considero imprescindible presentar el 
contexto mundial actual sobre el tema, pues sólo así puede com­
prenderse la dimensión del fenómeno en el país de estudio. 

Al clasificar la situación de la pena de muerte, podemos dividir a 
todos los países del mundo en tres grupos. En primer lugar, se encuen­
tra el gran número de países que han abolido la pena de muerte para 
cualquier categoría de crimen. En segundo lugar, están todos aquellos 
que la han eliminado exclusivamente para los crímenes del fuero 
común o delitos políticos, pero la conservan para los crímenes extra­
ordinarios, como la traición en tiempos de guerra, el sabotaje, los crí­
menes religiosos, las rendiciones, entre otros. Por último, el tercer con­
junto de países, que son la mayoría, mantienen la ejecución de la pena 
capital para un número importante de transgresiones que dependen 
tanto de la justicia militar como del derecho penal. Aquí cab~ aclarar 
que dentro de este grupo existe una cuarta clasificación: aquellos paí­
ses que mantienen la pena de muerte para los delitos comunes, pero 
no han ejecutado a nadie durante los últimos 20 años cuandó menos; 
a éstos se les conoce como abolicionistas "de facto". 

De una muestra de 100 estados estudiados en el año 2000, se 
encontró que 32% había abolido completamente la pena de muerte 
en sus legislaciones nacionales; 15% lo había hecho sólo parcial­
mente, y 53% la mantenía. Algunas legislaciones de estos países con­
templaban entre 30 y 50 causas posibles de inculpaCión que pueden 
traer consigo la pena de muerte.15 

En otros estudios estadísticos de Amnistía Internacional, anali­
zando todos los países del mundo,· se obtuvieron los siguientes 
dátos:1 6 

15 Para una relación de esta clasificación y las causas principales de inculpaciÓn, 
remítase al Anexo I-A. 

16 Datos de Amnistía Internacional, citados en Víctor Hugo Resendes, Pena de 
muerte: la controversia, México, Pac, 2001, p. 31 Y Pena tÚ! muerte, 11 de mayo de 2004 
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CUADRO 1.17 PROPORCIÓN DE PAÍSES ABOLICIONISTAS Y RETENCIONISTAS 

(muestra de 197 países estudiados en 2001) 

('Ategaria general 

Retencionistas 
Abolicionistas 

Categoría específica 
(sólo para los abolicionistas) 

Abolicionistas para 
todos los delitos 

Abolicionistas para 
delitos comunes 

Abolicionistas de hecho 

Número 

de países 

69 
128 

Número 

de países 

88 

11 
29 

, Porcerttaje 

35% 
65% 

Porcerttaje 

69% 

8% 
23% 
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Cabe consignar que la tesis abolicionista en el mundo desde 1990 
ha avanzado, más de 40 países han abolido la pena de muerte para 
todos los delitos. África (Liberia y Costa de Marfil), América (Canadá, 
Paraguay y México), Asia y Oceanía (Filipinas, Bután, Samoa) Europa 
(Bosnia y Herzegovina, Chipre, Serbia y Montenegro) y Asia 
(Armenia, Turquía y Turkmenistán).18 Nótese que se trata de un cua­
dro de 197 países, sin embargo, solamente 192 son miembros de la 
ONU. 

Examinemos otras estadísticas recientes publicadas por Amnistía 
Internacional que reflejan las ejecuciones llevadas a cabo durante un 
periodo de 6 años que comienza en 1998 y concluye en el 2004. Es 
de resaltarse el papel que ocupa China, pues existe un importante 
contraste en el número de ejecuciones realizadas respecto al resto 
del mundo -sin olvidar que es el país más poblado. 

<http://www.ya.com/penademuerte/listapaises.htm>. Para una relación de los países 
incluidos en esta clasificación y las fechás de abolición 'de la pena de muerte, 'remíta-
se al Anexo 1-B. " 

17 Amnistía Internacional, Datos y cifras sOÚf'e la pena de muerte. http://web.amnesty. 
org/ pages/ deathpenalty-facts-esl 

18Ibidem. 
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CUADRO 2. EJECUCIONES EN 1998 

China 1067 Cuba 5 
República Democrática 

del Congo 100 Kirguistán 4 
Estados Unidos 68 Pakistán 4 
Irán 66 Zimbaue 2 
Egipto 48 Autoridad Palestina 2 
Bielorrusia 33 Líbano 2 
Taiwán 32 Bahamas 2 
Arabia Saudita 29 Guatemala 1 
Singapur 28 Etiopía 1 
Sierra Leona 24 Siria 1 
Ruanda 24 Emiratos Árabes Unidos 1 
República de Vietnam 18 Tailandia 1 
Yemen 17 Federación Rusa 1 
Afganistán 10 Sudán 1 
Jordania 9 Somalia varios 
Kuwait 6 San Cristóbal y Nieves ? 
Japón 6 Iraq ? 
Nigeria 6 Uzbekistán ? 
Omán 6 Total aproximado 1625 

FUENTE: Amnistía Internacional, 1999. 

CUADRO 3. EJECUCIONES EN 2004 

China 3400 Vietnam 64 
Irán 159 Estados Unidos 59 
Otros paísesl9 115 Total aproximado 3797 

FUENTE: Amnistía Internacional, actualizada en el 2007 con datos hasta el 7·.de julio del 
200520 

Siguiendo los estudios de Amnistía Internacional, podemos concluir 
que el mayor número de ejecuciones las realiza un número reducido 

19 Se refiere a los países contenidos en el cuadro 2. 
20 Amnistía Internacional, Condenas a muerte y ejecucioms<http://web.amnesty.org/ 

pages/ deathpenalty-sentences-esl>. 
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de países. Por ejemplo, en el año 2001, el 90% de todas las ejecucio­
nes de las que se tuvo noticia ocurrieron en China, Irán, Arabia 
Saudita y Estados Unidos. En China, las cifras limitadas e incomple­
tas de que disponía Amnistía Internacional al final del año indicaban 
que fueron ejecutadas al menos 2 468 personas, pero se creía que la 
cifra real era mucho más elevada. Además, Amnistía Internacional 
tuvo conocimiento de que al menos 139 ejecuciones fueron llevadas 
a cabo en Irán y alrededor de 79 en Arabia Saudita, aunque el total 
posiblemente fue mucho más alto. En Estados Unidos fueron ejecu­
tadas 66 personas.21 Haciendo una comparación de las ejecuciones 
realizadas entre 1998 al 2004 podemos constatar que países como 
Estados Unidos, China e Irán siguen los mismos patrones con res­
pecto a la pena de muerte en sus legislaciones y en la práctica, sin 
embargo, es contrastante que en el caso de Vietnam se acentúan las 
ejecuciones a más del triple en sólo 4 años. De igual manera, cabe 
destacar que la sola participación de estos 4 países en el 2004 repre­
senta el 97% de las ejecuciones a nivel mundial. Es evidente que por 
el momento no se puede contar con una cifra precisa y confiable en 
Iraq, en razón de la ocupación en ese Estado. 

El siguiente cuadro registra las ejecuciones realizadas entre 1980 
y 2004, Y es una descripción detallada del número de ejecuciones. 

CUADRO 4. EJECUCIONES REALIZADAS EN EL MUNDO (1980-2004) 

Año Número total Número de países Número de países Porcentaje 
de ejecuciones que realizaron con más de 100 correspondiente a los 

registradas ejecuciones ejecuciones países con más de 100 
ejecuciones(r~pedo 

al total de ejecuciones) 

1980 1229 29 NA NA 
1981 3278. 34 NA NA 
1982 1609 42 NA NA 
1983 1399 39 NA NA 
1984 1513 40 4 78% 
1985 1 125 44 3 66% 
1986 743 39 3 56% 
1987 769 39 3 59% 

21 Amnistía Internacional, Condenas de muerte y ejecuciones en el año 2002, 2003. 
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(continuación) 
Año Número total Número de países Número de países Porcentaje 

de ejecuciones que realizaron con más de 100 correspcmdiente a Ú}S 

registradas ejecuciones ejecuciones paises con más de 100 
ejecuciones (respecto 

al total de ejecuciones) 

1988 1903 35 3 83% 
1989 2229 34 3 85% 
1990 2029 26 4 84% 
1991 2086 32 2 89% 
1992 1708 35 2 82% 
1993 1831 32 1 77% 
1994 2331 37 3 87% 
1995 3276 41 3 85% 
1996 4272 39 4 92% 
1997 2607 40 3 82% 
1998 2258 37 2 72% 
1999 1813 31 4 80% 
2000 1457 28 2 77% 
2001 3048 31 2 86% 
2002 1526 31 2 77% 
2003 1 114 28 2 73% 
2004 3797 25 2 94% 

NA: No aplica. 
FUENTE: Amnistía Internacional.22 

Con la información presentada en estos tres cuadros, puede con­
c1uirse que la pena de muerte ha sido aplicada en forma decrecien­
te en el mundo en los últimos años. Más aún, se puede encontrar una 
evidencia muy clara. Los países que aplican la pena de muerte en 
mayor número son aquellos con regímenes dictatoriales o con 
gobiernos represivos, distantes de la democracia (léase China, 
República del Congo, Irán, Taiwán) con la excepción muy notoria de 
Estados Unidos. Puede además distinguirse una concentración geo­
gráfica de las ejecuciones, siendo los países de Medio Oriente, Asia y 
África en donde éstas ocurren en mayor número, y en cuanto a 

22 Amnistía Internacional, Condenas de muerte y ejecuciones en el año 2004. 
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América Latina sólo ex.cepcionalmente en Cuba y Guatemala, en un 
grado mucho menor. Con confirmación de la tendencia mundial a 
reducir el uso de la pena de muerte, encontramos la reforma legal 
ocurrida en China, en 2004, mediante la cual las apelaciones a las 
sentencias de pena de muerte serán revisadas por el máximo 
Tribunal estatal y que fue puesta en vigor recientemente, elIde 
enero del 2007. Hasta hace poco, el Tribunal Supremo de ese país no 
trataba muchos de los casos o basaba sus decisiones simplemente en 
informes escritos de cortes locales y provinciales, lo que práctica­
mente daba la última palabra en casos de pena de muerte a los jue­
ces de las provincias en el momento de decidir si se aplicaba o no la 
pena capital. Según Amnistía Internacional, esta reforma reducirá el 
número de ejecuciones y es un primer paso hacia la abolición de la 
pena capitaL23 

La pena de muerte en México 

Esta sección es esencial para la comprensión cabal de la protección 
consular que se analiza en esta ohra, pues no se puede evaluar la 
situación de los mexicanos condenados a muerte en Estados Unidos 
sin conocer de antemano los antecedentes históricos y la situación 
jurídica de esta pena en nuestro país. 

La pena de muerte fue utilizada en México aun antes de su exis­
tencia como nación. Se sabe que en algunas sociedades precolombinas, 
el gran sacerdote era el encargado de ordenar las ejecuciones. Las 
leyes aztecas, por ejemplo, se caracterizahan por su estricta severi­
dad. Aunque se contemplaba la privación de la libertad como un cas­
tigo, en la práctica, las penas más comunes fueron la lapidación, el 
descuartizamiento, la horca y la muerte a palos o a garrotazos. 
También los tarascos practicaron la pena de muerte y en algunos 
delitos, como el adulterio; ésta fue impuesta no sólo al inculpado, 
sino a toda su familia. En el Imperio maya, se castigó con la muerte 
a los traidores. 

Durante el periodo de la Colonia, el ejercicio de la pena de muer­
te estaba atribuido a las autoridades v'Írreinales y también al Tribunal 
de la Santa Inquisición. Al inicio de la guerra de Independencia no 

23 "Enmienda en China ley sobre pena de muerte", Pekín, Agencia EFE, 13 de octu­
bre de 2004 <www.esmas.com/noticerostelevísa/internadonales/398235.html>. 
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hay menClOn alguna de la pena de muerte: ni en los Elementos 
Constitucionales de López Rayón de 1811, ni en la Constitución de 
Cádiz, ni en los Sentimientos a la Nación de Morelos. En nuestra pri­
mera Constitución de 1824, no se hace referencia a la pena de muer­
te. En la Leyes Constitucionales de la Republica Mexicana de 1836 
tampoco hay referencia a la pena de muerte. 

En el gobierno de Santa Anna, en 1842 se dictó un decreto por el 
que se sujeta a juicio militar, con imposición de pena capital y sin 
recurso de indulto, al que arrojase ácido sulfúrico u otro líquido 
incendiario, cuya venta estaba prohibida. Éstas eran las preocupaóo­
nes del dictador. 

Ese mismo año, en el Voto Particular de la minoría de la Comi­
sión Constituyente se señalaba: 

Para la abolición de la pena de muerte, se establecerá a la mayor brevedad 
el régimen penitenciario; y entretanto, queda abolida para los delitos pura­
mente políticos, y no podrá extenderse a otros casos que al salteador, al 
incendiario, al parricida, y al homicida con alevosía o premeditación.24 

El texto anterior prevaleció casi a la letra en el articulo 13 del 
Segundo Proyecto de Constitución Política, fechado en 1842. Más 
adelante, en las Bases Orgánicas de la República Mexicana en 1842 
se señala en su articulo 81 que 

la pena de muerte se impondrá sin aplicar ninguna otra especie de padeci­
mientos físicos que importen más que la simple privación de la vida. 

En el Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana de 
mayo de 1856 se señala en el articulo 56: 

La pena de muerte no podrá imponerse más que al homicida con ventaja o 
premeditación, al salteador, al incendiario, al parricida, al traidor a la inde­
pendencia, al auxiliar de un enemigo extranjero, el que hace armas contra 
el orden establecido y por los delitos puramente militares que fija la 
Ordenanza del ejército. Por su imposición no se aplicará a ninguna otra 
especie de padecimientos físicos. 

24 Sistema de Información Legislativa. Archivos Documentos, <http://sil. goberna­
cion.gob.mx/ Archivos/Documentos/2005 /06/ asun_2034350 _20050623 _1119565372. 
pdf>. 
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yen el artículo 57 agrega: 

Ni la pena de muerte ni ninguna otra grave, pueden imponerse sino en vir­
tud de pruebas que acrediten claramente la criminalidad del acusado yeje­
cutarse por sólo la sentencia deljuez de primera instancia. 

En ese mismo año de 1856, José María Lafragua remite a los 
gobiernos de los estados, el Estatuto Orgánico Provisional de la 
República Mexicana y en dos párrafos hace referencia a la pena de 
muerte. En el octavo se prohíben las penas degradantes; se restringe 
la pena de muerte -ya que por desgracia no se puede aún decretar 
su abolición completa-, y se agrega en el decimoquinto que 

si bien la suprema necesidad obliga al Exmo. Sr Presidente a conservar esa 
dictadura, quiere dar a los mexicanos una prueba de su recta intención 
prohibiéndose la imposición de la pena de muerte y de otra, aun en los casos 
extremos. Cree su Excelencia que sólo la ley, por sus órganos comunes, 
puede disponer de la vida de los hombres; por consiguiente aun en los casos 
en que, conforme al artículo 82, use el gobierno del poder discrecional, esto 
es aun cuando cesen las demás garantías, la de la vida será escrupulosamen­
te respetada. 

Es precisamente en esta última cita, donde encontramos el ver­
dadero espíritu del liberalismo mexicano en cuanto el respeto a la 
vida y la intención de prohibir la imposición de la muerte. Lafragua 
fue un excelente interlocutor. 

Es así que la idea de abolir, totalmente, la pena de muerte en 
México, no es de ninguna forma nueva, pues la Constitución de 1857 
en su artículo 23 tenía una estructura similar al precitado artículo 5° 
de la Constitución de 1842, en el cual se decía: 

Para la abolición de la pena de muerte queda a cargo del poder administrati­
vo el establecer a la mayor brevedad, el régimen penitenciario. Entre tanto, 
queda abolida para los delitos políticos, y no podrá extenderse a otros casos 
más que al traidor a la patria en guerra extranjera, al salteador de caminos, al 
incendiario, al parricida, al homicida con alevosía, premeditación o vení<Ya, a 
los delitos graves del orden militar y a los de piratería que definiere la ley. 

Más tarde, en 1865, el Estatuto Provisional del Imperio Mexicano 
no hace referencia alguna a la pena de muerte. Fue en mayo de 1901 
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cuando la Constitución de 1857 fue reformada en su artículo 23, 
quedando en los siguientes términos:25 

Queda abolida la pena de muerte para los delitos políticos. En cuanto a los 
demás, sólo podrá imponerse al traidor a la patria en guerra extranjera, al 
parricida, al homicida con alevosía, premeditación o ventaja, al incendiarío, 
al plagiario, al salteador de caminos, al pirata y a los reos de delitos graves 
del orden militar. 

Debe destacarse que en el Programa Liberal del Partido 
Mexicano, elaborado por Ricardo Flores Magón y fechado en San 
Luis Missouri, EUA, elide julio de 1906, el Partido Liberal 
Mexicano propone una reforma constitucional en la que se dicta: 

Abolición de la pena de muerte, excepto para los traidores a la patria. 

Venustiano Carranza presentó su proyecto de Constitución en 
Querétaro, elide diciembre de 1916. Refiriéndose a la pena de 
muerte contenida en al tercer párrafo del artículo 22 del proyecto, 
en el Dictamen de enero de 1917 se decía: 

La vida de una sociedad implica el respeto de todos los asociados hacia el 
mantenimiento permanente de las condiciones necesarias para la coexisten­
cia de los derechos del hombre. Mientras el individuo se limite a procurar la 
satisfacción de todos sus deseos sin menoscabar el derecho que los demás tie­
nen para hacer lo mismo, nadie puede intervenir en su conducta; pero 
desde el momento en que, por una agresión al derecho de otro, perturba 
esas condiciones de coexistencia, el interés del agraviado y la sociedad se 
unen para justificar que se limite la actividad del culpable en cuanto sea 
necesario para prevenir nuevas agresiones. La extensión de este derecho de 
castigo que tiene la sociedad está determinada por el carácter y la naturale­
za de los asociados, y puede llegar hasta la aplicación de la pena de muerte 
si sólo con esta medida puede quedar garantizada la seguridad social. Que la 
Humanidad no ha alcanzado el grado de perfección necesario para consi­
derarse inútil la pena de muerte, lo prueba el hecho de que en la mayor 
parte de los países donde ha llegado a abolirse, ha sido necesario restable-

25 Existe un extenso y muy interesante debate en el año 1857 en el que intervi­
nieron Prieto, Mata, Arriaga, Ignacio Ramírez, José Maria Mata, León Guzmán, 
Ignacio L. VaJlarta. 
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cerla poco tiempo después. Los partidarios y abolicionistas de la pena capi­
tal concuerdan en un punto: que desaparecerá esta pena con el progreso de 
la razón, la dulcificación de las costumbres y el desarrollo de la reforma peni­
tenciaria.26 

El proyecto del artículo 22 en su párrafo tercero que aludía a la 
pena de muerte, decía a la letra: 

Queda también prohibida la pena de muerte por delitos políticos, y en cuan­
to a los demás sólo podrá imponerse al traidor a la patria en guerra extran­
jera, al parricida, al homicida con alevosía, premeditación o ventaja, al 
incendiario, al plagiario, al salteador de caminos, al pirata, al violador y a los 
reos de delitos graves del orden militar. 

En el proyecto de artículo se conserva la pena de muerte en los 
mismos casos que expresa la Constitución de 1857, extendiéndola 
además al violador, bajo el siguiente argumento contenido en el 
Dictamen antes señalado del 8 de enero de 1917: 

Ciertamente, el delito de violación puede dejar a la víctima en situación 
moral de tan manera miserable y lastimosa que hubiera preferido la muerte; 
el daño causado por este delito puede ser tan grande como el producido por 
un homicidio calificado, lo cual justifica la aplicación de igual pena en 
ambos casos.27 

Varias Constituciones de los estados de la República adoptaron el 
artículo 22 de nuestra Constitución, en cuanto a la pena de muerte, 
con muy diferentes redacciones. Fue el caso de Colima, Michoacán, 
Nuevo León, Sinaloa y Veracruz. Conviene también señalar que de 
1917 a la fecha varios países latinoamericanos han modificado su 
Constitución con textos similares al de la mexicana. Tal es el caso de 
Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, 
Panamá, Uruguay, Venezuela. Cuba prohíbe la pena de muerte pero 

26 "Presentación y debate del Artículo 22 constitucional en el Congreso Consti­
tuyente de 1916", Diario de Debates de 1917, incluido en Cámara de Diputados, Derechos del 
pueblo mexicano; México a través de sus constituciones, México, XLVI Legislatura de la 
Cámara de Diputados, 1967 (tomo IV, Antecedentes y evolución de los artículos 16 a 27 
Constitucionales), p. 338. 

%7 Véase lo ocurrido en la sesión del 5 al 8 de diciembre de 1917. Dictamen y 
debate. 
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la exceptúa en ciertos casos de carácter político y Guatemala permi­
te que los Tribunales de Justicia impongan la pena de muerte por los 
delitos que determina la ley, mas no podrá aplicarse a la mujeres ni 
a los menores de edad. 

Por otro lado, el Código de Justicia Militar, con base en la opción 
otorgada por los constituyentes de 1917, también preveía la pena de 
muerte para delitos graves: rebelión, deserción, falsa alarma, espio­
naje, rebeldía con resultado de muerte de un superior, entre otras. 
La última vez que se aplicó la pena de muerte en México fue al sol­
dado de infantería Isaías Constante Laureano en 1961, en Saltillo, 
Coahuila. Desde entonces a la fecha, los 32 militares que habían sido 
sentenciados a muerte fueron indultados o en su caso se conmutó la 
pena. De esta manera, la Cámara de Diputados aprobó suprimir la 
pena de muerte de este código en abril de 2005.28 

Tomando en consideración lo anterior, si la pena de muerte se 
encontraba vigente en el derecho mexicano hasta hace muy poco, 
¿por qué no se aplicaba? La explicación se encuentra en que, mien­
tras el legislador militar usó la permisión otorgada por la Carta 
Magna para impartir justicia mediante la pena de muerte, el legisla­
dor civil no utilizó esta opción, pues el Código Penal Federal no con­
templaba esta pena, desde que la suprimió de su texto en 1929. 

Por otro lado, siguiendo al código de 1929, el Código Penal para el 
Distrito y Territorio Federales de 1931 -vigente en el Distrito Federal 
en materia de fuero común y en toda la República en materia de fuero 
federal- a pesar de presentar una amplia lista de penas y medidas de 
seguridad, no incluía a la pena capital dentro de sus sanciones. 

Desarrollo de la abolición de la pena de muerte 
en la Constitución mexicana 

Así vemos que, a comienzos del siglo XXI, se seguían aún las pautas tra­
zadas por estos códigos federales, pero quedaba siempre la posibilidad 

28 Por 346 votos a favor, el pleno de la Cámara de Diputados raúficó las modifica­
ciones al Código Militar enviadas por el Senado de la República, para eliminar la pena 
capital y susÚtuirla por una pena de prisión de 30 a 60 años. El diputado del PAN, 

Fernando Pérez, señaló que la reforma se había hecho "recordando que toda persona 
debe ser tratada como un fin en sí misma y nunca como un medio para lograr cual­
quier úpo de objeúvo, ya que la imposición de la pena de muerte busca lograr objeÚ­
vos que van más allá de la propia persona sentenciada" (Héctor Guerrero, "Eliminan 
pena de muerte de la jusÚcia militar"). 
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de que los congresos locales permitieran la pena capital en sus legisla­
ciones respectivas para los casos previstos por el artículo 22 constitu­
cional. Por lo tanto, la única manera de establecer que la pena de 
muerte no era aplicable en México sería que el artículo 22 la prohi­
biera totalmente y sin excepciones, y que el artículo 14 no señalara que 
nadie podrá ser privado de la vida, lo que sin duda refleja la importancia 
de la reciente reforma constitucional.29 Esta reforma se adoptó final­
mente el 9 de diciembre de 2005 en los siguientes términos: 

Artículo 14 ... 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o 
derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente esta­
blecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimien­
to y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

[ ... ] 

"Articulo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infa­
mia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa 
excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y 
trascendentales. 

[ ... ] 

Derogado. 30 

Ahora es conveniente recordar la argumentación expuesta en el 
año 2002 por la diputada del PAN Silvia América en la Cámara de 
Diputados, quizá la más amplia y completa que se dio en el debate 
desde 1998 hasta 2005. Incluimos después un cuadro que contiene 
todas las iniciativas en contra de la pena de muerte en esos siete años: 

Acción Nacional tiene como núcleo central de su doctrina política, el reco­
nocimiento de la dignidad eminente de la persona humana. Éste es el punto 
de partida y objetivo final de todas sus propuestas y plataformas políticas. 

Hace algunos años Carlos Castillo Peraza señalaba que «toda la historia 

29 Víctor Rugo Resendes, op. cit., pp. 25 s. 
30 Véase La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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nos muestra que el avance de los hombres hacia formas cada vez más huma­
nas de convivencia social, es una marcha de los pobres, de los marginados, 
de los desposeídos, de los dependientes, de los diferentes, de los débiles 
hacia el reconocimiento de su dignidad de personas que valen por sí mismas 
a pesar de sus flaquezas. Es un caminar dificil y a veces sembrado de marti­
rios, de crímenes, de atrocidades por parte de quienes se empeñan en defen­
der sus privilegios, es decir, las leyes privadas, las normas parciales que con­
vierten en derecho lo que es sencillamente fuerza". 

Así, para nosotros el ser humano es persona, con cuerpo material y alma 
espiritual, con intelígencia y voluntad libre, con responsabilidad sobre sus 
propias acciones, y con derechos universales, inviolables e inalienables, el 
más alto de ellos, el derecho a la vida. 

La pena de muerte es una reacción desproporcionada a la ofensa recibi­
da. El derecho punitivo no es la institucionalización de la venganza privada. 
La conciencia humana comprende principios y normas que derivan del 
reconocimiento de su intrínseca naturaleza y dignidad, ésta lo guía por los 
caminos de la vida, a través de cuyo tránsito el individuo alcanza a com­
prender la normatividad de la naturaleza, a vivir armónicamente dentro de 
ella y a descifrar sus leyes. Esta experiencia personal conlleva a descubrir la 
existencia de un ordo naturae cuya sustancia no puede ser alterada por el 
hombre o el Estado, como lo pretendió el hombre medieval. 

En este contexto, hablar del derecho a la vida implica no sólo referirnos 
a un derecho humano o una garantía individual, entraña referirnos al dere­
cho humano que es condición necesaria para que existan y se respeten los 
demás, es pues, el derecho humano por excelencia. 

Con esta iniciativa se busca derogar de nuestra Carta Magna la imagen de 
salvajismo que lleva por nombre pena capital, es por ello que citamos tan sólo 
algunos argumentos que se han conminado contra el homicidio judicial. 

Recordemos palabras del tratadista Raúl Carrancá y Trujillo: " .. .la pena 
de muerte es en México radicalmente injusta e inmoral, porque en México 
el contingente de delincuentes que estarán amenazados de condena judicial 
de muerte se compone, en su gran generalidad, de hombres, económica y 
culturalmente inferiorizados: los demás delincuentes, por su condición eco­
nómica o social superior, no llegan jamás a sufrir proceso y menos llegarían 
a sufrir la irreparable pena; pero además el delincuente de otras clases socia­
les delinque contra la propiedad y sólo por raras excepciones, contra la vida 
e integridad personales, y tendría jamás como consecuencia la pena de 
muerte. Por lo tanto, esta pena se aplicaría casi exclusivamente a hombres 
humildes de nuestro pueblo; hombres que son delincuentes, porque son víc­
timas del abandono en que hasta hoy han estado viviendo por parte del 
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Estado y la sociedad, víctimas de la incultura, de la desigualdad y miseria eco­
nómica, de la deformación moral de los hogares, mal alimentados. El Estado 
y la sociedad entera son los principales culpables de esto, y en vez de la escue­
la, de la solidaridad social que los adopte a una vida humana y digna y de la 
elevación de su nivel económico, que borre para siempre su inferioridad 
ancestral, el Estado opta por suprimirlos". 

Por su parte, la Organización de Naciones Unidas nos proporciona los 
siguientes argumentos que han surgido de la experiencia, del estudio de la 
realidad y de las estadísticas llevadas a cabo por el Departamento de Asuntos 
Económicos y Sociales de la ONU a favor de la absoluta abolición de la pena 
capital: 

1. La ejemplaridad de la pena de muerte no está demostrada o parece dis­
cutible. 

2. Muchos de los delitos capitales son cometidos por personas con graves 
desequilibrios mentales, algunos de los cuales, por otra parte, escapan 
por ello mismo al castigo supremo. 

3. Existen evidentes desigualdades en la aplicación de la ley que condena a 
muerte, ya sea por el diferente grado de severidad de los tribunales com­
petentes, ya sea por razones de orden económico y sociológico, de mane­
ra que se corre el riesgo de que la pena de muerte constituya una ame­
naza mucho mayor para los delincuentes que carecen de medios 
económicos y que, por lo tanto, están en peores condiciones para buscar 
defensa. 

4. Hágase lo que se haga, existe una innegable posibilidad de que se come­
tan errores judiciales. 

5. La emoción que suscita la pena de muerte, tanto cuando se pronuncia 
sentencia como cuando se <::iecuta, parece tan malsana que hay quienes 
no vacilan en hablar del carácter criminógeno de la pena capital. 

6. Si de lo que se trata con la pena de muerte es de proteger a la sociedad 
de manera eficaz, se alega que para ello basta la condena perpetua. 

7. La evolución de la opción pública en algunos países ha inducido a éstos 
a considerar la pena de muerte inútil y odiosa y se advierte a este res­
pecto que la desigualdad en la aplicación de la pena de muerte puede 
robustecer estas ideas, ya que la pena capital aparece entonces como una 
especie de lotería un tanto siniestra. 

8. El carácter inviolable de la vida humana. Resulta innegable que la grave 
crisis que en materia de seguridad pública se sufre en nuestro país, se 
debe a la deficiente manera de atender, en los últimos decenios, los fac­
tores criminógenos que la provocan. La distribución de la riqueza, cada 
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vez es más injusta porque los ricos se enriquecen sin límites, creando un 
gran abismo con las otras clases sociales. 

La conducta antisocial debe combatirse fundamentalmente con progra­
mas educativos que prevengan la comisión del delito, y no solamente 
mediante acciones policiacas, de tipo represivo o imponiendo sanciones 
cada vez más severas al transgresor de la ley. 

La doctrina penal moderna insiste en los siguientes elementos como los más 
adecuados: la prevención de! delito, la disminución de penas, sistemas peniten­
ciarios humanitarios, la atención a las VÍctimas del delito; evidentemente no sólo 
descarta sino que combate la pena capital; no obstante lo anterior desgraciada­
mente se han oído voces pidiendo su reinstauración en nuestro país. 

En efecto como señala el doctor Luis Rodríguez Manzanera: "La pena de 
muerte es ejemplar, pero no en e! sentido ingenuo otorgado por sus partida­
rios; es ejemplar porque enseña a derramar sangre", y en este mismo sentido 
e! erudito criminólogo cita a Bernard Shaw: "El homicidio y la pena de muer­
te no son contrarios que se neutralizan, sino semejantes que se reproducen". 

La pena de muerte dice Quiroz Cuarón no es intimidatoria y está demos­
trado que los países donde más se aplica, son los más criminógenos y que el 
crimen aumenta en los países que la implantan o la conservan. 

Podemos observar con preocupación como el artículo 14 de la Carta 
Magna conserva la posibilidad de aplicar la pena de muerte en nuestro país 
al sentenciar en su segundo párrafo: "Nadie podrá ser privado de la vida, de 
la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante jui­
cio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cum­
plan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al acto". Se desprende pues, la posibilidad del 
homicidio judicial irónicamente respetando las rigurosas formalidades esen­
ciales del procedimiento, la pena capital posee como características esencia­
les el ser destructiva, en cuanto a eliminar de modo radical e inmediato la 
existencia humana, por lo que descarta la enmienda, la reeducación o la rea­
daptación social del sentenciado; irreparable, en cuanto a su aplicación, en 
el supuesto no extraño de ser injusta, impide toda posterior reparación y 
rígida, toda vez que no puede ser graduada, ni condicionada ni dividida. Por 
lo anterior resulta poco congruente con la tradición humanista que nos 
caracteriza como nación seguir conservando aunque sólo sea de manera 
latente, tan salvaje y primitivo castigo, que ya desde 1856 era severamente 
cuestionada por visionarios del humanismo, que señalaban ya en aquellos 
ayeres lo que hoy desgraciadamente algunos aún intentan denostar no en 
función de la razón sino del simple utilitarismo, y citamos discurso pronun-
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ciado en la sesión del 21 de agosto de 1856 "¿y con qué derecho la sociedad 
puede imponer la pena de muerte?" Es indudable que en la hipótesis de! 
pacto social, hipótesis que es el fundamento del sistema democrático, el indi­
viduo no ha podido ceder aquello de que él mismo no puede disponer. El 
hombre no puede disponer de la vida de otros ni quitarse la vida, menos 
puede tener la sociedad derechos que el mismo hombre no tiene. 

Como sabemos el artículo 22 de nuestra Constitución faculta al legislador 
para reglamentar la pena de muerte y, aun cuando en la facultas esto no se ha 
dado, resulta riesgosa la simple posibilidad, prueba de esto es que ya en la pasa­
da legislatura se presentó una iniciativa para reglamentar el castigo máximo. 

El citado numeral señala que "quedan prohibidas las penas de mutila­
ción y de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier 
especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras 
penas inusitadas y trascendentales. Queda también prohibida la pena de 
muerte por delitos políticos, y en cuanto a los demás sólo podrá imponerse 
al traidor a la patria en guerra extranjera, al parricida, al homicida con ale­
vosía, premeditación o ventaja, al incendiario, al plagiario, al salteador de 
caminos, al pirata ya los reos de delitos graves de! orden militar". 

El artículo 18 del mismo ordenamiento señala que e! sistema penal se orga­
niza sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo y la educación 
como medios para la readaptación social de! delincuente, es decir la doctrina 
penológica que inspira este numeral no es retribucionista, pero el artículo 22 
lo contradice dándole a la pena en su último párrafo un carácter incluso de 
venganza, por lo que proponemos la derogación de ese cuarto párrafo. 

"Asimismo debe adicionarse el primer párrafo para que quede prohibida 
expresamente la pena capital; debemos señalar además que el artículo vigente 
establece la prohibición de las pena~ trascendentales por lo que al prohibir 
expresamente la pe'1a de muerte se le dota de mayor congruencia en virtud de 
que según la doctrina la pena de muerte es una pena trascendental ya que como 
señala el doctor Manzanera ... e! ejecutado deja de sufrir y principia el sufri­
miento, la estigmatización y el dolor de los familiares y amigos que lo amaron'.» 

Uno de los puntos más importantes es el daño que recibe la familia, por lo 
que vemos que la teoría jurídica de la personalidad de la pena no resuelve en 
forma alguna el fondo del problema y, aunque el juez afirme y recalque que 
sólo se ejecutará al reo, está de hecho dictando una pena para los que quedan. 

A nivel intemacionalla tendencia es claramente abolicionista y en la mayoría 
de los países donde la pena capital todavia se encuentra vigente, el juzgador suele 
sustituirla por la cadena perpetua. Dentro del marco del Derecho Internacional 
resulta importante mencionar que México ha ratificado el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos de 1966 que señala en su artículo primero: 
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l. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho esta­
rá protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 
Posteriormente, en 1989 la Organización de Naciones Unidas redactó el 
"Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Destinado a Abolir la Pena de 
Muerte", dicho instrumento que desafortunadamente aún no ha sido ratifi­
cado por nuestro país. precisamente por lo que establece el artículo 22 cons­
titucional, indica en sus primeros dos artículos: 

1.1. No se ejecutará a ninguna persona sometida a la jurisdicción de un 
Estado parte en el presente 
2.1 Cada uno de los estados partes adoptará todas la medidas necesarias para 
abolir la pena de muerte de su jurisdicción. 

Finalmente coincidimos con el ilustrísimo jurista Ignacio L. Vallarta que ya 
en el siglo anterior sentenciaba: "La pena de muerte es impía para el con­
denado que la sufre, inmoral para el pueblo que la presencia. peligrosa para 
el legislador que la decreta y repugnante para el juez que la aplica". 

Finalmente, sobre la legitimidad de este castigo, debemos afirmar con 
seguridad que la tendencia abolicionista se confirma cada vez en forma deci­
dida en la mayoría de los países, por una parte como manifestación del pro­
ceso de humanización del derecho penal y penitenciario y por la otra como 
expresión de una más exacta identificación como pena inhumana y contra­
ria a las exigencias culturales de nuestro tiempo. Hoy, todavía resuenan con 
actualidad las palabras pronunciadas por Beccaria hace casi dos siglos: "¿Qué 
derecho puede atribuirse el hombre para matar a sus semejantes? ¿Quién ha 
dicho que en el sacrificio de la libertad particular cedida en el contrato 
social, se halla aquel de la vida, grandísimo entre los bienes? Y si fuese así 
hecho este sacrificio, ¿cómo se concuerda tal principio con el otro en que se 
afirma que el hombre no es dueño de matarse? Debía de serlo, si es que 
pudo dar a otro, o sea, a la sociedad entera este dominio." 

"Nuestra labor como legisladores es ser representantes de la nación en su 
conjunto, por lo tanto es nuestro deber el defender los más altos intereses, 
del pueblo mexicano y el más elevado derecho del ciudadano es el derecho 
a la vida, por lo que partiendo del supuesto referido, lograremos uno de los 
fines del derecho, que es precisamente el respeto a los derechos humanos. ~l 

Vale destacar que antes de la prohibición total de la pena de muer­
te el 9 de diciembre del 2005, habían pasado más de sesenta años sin 

31 Sistema de Información Legislativa (SIL) Iniciativas. http://sil.gobernacion. 
gob.mx/Busquedas/Basica/ResultadosBusquedaBasica. 
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aplicarse la pena de muerte a un civil en México.32 Desde entonces, la 
historia de la pena capital en el país fue la de su abolición continua en 
los diferentes estados que la incluían en su legislación. La experiencia 
del estado de Oaxaca -donde se usó la pena de muerte más que en nin­
guna otra entidad de la Federación- muestra los peligros de mantener 
esta pena mientras el vicio de la impunidad persista en el país. Además, 
puede afirmarse que la pena de muerte no reprimió los cnmenes, sino 
que de hecho los multiplicó. La pena capital desapareció para el 
Distrito Federal en su Código Penal de 1929. A su vez, el estado de 
Sonora -última de las entidades federativas que utilizó esta pena­
publicó su nuevo Código Penal reformado en 1965. En el ámbito cons­
titucional vale la pena señalar que ya desde 1993 la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos había enviado una iniciativa al Congreso de la 
Unión para eliminar la pena de mnerte en la vigente Constitución. Por 
todo lo anterior, puede afirmarse que ya existía una aspiración mexi­
cana -humanista, por supuesto- hacia el abolicionismo.ss 

A continuación se presenta una tabla que recoge cronológica­
mente todas las iniciativas que se presentaron en la Cámara de 
Diputados en cuanto a la pena de muerte (1998-2005). 

CUADRO 5.34 iNICIATIVAS PRESEI'.'TADAS EN lA CÁMARA DE DIPL'TADOS 

PARA lA ABOUCIÓN DE lA PENA MUERTE 

Fecha 

20 de 
octubre 
de 1998 

28 de 
octubre 
de 1999 
13 de 
febrero 
del 2002 

Legislatura 

LVII 

L'\I1! 

L'\I1II 

Diputado 
o Congreso que 

presentó iniciativa 

Benito Mirón Lince 

Congreso del Estado 
de Nuevo León 

Maró Batres 
Guadarrama 

Partido 

PRD 

PRD 

Artículo 
constitucional 

a reformar 

22 

14 Y 22 

22 

32 La última ejecución a un civil ocurrió en 1937 según registros de Amnistía 
Internacional. 

33 Agustín Basave Fernández del Valle, Meditación soúre la pena de muerte, México, 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León-FCE, 1997, pp. 98 ss. 

34 Sistema de Información Legislativa, Archivos Documentos, op cit. 
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Fecha Legislatura Diputado Partido Artículo 
o Congreso que constitucional 

presentó iniciativa a reformar 

26 de LVIII Silvia América PAN 14 Y 22 
marzo López Escoffié 

21 de L\lII Artemio PRI 22 
agosto Meixuiero González 
del 2002 
14 de LVIII MartÍ Batres PRD 22 
abril Guadarrama 
del 2003 
13 de ux Abraham Bagdadi PRD 14y22 
noviembre Estrella 
del 2003 
11 de ux Francisco Javier PAN 14 Y 22 
diciembre Valdez de Anda 
del 2003 
21 de ux Alfonso Rodríguez PRI 14y 22 
octubre Ochoa 

22 de ux Jesús MartÍnez Partido 22 
febrero Álvarez Convergencia 
del 2005 

Por otra parte en la Cámara de Senadores, LVII, LVIII Y LIX 

Legislaturas, se recibieron diversas iniciativas de reformas a los artí­
culos 14 y 22 de la Constitución Política que originaron el dictamen 
proyecto de decreto por el que esa Cámara reformó los artículos 14 
y 22 de la Constitución Política. 

Finalmente, en la sesión de la Cámara de Diputados se expresó 
con suficiente razón el motivo de la abolición de la pena de muerte: 

Si entendemos el fin primario de la pena como el restablecimiento del 
orden externo en la sociedad, y además le agregamos cuatro características 
fundamentales: ejemplar, intimidatoria, correctiva y justa, la pena de muer­
te no cumple con ninguna de dichas características.35 

35 Iltidem. 
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Finalmente vale consignar otro factor jurídico que tuvo influen­
cia determinante para la desaparición de la pena de muerte en 
México, fue la firma del Estatuto de Roma en el año 2003. Así 
México reconoció la jurisdicción de la Corte Penal Internacional. El 
Estatuto de Roma fue ratificado por el Senado hasta el 28 de octubre 
del 2005, un mes antes de que el Congreso reformara los artículos 14 
y 22 de la Constitución 

Al reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en 
cuyo Estatuto esta prohibida la pena de muerte, era preciso estable­
cer una concordancia entre un tratado internacional y la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Como bien señaló un alto funcionario de la Cancillería: 

[ ... ] el Estatuto de Roma estableció la obligación para los estados parte de 
tipificar en sus legislaciones nacionales tres crímenes: los crímenes de gue­
rra, los crímenes de lesa humanidad y el genocidio. Ésta es una magnífica 
oportunidad para que el Estado mexicano revise su legislación penal federal 
de carácter sustantivo, a efecto de actualizarla a los tipos delictivos estableci­
dos en el Estatuto. De esa manera, podría decir, que nuestro rrabajo se con­
centra en una parte de carácter procesal y en otra de carácter sustantivo. Es 
indispensable contar con esa legislación para estar en posibilidad de coope­
rar con la Corte, de lo contrario, nuestras autoridades estarían impedidas de 
atender cualquier solicitud que nos hiciera llegar la Corte Penal.36 

EL DEBATE SOBRE LA PENA DE MUERTE 

Como se indicaba al comienzo de este capítulo, la pena de muerte es 
un tema muy controvertido y que promueve las posiciones radicales. 
Aquellos situados en los dos extremos del espectro de opinión, a favor 
o en contra, invocan, muchas veces, la legitimidad moral o "divina» 
que implica la pena de muerte; el derecho a la vida de todo ser huma­
no, por un lado, y el derecho de la humanidad a que los "crímenes 
atroces" sean castigados "con la misma moneda", por el otro. Incluso, 
se ha dicho que las religiones mismas prohíben o promueven la pena 
capitaL Es bien sabido, por ejemplo, que el Corán permite la pena de 

36 Secretaría de Relaciones Exteriores, Boletín Instituto Marias lWmero, http://por­
taLsre.gob.rnx/boletinírnr/popups/articleswindow.php?id=2154. 
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muerte y ésta ha sido la justificación de su uso por los gobiernos musul­
manes. En otro ejemplo, pese a que algunos pas~es aislados de la 
Biblia han sido utilizados para legitimar la pena de muerte, casi todos 
los grupos religiosos cristianos consideran las ejecuciones como 
hechos inmorales. 

No obstante, los temas centrales del debate, como veremos a con­
tinuación, no se basan en la legitimidad moral de esta pena, sino en 
el hecho de si es o no un castigo justo y adecuado. Por lo tanto, al 
abordar los argumentos a favor y en contra de la pena de muerte, no 
se pueden presentar de manera aislada. Es decir, los planteamientos 
de un grupo siempre son contrastados con aquellos presentados por 
el otro, buscando demostrar que se posee la razón. Por lo tanto, en 
este apartado se presentan primero los argumentos en contra y, pos­
teriormente, los favorables a la pena de muerte, pero, como se obser­
vará, se repetirán algunos de los elementos presentados, sólo que 
desde la visión propia de cada punto de vista. 

Argumentos en contra de la pena de muerte 

Aquellos que están en contra de la pena de muerte argumentan que 
no es un castigo justo. Desde mi punto de vista, un castigo justo debe 
servir a un propósito legítimo, utilizando los medios adecuados. 
Actualmente, existen diferentes fines que justificarían la utilización 
de la pena de muerte: 

1] disuasión (influir en la decisión de una persona a no cometer 
el delito); 

2] rehabilitación (reformar al criminal); 
3] restitución (compensar a las víctimas); 
4] incapacitación (proteger a la sociedad incapacitando al crimi­

nal para cometer el crimen) y 
5] retribución (vengarse del agresor). 

Al tratar de refutar estas justificaciones, los promotores de la abo­
lición o reformulación de la pena de muerte, analizan cada una de 
ellas, para evaluar su factibilidad, concluyendo que la única posible 
de ocurrir es la retribución.37 

37 Cathleen Burnett,justice Denied: Clemency Appeals in DMth Penalty Cases, Boston, 
Northeastern Dniversity Press, 2002, pp. 4 ss. 
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1] Disuasión. Es verdad que una vez que un preso es ejecutado, él, 
específicamente, no representa ya un daño para la sociedad. Sin 
embargo, tal vez no sea necesaria la aplicación de esta medida. 
Algunos estudiosos han demostrado que los presos en el pabellón de 
la muerte son menos propensos que otros a reincidir en el homici­
dio.38 Incluso, el resultado de una ejecución es en ocasiones opuesto 
a la disuasión. Al observar el incremento de crímenes violentos des­
pués de una ejecución, ciertos investigadores39 llegan a la conclusión 
de que cuando el Estado aplica la pena de muerte, en lugar de que 
la gente reciba el mensaje de que matar es malo, entiende que es 
aceptable reaccionar con violencia cuando alguien comete un per­
juicio en su contra: esto se conoce como lrrutalización.40 En conclu­
sión, todos los estudios científicos realizados para comprobar que la 
pena de muerte detiene el crimen, han sido incapaces de demostrar 
este hecho. Por ejemplo, los excelentes y respetados estudios de 
Thorsten Sellin, llevados a cabo en 1962, 1967 Y 1980, concluyeron 
que la pena de muerte no es un factor que previene a la gente de 
cometer crímenes. 

2] Rehabilitación. Si bien algunos criminales son rehabilitados en la 
prisión, este cambio en su conducta no los ha salvado nunca de la 
pena de muerte, pues estos delincuentes son t:jecutados por su com­
portamiento anterior -la comisión del crimen- y no por el tipo de 
persona que son -o se han convertido- en el momento de su ejecu­
ción. Además, está el terrible hecho, señalado por diversos estudios, 
de que a lo largo del siglo xx, por lo menos cuatrocientas personas 
inocentes fueron encarceladas por un crimen que no cometieron. 
De esas cuatrocientas, 23 fueron ejecutadas. La ejecución errónea de 
una persona inocente es una injusticia que nunca podrá ser rectifi­
cada.41 Este punto será analizado a profundidad en el caso de los 
inculpados mexicanos en un capítulo posterior. 

3] Restitución. No se puede asegurar que las ejecuciones resarcirán 
a las víctimas de su pérdida. Las familias de las VÍctimas de asesinatos 
sufren un trauma severo y una pérdida que nadie debe minimizar. 

38 Marquart y Sorensen, 1989. 
39 Bowers y Pierce, 1980. 
40 Cochran, Chamblin y Seth, 1994; Thomson, 1997; Thomson, 1999. 
41 Death Penalty Focus of California: Myths and Facts (http://www.deathpenalty. 

org/index.php?pid=reasons) . 
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Por esto algunos estudiosos opinan que las familias de las VÍctimas y 
la comunidad en general necesitan las ejecuciones para hacer justi­
cia. Sin embargo, en ocasiones, las ejecuciones no ayudan a estas per­
sonas a curar sus heridas ni tampoco terminan con su sufrimiento; el 
largo periodo que antecede a las ejecuciones prolonga la agonía de 
estas familias. Además, crecientemente, éstas explican que la pena de 
muerte y las ejecuciones les niegan la oportunidad de llegar a una 
reconciliación y lograr el perdón. En ese sentido, la pena de muerte 
y el proceso de ejecución los convierte nuevamente en VÍctimas al 
hacer que su dolor y su ira se mantengan vivos. Estas familias se bene­
ficiarían más si los fondos utilizados hoy en día en los procesos de 
ejecución fueran reasignados a la provisión de asesoría psicológica y 
otros tipos de asistencia. 

4] Incapacitación: existen métodos alternativos para mantener a la 
sociedad a salvo de crímenes violentos. Actualmente, por ejemplo, 
todos los estados de la Unión Americana cuentan con la opción de 
cadena perpetua sin posibilidad de libertad bajo palabra, o la llama­
da "hard fi/ty" (sentencia de cincuenta años, que mantiene a los pre­
sos encerrados de por vida) .42 En este sentido, se puede proteger a 
la sociedad de criminales violentos mediante procedimientos menos 
costosos que la pena de muerte. Al calcularse la diferencia de costos 
entre una sentencia de cadena perpetua y una pena de muerte, se 
concluyó que la pena de muerte cuesta 1.5 millones más que mante­
ner a alguien encerrado de por vida sin posibilidad de libertad bajo 
palabra. 

5] Retribución. Como ninguno de los demás propósitos de la pena 
de muerte se cumplen, sólo los de retribución o venganza realmente 
describen aquello que se está logrando con la imposición de esta 
pena. 

Los abolicionistas argumentan, también, que además de no cum­
plir con propósitos legítimos, la pena de muerte es un peligro para 
la sociedad. En primer lugar, el azar en lo que hace a la política 
vigente -principalmente en Estados Unidos-, la calidad de la defen­
sa legal y la jurisdicción donde es cometido el crimen -específica­
mente en qué estado de la Unión ocurre y qué legislación se aplica-, 
son elementos cada vez más determinantes en la consecución de un 

42 Cathleen Burnett, wc. ciL 
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caso de pena de muerte, más que los hechos mismos del crimen. La 
pena de muerte es, entonces, una lotería letal. Por ejemplo, de los 22 
mil homícidios cometidos en Estados Unidos al año, sólo 300 perso­
nas son sentenciadas a muerte.43 

Asimismo, la raza influye determinantemente para decidir quién 
debe ser sentenciado a muerte. En 1990, un informe de la General 
Accounting Office concluyó que "en el 80% de los estudios realizados 
(revisados), se encontró que la raza de la VÍctima influía en la proba­
bilidad de ser sentenciado por asesinato en primer grado o de ser sen­
tenciado a la pena de muerte". Por ejemplo, aquellos que asesinaban 
a personas de raza blanca tenían más posibilidad de ser condenados a 
muerte que aquellos que habían asesinado a personas de raza negra.44 

Como un argumento adicional, los abolicionistas hacen referencia 
a que la mayoría de los países de Europa Occidental, América del Norte 
Centro y Sudamérica -79 países en total- han abandonado la pena 
capitaL Por el contrario, Estados Unidos se encuentra en la misma 
situación que Iraq, Irán Y China, como uno de los principales defenso­
res y usuarios de la pena de muerte. En su opinión, esta tendencia 
generalizada de los países "civilizados" hacia la abolición, ¿no nos esta­
ría sugiriendo que esto es lo indicado para el resto de los países? 

Argumentos a favor de la pena de muerte 

Los argumentos a favor de la pena de muerte pueden exponerse 
también en contraste a los argumentos en contra. Recordemos que 
las justificaciones refutadas arriba son la disuasión, la rehabilitación, 
la restitución, la incapacitación y la retribución. No obstante, al 
momento de evaluar la utilidad de la pena de muerte, también es 
posible tener como guía los fines o características de cualquier san­
ción penal, evaluando si la pena de muerte cumple cabalmente con 
éstos. Entonces, toda sanción penal debe ser:45 

1] intimidatoria (porque busca evitar la delincuencia por temor 
a su aplicación); 

2] ejemplar (porque debe dar ejemplo a los demás y no sólo al 
delincuente) ; 

43 Death Penalty Focus of California: Myths and Facts, loe. cit. 
44 Loe. cit. 
45 Listadas en Víctor Hugo Resendes, ap. cit., pp. 47 ss. 
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3] correctiva (porque debe readaptar al delincuente a la vida en 
sociedad); 

4] eliminatoria (porque es temporal cuando el delincuente se 
corrige y es perpetua cuando el delincuente es incorregible); 

5] justa (porque la pena es un reflejo de lajusticia). 

Para los retencionistas, la pena de muerte cumple con las caracterís­
ticas de una sanción penal, por lo que su uso se justifica totalmente. 
No obstante, existe un gran debate entre abolicionistas y retencio­
nistas en torno a estas características, el cual se presenta a continua­
ción: 

1] La pena de muerte como medidaintimidatoria y ejemplar. Los 
abolicionistas argumentan que no está demostrado que las ejecucio­
nes persuadan a las personas de no cometer crímenes. Los autores a 
favor de la pena de muerte, como el penalista mexicano Ignacio 
Villalobos,46 señalan que dicha pena no tiene como finalidad intimi­
dar a los delincuentes sino eliminar a los más peligrosos. A su vez, 
indican que en varios países del mundo se ha retomado la aplicación 
de la pena capital, a pesar de que alguna vez se anuló, porque se han 
dado cuenta de su utilidad. Igualmente, Villalobos se manifiesta en 
contra de la exhibición pública de las ejecuciones, señalando que la 
publicidad y la mala interpretación de los hechos incitan a la admi­
ración y, en ciertos casos, compasión, de los delincuentes. 

2] La pena de muerte como medida correctiva y eliminatoria. Los 
abolicionistas argumentan que la pena de muerte no readapta al 
delincuente pues, en primer lugar, no es aplicada con justicia y equi­
dad y, en segundo lugar, al matar al condenado no queda ninguna 
posibilidad de readaptación. Al respecto, Villalobos acepta que la 
pena capital no es una medida correctiva, y vuelve a utilizar el argu­
mento de que el fin de la pena no es corregir al incorregible, sino eli­
minar los casos límite. De ahí su flexibilidad, ya que habrá casos en 
los que sea necesaria la aplicación de la pena y otros en los que no. 

3] La pena de muerte como medida justa. Los abolicionistas con­
sideran que la pena de muerte no es una medida justa, partiendo de 
dos argumentos: el teológico, sustentado en el "no matarás" bíblico, 
que condena la privación de la vida de un sujeto por el Estado, por 
ser contraria a la voluntad divina; y el filosófico, sustentado en la idea 
iusnaturalista de que la vida es un derecho natural del que nadie 

46 Ignacio Villalobos, Q/J. cit., pp. 534-560. 
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debe privar a otro, por lo que la pena de muerte es contraria al orden 
natural de la vida. Por otra parte, aquellos a favor de la pena de 
muerte dicen que, a pesar de que nadie ha dado a los hombres el 
derecho para quitarle la vida a sus semejantes, la vida de un ser 
humano es inviolable en cualquier terreno de las relaciones indivi­
duales y mientras no haya una causa que justifique la excepción, el 
Estado se encargará de proteger y no menoscabar los derechos inhe­
rentes de un ser humano. 

Además de los argumentos anteriores, existen otras cuestiones 
presentes en el debate entre abolicionistas y retencionistas. Éstas son: 

a] ¿Está la pena de muerte autorizada por el pacto social? Los 
abolicionistas hacen referencia a que en la etapa humanista, 
Beccaria47 afirmaba que "la pena de muerte debe ser impedida por 
injusta; el contrato social no la autoriza, dado que el hombre no 
puede ceder el derecho a ser privado de la vida, de la cual él mismo 
no puede disponer por no pertenecerle". Por su parte, los retencio­
nistas dicen que la ordenaeÍón de la conducta no se consigue por la 
timidez, la incertidumbre y la flaqueza sino por la educaeÍón apoya­
da por sanciones que marquen una enérgica reprobación de la 
delincuencia. Entonces, cuando la supervivencia del delincuente 
puede producir una inestabilidad para la seguridad de la sociedad 
en general, "la muerte es el único freno capaz de impedir nuevos crí­
menes".48 

b] ¿Es la pena de muerte una medida necesaria? Los abolicionis­
tas opinan que es innecesario matar a un ser humano, que es mejor 
y más útil mantenerle vivo y ponerlo a trabajar, pero separado de la 
sociedad. Para los reteneÍonistas, se debe tomar en cuenta que el 
comportamiento de un delincuente puede contaminar la conducta 
de los demás reos, provocando así que la pena de muerte sea el único 
método de eliminar nuevos crímenes. 

el ¿Es la pena de muerte una medida irreparable? Los abolicio­
nistas buscan resaltar aquellos errores judiciales ocurridos donde se 

47 La tendencia humanitaria tomó cuerpo con César B<mnesana, marqués de 
Beccaria en su obra Dei delitti Ii delle penne (De los delitos y las penas), en la cual no sólo 
se une a la crítica de los sistemas empleados hasta entonces, sino que aborda y cons­
truye una proposición creadora de nuevos conceptos y prácticas; argumenta y demues­
tra las razones para excluir las crueldades innecesarias; recomienda una teoría sobre 
la peligrosidad del delincuente; demuestra la urgencia de una legalidad de los delitos 
y penas, hasta el extremo de proscribir la interpretación de la ley. 

48 Víctor Hugo Resendes, op. cit., pp. 47 ss. 
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ha comprobado que su dailo es permanente. A pesar de la existencia 
de posibles errores judiciales al momento de aplicar la pena de 
muerte, para Villalobos estos casos son mínimos y deben ser neutra­
lizados gradualmente. En este sentido, para este autor la excepción 
no hace la regla y las consecuencias de otras penas como el cautive­
rio de un reo inocente también son irreparables. 

d] ¿Es la pena de muerte una medida inhumana y cruel? Aquellos 
individuos que están a favor de la pena de muerte en algún momen­
to han tenido instintos criminales o han estado dispuestos a cometer 
algún acto que atenta contra la vida de un ser humano. En este sen­
tido, Villalobos seilala a Robespierre49 como un ejemplo claro del 
comportamiento delictivo que después trata de enmendar los erro­
res con la supresión de la pena de muerte. A su vez, Villalobos reto­
ma el pensamiento romántico como factor de valoración a favor de 
los delincuentes, olvidándose así del delito cometido con anteriori­
dad y del sufrimiento causado a las víctimas -la carta de Victor Hugo 
a Juárez buscando clemencia para Maximiliano es un ejemplo muy 
evidente. Finalmente, para Villalobos la aplicación de la pena será 
concedida en aquellos casos en los que existe un grave peligro para 
la sociedad y en los que el sujeto sea incorregible y extremadamente 
perverso, deslindando así su carácter inhumano.5o 

Organizaciones y legislaciones internacionales contra la pena de muerte 

Tanto los organismos internacionales multilaterales y regionales, 
como las organizaciones no gubernamentales, juegan un papel 
importante en la vida internacional contemporánea, a pesar de no 
poder tomar decisiones obligatorias -pues los primeros no son órga­
nos supranacionales y las segundas no son sujetos' de Derecho 
InternacÍonal- en la mayoría de los casos ejercen una influencia 
importante en el escenario internacional. En primer lugar, sirven 
como foros de discusión para que los actores internacionales deba­
tan y negocien. En segundo lugar, promueven el desarrollo del 
Derecho Internacional mediante declaraciones o acuerdos, ya sean 

49 Abogado, juez en el Tribunal de Arras, diputado que a pesar de haber realizado 
matanzas históricas de girondinos, de enemigos y de toda clase de ciudadanos, pro­
puso la supresión de la pena de muerte. Murió guillotinado. 

50 Víctor Hugo Resendes, op. cit., p. 60. 
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regionales o binacionales. Por último, pueden limitar la conducta de 
los estados en situaciones específicas, al movilizar la opinión pública. 

Cuando se trata de pena de muerte, estos organismos han servido 
para ampliar la visión, tanto de los estados como la opinión pública en 
general, sobre este tema, a través de foros de discusión, encuentros 
entre actores involucrados y estudios realizados por expertos. 
Asimismo, han contribuido a la legislación internacional de la pena de 
muerte, sobre todo en lo referente a su abolición. De estas organiza­
ciones destacan, en el ámbito gubernamental, la labor realizada por la 
ONU -y los organismos que son partes de su sistema-, y en el ámbito 
de las ONG, principalmente Amnistía Internacional. 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) ha servido como un 
excelente foro sobre el tema de la pena de muerte para que los esta­
dos miembros manifiesten su inquietud por el tema de la pena de 
muerte. Una expresión de lo anterior es la resolución 1396 (XIV), del 
20 de noviembre de 1959, mediante la cual, la Asamblea General reco­
mendó al Consejo Económico y Social (Ecosoc) iniciar un estudio 
sobre la pena capital. El resultado fueron los informes de 19~2, 1967 Y 
1973, donde se puso de manifiesto la preocupación mundial por sal­
vaguardar y garantizar la protección de los derechos de los condena­
dos a la pena de muerte, definiendo los usos y las tendencias en la apli­
cación de esta pena. 51 

En la resolución 1745 LIV (del 16 de mayo de 1973) que el secreta­
rio general invita a los estados a que presenten informes quinquenales 
sobre "la pena capital y la aplicación de las salvaguardas para garanti­
zar la protección de los derechos de los condenados a la pena de muer­
te". En 1995 el Consejo reiteró el tenor de la resolución anterior y le 
pidió al secretario general que preparara otro informe quinquenal 
que corresponde al periodo 1999-2003. El informe se presentó al con­
sejo en el 2005 y también a la Comisión del delito de Justicia Penal y 
luego a la Comisión de Derechos Humanos -hoy consejo. 

Dicho informe muestra una clara tendencia hacia la abolición y la 
limitación del uso de la pena capital en la mayoría de los países. Sin 
embargo, también demuestra que queda mucho por hacer en rela­
ción con la aplicación de las salvaguardas para proteger los derechos 
de las personas condenadas a la pena de muerte en los países que 
todavía la aplican. 

51 Recopilación de regÚls y normas de las Naciones Unidas en Úl esfera de Úl prevención del 
delito y Úljusticia pena~ Nueva York, Naciones Unidas, 1993. 
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El informe se basa en los datos ofrecidos por los estados miem­
bros, organismos no gubernamentales, organismos especializados de 
Naciones Unidas y organizaciones no gubernamentales, y otras fuen­
tes. El informe establece cuatro categorias de Estados: 

a] países abolicionistas respecto de todos los delitos tanto en tiem­
po de paz como en tiempo de guerra; 

b] países abolicionistas respecto a los delitos comunes; 
c] países que retuvieron la pena de muerte en la legislación, mis­

mos que se dividen en aquellos que pese a que existe la pena de 
muerte en su legislación nos se ha hecho efectiva en 10 años por lo 
menos, 

d]y países y territorios en que se han realizado ejecuciones duran­
te los 10 años anteriores a 1999. 

Conforme el informe a enero del 2004, de las 52 respuestas, 33 
países ya eran abolicionistas desde 1999: Alemania, Australia, Austria, 
Azerbaiyán, Camboya, Canadá, Colombia, Costa Rica, Croacia, 
Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, España, Finlandia, Hungría, 
Irlanda, Italia, Liechtenstein, Lituania, Mauricio, Mónaco, 
Mozambique, Namibia, Noruega, Nueva Zelanda, Países Bajos, 
Polonia, Portugal, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 
Rumania, Sudáfrica, Suecia y Suiza. Además, se recibieron respuestas 
de cinco países que eran abolicionistas sólo respecto de los delitos 
comunes all de enero de 1999: Argentina, El Salvador, Grecia, Malta 
y México. Se recibieron cinco respuestas de países que eran reten­
cionistas pero de fucto abolicionistas: Albania, que había establecido 
una moratoria oficial de las ejecuciones en 1996; Letonia, que había 
señalado su intención de abolir la pena de muerte estableciendo una 
moratoria en 1995 y firmando en 1988 el Protocolo núm. 6 del 
Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales del Consejo de Europa relativo a la aboli­
ción de la pena de muerte; Filipinas, donde la última ejecución se 
había llevado a cabo en 1976; Senegal, que respondió solamente que 
había abolido la pena capital el 10 de diciembre de 2004; y Turquía, 
donde la última ejecución se había llevado a cabo en 1984. Sólo 8 de 
los 79 países que eran retencionistas al principio de 1999 respondie­
ron a la encuesta: Bahrein, Egipto, Japón, Marruecos, Pakistán, 
Tailandia, Trinidad y Tobago y Ucrania. Tres de éstos, Egipto, 
Tailandia y Pakistán, rellenaron la parte del cuestionario relativa a las 
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salvaguardias, y no contestaron la parte relativa a los delitos a los que 
se podía aplicar o se había aplicado la pena de muerte y al número 
de ejecuciones realizadas. 

Por otra parte, la situación de la pena de muerte en 59 de los 78 
países que eran retendonistas a comienzos de 1999 no había cam­
biado a finales del 2003. Dos de éstos, reanudaron ejecuciones en el 
2004: India y Líbano. Otro países parecen inclinarse hacia una posi­
ción abolicionista como Nigeria, la República de Corea, Sierra Leona 
y Zambia. En Iraq la autoridad provisional de la coalición suspendió 
la pena de muerte en marzo del 2003 pero el gobierno provisional la 
restableció en agosto de 2004 para ciertos casos como asesinato, trá­
fico de drogas, secuestro y amenazas a la seguridad nadonal. 

Por consecuencia sólo 43 de los países y territorios que han con­
tinuado siendo retendonistas llevaron ejecuciones durante el perio­
do 1999-2003. También algunos de los países que tienden al aboli­
cionismo redujeron sus ejecuciones como Estados Unidos Bela 
Rusia, Taiwán y Tayikistán. 

Vale la pena consignar textualmente la conclusión sobre la pena 
de muerte a final del 2003 como lo señala el informe referido: 

El ritmo al que los países han continuado pasando al abolicionismo se ha 
mantenido firme, aunque ha sido más modesto que el logrado durante los 
10 años anteriores, periodo en el que 39 países (un promedio de casi cuatro 
por año) abolieron la pena capital: un ritmo de cambio que en los informes 
de las encuestas quinta y sexta se calificó de "bastante notable". En compa­
ración, 12 países abolieron la pena capital en el periodo 1999-2003 (una 
media de apenas dos por año), 8 de ellos completamente y 4 para los delitos 
comunes. No obstante, ningún país abolicionista volvió a establecer la pena 
de muerte durante el periodo 1999-2003, en comparación con cuatro países 
y dos estados de los Estados Unidos de América que lo hicieron en el quin­
quenio anterior. Asimismo, aunque 3 países que habían sido considerados 
abolicionistas de facto reanudaron las ejecuciones, este número es mucho 
menor que el de 9 que lo hicieron entre 1994 y 1998. Un hecho aún más sig­
nificativo es que el número de países abolicionistas de facto ha aumentado 
considerablemente y que aun entre los países retencionistas, sólo 43 han lle­
vado a cabo ejecuciones judiciales durante todo el periodo de cinco años. 
[ ... ] sólo un puñado de estos países llevaron a cabo un gran número de eje­
cuciones. En el anexo 1 del presente informe figura una lista actualizada de 
los países abolicionistas y retencionistas. 
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En cuanto la ejecución a la pena de muerte: 

La conclusión general es que hay pruebas de una declinación en el uso de 
las ejecuciones por los estados retencionistas y que una proporción sustan­
cial de éstos utilizan las ejecuciones en contadas ocasiones. Aun en los pocos 
países que llevaron a cabo la mayoría de las ejecuciones judiciales hay seña­
les de que la práctica ha disminuido. 

Por otra parte y siguiendo el informe precitado, habrá que consignar que en 
2005: 

La Comisión de Derechos Humanos ha seguido adoptando resoluciones 
anuales en las que pide a todos los estados que todavía no hubieran abolido 
la pena de muerte que consideren la posibilidad de establecer una morato­
ria de las ejecuciones con miras a la abolición total de la pena de muerte. En 
esas resoluciones también se pide a todos los estados que sean partes en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (resolución 2200 A (XXI) 

Asamblea General) y que todavía no lo hubieran hecho que estudien la posi­
bilidad de adherirse al Segundo Protocolo Facultativo del Pacto, o de ratifi­
carlo (resolución 44/128 de la Asamblea), con miras a la abolición de la 
pena de muerte, y se pide a todos los Estados retencionistas que apliquen las 
salvaguardias para garantizar los derechos de los condenados a muerte y 
pongan a disposición del público información con respecto a la imposición 
de la pena de muerte. 

El informe también se refiere a las salvaguardias para garantizar 
los derechos de los condenados a la pena de muerte, mismas que des­
criben y especifican los actos ejecutados por los estados en ese senti­
do. Las salvaguardias se refieren a: primera, delitos financieros no 
violentos o prácticas religiosas o expresiones de conciencia no vio­
lentos; segunda, la ejecución a las personas condenadas a la pena de 
muerte antes de la abolición y como tercera salvaguardia a menores 
de 18 años, mujeres embarazadas o que hayan dado a la luz recien­
temente o personas que han perdido la razón y personas afectadas de 
retraso mental o con capacidad mental sumamente limitada. La cuar­
ta salvaguardia se refiere a asegurar que la pena capital se imponga 
sólo cuando la culpabilidad de la persona acusada se basa en prue­
bas claras y convincentes que excluyen la posibilidad de una explica­
ción alternativa de los hechos. La quinta salvaguardia se refiere a los 
procedimientos para un juicio equitativo por un Tribunal compe-
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tente incluida una asistencia jurídica adecuada en todas las etapas de 
las actuaciones (caso Avena). La sexta se refiere a la apelación de una 
sentencia de muerte, la séptima al derecho de solicitar un indulto o 
la conmutación de la sentencia y la octava que garantiza que ningu­
na persona pueda ser ejecutada mientras esté pendiente una apela­
ción u otros recursos incluidos el indulto o la conmutación de la 
pena. 

Por otra parte, recordemos que a los instrumentos de relevancia 
internacional, la ONU tuvo un papel primordial al ser artífice de una 
de las declaraciones fundamentales que rigen, actualmente, la con­
ducta internacional en la materia. La Declaración Universal de 
Derechos Humanos suscrita en París ellO de diciembre de 1948 
reconoce, en su artículo tercero, el derecho que todo individuo tiene 
"a la vida, a la libertad ya la seguridad de su persona".52 Desgracia­
damente, la declaración no puede considerarse como una prohibi­
ción expresa de la pena de muerte, pues no es una conducta adop­
tada por todas las naciones del orbe, ni éstas pueden ser obligadas a 
cumplirla. 

Buscando solución al hecho de que la Declaración Universal de 
Derechos Humanos no tiene carácter obligatorio en el tema de estu­
dio, nace otro documento del seno de Naciones Unidas: el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado el 16 de 
diciembre de 1966 y puesto en vigor el 23 de marzo de 1976. En el 
artículo 6.1 se reconoce que "el derecho a la vida es inherente a la 
persona humana". Sin embargo, el precepto establece una excep­
ción, cuando enuncia que, aunque "este derecho estará protegido 
por la ley; [ ... ] nadie podrá ser privado de la vida arbitranamente".53 
Es decir que se autoriza a privar de la vida de manera "no arbitraria". 
Ésta es una excepción a la norma establecida por el Derecho 
InternacionaL Asimismo, conforme al artículo 2 párrafo primero del 
Pacto Internac'¡onal de Derechos Civiles y Políticos se menciona: 
"Cada uno de los estados partes se compromete a respetar y garanti­
zar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén 
sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos, sin distinción 
alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 

52 Resolución 217 (m) de la Asamblea General de las Naciones Unidas del 10 de 
diciembre de 1948. 

53 Recopilación de reglas y normas de las Naciones Unidas en la esfera de la prevención del 
delito y lajusticia penal, Nueva York, Naciones Unidas, 1993. 
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otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimien­
to o cualquier otra condición social." Es decir, que por un lado se 
hace una limitación a la pena de muerte comprometiendo a todos 
los estados parte dentro de dicho Pacto pero, pero por otro lado "pri­
var a una persona de la vida arbitrariamente es un concepto jurídico 
indeterminado. »54 

Posteriormente, se firmó el Segundo Protocolo Opcional al Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos cuyo objetivo es la 
abolición de la pena de muerte. Éste fue adoptado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en 1989, y promueve la abolición 
total de la pena de muerte, aunque permite a los estados conservar­
la en tiempos de guerra, siempre y cuando esta cláusula quede esti­
pulada en el momento de ratificar o aceptar el Protocolo. 

Dicho de manera más simple, la Organización de Naciones 
Unidas no admitió la pena capital, pero sus esfuerzos tienden a que 
ésta se aplique con estricto apego a la soberanía y legislación interna 
apoyada en derecho y respetando en todo momento del debido pro­
ceso las garantías del acusado -pues desafortunadamente, como se 
buscará demostrar a lo largo de este estudio, las ejecuciones obede­
cen más a causas que nada tienen que ver con la aplicación de la jus­
ticia, sino más bien con conductas como el racismo, la xenofobia y 
los fines políticos. 

Existen otros tratados internacionales y regionales que son relevan­
tes para nuestro estudio pues muestran una evolución en el derecho 
internacional, tendiente a la abolición parcial de esta pena, más que a 
limitarse sólo a su legislación. En primer lugar, se encuentra el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, aprobado por el Comité 
de Ministros del Consejo de Europa el día 4 de noviembre de 1950 y 
fue puesto en vigor el 3 de septiembre de 1953. Establece en su 
Artículo 2 sobre el Derecho a la vida lo siguiente: "[primer párrafo] 
El derecho de toda persona a la vida está protegido por la Ley. Nadie 
podrá ser privado de su vida intencionadamente, salvo en ejecución 
de una condena que imponga pena capital dictada por el tribunal al 
reo de un delito para el que la Ley establece esa pena. [Segundo párra­
fo 1 La muerte no se considerará infligida con infracción del presente 
artículo cuando se produzca como consecuencia de un recurso a la 
fuerza que sea absolutamente necesario: al En defensa de una perso-

54 Ana Salado Osuna, La pena de muerte en derecho internacional: una excepción al dere­
cho a la vida, México, Tecnos, 1999, p. 40. 
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na contra una agresión ilegítima. b] Para detener a una persona con­
forme a derecho o para impedir la evasión de un preso o detenido 
legalmente. cl Para reprimir, de acuerdo con la Ley, una revuelta o 
insurrección." "Estas excepciones tienen como finalidad la defensa de 
una persona que ha sido agredida ilegítimamente, o para hacer cum­
plir la ley, pero la acción no puede tener como finalidad producir la 
muerte. Si las excepciones reguladas permitiesen la muerte, dejarian 
al derecho a la vida vacío de contenido, ya que estaria permitiendo la 
muerte al margen de todo procedimiento judicial. "55 

Más adelante, se aprueba el Sexto Protocolo de la Convención 
Europea para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales respecto a la abolición de la pena de muer­
te, adoptado por el Consejo Europeo en 1982.56 Éste, siendo obligatorio 
para las partes, promueve la abolición de la pena de muerte en tiempos 
de paz. Afirma que los estados participantes tienen el derecho de con­
servar la pena de muerte para crímenes "en tiempos de guerra o de 
amenaza de guerra inminente". Así, vemos que "en el sistema europeo 
está proscrita la pena de muerte, condición necesaria para que un 
Estado ingrese a la Unión".57 Por ejemplo, éste era uno de los principa­
les obstáculos para que Turquía ingresara en la Unión Europea.58 

El 22 de noviembre de 1969 la Conferencia Especializada 
Interamericana adopta la Convención Americana de Derechos 
Humanos, y fue puesta en vigor el 18 de julio de 1978. Establece en 
su artículo 4 sobre el derecho a la vida: "1. Toda persona tiene dere­
cho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley 
y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede 
ser privado de la vida arbitrariamente. 2. En los países que no han 
abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos 
más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal 
competente y de conformidad con una ley que establezca tal pena, 
dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se exten-

55 lbid., p. 4l. 
56 Éste es uno de los 11 Protocolos adicionales a la Convención Europea de 

Derechos Humanos aprobada por el Consljo de Europa, el 4 de noviembre de 1950 
en Estrasburgo. 

57 Hermilo López-Bassols, Derecho internacional público contemparáneo e instrumentos 
básicos, 2a. ed., México, Porma, 2003, p. 273. 

,,8 Actualmente, todo Estado que mantenga la pena de muerte en su Constitución 
no puede ser miembro de la Unión (Constitución Europea -Tratado de Roma del 29 
de octubre del 2004). 
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derá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente. 
3. No se restablecerá la pena de muerte en los estados que la han 
abolido. 4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por 
delitos políticos ni comunes conexos con los políticos. 5. No se 
impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la 
comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o 
más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la 
amnistía, el indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán 
ser concedidos en todos los casos. No se puede aplicar la pena de 
muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante autori­
dad competente. "La CADH es el único tratado de derechos humanos 
que exige de forma expresa el respeto al derecho a la vida del no 
nacido, pues ni siquiera la Convención sobre los Derechos del Niño 
de las Naciones Unidas se refiere a esta cuestión."59 

Por otro lado en 1990 se firmó el Protocolo a la Convención 
Americana de Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena 
de Muerte, adoptado por la Asamblea General de la Organización de 
Estados Americanos. En él se promueve la abolición total de la pena 
de muerte, aunque permite a los estados conservar esta pena en 
tiempos de guerra, siempre y cuando esta cláusula- quede debida­
mente estipulada en el momento de ratincar o aceptar el Protocolo. 

Otro de los instrumentos internacionales relativo a derechos 
humanos es la Carta Mricana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
(Carta de Banjul). Señala en su artículo 4: "Los seres humanos son 
inviolables. Todo ser humano tendrá derecho al respeto de su vida y 
de la integridad de su persona. Nadie puede ser privado de este dere­
cho arbitrariamente." "Los términos empleados en la Carta de 
Banjul son menos precisos que los utilizados en los tratados de dere­
chos humanos que le precedieron, sin embargo, parece ser que el 
derecho a la vida está reconocido con la misma perspectiva que ellos. 
[Asimismo] la Carta de Banjul presenta la peculiaridad de ser el 
único tratado de derechos humanos de carácter general que reco­
noce derechos civiles y políticos y no tiene cláusula de inderogabili­
dad; también es el único tratado que guarda silencio en relación a la 
pena de muerte.'>60 

Con la modificación a la Constitución en cuanto a la abolición de 

59 Ana Salado Osuna, op cit. p. 48. 
60 lbíd, pp. 50 Y 51. 
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la pena de muerte lograda en 2005, se abre el camino para la ratifi­
cación de los dos protocolos aludidos. El de la Convención 
Americana de Derechos Humanos relativo a la pena de muerte y el 
Segundo Protocolo Opcional al Pacto Internacional de los Derechos 
Civiles y Políticos. 

A la fecha del cierre de esta obra las ratificaciones siguen pen­
dientes pese a estar liberados los obstáculos jurídicos en nuestra 
legislación interna. Es de desearse que muy pronto se cumpla con el 
procedimiento constitucional que pondría en concordancia nuestra 
modificación en la legislación interna y los tratados relativos a la 
pena de muerte y sus protocolos. 

La Carta Árabe de Derechos Humanos adoptada el 15 de sep­
tiembre de 1994 es un caso sui generis de la limitación a la pena de 
muerte, pues puntualiza en su artículo 5: "'Toda persona tiene dere­
cho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.', aunque 
añade: 'Estos derechos estarán protegidos por la ley'. [La Carta 
Árabe de Derechos Humanos] no afirma, al menos de forma expre­
sa que nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente. La omi­
sión parece ser sólo aparente, en primer lugar, porque según esta­
blece el inciso a) de su artículo 3 'ninguna restricción o derogación 
de los derechos humanos fundamentales reconocidos o existente en 
los estados partes en o la presente Carta será admisible, so pretexto 
de que la Carta no lo reconoce o los reconoce en menor medida' ".61 

El Convenio de los Derechos Humanos y Libertades Funda­
mentales adoptado el 26 de mayo de 1995 por la Comunidad de 
Estados IndependieJ)tes es, según la profesora Ana Salado Osuna: "El 
último tratado de derechos humanos de carácter general adoptado 
[ ... ]. Este tratado reconoce el derecho a la vida en su artículo 2 en 
términos similares a los del artículo 2 del CEDH, pues, además de afir­
mar que el derecho está protegido por la ley, establece en la segun­
da oración del párrafo 1 'la muerte no será infligida intencionada­
mente'. También hace referencia a que no se considerará que la 
muerte ha sido infligida en violación de este artículo 'a condición 
exclusiva de que se trate de un recurso a la fuerza y sea absoluta­
mente necesario y en caso de legítima defensa previsto en la ley 
nacional' (párr.40)."62 

Si bien es cierto. que el Convenio Europeo de Derechos 

61 lbidem. 

62 lbíd., p.42. 
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Humanos, la Convención Americana de derechos Humanos, la Carta 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, así como el 
Convenio de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales no 
adoptan una postura explícita en contra de la pena de muerte, tam­
bién es cierto que tienen como tarea fundamental el limitar esta 
práctica a favor de la integridad humana. 

Por último, se encuentra el Estatuto de la Corte Penal 
Internacional adoptado en Roma en 1998. En él se excluye la pena 
de muerte de los castigos que esta Corte está autorizada a aplicar, 
aun cuando posea jurisdicción sobre crímenes de extrema gravedad 
[véase art. 77 (l-b)], como son los crímenes de lesa humanidad, inclu­
yendo genocidio y violaciones de las leyes sobre conflictos armados. 
Esto ya había sucedido antes, al instaurar el Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia y el Tribunal Penal Internacional 
para Ruanda, en 1993 y 1994 respectivamente, cuando el Consejo de 
Seguridad de la ONU excluyó la pena de muerte para dichos críme­
nes, a diferencia de las cortes en Núremberg y Tokio. 

Estos acuerdos internacionales se complementan con el trabajo 
de organizaciones internacionales no gubernamentales que buscan 
denunciar el mal uso de la pena de muerte, aunque éstas tienen 
como objetivo último su abolición totaL Una de las más conocidas y 
controversiales -pues ha promovido una activa discusión respecto de 
la aceptación o no dé la pena de muerte dentro de la comunidad 
internacional- es Amnistía Internacional. 

Esta organización se opone a la pena de muerte en todos los 
casos, sin excepción. En su perspectiva, la pena de muerte es la nega­
ción suprema de los derechos humanos; es el asesinato premeditado 
y a sangre fría de un ser humano por parte del Estado y en nombre 
de la justicia. También es, en la visión de la organización, la violación 
del derecho a la vida tal como lo proclama la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos. Además, es el castigo más cruel, inhuma­
no y degradante que existe.63 

Dentro del trabajo de Amnistía Internacional, debe destacarse la 
campaña internacional para la moratoria, iniciada en el año 2000 
con el lema "No a la pena de muerte ., y dirigida, según sus patroci­
nadores, "a todos los hombres que sueñan con ideales de paz". Esta 
campaña es liderada por la hermana Helen Prejean -cuya obra prin-

63 Amnistía Internacional. La pena de muerte, 11 de mayo del 2004 (http:/ / 
www.amnestyusa.org/spanish/abolicion/qanda_es.html). 
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cipal, utilizada en esta investigación, fue llevada a la pantalla grande­
y cuenta con el apoyo de Amnistía Internacional y una ONG llamada 
Comunidad de San Egidio.64 La campaña afirma la necesidad de 
abolir la pena capital y suspender decisivamente las ejecuciones. 
Busca influir en los partidarios de esta causa, a fin de que sus accio­
nes no queden aisladas, y también en aquellos que, sin tener las mis­
mas convicciones, solicitan unirse para presionar a favor de la mora­
toria de la pena de muerte. Su fin último es que el gobierno federal 
de los Estados Unidos reexamine su sistemajudicial,65 

Como resultado de su campaña, se han recogido millones de fir­
mas en todo el mundo y el número sigue aumentando. Dichas firmas 
han llegado ante todos los líderes gubernamentales, incluyendo al 
secretario general de las Naciones Unidas, quien aceptó, el 18 de 
diciembre de 2003, una declaración terminante contra la pena de 
muerte y una petición de moratoria con 3.2 millones de firmas. Sin 
duda, esta iniciativa ha sido un éxito internacional, ya que además de 
involucrar a importantes figuras políticas, ha despertado el interés de 
un enorme número de personas que desean comprometerse activa­
mente en contra de la pena capital.66 

Conjuntamente a las organizaciones internacionales no guberna­
mentales, existen otras cuyo ámbito de trabajo es el nacional. Es rele­
vante aquí, mencionar la existencia de organizaciones y grupos esta­
dunidenses en contra de la pena de muerte. A pesar de ser Estados 
Unidos uno de los países en donde más se aplica la pena de muerte, o 
quizá a consecuencia de ello, existen numerosas organizaciones civiles 
cuyo tema de trabajo es la pena capital. En su mayoría, estas organiza-

64 La Comunidad de San Egidio es una O!'<G acmalmente con sede en 35 países y con 
más de 20 000 voluntatios a su servicio. Nació en febrero de 1968, liderada por Andrea 
Riccardi, quien junto a un grupo de estudiantes fundó una a'!Ociación religiosa laica ubi­
cada en el convento de San Egidio en Roma, Italia, empujados por las demandas de com­
promiso social y político presente en los barrios extremos de Roma, donde se hacinaban 
refugiados, inmigrantes, e italianos provenientes de las zonas rurales pobres del país. La 
Comunidad nació como una O'<G que se ocupa de proyectos sociales de cooperación 
internacional y, más tarde, incluyó la acción diplomática como convirtiéndose así tam­
bién en una Fundación por la paz (Isabel Sopranos, Comunidad de San Egidio: del compro­
miso social a la acción diplomática, 11 de mayo del 2004, http://www.santegidio.org/ 
news/rassegna/0000l/20000904_oenege_CAST.htm). 

65 No a la pena de muerte: campaña internacional, 11 de mayo de 2004 (http:/ / 
www.santegidio.org/cast/pdm/index.htm) . 

66 The !v1aratorium Campaign, 11 de mayo de 2004 (http://www.moratorium2000. 
org/highlíghts/ successJasso). 
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ciones buscan una reforma del sistema judicial estadunidense, pues 
consideran que el proceso legal actual es discriminatorio, costoso y fali­
ble. También buscan promover la reconciliación víctima-agresor y pro­
teger los derechos civiles y legales de los condenados. Con esta meta, 
se dedican, principalmente, al manejo y distribución de información 
que amplíe los conocimientos del público respecto a la pena de muer­
te; se dedican a preparar documentos legales y estadísticos, realizan 
encuestas, y publican reportes, panfletos, libros y revistas.67 

Recapitulando, hemos podido observar que la pena de muerte no 
es un fenómeno nuevo, propio de nuestra época. Lo más reciente es 
el interés mundial por este tema, como los argumentos abolicionis­
tas y retencionistas, que aquí presentamos, lo demuestran.68 En este 
momento de nuestro análisis, es posible que el lector ya tenga for­
mado un juicio acerca de la pena capital. No obstante, el capítulo 
que comienza a continuación será esencial para la comprensión de 
la situación de esta pena en el país que ocupa este trabajo: Estados 
Unidos. 

67 Para una relación de algunas de estas organizaciones y una breve descripción de 
sus objetivos y actividades principales véase el Anexo l-C. 

68 Para una relación de algunas de las legislaciones y declaraciones internaciona­
les, gubernamentales y no gubernamentales, que consagran el derecho a la vida y 
rechazan la pena de muerte véase el Anexo 1-C. 



2. LA PENA DE MUERTE EN ESTADOS UNIDOS 

Dentro de la comunidad internacional, Estados Unidos de América 
ha sido un país que se ha manifestado como un defensor vehemente 
del respeto a los derechos humanos, dentro y fuera de su territorio. 
Sin embargo, a través de la historia y de mi experiencia profesional, 
me he podido dar cuenta de que no ha existido una coherencia 
entre lo que esta nación promueve y lo que practica. Los 15 000 cri­
minales que han sido convictos y ejecutados en los Estados Unidos a 
partir de su establecimiento como nación, me dan la pauta para 
explicar en este capítulo la situación actual de la pena de muerte en 
Estados Unidos, desde la legislación que la sustenta hasta la forma 
como se lleva a cabo y los problemas existentes en su aplicación. 

Se describe brevemente la evolución legal de la pena de muerte 
en este país, destacando algunas de las legislaciones en las que se ha 
basado y casos relevantes que han modificado su aplicación, así como 
diversos hechos sobre las anulaciones de sentencia de pena de muer­
te. Igualmente, se presenta la evolución de la posición de la opinión 
pública estadunidense respecto al tema, la situación de la pena de 
muerte en los estados de la Unión y, finalmente, la posición estadu­
nidense frente a la comunidad internacional. 

EVOLUCIÓN LEGAL DE lA PENA DE MUERTE 

Al presentar la evolución legal de la pena de muerte en Estados 
Unidos es apropiado comenzar señalando la poderosa influencia 
jurídica que Europa, especialmente el Reino Unido, imprimió en los 
Estados Unidos, y su importancia en la evolución de esta pena. Una 
de las primeras manifestaciones de este legado fue el peso de la reli­
gión en los asuntos gubernamentales. Por ejemplo, por una cuestión 
moral más que legal, los puritanos juzgaban severamente a los con­
denados. 

La pena capital ha figurado en los debates gubernamentales en 
Estados Unidos desde sus comienzos como nación.Desde la formula-

[69] 
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ción de la Constitución en 1787, se reconoce la autonomía que otorga 
el gobierno federal a los estados para legislar con respecto a las sen­
tencias y penas impuestas a sus ciudadanos infractores. Es desde enton­
ces peculiar el sistema jurídico estadunidense dada la independencia 
que asume cada tribunal estatal y por los difusos límites constituciona­
les que les impone la Suprema Corte, especialmente en temas de esta 
naturaleza. Así pues, aun cuando hablamos de 51 jurisdicciones distin­
tas (50 estatales y una federal) subordinadas de cierta forma a una 
jurisdicción federal, la pena de muerte ha sido uno de los temas cuyo 
tratamiento se ha reservado casi exclusivamente al gobierno de cada 
estado, situación que es importante considerar al determinar la evolu­
ción de la legislación sobre pena capital en este país. 

Así pues, los derechos fundamentales -que poseen los ciudadanos 
y no ciudadanos que residen en Estados Unidos- en cualquier proce­
so judicial se originaron en las primeras diez enmiendas de la 
Constitución, mejor conocidas corno "BiU of Rights".l A continuación, 
puntualizo seis de estas diez enmiendas relacionadas con el terna de 
pena de muerte (enmiendas 5a. a la lOa.): 

Quinta: Nadie estará obligado a responder por un delito castiga­
do con la pena capital o con otra pena si un gran jurado no lo 
denuncia o acusa, a excepción de los casos que se presenten en 
las fuerzas de mar o tierra o en la milicia nacional cuando se 
encuentre en servicio efectivo en tiempo de guerra o peligro 
público; tampoco se pondrá a persona alguna dos veces en peli­
gro de perder la vida o algún miembro con motivo del mismo 
delito; ni se le compelerá a declarar contra sí mismo en ningún 
juicio criminal; ni se le privará de la vida, la libertad o la propie­
dad sin el debido proceso legal; ni se ocupará la propiedad priva­
da para uso público sin una justa indemnización. 

Sexta: En toda causa criminal, el acusado gozará del derecho de 
ser juzgado rápidamente y en público por un jurado imparcial del 
distrito y estado en que el delito se haya cometido, distrito que 
deberá haber sido determinado previamente por la ley; así corno 
de que se le haga saber la naturaleza y causa de la acusación, de 

1 Las diez primeras enmiendas (Bill 01 Rights) fueron ratificadas por los estados y el 
15 de diciembre de 1791 entraron en vigor como parte de la Constitución (Richard B. 
Morris (ed.), Encíclopa;dia 01 American History, edición del bicentenario, Nueva York, 
Harper & Row, 1976, pp. 145 ss. 
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que se le caree con los testigos que depongan en su contra, de 
que se obligue a comparecer a los testigos que le favorezcan y de 
contar con la ayuda de un abogado que lo defienda. 

Séptima: El derecho a que se ventilen ante un jurado los juicios 
de derecho consuetudinario en que el valor que se discuta exceda 
de veinte dólares, será garantizado, y ningún hecho de que haya 
conocido un jurado será objeto de nuevo examen en tribunal 
alguno de los Estados Unidos, como no sea con arreglo a las nor­
mas del derecho consuetudinario. 

Octava: No se exigirán fianzas excesivas, ni se impondrán multas 
excesivas, ni se infligirán penas crueles y desusadas. 

Novena: No por el hecho de que la Constitución enumera ciertos 
derechos ha de entenderse que niega o menosprecia otros que 
retiene el pueblo. 

Décima: Los poderes que la Constitución no delega a los Estados 
Unidos ni prohíbe a los estados, quedan reservados a los estados 
respectivamente o al pueblo. 

A pesar de estas modificaciones a la Constitución estadunidense, lo 
que sorprendió posteriormente a sus precursores fue que las 
enmiendas protegían al ciudadano estadunidense contra el gobierno 
federal y no contra el gobierno estatal, situación que en nuestros días 
es motivo de diversas controversias desde el momento en que cada 
estado de la Unión Americana resuelve recurrir o no a la aplicación 
de la pena de muerte. 

Como ya se indicó, desde la independencia de Estados Unidos en 
1776, la situación legal de la pena de muerte estuvo en constante 
debate. Algunos argumentaban que se debía rechazar la pena de 
muerte en virtud de que se trataba de una práctica heredada de sus 
antepasados británicos. Por el contrario, muchos políticos conserva­
dores justificaban la utilidad de la pena capital y corporal como una 
herramienta para mantener el orden civil. Como consecuencia de 
esta disputa, el comportamiento del pueblo también se vio afectado. 
Por ejemplo, en numerosas ocasiones las ejecuciones públicas fueron 
tan desordenadas que los jurados se mostraron renuentes a dar un 
veredicto de culpabilidad si éste significaba autorizar automática-
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mente la pena de muerte. Entre 1820 y 1840 una gran parte de los 
estados se declararon contra la aplicación de esta pena, pero no exis­
ten datos fidedignos que comprueben que esto se debió a la posición 
de los políticos o de la sociedad.2 

La pena de muerte en Estados Unidos se ha caracterizado por ser 
una aplicación con tintes racistas. Desde su restablecimiento en 
1976, ha sido objeto de numerosas críticas al ser canalizada princi­
palmente hacia minorías étnicas y/o raciales como los hispanos. No 
obstante, hasta antes de 1970 fue practicada principalmente a la 
población negra ubicada en los estados de Georgia, Nueva York, 
Texas, California, Carolina del Norte, Ohio, Florida, Carolina del 
Sur, Mississippi y Pennsylvania. 

Uno de los casos más relevantes en este periodo fue el juicio 
penal de Caryl Chessman, que finalizó con su ejecución en 1960. 
Este convicto fue sentenciado por el secuestro y asesinato del hijo del 
famoso inventor y aviador Charles Lindbergh cometido en 1933. 
Después de este caso, el Congreso de los Estados Unidos aprobó una 
ley que considera al secuestro como delito federal si la víctima es tras­
ladada a otro estado o si se pide recompensa. Al mismo tiempo, las 
legislaturas de 20 estados aprobaron leyes similares para castigar al 
secuestro con daños físicos, al considerarlo un delito capital.3 

Varias encuestas mostraron, en 1957, que la población estaduni­
dense estaba dividida respecto a la pena de muerte, pues la mitad 
estaba a favor y la mitad en contra. Para 1960, año de la ejecución de 
Chessman, este porcentaje no había cambiado muclÍo, pues 51 % de 
la población estaba a favor de la pena capital. Entre 1960 y 1966, 

2 Eliza Steelwater, Lynching, legal executúm and America s struggle with the death penalty: 
The hangman's kno~ Nueva York, Westview Press, 2003, p. 58. 

3 La sentencia de Chessman se determinó en California bajo una de las leyes 
Lindbergh, las cuales estipulaban una de dos sentencias: la pena de muerte o la cade­
na perpetua. Varios elementos contribuyeron a dictaminar la pena de muerte en este 
caso. Aunado al delito de secuestro y asesinato, se sumaron otros crímenes cometidos 
durante su juventud, corno fue el acoso sexual y robo perpetrado en el área de Los 
Ángeles. Este caso tiene una especial particularidad pues Chessman rechazó su dere­
cho a ser defendido por un abogado de oficio, haciéndose cargo él mismo de su defen­
sa. A pesar del apoyo internacional con el que contó Chessman (el Vaticano y perso­
nalidades como la reina de Bélgica, entre otros, apoyaron una petición realizada por el 
gobierno de Brasil, la cual sumó 2.5 millones de firmas, con la finalidad de buscar la 
clemencia de Chessman) y las facilidades que en su momento le permitieron sacar a la 
luz pública libros que detallaban su caso, finalmente fue llevado a la cámara de gas el 2 
de mayo de 1960 (ibid., pp. 217 ss.). 
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diversas encuestas mostraron niveles altos de abstención respecto a 
este tema. Asimismo, en 1966 solamente 42% de la población estaba 
a favor de la pena de muerte y 47% en contra. Durante este periodo, 
nueve estados decidieron abolirla: Alaska, Hawai y Delaware en 1958; 
Oregon en 1964; Iowa, Nueva York, Vermont y West Virginia en 1965; 
y Nuevo México en 1969. En ese mismo año, un total de 15 estados, o 
no aplicaban la pena de muerte o eran abolicionistas de Jacto, con un 
uso muy restrictivo de esta pena. En 1984, Massachussets se unió a los 
estados abolicionistas cuando la Suprema Corte del Estado rechazó 
la ley de 1982, la cual había sido diseñada para cumplir los requeri­
mientos constitucionales que fueron señalados en el caso Furman.4 

El caso de Furman contra Georgia, en 1972, marcó una diferencia 
en la legalidad e implementación de la pena de muerte en la Unión 
Americana.5 El fallo de la Corte en dicho caso permitió la suspensión 
de Jacto de la pena de muerte a nivel federal al ser considerada por los 
magistrados de la Corte constitucionalmente inválida por ser un casti­
go cruel, inhumano y arbitrario, el cual violaba la Octava Enmienda 
constitucional. Es entonces cuando el gobierno federal pide a los 
gobiernos estatales modificar sus legislaciones en materia de pena de 
muerte a fin de imponer ciertas limitaciones a este castigo y recurrir a 
éste sólo ante delitos especialmente graves. Asimismo, se convino en la 
necesidad de otorgar derechos a los sentenciados, conocidos como 
recursos de apelación, a fin de impedir la arbitrariedad en los juicios y 
sentencias. Después de un año del dictamen a favor de Furman, varios 
estados del país revisaron sus estatutos sobre la pena de muerte con la 
finalidad de disminuir los casos en los cuales se aplica la sanción. 

A pesar de esto, en 1976 se hizo una revisión de la Constitución 
estadunidense, la cual, según el Congreso y las legislaturas estatales, 
sí contemplaba la posibilidad de aplicar la pena capital, siempre y 
cuando ésta se llevara a cabo de manera justa. Con modificaciones a 
la ley, se presentó en ese mismo año el primer caso de ejecución por 
fusilamiento en el estado de Utah.6 

4 Ibid., p. 219. 
5 William Henry Furman fue un hombre de origen afroamericano que padecía un 

leve retraso mental y que fue condenado por el asesinato de William Micke al dispararle 
con un arma de fuego de manera imprudenciaL En el momento del crimen, la bala expul­
sada atravesó una puerta contigua matando al hombre en cuestión, ocasionando la con­
troversia más grande en cuanto a la legalidad de la aplicación de la pena de muerte. 

6 Gary Gilmore fue sentenciado a pena de muerte por el Tribunal Supremo de los 
Estados Unidos de América por el asesinato y robo a Benny BusbneIl y ejecutado el 17 
de enero de 1977. 



74 LA PENA DE MUERTE EN ESTADOS UNIDOS 

Posteriormente, en el decenio de 1980, se registró un incremento 
en el porcentaje de crímenes cometidos. Esto promovió la preocupa­
ción de la población estadunidense, lo que se tradujo en la búsqueda 
de sanciones más severas que contemplaran el regreso a la aplicación 
de la pena de muerte. Esta preocupación nacional fue aprovechada 
por políticos y candidatos a puestos de elección popular, politizando la 
revisión judicial de los casos de pena de muerte. De esta forma, la apli­
cación adecuada de la pena capital sirvió a intereses individuales y no 
al fortalecimiento del estado de derecho.7 Es de destacarse también, 
una transformación en la opinión pública con respecto a la pena de 
muerte, pues a pesar de que la mayoría de la sociedad estadunidense 
estuvo históricamente a favor de ella, en los decenios de 1980 y 1990 el 
porcentaje aumentó notoriamente. Según una encuesta nacional, el 
porcentaje de personas a favor de la pena de muerte en caso de asesi­
nato pasó de 67% en 1977 a 70% en 1986 y a 76% en 1991.8 No obs­
tante, encuestas recientes muestran significativos cambios en la opi­
nión pública estadunidense respecto a la pena de muerte, ubicando 
nuevamente en 67% el nivel de aprobación a dicha práctica en octu­
bre 2006, siendo uno de los porcentajes más bajos de los últimos 
treinta años, aunque mayor respecto a octubre de 2003, en que la 
opinión a favor representaba sólo 64 por ciento.9 

En cuanto al tema de las apelaciones de sentencias de pena de 
muerte y su resolución, debe indicarse que hasta 1996, la mayoría de 
las anulaciones de sentencias de pena capital en Estados Unidos se 
produjeron en cortes federales, las cuales encontraron errores en los 

7 Hernán de]. Ruiz-Bravo, SanDiegoJusticeJourna~ EUA, Western State University, 
p.382. 

8 Históricamente, una mayoría de ciudadanos de Estados Unidos han apoyado fir­
memente la imposición de la pena de muerte en caso de asesinato. Al menos ésa ha sido 
la conclusión por las respuestas dadas a la pregunta: ¿Está usted a favor o en contra de la 
pena de muerte para los asesinos? En 1953, las encuestas mostraban que un 68% estaba 
a favor; en 1963 había 62%; en 1972,53%; en 1977,67%; en 1986, 70% Y en 1991, 76%. 
Sólo en 1966, cuando los ciudadanos a favor de la pena de muerte eran un 42%, el apoyo 
de la opinión pública descendió a menos de la mitad. (Véase el estudio de H. Erkine 
sobre las encuestas estatales y nacionales acerca de la pena de muerte desde 1936 a 1969, 
titulado 'The polls capital punishment", Public opinion Qyarterly, 1970, núm. 34, pp. 290-
307; Hugo Bedau, "American attitudes toward the death penalty", The Death Penalty in 
America, pp. 65-92 Y Robert M. Bohm, "America death penalty opinion, 1936-1986: a cri­
tical examination of the Gallup polls", en Robert M. Bohm (ed.), The death penalty in 
America: current research, Cincinnati, Anderson Publishing Co., 1991, pp. 113-145.). 

9 The Gallup Organization: Gallup Poli, Death Penalty 2006, en <http://www. 
galluppoll.com/ content/?ci= 1606&pg= 1?-
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juicios, meritorios de anulación en aproximadamente el 40% de las 
apelaciones. Sin embargo, la situación ha cambiado profundamente 
desde la aplicación de la Ley Antiterrorista y de Pena de Muerte 
Efectiva firmada por el presidente Clinton el 24 de abril de 1996. 
Dicha ley ha permitido el aumento en el número de ejecuciones al res­
tringir significativamente los derechos de presos en Estados Unidos, 
limitando su derecho a ejercer los recursos de apelación una vez sen­
tenciados y facultando plenamente a las cortes estatales para condenar 
cualquier violación a la constitución con relación a actos de terrorismo 
o asociación con el mismo. 

Dicha restricción se refrenda con la adopción de la llamada Patriot 
Act de 2001 firmada por el presidente George W. Bush aprobada por 
el Senado, ("The Uniting Strengthening America by Providing Apropiate 
Tools &quired to lntercept and Obstruct Terrorism Acto of 2001 '') con la cual 
se amplían las categorías de actos terroristas y "apoyo al terrorismo" y 
se aumentan las penas a dichos delitos. Asimismo, permite a los cuer­
pos policiacos (FBI) el acceso a información confidencial dentro de las 
redes y dispositivos de comunicación a fin de prevenir cualquier indi­
cio de terrorismo dentro y fuera del territorio. Esta ley incluso fue for­
talecida en 2003 con la aprobación de la llamada Patriot Act 11 
(Domestic Security Enhancement) la cual incluye la imposición de penas 
más severas a cualquier atentado contra la seguridad nacional y la pena 
de muerte a cualquier acto de terrorismo o de apoyo al mismo. De 
especial importancia es que esta ley faculta al FBI para realizar investi­
gaciones fuera del territorio estadunidense y prevé la creación de una 
base de datos de ADN de presuntos terroristas. lO 

Ahora, es importante conocer cuáles son los estados de la Unión 
Americana en los que se aplica la pena de muerte. Actualmente, en 38 
estados de la Unión Americana se contempla esta pena dentro de la 
legislación;ll se trata de estados habitados por individuos con ciertas 
tendencias republicanas, muchos de ellos personas con ingresos altos 

10 Domestic Security Enhacement, Section by section analysis, The Center of Public 
Integrity en <http://www.publicintegrity.org/docs/PatriotAct/story_01_020703_doc_ 
l.pdf>. 

11 Éstos son: 1) Alabama, 2) Florida, 3) Lousiana, 4) Nueva Hampshire, 5) 
Oregon, 6) Virginia, 7) Arizona, 8) Georgia, 9) Maryland, 10) Nueva Jersey, 11) 
Pennsylvania, 12) Washington, 13) Arkansas, 14) Idaho, 15) Mississippi, 16) Nuevo 
México, 17) Carolina del Sur, 18) Wyoming, 19) California, 20) Illinois, 21) Missouri, 
22) Nueva York, 23) Dakota del Sur, 24) Colorado, 25) Indiana, 26) Montana, 27) 
Carolina del Norte, 28) Tennessee, 29) Connecticut, 30) Kansas, 31) Nebraska, 32) 
Ohio, 33) Texas, 34) Delaware, 35) Kentucky, 36) Nevada, 37) Oklahoma y 38) Utah. 
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que se autoclasifican como conservadores. Asimismo, son originarios 
de regiones en donde la pena de muerte fue utilizada con mayor fre­
cuencia. Por el contrario, son sólo 12 los estados donde no se aplica la 
pena de muerte hoy en día. Éstos son: Alaska, Iowa, Massachusetts, 
Minnesota, Rhode Island, Virginia del Oeste, Hawai, Michigan, 
Dakota del Norte, Vermont, Wisconsin y el Distrito de Columbia. No 
obstante, en 5 de los estados en los que se contempla la pena de muer­
te, no ha habido ejecuciones desde 1976. Éstos son: Kansas, Nueva 
Hampshire, Nueva Jersey, Nueva York y Dakota del Sur. 

Por último, es importante destacar la posición de Estados Unidos 
respecto a este tema, dentro de la esfera internacional. Hablar de 
legitimidad internacional respecto a la pena de muerte forzosamen­
te nos lleva a mencionar el cumplimiento que las naciones han dado 
a los diversos tratados firmados a través de la historia. En este senti­
do, es de vital importancia destacar la atención que Estados Unidos 
ha tenido ante la observancia y cumplimiento de dichos tratados, ya 
que de eso ha dependido en la mayoría de los casos que la sentencia 
dictada a un extranjero radicado en ese país haya sido justa o injusta 
y acorde a las normas que dicta el derecho internacional. Para reali­
zar esta tarea debo remitirme, por su importancia jurídica, a la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares y sus Protocolos 
Opcionales, signada el 24 de abril de 1963, la cual destaca por tres 
casos llevados ante la Corte Internacional de Justicia por la violación 
a los artículos 5 y 36.12 En primera instancia, está el caso Paraguay 
contra EUA, seguido del caso LaGrand ocurrido entre el gobierno 
de Estados Unidos y Alemania. En tercer lugar, se encuentra el caso 
Avena, disputa entre el gobierno de México y el de Estados Unidos, 
el cual será analizado en un capítulo posterior. 

Asimismo, y de forma paralela a la Convención de Viena, este país 
ha firmado una serie de instrumentos con 28 países, con la finalidad 
de normar las relaciones consulares y asegurar que las personas dete­
nidas gocen de su derecho de comunicarse de manera oportuna con 
sus consulados.13 Igualmente, tiene firmados actualmente tratados 

12 Este Tratado multilateral otorga a los estados el derecho de prestar ayuda y asis­
tencia a sus nacionales en el exterior, y representarlos ante las autoridades del país 
donde se encuentren (Art. 5). Asimismo, todo extranjero detenido contará con el 
derecho a comunicarse con las oficinas consulares de su país, pues bajo el artículo 36 
de esta Convención se obliga a las autoridades competentes a notificar a los detenidos 
dicho derecho, el cuál, en las últimos tres decenios, ha sido violado tlagrantemente 
por el gobierno de Estados Unidos. 

13 Dichos países son: 1) Argelia, 2) China, 3) (',osta Rica, 4) Chipre, 5) Dinamarca, 6) 
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consulares bilaterales con casi 60 países.14 Entre ellos destaca la 
Convención Consular México-Estados Unidos firmada en 1942, en 
plena guerra mundial, seguramente a causa de la conveniencia de 
nuestro vecino del norte de contar con el apoyo del gobierno mexica­
no en ciertas áreas durante la conflagración mundial. lo Recuérdese 
por ejemplo, que ante la escasez de mano de obra barata en territorio 
estadunidense, su gobierno firmó una serie de tratados laborales con 
México conocidos como el Programa Bracero.16 

Etiopía, 7) Francia, 8) Alemania, 9) Ghana, 10) Irán, 11) Irlanda, 12) Israel, 13) Jamaica, 
14)japón, 15) Corea, 16) Malasía, 17) Omán, 18) Holanda, 19) Nicaragua, 20) Nigeria, 
21) Pakistán. 22) Sierra Leona, 23) Filipinas, 24) Tanzania, 25) Trinidad y Tobago, 26) 
Uganda, 27) Reino Unido y 28) Vietnam (Hernán de]. Ruiz-Bravo, &/J. ciL, p. 400). 

14 Dichos países son: 1) Antigua y Barbuda, 2) Babamas,3) Bangladesh,4) Barbados, 
5) Bélgica, 6) Belice, 7) Bruneí, 8) Bulgaria,9) China, 10) Colombia, 11) Costa Rica, 12) 
Cuba, 13) Chipre, 14) República Checa, 15) Dominica, 16) Islas Fiji, 17) Francia, 18) 
Gambia, 19) Ghana,20) Grecia, 21) Granada, 22) Guyana, 23) Hungria, 24) Irlanda, 25) 
Italia, 26) Jamaica, 27) Japón, 28) Kenia, 29) Corea, 30) Kuwait, 31) Liberia, 32) Malasia, 
33) Malta, 34) Mauricio, 35) Nueva Zelanda, 36) Nigeria, 37) Filipinas, 38) Polonia, 39) 
Rumania, 40) San Cristóbal y Nevis, 41) Santa Lucia, 42) San Vicente, 43) Seychelles,44) 
Sierra Leona, 45) Singapur, 46) República Eslovaca, 47) Surinam, 48) Suecia, 49) 
Tanzania, 50) Tonga, 51) Trinidad y Tobago, 52) Tuvalú, 53) Rusia, 54) Reino Unido, 
55) Ex Yugoslavia, 56) Zambia y 57) Zimbabwe, loe. cit. 

15 La Convención México-Estados Unidos sobre Relaciones Consulares fue celebrada 
con el objeto de definir las obligaciones, derechos, privilegios, exenciones e inmunidades 
de los funcionarios consulares de cada país en el territorio del otro. Es importante hacer 
notar que en ella se otorgan los privilegios e inmunidades bajo el principio de nación más 
favorecida, tanto a cónsules de carrera como honorarios. También abarca los temas de 
inmunidades, inviolabilidad de los archivos, locales y menaje de los funcionarios y oficinas 
consulares, las funciones de protección de los consulados, tanto de los nacionales como 
de las embarcaciones nacionales, etc. Está compuesta de 14 artículos y fue firmada en la 
Ciudad de México el 12 de agosto de 1942, por el secretario de Relaciones Exteriores de 
México, Ezequiel Padilla, y el embajador de los Estados Unidos en México, George S. 
Messersmith. Fue aprohada por el Senado mexicano, según decreto publicado en el 
Diario Oficial del 16 de febrero de 1943. El Canje de los instrumentos de ratificación se 
efectuó elIde junio de 1943 y fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 17 de 
julio de 1943 (Traúulos ratifit:at:los y Convenios Ejecutivos celebrados par México, México, Senado 
de la República, 1972, tomo VIII (1938-1942), p. 763). 

16 La fuerte demanda para la mano de obra mexicana, sobre todo en la agricultura 
del suroeste, trajo como consecuencia que los agricultores estadunidenses pidieran a 
su gobierno permitir el acceso de campesinos mexicanos. El Programa Bracero comen­
zó en 1942 y continuó, después de varias etapas, hasta 1963. 

17 Pena de muerte, 8 de mayo de 2004, loe. cit. 
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La pena de muerte en Texas 

Dada la situación histórica y actual de la pena de muerte en Texas, el 
estudio específico de este estado es, sin duda, un tema imprescindi­
ble en cualquier trabajo que se efectúe sobre la pena de muerte en 
Estados U nidos. Las arbitrariedades que el gobierno texano ha con­
sumado contra numerosos ciudadanos residentes y extranjeros ha 
llevado a que la comunidad internacional lo considere uno de los 
lugares del mundo donde se ejecuta "legalmente" a más personas. 

Como sustento de esta afirmación, se encuentran las cifras de eje­
cuciones reconocidas por el propio gobierno texano. Por ejemplo, 
aunque entre 1930 y 1970, se realizaron una o más ejecuciones en 29 
estados de la Unión Americana, ningún otro estado de este país se 
equiparó con los "asesinatos judiciales" perpetrados en Texas. Dnrante 
el periodo señalado, en Texas se llevaron a efecto más ajusticiamientos 
que en la suma de los cuatro estados que le signieron en lo que se refie­
re a número de ejecuciones -Virginia, Florida, Missouri y Louisiana. 
Además, entre la reanudación de las ejecuciones en 1977 y fines de 
1997, en Estados Unidos fueron ejecutados 432 presos en toda la 
nación. La tercera parte de estas ejecuciones -144- sucedieron en 
Texas. Aunado a esto, se encuentra el hecho de que de las 74 ejecucio­
nes llevadas a cabo en Estados Unidos en 1997, la mitad -37- fueron 
consumadas en Texas, una cifra sin precedentes a partir del restableci­
miento de la pena de muerte en 1976, mencionado anteriormenteP 
De 1997·a 2007 se han llevado a cabo 1069 ejecuciones en el país, de 
las cuales 390 se han efectuado en Texas, lo que representa el 36.5% 
del total de ejecuciones. 

Desafortunadamente, estas estadísticas sólo manifiestan una 
pequeña parte de las condiciones que allí se viven. En cada uno de 
los pasos del proceso legal, como buscaremos demostrar más adelan­
te, la pena de muerte en Texas se deja ver como una sucesión de pro­
cedimientos judiciales claramente improcedentes que no respetan 
las normas internacionales actuales y que son mínimos para la efecti­
va protección de los derechos humanos. 

Por ejemplo, se ha comprobado que la pena de muerte en Texas 
es aplicada de manera racialmente discriminatoria. En este sentido, 
los individuos acusados del asesinato de una persona blanca tienen 
mayores probabilidades de ser condenados a muerte que en aquellos 
casos en que la víctima era una persona negra. Hasta fines de 1997, 
de los 144 reclusos ejecutados en territorio texano, 127 (88%) habían 
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sido condenados por el asesinato de un blanco. Sin embargo, más de 
la mitad del total de víctimas de asesinato en Texas corresponde a 
minorías étnicas. 18 

Otro hecho preocupante es el respaldo de la opinión pública a la 
pena de muerte en Texas, pues es constante y quebranta todo esfuerzo 
político de suministrar una asistencia legal, gratuita y apropiada para 
los individuos condenados por crímenes censurables con la muerte. 
Esta politización de la pena capital se extiende incluso a la judicaturd, 
dado que en Texas los jueces tienen ocupaciones de carácter electivo. 
Como consecuencia, los acusados son representados habitualmente 
por juristas inexpertos o mal remunerados, lo que favorece el riesgo de 
que las sentencias de muerte recaigan de forma descabellada sobre los 
sectores más desfavorecidos de la sociedad. En nuestros días se han 
promulgado leyes que intentan garantizar el nombramiento y finan­
ciación de abogados que representen a reclusos condenados en los 
recursos de apelación tras la condena. Sin embargo, la legislación no 
incluye ningún requerimiento sobre la designación de juristas compe­
tentes y los tribunales se tropiezan con numerosos inconvenientes al 
tratar de encontrar suficientes abogados para ocupar las vacantes. De 
cualquier forma, la Corte de Apelaciones en lo Penal de Texas desa­
tiende la mayor parte de los recursos de habeas corpus después de efec­
tuar un examen superficial.19 

Estas deficiencias, incuestionables y preocupantes, del proceso 
judicial que se aplica en el estado de Texas para enfrentar un caso de 
pena capital han sido materia de álgidos debates tanto en la esfera 
nacional como internacional. Como parte de los trabajos que realiza 
Amnistía Internacional, por ejemplo, se encuentra una continua 
lucha por mejorar la asistencia letrada que se proporciona en los jui­
cios a los condenados a pena capital en Texas. Entre las preocupacio­
nes de la organización se encuentra el hecho de que la ausencia de 
una asistencia efectiva durante el juicio se empeora aún más por la 
falta de determinación de las cortes de apelación para examinar con­
venientemente la legitimidad y constitucionalidad de las sentencias 
de los condenados a pena capital. 

Las consecuencias que han soportado los inculpados a pena de 
muerte en Texas y, en particular nuestros connacionales, son por 
demás evidentes y exigen que en un capítulo posterior se manifiesten 

18 Loe. cit. 
19 Loe. cit. 
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las experiencias que los mexicanos han vivido al desafiar al sistema 
judicial texano. 

LEGISlACIONES Y CASOS DE PENA DE MUERTE 

Para entender a cabalidad cómo opera el proceso legal de la pena de 
muerte en Estados Unidos es necesario presentar aquellos casos que 
son especiales, pues generan controversia por tratarse de personas 
vulnerables a ser condenadas a pena de muerte o por demostrar las 
deficiencias del sistema legal estadunidense. Estos actores son los 
menores de edad, las personas con incapacidad mental, las mujeres y 
aquellos que han sido condenados por su condición racial. 

Menores de edad 

Después de más de 50 años de vigencia de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, más de la mitad de las naciones del mundo 
han inhabilitado la pena de muerte en la ley o en la práctica. De los 
pocos países que aún la conservan, la mayoria adoptan las leyes inter­
nacionales de derechos humanos al limitar la pena capital a los adul­
tos. A pesar de ello, diversas naciones consienten la ejecución de 
menores de edad en su legislación o en su práctica jurídica. Las ejecu­
ciones de menores son escasas en comparación con la cantidad total 
de ejecuciones llevadas a cabo cada año en todo el mundo. No obstan­
te, su significado va mucho más allá de la simple escala numérica y 
pone en tela de juicio la responsabilidad de algunos países respecto al 
derecho internacional y los derechos humanos. 

En lo que respecta a Estados Unidos, el 1 de marzo de 2005 la 
Suprema Corte declaró inconstitucional la ejecución de menores de 
18 años tras emitir su fallo en el caso Roper vs. Simmons.20 Esta deci­
sión de la corte permite revocar la sentencia de 71 menores conde­
nados a muerte en todo el país. Previo a esta decisión de la suprema 
corte, de las 38 jurisdicciones que contemplan la pena de muerte, 20 
establecían la edad mínima de 18 años para someter a un individuo a 

20 Death Penalty Information Center: Supreme Court Orders at <http://www. 
deathpenaltyinfo.org/article.php?did;248&scid=38#0506>, 29 de marzo de 2007. 
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pena de muerte, incluido en estas 20 el gobierno federa1.21 Los estados 
de Florida, Georgia, New Hampshire, Carolina del Norte y Texas esta­
blecían corno edad mínima los 17 años y los estados de Alabama, 
Arizona, Arkansas, Delaware, Idaho, Kentucky, Louisiana, Mississippi, 
Nevada, Oklahoma, Pennsylvania, South Carolina, Utah y Virginia 
establecían la edad mínima en 16 años. 

De 1985 a 2004, en trece estados de la Unión Americana han 
ingresado en los corredores de la muerte prisioneros que eran meno­
res de edad en el momento en que consumaron los delitos por los 
que fueron condenados. El estudio de nueve ejecuciones de delin­
cuentes juveniles realizadas a partir de ese año, en cinco estados 
-cinco en Texas, el estado que lleva a cabo el mayor número de eje­
cuciones, y uno en cada estado restante, Carolina del Sur, Louisiana, 
Missouri y Georgia-, arroja hechos que deben destacarse.22 De esos 
nueve, todos los ejecutados tenían diecisiete años de edad en el 
momento de la comisión del delito, cinco eran de raza blanca, tres 
de raza negra y uno de origen latino. Todos fueron sentenciados por 
asesinato con agravantes -corno cometer un asesinato durante un 
asalto, doble asesinato, asesinato de un blanco, un policía, una ancia­
na monja o algún miembro de su familia. Además, tuvieron que espe­
rar en el pabellón de la muerte entre 5 y 14 años para ser ejecutados. 

Los antecedentes de los casos mencionados aquí -y de la mayoría 
de los menores de edad condenados a muerte en los Estados 
Unidos- relatan historias de serias privaciones emocionales -abando­
no y maltrato infantil, por ejemplo-, cuando no materiales. Muchos 
de ellos habían mostrado problemas de conducta o comenzado a 
delinquir desde pequeños -incluso desde los 6 años de edad-, eran 
consumidores frecuentes de drogas o alcohol y tenían un nivel bajo 
de inteligencia. Unos padecían enfermedades mentales tales corno 
psicosis o esquizofrenia. 

Durante los juicios a que fueron sometidos estos menores, ocu­
rrieron circunstancias que permiten concluir que la sentencia a 
muerte podría haber sido evitada. En primer lugar, no se reveló 
información de vital importancia para sus casos debido a la incompe­
tencia o inexperiencia de sus abogados. En segundo lugar, ocurrieron 
comprobadas discriminaciones raciales, puesto que en los tres casos de 

21 California, Colorado, Connecticut, Illinois, Indiana, Kansas, Maryland, 
Missouri, Montana, Nebraska. New Jersey, New Mexico, Ohio, Oregon, South Dakota, 
Tennessee, Washington. 

22 Para una descripción de cada uno de los nueve casos véase el Anexo 2-A. 
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negros condenados a muerte, señalados arriba, los jurados estuvieron 
sólo compuestos por personas de raza blanca -destacando un caso en 
que se rechazó a tres posibles jurados de raza negra. Por último, no se 
tomaron en cuenta las peticiones de clemencia realizadas por grupos y 
personalidades -entre las que destaca la solicitud de piedad realizada 
por el mismo grupo religioso de una monja asesinada. 

De 1973 a marzo de 2004 fueron ejecutados 22 menores de edad 
en Estados Unidos, lo que equivale al 2.3% de las ejecuciones lleva­
das a cabo en este periodo. 13 de las ejecuciones en el estado de 
Texas, 3 en Virginia, 2 en Oklahoma, 1 en Louisiana, 1 en Georgia, 1 
en Carolina del Sur y 1 en Missouri.23 

Después de esta breve descripción de la situación actual de la 
pena de muerte en lo que respecta a los delincuentes juveniles en 
Estados Unidos, es importante señalar que la aplicación de dicha 
pena a esta categoría de personas está prohibida por numerosos ins­
trumentos internacionales. Los más relevantes son: 

1. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP): en su 
artículo 6 (5) el pacto establece que "no se impondrá la pena de 
muerte por delitos cometidos por personas de menos de 18 años 
de edad". 

2. Convención sobre los Derechos del Niño (CDN): en su artículo 37 
(a) dice que "no se impondrá la pena capital ni la de prisión per­
petua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por 
menores de 18 años de edad". 

3. Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH): esta 
convención dicta en su artículo 4 (5) que "no se impondrá la 
pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión 
del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad". 

4. Cuarto Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a 
la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra: 
en su artículo 68 establece que "en ningún caso podrá dictarse 
sentencia de muerte contra una persona protegida cuya edad sea 
de menos de dieciocho años cuando cometa la infracción". 

5. Protocolo 1 Adicional de 1977 a los Convenios de Ginebra de 1949 
(relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados 
internacionales): en su artículo 77 (5) dice que "no se ejecutará la 

23 Victor L. Streib, Death Sentences and Executions fur juvenile Cri'ITIRJi, january 1, 1973 
December 31,2004, Ohio Northern University CoIlege ofLaw, Ohio, 2005, p. 7, en <http: 
//wv.w.law.onu.edu/faculty / streib>. 
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pena de muerte impuesta por una infracción cometida en rela­
ción con el conflicto armado a personas que, en el momento de la 
infracción, fuesen menores de dieciocho años". 

6. Protocolo JI Adicional de 1977 a los Convenios de Ginebra de 
1949 (relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados sin carácter internacional): en su artículo 6 (4) norma 
que "no se dictará pena de muerte contra las personas que tuvie­
ren menos de 18 años de edad en el momento de la infracción". 

7. Salvaguardias para Garantizar la Protección de los Derechos de los 
Condenados a la Pena de Muerte (Resolución 1984/50 del Consejo 
Económico y Social de las Naciones Unidas, aprobada el 25 de mayo 
de 1984 y ratificada por consenso por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en su resolución 39/118, del 14 de diciembre de 
1984): en esta resolución aparece que "no serán condenados a muer­
te los menores de 18 años en el momento de cometer el delito". 

Los primeros seis instrumentos son acuerdos internacionales que 
obligan a las partes signatarias a respetar la prohibición de la pena de 
muerte contra delincuentes adolescentes. Debe aclararse que el Cuarto 
Convenio de Ginebra se refiere, particularmente, a la protección de las 
personas civiles en territorios ocupados en tiempo de conflicto armado. 
El Primer Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra, por su parte, 
abarca los conflictos armados internacionales, mientras que el Segundo 
Protocolo Adicional, se dirige a conflictos armados internos. 
Finalmente, las Salvaguardias para Garantizar la Protección de los De­
rechos de los Condenados a la Pena de Muerte24 no son juridicamente 
vinculantes, aunque se aprobaron por consenso en la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, indicación de que existía el compromiso unáni­
me entre los Estados de que sus preceptos debían ser respetados.25 

Personas con discapacidad mental 

Uno de los argumentos que con mayor frecuencia son utilizados para 
amparar la aplicación de la pena capital, es que la imposición de 

24 Aprobadas por el Consejo Económico y Social en su resolución 1984/50, de 25 
de mayo de 1984 [Amnistía Internacional <http://www.unhchr.ch/spanish/ 
html/menu3/b/h_comp41_sp.htm> l. 

25 Sobre el valor jurídico de las resoluciones de Naciones Unidas, véase, Jorge Cas­
tañeda, Obras completas. Tamo J: Naciones Unidas, México, sRE-Colmex, 1995, pp. 271-294. 
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dicho castigo sobre los delincuentes impide que otros cometan deli­
tos similares. Al utilizar esta tesis, los que están a favor de la pena 
capital hacen aseveraciones como: 
1] Todos los seres humanos razonan de la misma manera. 
2] La decisión de cometer algún crimen se fundamenta en la razón, 

en donde el criminal premedita las consecuencias de sus actos. 
3] Los criminales potenciales reconocen que la pena capital existe y 

que hay una alta probabilidad de que sean juzgados y ejecutados 
si cometen algún delito. 

4] Los criminales potenciales temen a ser ejecutados.26 

Sin embargo, estas aseveraciones no son aplicables a la mayoría de 
los casos. A fin de sustentar esta conclusión, es conveniente señalar 
cuáles son las características que pueden definir el comportamiento 
criminal de un individuo. En primer lugar, un delincuente es aquella 
persona que por acción u omisión viola la ley. En segundo lugar, si 
tomamos en cuenta que el comportamiento se basa en la manera 
sobre la cual pensamos y razonamos, se puede decir que quizá la gente 
más propensa a cometer ciertos crímenes es aquella que ha sufrido 
experiencias complicadas a 10 largo de su vida y que, por lo tanto, 
podría reaccionar de manera diferente ante una situación determina­
da. El Paquete de Orientación Voluntaria publicado por el 
Departamento Correccional de Idaho describe la forma de conducta 
criminal diciendo que: 

Los delincuentes piensan que tienen derecho a una libertad absoluta para 
conducir sus vidas. El criminal vive aislado del mundo. En este mundo per­
sonal y subjetivo, el criminal tiene el control y el derecho absoluto de su vida. 
Desde este punto de vista, cualquier restricción a su libertad es vista como 
una intromisión indebida. Así pues, cuando el mundo real falla al complacer 
sus demandas y expectativas, el criminal toma una postura de reto. Las rela­
ciones interpersonales serán dominadas por la lucha de poder, la irritación y 
el permiso de hacer lo que ellos desean sin importar las reglas y consecuen­
cias de sus actos; se convierten en seres dominantes.27 

A esta actitud del criminal, contribuyen ciertas circunstancias o 
estados mentales que incitan a la actividad criminal. Éstos son el 

26 Gardner C. Hanks, Against the death penalty: Christian and secular argunumis against 
capital punishnumt, Scottdale, Pa., Ed. Herald Press, 1997, p. 70. 

27 lbid., p. 71. 
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abuso del alcohol y otras drogas, la creencia, reforzada por la publi­
cidad mediática, de que la violencia es algo natural en la condición 
humana, las tendencias suicidas, los trastornos mentales u otro tipo 
de discapacidad que afectan el comportamiento de una persona, y su 
condición económica y social. 

A 10 largo de los años -y con la aplicación de varios estudios clíni­
cos- se ha comprobado que la mayoría de los criminales consideran 
a la violencia como parte normal de la vida y no como una aberra­
ción ocasional. Muchos de estos delincuentes han señalado que fue­
ron maltratados fisica o sexualmente cuando eran menores de edad. 
Para comprobar esto, se realizó un estudio en 1988 de 14 prisioneros 
juveniles sentenciados a muerte; en él se encontró que 12 de estos 
menores habían sido abusados fisicamente (cinco sometidos por 
algún pariente).28 

Por ejemplo, tenemos la historia de Robert Alton Harris, el pri­
mer hombre e;jecutado en California después del fallo contra 
Furman, que muestra las características anteriormente detalladas. Su 
madre era alcohólica. Nació tres meses antes de término a causa de 
las constantes golpizas que el padre propinaba a la madre. De niño 
fue castigado frecuentemente por su padre y estrangulado hasta lle­
gar al punto de convulsionarse. Su padre también lo amenazó en 
varias ocasiones con dispararle. Como resultado de estos anteceden­
tes familiares, Harris sufrió del síndrome fetal del alcohol y un desor­
den orgánico cerebral, el cual fue determinado por expertos.29 

Se dice que los asesinos llevan a cabo decisiones racionales cuando 
cometen un homicidio. Esto implica que los delincuentes tienen total 
control sobre sus facultades mentales cuando cometen el crimen. En 
este sentido, cabe mencionar que es el abuso de drogas o alcohol y un 
estado de estrés, frecuentemente, lo que debilita la habilidad de una 
persona para tomar decisiones basadas en la razón. Estos abusos dis­
torsionan la percepción de la realidad de un individuo; las inhibicio­
nes de una persona disminuyen y pueden llegar a tener un falso senti­
do de sus propias habilidades, intensificar sentimientos de enojo o 
temor, los cuales conllevan a la violencia. 

Entonces, ¿qué sucede cuando el sujeto no se encuentra b;:yo la 
influencia de estos estupefacientes?, ¿qué motiva su comportamiento 
violento? Para dar respuesta a estas preguntas es necesario concep-

28 Loe. cit. 
29 ¡bid., p. 72. 
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tuar dos temas de gran importancia para este capítulo: la enferme­
dad mental, en general, y el retraso mental, en específico. 

La enfermedad mental se define como "el estado en donde existe 
conducta, pensamientos o sentimientos severamente desordenados, 
excluyendo los casos donde el desorden proviene de una baja inteli­
gencia o como resultado de alguna lesión cerebral". La enfermedad 
mental ocasiona que una persona perciba y reaccione ante el mundo 
de manera no aprobada por la sociedad, por lo que crea serias difi­
cultades para relacionarse con otras personas.30 

Por definición, una persona mentalmente enferma no reacciona­
rá a un hecho de la misma forma en que lo haría una persona "nor­
mal". Las personas que sufren de este padecimiento pueden, por 
ejemplo, pensar que alguien los está amenazando a ellos o a su fami­
lia y en la mayoría de los casos pueden reaccionar con violencia con­
tra quien perciben como una amenaza inmediata. De igual manera 
pueden escuchar voces que los impulsan a matar. 

Por otro lado, en 1992, la Asociación Americana de Retraso 
Mental (MMR) proporciona el siguiente copcepto para definir esta 
enfermedad: 

El retraso mental acentúa ciertas limitaciones sustanciales del funcionamien­
to existente. Se caracteriza por un funcionamiento intelectual a un nivel sig­
nificantemente abajo del promedio que existe concurrentemente, con limi­
taciones relacionadas con dos o más de las siguientes áreas de destrezas 
aplicables: la comunicación, la automanutención, las destrezas sociales, el 
uso comunitario, la independencia, la salud y seguridad, la academia funcio­
nal, el relajamiento y el trabajo. El retraso mer.tal se manifiesta antes de los 
18 años de edad.31 

Por su parte, la definición que el American Heritage Dictionary 
of the English Language da a este concepto es la siguiente: 

Desarrollo intelectual y/o cognoscitivo anormal, resultado de factores con­
génitos, lesiones cerebrales o agentes virales, caracterizado por deficiencias 
cognoscitivas, lingüísticas y conductuales. También puede ser llamado defi­
ciencia mental. 

30 JlJid., p. 75. 
31 ERle Clearinghouse and Disabilítíes and Gifted Education, Retraso mental, 8 de 

mayo de 2004 <http://ericec.org/digests/e528s.html>. 
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Asimismo, define el concepto de "enfermedad mental": 

Alguna de varias condiciones caracterizadas por el debilitamiento o daño de 
las fundones cognitivas, emocionales o conductuales normales de un indivi­
duo a causa de factores sociales, psicológicos, bioquímicos, genéticos, infec­
ciosos o traumáticos.32 

En Estados Unidos casi 3% del total de la población sufre de retra­
so mental. A su vez, el 10% del total de hombres y mujeres que se 
enc~entran en la lista de espera para recibir la pena de muerte pade­
cen esta situación. De manera paradójica a dicha estadística, el trans­
curso de los años ha permitido estimar que las personas que sufren 
retraso mental son menos propensas a consumar actos de violencia, en 
comparación con aquellos individuos cuyo coeficiente intelectual se 
encuentra dentro de los parámetros normales. Entonces, ¿por qué tan­
tos convictos con retraso mental reciben la pena de muerte?33 

La respuesta es, básicamente, porque los convictos que sufren 
retraso mental, debido a su incapacidad, son más propensos a ser 
inculpados de cualquier delito. Los individuos con retraso mental 
poseen características específicas que los convierten en personas par­
ticularmente susceptibles a las agresiones de las autoridades policia­
cas y a las tácticas de prosecución, aun cuando sean personas total­
mente pacíficas.34 

En primer lugar, los individuos que padecen retraso mental son 
menos propensos a controlar sus deseos impulsivos. Tal exaltación 
los lleva, en muchas ocasiones, a cometer delitos de índole sexual o 
de violencia desenfrenada. El escaso desarrollo intelectual de las per­
sonas con retraso mental ocasiona que interpreten los acontecimien­
tos en términos de blanco y negro, es decir, si algo malo está suce­
diendo en un momento determinado, debe existir alguien a quien 
hacer responsable. Asimismo, su impulsividad obstaculiza su habili­
dad para asistir en su propia defensa. 

321M American Heritage® Dictionary of lhe English Language, 4a. ed. © 2000. 
33 Gardner C. Hanks, op. cit., p. lO!. 
34 En un articulo de James W. Ellís (posteriormente Presidente de la AAMR) y Ruth 

W. Luckasson, se destacan seis características que definen el comportamiento de las 
personas que sufren de esta discapacidad, mismas que podrían afectar sus habilidades 
para desenvolverse adecuadamente dentro del sistema criminal de justicia. Éstas son: 
problemas de memoria y comunicación, impulsividad, desarrollo intelectual reducido, 
carencia de conocimientos, negativa de su incapacidad y contradicciones en sus estí­
mulos (citado en ibid., p. 102). 
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Los individuos con retraso mental no tienen la aptitud de comu­
nicarse adecuadamente en una situación de profunda tensión, como 
un arresto o al estar expuestos a la observación de los testigos. Por 
otro lado, estas personas no son capaces de proporcionar respuestas 
coherentes a las autoridades de justicia debido a que no saben qué 
decir y con frecuencia se niegan a contestar aquellas preguntas que 
están más allá de su entendimiento. Sus problemas de comunicación 
y de memoria ocasionan que su testimonio parezca sospechoso. Esto 
se debe a que no poseen una habilidad efectiva para recordar ciertos 
detalles de una situación específica y suelen parecer confusos en el 
momento de declarar ante los testigos. En ocasiones, incluso, acep­
tan la culpabilidad del delito: 

Un recluso que sufra de retraso mental posiblemente se haga responsable de 
un crimen que no cometió, esto se debe a la creencia de que la culpa debe 
ser adjudicada a alguien l. .. ] Asimismo, algunas personas con retraso men­
tal se adjudicarán la culpa para simpatizar con la autoridad.35 

Asimismo, la gente que padece retraso mental posee un escaso 
nivel de conocimientos. Por lo tanto, estos individuos desconocen 
sus derechos fundamentales y fácilmente se someten ante un arresto. 
Con frecuencia omiten la necesidad de solicitar un abogado o igno­
ran el procedimiento para hacer uso de dicha prerrogativa. De la 
misma forma, son intimidados por la apariencia de aquellas personas 
que perciben como una autoridad. Esto se convierte en una realidad 
mucho más contundente si las personas con retraso mental han sido 
recluidas en alguna institución mental. 

Por lo tanto, constantemente, las autoridades policiacas convencen 
a las personas con retraso mental de que si confiesan su crimen, todo 
finalizará de manera conveniente para ellos. Un ejemplo de esto es el 
caso de jerome Bowden -quien padecía retraso mental y fue ejecutado 
en Georgia en 1986-, a quien un detective le señaló, "si firmas este 
documento, trataré de ayudarte". Bowden suscribió una declaración 
arreglada -y que no había leído. Asimismo, al reconocer su vulnerabi­
lidad, es posible que las personas involucradas en el proceso induzcan 
a los individuos con retraso mental a declararse culpables de un cri­
men, aun cuando no lo hubieran cometido.36 

35 Loc. cit. 
36 ¡bid., p. 104. 
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En Estados Unidos, el 20 de junio de 2002 la Suprema Corte 
declaró inconstitucional la ejecución de personas con retraso o 
enfermedad mental tras el fallo emitido en el caso Atkins vs. Virginia, 
considerando que dicha práctica constituye una violación a la Octava 
Enmienda a la Constitución, en lo referente a la prohibición de 
penas crueles y desusadas. Esta decisión, se sustenta en un amplio 
porcentaje de la opinión pública estadunidense que rechaza termi­
nantemente la sentencia a muerte de personas con retraso mental. 

Previo a esta decisión de la corte, en 1989, tras el fallo sobre el 
caso Penry contra Lynaugh, la Suprema Corte consideraba que la 
Octava Enmienda Constitucional no debía ser interpretada como 
una prohibición a ejecutar personas que sufren de alguna enferme­
dad mental. Así pues antes del fallo de la corte en el caso Atkins con­
tra Virginia, 27 estados de la Unión incluyendo a Texas, permitían 
tales ejecuciones. No obstante, son] 8 los estados que no permitían la 
aplicación de dicha pena desde antes de 2002. 

El asunto ha estado en el centro de la atención pública estaduni­
dense y mundial con el reconocimiento por parte de varias organiza­
ciones de derechos humanos que señalan que en ese país entre 5 y 
10% de los prisioneros condenados a la pena de muerte sufren de 
enfermedades mentales serias. Por ejemplo, se ha denunciado que al 
menos 11 de los 56 presos ejecutados en ese país en 1995 sufrían una 
enfermedad mental o eran deficientes mentales. Con frecuencia, el 
abogado del acusado no revela la información sobre las deficiencias 
mentales de su defendido durante el juicio, de forma que el jurado 
responsable de imponer la pena de muerte desconoce tales circuns­
tancias. 

En el caso de Anthony Joe LaRette, por ejemplo -ejecutado en 
Missouri en noviembre de 1995-, el jurado no conocía el largo histo­
rial de tratamientos por enfermedades mentales. El examen psiquiá­
trico realizado a instancias de la defensa no reveló el historial de 
LaRette y concluyó que éste no sufría ningún tipo de enfermedad 
mental. Otro caso injusto ocurrido en los Tribunales de los Estados 
Unidos fue el de Varnall Weeks -ejecutado en AIabama el12 de mayo 
de 1995. Había sido diagnosticado como enfermo mental grave que 
sufría una "esquizofrenia paranoica desde hace varios años". Los psi­
cólogos que testificaron tanto por la acusación como por la defensa 
estuvieron de acuerdo en que Varnall Weeks sufría extrañas y cons­
tantes alucinaciones religiosas. En su primer juicio, celebrado en 
1982, no se presentaron pruebas de su estado mental y fue condena-
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do por el asesinato de Mark Batts. Una vez declarado culpable, Weeks 
renunció a su derecho a ser condenado por un jurado y pidió aljuez 
que lo condenase a muerte. En una resolución con fecha de 25 de 
abril de 1995, unjuez de Alabama reconoció que Weeks era un esqui­
zofrénico paranoico que sufría alucinaciones, por lo que lo declaró 
conceptualmente "loco" de acuerdo con la definición general de 
locura del diccionario y con lo que la gente de la calle consideraría 
como "loco".37 Sin embargo, eljuez resolvió que la ejecución podía 
llevarse a cabo porque Weeks podía contestar a unas preguntas sobre 
su ejecución, lo que probaba que era legalmente capaz.as 

Debido a las implicaciones morales que origina ejecutar a una 
persona que sufre retraso mental, el tema de la pena capital en estos 
casos ha sido una de las principales preocupaciones que las posturas 
abolicionistas han tomado abiertamente. Sin embargo, lograr alguna 
modificación en la legislación penal en el actual contexto político 
estadunidense, es un objetivo dificil de alcanzar. 

Mujeres 

Es un patrón de conducta de la sociedad afirmar que las mujeres 
son menos prapensas a la violencia que los hombres, sin embargo, 

en nuestros días las mujeres están cometiendo más crímenes 
que en el pasado. 

JENNI GAINSBOROUGH, ACLU National Prison Project 

La primera mujer ejecutada por los estadunidenses fue Basheba 
Spooner en el estado de Massachusetts en el año de 1778. Fue acusa­
da de matar a un sargento de la Armada Real. Ellajustificó el crimen 
aduciendo haber sido violada por ese hombre y, como prueba, dijo 
estar embarazada. Sin embargo, su argumento fue rechazado irrevo­
cablemente y murió en la horca. Cuando se le efectuó la autopsia, se 
comprobó que realmente se encontraba encinta. Por otro lado, la 
mujer más joven en ser ejecutada en los Estados Unidos fue Hannah 
Ocuish, una nativa ahorcada en la ciudad de Connecticut el 20 de 

37 Definición de "loco": "que padece de una enfermedad mental, que ha perdido 
la razón o el juicio". 

38 Amnistía Internacional, Noticias sobre la pena de muerte en 1995,8 de mayo de 2004 
<http://www.derechos.net/amnesty / doc/ america/ usal.txt>. 
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diciembre de 1786 por la muerte de un niño. Ocuish tenía 12 años 
de edad. 

Como resultado de diversas investigaciones realizadas a lo largo de 
la historia de los Estados Unidos en torno al tema de la pena de muer­
te, se calcula que aproximadamente 566 mujeres han sido ejecutadas 
desde 1632, de las cuales 504 fueron ahorcadas, incluyendo 6 adoles­
centes. Estos datos constituyen el 2.8% de las 20 000 ejecuciones con­
sumadas totalmente. Sin embargo, si se considera sólo el periodo entre 
1900 y 1999, las mujeres representan sólo 0.5% de las 7 867 ejecucio­
nes realizadas, aunque cometieron 10% de los homicidios.39 

Desde la reinstauración de la pena capital en 1976, once mujeres 
han sido ejecutadas; 9 de ellas por inyección letal y 2 por electrocu­
ción. La primera fue Velma Barfield, en Carolina del Norte, con 
inyección letal, el 2 de noviembre de 1984. Entre 1977 y 2003, 145 
mujeres fueron sentenciadas a la pena de muerte y hasta ell de julio 
de 2003, 47 se encontraban en prisión esperando el día de su ejecu­
ción. Las ejecuciones femeniles llevadas a cabo en este periodo 
representan 1.22% del totaL En el último quinquenio se ha podido 
observar un incremento de ese porcen1:<:!Je hasta casi 2% por año. 
Existen tres variables que podrían explicar este fenómeno: a] la bús­
queda de la igualdad femenina, b] un aumento de los crímenes vio­
lentos cometidos por mujeres y el la disponibilidad de la inyección 
letal como el método más común de ejet:ución, pues los jurados y los 
gobernadores encuentran más factible ejecutar a las m~jeres de esta 
forma. 40 

A pesar de lo anterior, en 2003 no se llevaron a cabo ejecucic-.les 
femeniles, incluso 4 mujeres fueron liberadas de la sentencia en 
Illinois cuando el gobernador Ryan decidió conmutar todas las sen­
tencias de muerte en ese elotado. Muchos estados que aplican la pena 
de muerte han sido renuentes a ejecutar mtYeres. Por ~jemplo, en el 
estado de Texas se llevaron a cabo 441 ejecuciones entre 1930y 1977, 
pero ninguna se aplicó en mujeres. Por el con trariJ , el estado de 
Nueva York aplicó 6 de las 7 sentencias de muerte del siglo xx a muje­
res. Cabe destacar que el porcentaje de ejecuciones de mujeres está 
en aumento, especialmente en los estados sureños de la Unión.41 

39 American female executions 1900-2003, 10 de mayo de 2004 <http://w..w.geoci­
ties.com/trctlll/amfem.html>. 

40 Loc. cito 
4) Loc. cit. 
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Además, las mujeres se están convirtiendo en un sector de creci­
miento significativo en el interior de los centros correccionales peni­
tenciarios. Actualmente, el sector femenino suma aproximadamente 
6.4% del total de la población reclusa. Según datos proporcionados 
por Rebecca Leung, de la agencia noticiosa ABC, a lo largo de toda la 
nación las mujeres constituyen una de cado ocho personas arrestadas 
por asesinato, y una de cada 70 personas que esperan la aplicación de 
la pena capital. Sin embargo, es importante señalar que, según un 
estudio realizado en 1998 por la Oficina del Departamento de 
Justicia del Programa Penitenciario de los Estados Unidos, la mayoría 
de las reclusas, aproximadamente 1.2 millones de mujeres, no son 
delincuentes que presenten antecedentes de abuso de drogas, alco­
hol o problemas de salud mental. Menos del 10% del sector femeni­
no está recibiendo tratamientos para ese tipo de problemas en las 
prisiones -el otro 95% restante son VÍctimas de abuso.42 De 1900 a 
2005,50 mujeres fueron ejecutadas en Estados Unidos.43 

Un tema que ha promovido gran polémica dentro de las ejecucio­
nes de mujeres es el de aquellos casos en que las condenadas a muerte 
están embarazadas. Uno que originó álgidas protestas públicas y radi­
calizó las posturas abolicionistas alrededor del planeta, es el de Karla 
Faye Tucker, ejecutada, estando embarazada, mediante inyección letal 
el 3 de febrero de 1998, en Texas, por doble asesinato tras haberle sido 
negada la demencia por el entonces gobernador del estado George W. 
Bush. La señora Tucker reclamaba su derecho a ser madre. Sin embar­
go, en la resolución de su caso destaca el grado de absoluto silencio 
acerca de su petición. Lo preocupante es que sentó un precedente al 
realizarse una ejecución a pesar de los argumentos del derecho a la 
vida de una persona no nata.44 Únicamente dos estados de la Unión 
Americana ostentan programas para prisioneras que son madres, 
mientras que en otros, las m~jeres embarazadas son obligadas a practi­
carse un aborto como disposición de la ley estatal.45 

Contrariamente a la situación estadunidense, el Derecho 
Internacional contemporáneo contempla los derechos de las mujeres, 

42 Rebecca Leung, Women and the death penalty, ABe News.com, 10 de mayo de 2004 
<http://more.abcnews.go.com/sections/us/dailynews/women_deathpenalty.html>. 

43 Death Penalty Information Center/Death Penalty Fact Sheet/ loe. ciL 
44 A.L. Stubbs, Clemency: The future of the death penalty, Nueva York, Ed. Clemency 

Books, 1999, pp. 29 ss. 
45 Véase artículo de Lorraine Espinosa relativo al trabajo efectuado por Kathy 

Morriss y su proyecto Bally Blessings ("Ministry Saves Rabies", en Celebrate Lile, 1997). 
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que son o serán madres, en algunos de los instrumentos internaciona­
les antes señalados. En primer lugar, se encuentra el Primer Protocolo 
Adicional a los Convenios de Ginebra, del 12 de agosto de 1949 relati­
vo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados 
Internacionales46 el cual contiene dos prohibiciones a la pena de 
muerte relacionada con las mujeres. Según su artículo 76 (3): "en la 
medida de lo posible, las partes en conflicto procurarán evitar la impo­
sición de la pena de muerte a las mujeres encintas o a las madres de los 
niños de corta edad a su cargo por delitos relacionados con el conflic­
to armado. No se ejecutará la pena de muerte impuesta a esas mujeres 
por tales delitos." En otras palabras, esta resolución reconoce dos dere­
chos autónomos en relación con las mujeres que sean acusadas de un 
delito sancionado con pena de muerte, siempre y cuando el delito esté 
implicado en el conflicto armado. 

Igualmente, esta norma está prevista en el artículo 6 (4) del 
Segundo Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra, del 12 de 
agosto de 1949, relativo a la Protección de la..<¡ Víctimas de los 
Conflictos Armados sin carácter internacional,47 en términos simila­
res al Primer Protocolo Adicional. Es decir, reconoce el derecho de 
las mujeres embarazadas a no ser ejecutadas como consecuencia de 
una condena a pena de muerte, y el mismo derecho a toda mujer 
que fuese madre de un niño de corta edad. Sin embargo, a diferencia 
del Primer Protocolo Adicional, este segundo no exige que tenga 
que existir una relación de dependencia entre la madre y el niño 
para que éstas queden amparadas por la norma. 

Por otra parte, las Salvaguardias para garantizar la protección de 
los derechos de los condenados a la pena de muerte de 1984,48 seña­
lan, en su párrafo 30., lo siguiente: "no serán condenados a muerte 
los menores de 18 años en el momento de cometer el delito, ni se 
ejecutará la sentencia de muerte en el caso de m~jeres embarazadas 
o que hayan dado a luz recientemente, ni cuando se trate de perso­
nas que hayan perdido la razón". 

46 También conocido como Protocolo 1. Fue aprobado el8 de junio de 1977 por la 
Conferencia Diplomática sobre la Reafirmación y el Desarrollo del Derecho 
Internacional Humanitario Aplicable en los Conflictos Armados. 

47 También conocido como Protocolo 11. Fue aprobado el8 de junio de 1977 por la 
Conferencia Diplomática sobre la Reafirmación y el Desarrollo del Derecho 
Internacional Humanitario Aplicable en los Conflictos Armados. 

48 Aprobadas por el Consejo Económico y Social en su resolución 1984/50, de 25 
de mayo de 1984. 
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Situación racial 

Al menos desde los años cincuenta, la oposición a la pena de muerte 
en Estados Unidos ha estado basada, en parte, en el argumento de 
que esta pena se aplica de manera racial y discriminatoria. Dicho 
argumento jugó un papel importante como motivo para que, a 
mediados del decenio de 1960, se cuestionara la constitucionalidad 
de la pena de muerte. La mayoría de quienes se oponen a la pena 
capital creen que el elemento racista afecta todos los niveles dentro 
del sistema y que no será posible erradicarlo en un futuro cercano.49 

Por ejemplo, este tema fue un factor primordial en la decisión de 
un juez de la Corte Suprema de los Estados Unidos, Harry 
Blackmun, para no seguir apoyando el uso de la pena de muerte en 
el país. En el discurso pronunciado en 1994 para anunciar su nueva 
postura dijo: "me siento moralmente e intelectualmente obligado a 
coincidir en que el experimento de la pena de muerte ha fallado 
[ ... ] Está fuera de disputa el decir que si la pena de muerte no puede 
ser administrada consistentemente y racionalmente, no debería de 
ser administrada de ninguna manera. "50 

Hoy en día, incluso gran parte de los defensores de la pena de 
muerte reconocen que ésta, por la forma en que se aplica actual­
mente en Estados Unidos, es una institución racista. Dentro de este 
grupo, algunos aceptan que de poderse comprobar este hecho, y sin 
un remedio mejor, se debe abolir la pena de muerte. Otros insisten 
en que el racismo en la aplicación de la pena de muerte no es peor 
que el racismo en otras áreas del sistema criminal de justicia. Otros 
más aceptan esta acusación y proponen remediarla ejecutando a más 
personas blancas -especialmente blancos que asesinan negros. 

Existe extensa evidencia que muestra que la raza sí es un factor 
importante y determinante al sentenciar a un acusado a la muerte o 
simplemente darle una sentencia menor por el mismo crimen. 
Investigaciones extensas sobre los patrones de la pena de muerte en los 
últimos 20 años muestran que el factor raza, tanto consciente como 
inconscientemente, influye en la decisión de quien debe vivir o morir.51 

49 H. A. Bedau (ed.), The death penalty in America: current eontroversies, Londres, 
Oxford University Press, 1997, pp. 249 ss. 

50 Paul A. Winters, The death penalty: opposing viewpoints, San Diego, Ed. 
Greenhaven Press, 1997, p. 149. 

51 Loe. cit. 
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El hecho de que los jurados tienden a calcular en silencio el daño 
ocasionado por los asesinatos, explicarla que las sentencias de muer­
te sean asignadas con mucha más frecuencia por asesinar a personas 
blancas que por asesinar a personas negras. En algunas ocasiones, las 

. cifras podrían no reflejar la discriminación racial, pero un análisis 
cuidadoso revelaría este hecho. Por ejemplo, nadie se sorprendería 
de que tratándose de dos homicidios idénticos, uno recibiera pena 
de muerte cuando la víctima fue una querida maestra de escuela y 
madre de tres niños, mientras que en el otro la sentencia fuera 
menor por ser la persona asesinada un distribuidor de droga, adicto 
al crack. Si lo vemos de esta manera, la raza no juega ningún papel en 
estos juicios, pero debido a que la distribución de la riqueza, el poder 
y el estatus en Estados Unidos es tan desigual entre razas, esto tendría 
inevitablemente un efecto en ellas. Además, es justo subrayar que 
muchos de los asesinatos violentos ocurren en barrios pobres de las 
ciudades norteamericanas -en Chicago, por ejemplo, cerca de la 
mitad de los homicidios están relacionados con pandillas. En estos 
casos, la raza de la víctima y el agresor, y el hecho de que una perso­
na se ponga en riesgo voluntariamente al involucrarse con pandillas, 
jugarán un papel importante al decidir sobre pena de muerte.52 

Esta desigualdad en la distribución de la riqueza se puede ver en 
la diferencia que existe en el porcentaje de pobreza de la población 
de personas negras y blancas. A saber, en las familias negras el nivel 
de pobreza es de 31.3% mientras que en las familias blancas es de 
9.4%. Otras estadísticas referentes al desempleo señalan lo siguiente: 
las personas de raza negra significan 11.5% contra 5.3% en la pobla­
ción blanca. Si a estas cifras le aunamos cuestiones como menores 
oportunidades educativas, malas condiciones de vivienda que impli­
can un mayor riesgo de cometer crímenes y el abuso de sustancias 
tóxicas, podemos ver que el conjunto de estas condiciones propician 
un ambiente adecuado para que la población negra sea más propen­
sa a ser juzgada con la aplicación de la pena de muerte y el conse­
cuente prejuicio racial.53 

De acuerdo con ciertas estadísticas, en 1994, 40% de los prisione­
ros condenados a pena de muerte en Estados Unidos eran de raza 
negra, a pesar del hecho de que esta raza constituía tan sólo 12% de 

52 Scout Turow, Ultimate punishmmt: A lawyer's rejlections on dealing with the deoth 
penalty, Nueva York, Ed. Farrar, Straus and Giroux, 2003, p. 72. 

53 Gardner C. Hanks, op. cit., p. 96. 
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la población nacional. En total, 50% de los sentenciados a muerte 
estaba formado por minorías, consideradas sólo como grupo. 54 
Frente a estos números, se han realizado estudios que muestran el 
papel de la raza en la determinación de la pena de muerte. A partir 
de éstos, se concluye que uno de los factores más importantes que 
determinan la aplicación de la pena capital es la raza de la víctima 
aunada a la raza del agresor, como lo refleja el siguiente cuadro: 

CUADRO 6. RELACIÓN ENTRE LA RAZA DEL AGRESOR Y LA RAZA DE LA VÍCTIMA 

EN LA DETERMINACIÓN DEL USO DE LA PENA DE MUERTE 

Raza del Raza de Número de Porcentaje 

agresor la víctima aplicaciones de pena de aplicaciones de 

de muerte en comparación pena de muerte 

con número de crímenes 

Negro Blanco 50 de 223 22% 
Blanco Blanco 8 de 748 8% 
Blanco Negro 2de 60 3% 
Negro Negro 18 de 1 443 1% 

FUENTE: Estudio realizado por David Baldus en la Universidad de Iowa, Estados Unidos 
de América. 

Ahora bien, al hablar del factor racial en la aplicación de la pena 
de muerte, es importante considerar la situación de la minoría hispa­
na en Estados Unidos. Investigaciones y estadísticas recientes señalan 
que el 34. 1 % de los ejecutados desde 1976 a enero de 2007 son indi­
viduos de raza negra, mientras que un 6.6% son hispanos. Así mismo, 
el 41.7 % de los condenados a pena capital son de raza negra y un 
10.7% son hispanos. 

Desde 1976, han sido ejecutados 69 latinos en Estados Unidos, 56 
de ellos en el estado de Texas, siendo éste el estado con el mayor 
número de individuos latinos ejecutados. No obstante, el estado de 
California mantiene al día de hoy 136 presos condenados a muerte 
de origen latino, siendo el estado con el mayor número de latinos 
sentenciados a pena capitaP5 

54 Fondo de la Defensa Legal y Educación, NAACP, 1994. 
55 Nacional Association for the Advancement of Colo red People (NAACP), Fondo 
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CUADRO 7. ESTADÍSTICAS RACIALES EN F;fECUCIONES DESDE 1976 

Raza Agrl<5ores ejecutados % Víctimas desde 1976 % 
desde 1976 

Negros 364 31 225 14 
Hispanos 73 6.6 81 4.7 
Blancos 608 57 1263 79.3 
Otros 24 2.3 33 2 

FUENTE: "Death Row USA 2007", Nacional Assodation for the Advancement of Colored 
People (NAACP), Fondo de la Defensa Legal. 

Uno de los estudios más significativos fue realizado a finales del 
decenio de 1970 por William Bowers y Glenn Pierce, ambos de la 
Universidad Northeastern de Boston, el cual comparaba estadísticas 
de pena capital impuesta en los estados de Florida, Georgia, Texas y 
Ohio. Las sentencias en estos cuatro estados representaban 70% de 
todas las penas nacionales impuestas en ese periodo. Los investiga­
dores encontraron que los asesinos de blancos, más que los asesinos 
de negros, eran sentenciados a la pena capitaL De igual manera, 
hallaron que aunque muchos de los asesinos de blancos eran blan­
cos, negros que mataban a blancos era más frecuente que recibieran 
la pena de muerte que cualquier otro grupo. En Florida y en Texas, 
por ejemplo, los negros eran 5 y 6 veces, respectivamente, más sen­
tenciados a muerte que los blancos. En Florida, era 40 veces más pro­
bable que sentenciaran a los ofensores negros que hubiesen matado 
a un blanco que a los que matasen a un negro. Por el contrario, 
durante el tiempo del estudio, en Florida, ningún ofensor blanco fue 
sentenciado por haber matado a un negro. En 1980 en este mismo 
estado, un hombre blanco fue el primero en ser sentenciado a la 
pena de muerte por haber matado a una mujer de raza negra. 56 

Otro estudio llevado a cabo a principios del decenio de 1980 bus­
caba descubrir por qué los asesinos de víctimas blancas en Georgia 
habían recibido la pena de muerte aproximadamente 11 veces más 
que aquellos asesinos de víctimas negras. El estudio encontró dos 

de la Defensa Legal, "Death Row USA 2007" en <http://www.naacpldf.org/ con­
tent.aspx?article=297>. 

56 Il7id, p. 151. 
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puntos significativos que afectaban la probabilidad de una sentencia 
capital, cuando los procesadores tomaban la decisión de permitir o 
no la negociación de apelación y el buscar una sentencia de pena 
capital después de una convicción de asesinato. En aquellos casos en 
donde las victimas fueron de raza negra era más probable que resul­
taran sentencias de por vida en lugar de la sentencia capital. En cam­
bio, los agresores negros de víctimas blancas tenían menos posibili­
dades de lograr una reducción de los cargos y más probabilidad de 
recibir la pena máxima. 57 

En otras estadísticas, se analiza una muestra de 227 prisioneros 
-acusados de haber matado a 302 víctimas- ejecutados entre 1976 
-cuando se reinstituyó la pena de muerte- y enero de 1994. Del 
número total de víctimas, 84% eran de raza blanca y sólo 16% eran 
de raza negra o pertenecía a otro grupo minoritario. De los prisione­
ros ejecutados cuya víctima era de distinta raza, 86 negros o de algún 
grupo minoritario fueron ejecutados por haber matado a un blanco, 
mientras que sólo 2 asesinos blancos fueron ejecutados por la muer­
te de un no blanco -uno por el asesinato de un negro y otro por el 
asesinato de una mujer asiática. 58 

Las cifras anteriores nos sugerirían que las personas que deciden 
en el sistema judicial -policías, fiscales y jurados- están dando mayor 
valor a la vida de las personas de raza blanca que a las de raza negra. 
Cuando el sistema de sentencia capital coloca al homicidio de una 
persona blanca como un delito susceptible de ser castigado con la 
muerte, con mucho más frecuencia que cuando se trata del asesinato 
de una persona negra, estamos hablando de un asunto escabroso y 
que, especialmente, cuestiona si realmente se castiga crímenes igua­
les de manera equitativa. 

EL PROCEDIMIENTO LEGAL DE LA PENA DE MUERTE 

Esta sección del capítulo está dedicada a explicar el procedimiento 
legal por el que se decide otorgar una sentencia de muerte a un 
inculpado en los Estados Unidos. El primer apartado es un estudio 
de caso, pues aunque este procedimiento es similar en todos los esta-

57 Loe. cit. 
58 llnd., p. 150, 
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dos de la Unión Americana, existen diferencias. No obstante, se con­
sideró que relatar cómo sucede todo el proceso legal, paso a paso, de 
pena de muerte en un solo estado, era una forma práctica de facilitar 
al lector el procedimiento aquí descrito. En segundo término se pro­
seguirá al análisis cuidadoso de los elementos más importantes del 
proceso legal, para pasar, finalmente, a identificar las fallas del siste­
ma judicial estadunidense. 

Estudio de caso: el proceso legal de la pena de muerte en Missouri 

La primera etapa en un caso capital en Missouri comprende eljuicio y 
la apelación directa. Si el acusado es pobre y no puede pagar un aho­
gado, el Estado le puede asignar un abogado defensor. De acuerdo 
con la sexta enmienda a la Constitución,59 el acusado tiene el derecho 
de que se le asigne un abogado defensor para esta primera etapa, la 
cual incluye las actividades anteriores al juicio, tales como arresto, inte­
rrogatorio, asignación de un abogado, determinación de la posibili­
dad de una fianza, notificación por la fiscalía de su intención de buscar 
la pena de muerte, descubrimiento, posible examen mental, investiga­
ción, y mociones enviadas y escuchadas por la corte.60 

Si el fiscal decide continuar con el proceso de pena de muerte, el 
juicio se divide en dos etapas, generalmente con un mismo jurado. 
Primero está la fase de culpabilidad en donde se determina si el acu­
sado intencionalmente provocó la muerte de otra persona después 
de haberlo premeditado. Si el jurado decide condenar al acusado 
por homicidio en primer grado sigue, en segundo lugar, una etapa 
de penalización durante la cual pueden presentarse evidencias ate­
nuantes y agravantes. Entonces, eljurado puede elegir entre una sen­
tencia de cadena perpetua sin libertad bajo palabra y una sentencia 
de muerte. En Missouri, para elegir la sentencia de muerte, eljurado 
debe primero encontrar al menos una circunstancia agravante legal 
que vaya más allá de la duda razonable y decidir que la evidencia ate­
nuante no pesa más que la evidencia agravante. En principio. el juez 
debe aceptar la sentencia que eljurado imponga, aunque en 1984, el 
procedimiento del juicio fue enmendado para permitir que el juez 

59 Recuérdese, como se señaló en la primera parte de este capítulo, que la sexta 
enmienda señala, entre otros derechos, que: "en toda causa criminal, el acusado goza­
cide! derecho de [ ... ] contar con la ayuda de un abOgado que lo defienda.~ 

60 Véase todo el proceso legal descrito en Cathleen Bumett, ap. cit., pp. 10 ss. 
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impusiera la sentencia en caso de que el jurado fuera incapaz de 
decidir o de ponerse de acuerdo sobre el castigo. Los estatutos exi­
gen al juez seguir el mismo procedimiento que se le exige al jurado. 
Una vez que se ha impuesto la sentencia de muerte, puede ftiarse 
una fecha de ejecución. No obstante, la ejecución se aplazará de 
haber apelaciones pendientes, a fin de garantizar que se lleven a 
cabo sólo sentencias de muertes exactas y justas. 

La primera apelación de la condena a pena de muerte es una revi­
sión automática que se denomina apelación directa y se envía a la 
Suprema Corte del Estado. En la apelación directa, se determina si 
una sentencia de muerte es apropiada y si alguno de los errores enlis­
tados ponen en juego la justicia del juicio. Se puede ratificar la sen­
tencia de muerte, reducirla a una de cadena perpetua sin libertad 
bajo palabra o enviar el caso de regreso a la corte donde se llevó a 
cabo el juicio para que dicte una nueva sentencia. 

Después de la apelación directa, el preso sentenciado a muerte 
puede apelar una decisión negativa a la Suprema Corte de los 
Estados Unidos, enviando una petición de certiaran. En esta etapa, no 
hay un derecho constitucional que otorgue asistencia legal al acusa­
do, sin embargo, si éste lo solicita, el Estado le asignará dos aboga­
dos. La petición "cerf' sirve al acusado para pedir a la Suprema Corte 
de los Estados Unidos que examine cómo la corte estatal llevó a cabo 
el juicio. De no concederse esta petición, lo cual sucede en el 99% de 
los casos, el preso deberá continuar con la siguiente serie de apela­
ciones ya que normalmente se establece una fecha de ejecución. De 
concederse la petición, la Suprema Corte de los Estados Unidos eva­
luará la decisión condenatoria y podrá llevar a cabo una audiencia, 
pero no hay garantía alguna de que el fallo sea favorable. 

La segunda etapa de un juicio capital es la de habeas corpus estatal o 
de procedimientos poscondena. Ésta es una acción por parte del preso 
que rechaza su condena o su sentencia (o ambas) después de conclui­
da la etapa de apelación directa. Esta acción se lleva ante la corte en 
donde se sentenció al acusado. En la mayoría de los estados se consi­
derará que se ha renunciado a aquellos asuntos que no fueron mani­
festados pero que pudieron haberse ventilado durante eljuicio o en la 
apelación directa y, por lo tanto, quedarán excluidos por procedi­
miento en una acción poscondena. Éstos pueden todavía reclamarse, 
pero la corte determinará si deben ser considerados, como una excep­
ción a lo estipulado por las cláusulas de renuncia. Aquellos reclamos 
que no pudieron haber sido manifestados durante el juicio o en la ape-
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lación directa -como sería la ineficacia del abogado defensor o el no 
haber proporcionado evidencia exculpatoria- pueden hacerse valer o 
no, dependiendo de sus propias características. El preso está tratando 
de demostrar que hubo un "error fatal", es decir, que un procedimien­
to legal durante eljuicio dañó de manera importante al acusado influ­
yendo negativamente en el resultado del juicio. Sin embargo, las obser­
vaciones demuestran que es improbable que una corte que ha hecho 
un juicio cambie su manera de pensar y encuentre inválido algo que 
en su momento pensó válido. Después de esta primera apelación pos­
condena, cada una de las partes puede apelar ante la Suprema Corte 
del Estado. De no tener éxito, el preso condenado a muerte puede 
apelar una vez más ante la Suprema Corte de los Estados Unidos 
mediante otra petición de certiorari. 

La tercera etapa de un caso capital la constituyen los procedi­
mientos federales de habeas corpus. En Missouri, estos casos son envia­
dos al Octavo Circuito Federal, el cual también tiene jurisdicción 
judicial sobre Arkansas, Nebraska, Iowa, Dakota del Sur, Dakota del 
Norte y Minnesota. El preso puede iniciar esta tercera etapa sólo des­
puésde haber agotado todos los procedimientos estatales. Antes de 
poder continuar, el apelante debe haber obtenido un "certificado de 
causa probable" (también denominado "certificado de apelabili­
dad") que demuestre que los asuntos planteados son "debatibles 
entre juristas razonables". La corte federal de distrito considerará 
sólo aquellos asuntos que hayan sido presentados y decididos por las 
cortes estatales. A menos que el abogado defensor demuestre que un 
asunto no fue ventilado por una buena razón, éste no podrá ser ven­
tilado posteriormente. Después de apelar ante la Corte Federal de 
Distrito, el preso lo hace también ante la Corte de Apelaciones del 
Circuito Federal. La última apelación es una petición de certiorari 
ante la Suprema Corte de los Estados Unidos. 

El proceso federal de apelación de habeas corpus fue modificado 
significativamente por el Acta Antiterrorista y de Pena de Muerte 
Efectiva (AEDPA, por sus siglas en inglés), en 1996. En ella, las seccio­
nes que se refieren a la pena de muerte fueron diseñadas para redu­
cir el número de apelaciones habeas corpus, acortar el tiempo permiti­
do para hacerlas llegar a las autoridades pertinentes y reducir la 
probabilidad de que las peticiones sean otorgadas. 

Una vez que las cortes han emitido un juicio final, la única posi­
bilidad del preso es la de apelar clemencia ante el gobernador. La 
petición de clemencia se envía al gobernador, quien a su vez la hace 
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llegar al Comité de Conmutación de Penas y Perdones, para que 
investigue y haga sus recomendaciones no obligatorias para el 
gobernador. En esta decisión de otorgar clemencia, las reglas de evi­
dencia que rigen a las cortes no limitan al gobernador. De hecho, el 
gobernador tiene completa libertad para decidir otorgar o no cIe­
mencia.61 

Los cinco elementos en el proceso legal de la pena de muerte 

En este apartado se presentan cinco actores clave en el proceso legal 
para determinar quién debe recibir la pena de muerte. Un análisis 
del papel que juegan cada uno de estos actores dentro de una sen­
tencia de pena de muerte es esencial para comprender todos los fac­
tores involucrados en una decisión de esa naturaleza. Se presentan 
más o menos en el orden de precedencia o importancia dentro de 
un juicio de pena capital y son: el abogado defensor, el fiscal, el juez, 
las cortes de apelación y el gobernador estatal. 

a] El abogado defensor 

Como se indicó anteriormente, la sexta enmienda garantiza que 
todo acusado cuente con la apropiada asesoría para defenderse 
durante eljuicio, a fin de garantizar la justicia para todas las personas 
acusadas de un crimen. Esta protección constitucional se considera 
uno de los cuatro derechos fundamentales de los estadunidenses. Se 
trata de una garantía que la sociedad estadunidense, en general, "da 
por sentada". Fue en 1932, en el caso Powell contra Alabama, cuando 
la Suprema Corte de los Estados Unidos estableció que un proceso 
legal adecuado exigía que los estados proporcionaran un abogado 
designado por la Corte para acusados indigentes en casos de pena 
capital. Sin embargo, debido a que la sexta enmienda no especifica 
qué etapas, más allá del juicio, quedan cubiertas por la representa­
ción legal en ella garantizada, han surgido álgidos debates en torno a 
los litigios de casos de pena de muerte.62 

La American Bar Association, publicó un folleto incluyendo los 
"Lineamientos para la asignación y desempeño del abogado defen-

61 Normada por la Constitución de Missouri, Artículo N, sección 7. 
62 Cathleen Bumett, op. cit., pp. 63 s. 
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sor en los casos de pena de muerte". El objetivo de esta publicación 
es brindar la información adecuada para garantizar una representa­
ción de calidad durante todas las etapas del caso. Los "Linea­
mientos" precisan el mínimo de requerimientos de elegibilidad para 
que un abogado sea asignado en un caso de pena de muerte. El abo­
gado debe tener cinco años de experiencia como litigante defensor 
en el área criminal; debe haber participado en al menos nueve jui­
cios criminales y en tres de ellos haber fungido como asesor princi­
pal en un caso de homicidio u homicidio con agravantes; y debe 
haber participado en al menos un caso de pena capital. El abogado 
debe ser especialista en testigos expertos y evidencia, además de 
estar familiarizado con los procedimientos y prácticas de su jurisdic­
ción y haber participado en la educación continua específica sobre 
el litigio en pena de muerte.6S 

b] El fiscal 

Los fiscales deben operar bajo normas éticas que guíen sus acciones 
y limiten la posibilidad de abusar de su poder. Dichas reglas éticas se 
encuentran listadas en el "Manual de conducta profesional para abo­
gados" de la American Bar Association.64 Estas reglas modelo dejan 
claro que el papel del fiscal es el de un "ministro de justicia" y no el 
de un simple abogado. El fiscal debe buscar la justicia, no solamente 
condenar, pues la obligación de defenderla es inherente al sistema 
legal. Esta expectativa de buscar justicia puede estar en conflicto con 
la "necesidad de ganar" en un juicio, obteniendo la condena del acu­
sado. Pero el trabajo del fiscal no es sólo ganar, sino ganar justamen­
te, manteniéndose dentro de las reglas. Como "ministro de justicia", 
los estándares éticos exigen que el fiscal "vea que el acusado reciba 
justicia en el proceso y que la culpabilidad se decida con base en evi­
dencia suficiente".65 De tal forma, el fiscal ideal debería buscar acti­
vamente hechos y leyes que liberen al inocente, así como evidencias 
que inculpen y condenen al culpable. 

Este doble papel es dificil de mantener cuando las presiones polí­
ticas del trabajo exigen responder a los "miedos" de la sociedad; ésta 
quiere que los "malos" sean condenados y no comprende la respon-

63 ABA, Guidelínes Jvr the Appointment and PerJurmance oJ Coonsel in Death Penalty Cases, 
1989. 

64 ABA, Lawyers Manual on PYoJessifmal Conduct, 1997. 
65 Bumett, Cathleen, I>/J. cit., pp. 41 ss. 
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sabilidad del fiscal de proteger al inocente. En este sentido, el miedo 
es el que moldea los puntos de vista de la opinión pública pues ésta 
se centra en el crimen y los arrestos, y pone poca atención a los 
demás aspectos. En otras palabras, la· opinión pública infiere que 
todo arresto equivale a un culpable encontrado, por lo que si el siste­
ma es efectivo la condena debe ser, en consecuencia, inevitable. Esta 
atención del público hacia la condena se agrava por el hecho de que, 
en muchas jurisdicciones, el fiscal es designado por elección. Es 
decir, la opinión pública no tiene acceso a la realidad cotidiana de la 
oficina del fiscal y sólo ve los resultados; no ve el cómo se llegó. Por lo 
tanto, convencer a la opinión pública de que la decisión tomada por 
el fiscal es la correcta, es un proceso muy dificil, lo que promueve, en 
muchos casos, la inculpación de inocentes. 

Entonces, entre los elementos de justicia que deben ser utilizados 
por el fiscal están, el no retener evidencia que pudiera ayudar al acu­
sado y no sugerir evidencia que no sea admisible de otra manera. En 
otras palabras, el fiscal tiene la obligación de entregar al abogado del 
juicio cualquier información que pudiera ayudar al acusado. Esta exi­
gencia justa es la base de una decisión constitucional (Brady contra 
Maryland,1967). 

Por su parte, la Asociación Nacional de Abogados de Distrito tam­
bién promulga ciertas normas para el comportamiento de los fiscales. 
Por ejemplo, establece que los discursos de cierre del juicio deberán 
caracterizarse por tener justicia, exactitud, racionalidad y confianza en 
la evidencia. En esta norma vemos la obligación profesional de defen­
der el proceso de impartir justicia mientras se intenta probar que el 
acusado es culpable más allá de una duda razonable. Es evidente que 
estas reglas son recordatorios necesarios del deber para contrarrestar 
la tendencia a enfocarse únicamente en las condenas. Las reglas en sí 
mismas establecen que su intención es certificar la competencia justa y 
mantener la confianza del público en la fiscalía. 

Por supuesto que la realidad es diferente a los manuales, pues los 
fiscales, como ya se indicó, están sujetos a presiones e incluso deben 
ganar y estar a la cabeza si desean practicar sus ideales de justicia. En 
una investigación en donde se devela que 400 estadunidenses fueron 
condenados equivocadamente por crímenes castigados con la muerte, 
en su obra, Michael Radelet, Hugo Bedau y Constance Putnam (1992), 
subrayan el papel que tuvieron los fiscales en la creación de condenas 
equivocadas al ocultar evidencia exculpatoria a la parte defensora. 
Como he señalado, cualesquiera que sean los motivos, este tipo de 
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acciones claramente violan las expectativas éticas y constitucionales. 
Retener evidencia exculpatoria ocultándola a la defensa aparece como 
motivo para solicitar .clemencia en Missouri en nueve de 50 peticiones 
-o en 41 % de los casos con problemas en relación con la fiscalía. 
También se comprobó que en cinco de las peticiones de clemencia, los 
testigos que habían identificado falsamente (según la petición) como 
homicida al condenado recibieron recompensas de la fiscalía por su 
testimonio. Debido a que los jurados no estaban al tanto de estos pro­
blemas con la evidencia, sus deliberaciones se basaron en información 
incompleta o incluso falsa. La grave consecuencia es que este tipo de 
incidentes vuelven poco confiable la condena en casos de homicidio y 
la aplicación de la sentencia de muerte.66 

e] Eljuez 

Durante la etapa del juicio en un caso de pena de muerte, muchas de 
las expectativas se 'asocian al papel del juez. Los juicios de pena de 
muerte, como indicamos antes, suceden en dos fases: la determina­
ción de culpabilidad y la decisión de la sentencia. La sala de justicia 
donde se toman estas decisiones está bajo la autoridad del juez, a 
quien se le otorga amplia libertad para cumplir con las responsabili­
dades legales. El juez decide cuestiones sobre la admisibilidad de la 
evidencia y del procedimiento; participa en la elección del jurado y 
dirige el interrogatorio a los testigos; es responsable de mantener un 
ambiente en donde todas las partes tengan la oportunidad de pre­
sentar su versión del caso, al tiempo que conserva el decoro, el res­
peto y la propiedad en su conducta.67 

En términos generales, puede decirse que a los jueces se les con­
fía la tarea de garantizar que el juicio se llevará a cabo dentro de los 
límites de la justicia legal. Para señalar 10 que se espera del juez, la 
American Bar Association desarrolló las "Normas de justicia crimi­
nal" que a la letra dicen: "eljuez exigirá que todo procedimiento rea­
lizado ante él o ella se lleve a cabo con dignidad y deberá tener como 
objetivo establecer un entorno físico tal que sea apropiado a la admi­
nistración de justicia". Una vez que las dos partes han presentado su 
caso, el juez se dirige formalmente al jurado e instruye a sus miem­
bros sobre qué puntos de la ley y la evidencia deberán considerarse 

66 Loe. cit. 
67 ¡bid., pp. 100 ss. 
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para tomar una decisión, recibe la decisión del jurado e impone for­
malmente la sentencia. Guiar al jurado a lo largo del juicio es la res­
ponsabilidad general "para salvaguardar tanto los derechos del acu­
sado como los intereses del público en la administración de justicia 
criminal".68 

Este código ético de conducta judicial se ocupa también de des­
cribir las reglas que unjuez profesional debe seguir. Dentro de éstas, 
tres son particularmente relevantes para este análisis: 

1] Eljuez deberá realizar las tareas de su cargo de manera impar­
cial y ágil. Deberá ser fiel a la ley y mantener competencia pro­
fesional en ello. No deberán influir en él los intereses de las 
partes, la opinión pública, ni el miedo a la crítica. 

2] El juez puede involucrarse en tareas para mejorar la ley, el siste­
ma legal y la administración de justicia, siempre y cuando, al 
hacerlo, no difunda la duda sobre su capacidad de decidir impar­
cialmente sobre cualquier asunto que se presente frente a él. 

3] El juez no deberá hacer promesas de conducta en su puesto 
que no sean las de desempeñar con justicia e imparcialidad sus 
tareas; ni hacer afirmaciones que comprometan o parezcan 
comprometer al candidato respecto a los casos, controversias o 
asuntos que probablemente aparecerán en la corte. 

Desafortunadamente, el papel del juez ideal es difícil de cumplir 
en los juicios de pena de muerte porque los jueces son comúnmente 
electos por sus posiciones e intereses electorales, por lo tanto, proba­
blemente serán sensibles a la opinión públi!=a, especialmente si un 
caso recibe gran atención por parte de los medios de comunicación. 
Aun no siendo electos, sino designados, la realidad es que los jueces 
difícilmente pueden escapar a la dimensión política de su trabajo. 
Esto ocasiona que, en algunos casos, los jueces no hagan valer las 
garantías constitucionales de un juicio justo para el acusado. Algunos 
investigadores piensan que, sensibles al intenso interés público en los 
casos de homicidio capital, los jueces son más propensos que los jura­
dos a sentenciar a muerte a un acusado, habiendo escuchado ambos 
la misma evidencia. 

68 ABA, Standards lar Criminal justice, 1980. 
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d] Las cortes de apelación 

Tradicionalmente, el papel de las cortes de apelación ha sido el de 
descubrir errores en el juicio y corregirlos. En la etapa de apelacio­
nes, el nombramiento de los jueces estatales abarca un periodo más 
grande que el de los de los jueces "de juicio" (mientras que los jueces 
federales son designados de por vida), todo esto con la finalidad de 
que dichos jueces de apelación estén aislados de las preocupaciones 
políticas comunes y sean más capaces de mantener los principios 
neutrales fundamentales en la impartición de justicia. 

El que exista la posibilidad de apelar una sentencia para que sea 
revisada implica el reconocimiento de que los jueces están expuestos 
a cometer errores en la "administración de la justicia" y que los erro­
res serios deben ser corregidos. Entonces, se espera que cualquier 
condena equivocada sea descubierta y revocada. Se sobrentiende que 
si las cortes de apelación no detienen la ejecución o el caso no es 
revertido, el juicio anterior es correcto y la sentencia, justa. Ésta es la 
razón de que las ejecuciones se lleven a cabo a menos que las cortes 
de apelación señalen algún problema en la sentencia. En este senti· 
do, las cortes de apelación sirven también para legitimar la aplica­
ción de la sentencia capita1.69 

Al evaluar si una sentencia de muerte es adecuada -lo que se 
conoce corno revisión de proporcionalidad-, ja Suprema Corte del 
Estado a la que se apeló la sentencia debe compararla con otros casos 
similares. El Proyecto del Centro Nacional para la Revisión de 
Proporcionalidad por la Corte Estatal (National Center Jar State Court 
Propartionality Review Project) recomienda que una revisión significati­
va debe usar una serie de casos para comparar, considerando todos 
los casos en donde los cargos criminales incluyan un delito con posi· 
bilidad de ser castigado con la muerte y en los cuales se obtuvo una 
condena por homicidio. Entonces, al evaluar si una sentencia de 
muerte es conveniente, la revisión debe ser capaz de manifestar dife­
rencias racionales entre aquellos acusados que recibieron sentencia 
de muerte y aquellos que no. 

Después de la revisión de proporcionalidad, el preso en el pabellón 
de la muerte solicita a la corte de apelación un habeas corpus. El man· 
dato de habeas corpus se ha conocido en el pasado corno el gran manda­
to, ya que es "una protección contra condenas que violan la justicia fun-

69 Bumen, Cathleen, op. cit., pp. 117 ss. 
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damental" (Engle contra Isaac, 1982). Entonces, ante la preocupación 
por el potencial abuso del poder por parte del gobierno, las revisiones 
estatales y federal de habeas corpus otorgan una importante protección 
a las garantías individuales. Como lo señalara un juez: "no hay tarea 
más alta para una corte, bajo nuestro sistema constitucional, que la del 
cuidadoso proceso y adjudicación de las peticiones por mandato de 
habeas C01frus" (Harris contra Nelson, 1969). 

el El gobernador estatal 

La clemencia del ejecutivo es más que simple compasión. 
Hay un claro énfasis en la tradición de su papel 

como enmendador de errores. 
ABRAMOWITZ y PAGET, 1964 

Todas las cuestiones en torno a la justicia del proceso y los procedi­
mientos legales de los casos de pena de muerte se reúnen en la últi­
ma etapa del proceso: la solicitud de clemencia al gobernador. El 
término "clemencia" se refiere a un acto de indulgencia en el siste­
ma de justicia criminal, con base en razones humanitarias, que bien 
puede apelar a la duda en la culpabilidad del sentenciado o a consi­
deraciones personales del gobernador o del consejo asesor respecto 
al proceso. 

Dentro del sistema de pena de muerte, la ~lemencia puede ser 
una de tres cosas: una suspensión temporal de la pena de muerte, 
una conmutación o un perdón (o una combinación de éstas). Una 
suspensión temporal es el aplazamiento de la ejecución, lo que otor­
ga tiempo para considerar otros elementos de juicio, posiblemente 
en otras jurisdicciones. Es importante indicar que durante este perio­
do de aplazamiento muchos de los gobernadores tienen un gran 
poder de decisión para determinar lo que suceda. La conmutación 
de la sentencia es una reducción de la pena, generalmente a una 
cadena perpetua sin libertad bajo fianza. El perdón es la absolución 
total de la culpa por un crimen. Sin embargo, rara vez se otorga el 
perdón en situaciones de pena capita1.70 

Para comprender mejor la importancia de la figura de clemencia, 
es necesario remontarse a la historia estadunidense. Durante el desa­
rrollo de Estados Unidos como nación, el poder de perdón de la tra-

70 Bumett, Cathleen, op. cit., pp. 13 ss. 



lA PENA DE MUERTE EN ESTADOS UNIDOS 109 

dición inglesa fue importado e incorporado en su sistema legal. La 
justificación de dicha imitación fue explicada por Alexander 
Hamilton en Federalist Papers: 

El código criminal de cualquier país participa de una necesaria severidad tal 
que de no haber un fácil acceso a las excepciones en favor de una culpabilidad 
desafortunada, la justicia tendría una cara demasiado sanguinaria y cruel. 71 

En cuanto al procedimiento para solicitar clemencia, al formarse la 
nación estadunidense se discutió si el poder de clemencia deberla resi­
dir en el ejecutivo en jefe o en el cuerpo legislativo. Los constituyentes 
de entonces estaban conscientes de que "el poder de otorgar perdón 
deberla delegarse de modo que fuera independiente del poder judicial 
y así actuar como una revisión de la decisión de las cortes".72 
Inicialmente se desconfió de un ejecutivo poderoso, ya que las colonias 
acababan de obtener su independencia de la monarquía dictatorial. 
Los estados tomaron diferentes decisiones conforme escribieron sus 
constituciones. El paso del tiempo borró esta desconfianza y algunos 
estados retomaron la práctica de dejar al ejecutivo la responsabilidad. 
Hoy en día, el otorgamiento de la clemencia se ejerce de forma dife­
rente en los estados que contemplan la pena de muerte. En los estados 
de Alabama, California, Colorado, Kansas, Kentucky, Nueva Jersey, 
Nuevo México, Nueva York, Carolirra del Norte, Oregon, Carolina del 
Sur, Virginia, Washington y Wyoming, el otorgamiento de la clemencia 
depende exclusivamente de la decisión deT gobernador. Los estados en 
los que el gobernador debe basarse en las recomendaciones hechas por 
un consejo asesor de clemencia para otorgar la misma son Arizona, 
Delaware, Florida, Louisiana, Montana, Oklahoma, Pennsylvania y 
Texas. En los estados de Arkansas, Illinois, Indiana, Maryland, 
Mississippi, Missouri, Nueva Hampshire, Ohio, Dakota del Sur y 
Tennessee, el gobernador puede basarse en recomendaciones hechas 
por el consejo asesor de clemencia para otorgarla. En otros estados, es 
únicamente el consejo asesor de clemencia quien decide el otorga­
miento de este recurso, como es el caso de Connecticut, Georgia y 
Idaho. Así mismo, hay otros estados en los que el gobernador es miem­
bro del consejo de clemencia y decide en conjunto con los otros miem­
bros sobre el otorgamiento de la clemencia; éstos son Nebraska y 

71 TIIe Federalist Papers, 18 de Julio de 2005 (http://www.law.ou.edu/hist/federalistj) . 
72 Loe. cito 
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Nevada. Respecto a los casos que conciernen al gobierno federal, el 
otorgamiento de clemencia es facultad exclusiva del Presidente.73 

Respecto a la composición del consejo de clemencia o indulto, cabe 
señalar que no existen parámetros establecidos para su composición, 
por lo que cada estado conforma dicho consejo de forma distinta. Por 
lo general, los miembros del consejo son designados por el gobernador 
del estado, entre los que figuran jueces, abogados, encargados del 
orden público y ciudadanos de intachable conducta y reputación. 
Asimismo, es importante mencionar que el otorgamiento de clemencia 
puede ser condicional, es decir, la restitución de los derechos civiles del 
infractor puede tener condiciones impuestas, o incondicional. 

Así pues, debemos situar el recurso de la clemencia en la rama 
ejecutiva del gobierno, siendo parte integral del proceso judicial de 
pena de muerte. En el caso Herrera contra Collins (1993), el juez 
Rehnquist, que dirigía la Suprema Corte, claramente confió en el papel 
del gobernador para otorgar clemencia. En dicho caso, el juez declaró: 

La clemencia está profundamente arraigada en nuestra tradición legal 
angloamericana y es el remedio histórico para evitar errores en la justicia allí 
donde' se ha agotado el proceso judicial. En Inglaterra, el poder de clemen­
cia recaía sobre la Corona y puede rastrearse a tiempos tan remotos como el 
siglo VIII. La clemencia del ejecutivo ha proporcionado un "seguro contra 
errores" en nuestro sistema de justicia criminal. Es un hecho que nuestro sis­
tema de justicia, como los humanos que lo administran, es falible. 74 

Con la confianza de la Suprema Corte en el gobernador para 
actuar como un "seguro contra errores", la rama del ejecutivo se con­
vierte, entonces, en un paso clave en la administración de la justicia y 
en un verificador del desempeño de la rama judicial del gobierno. 
Algunos gobernadores rechazarían un papel semejante al considerar 
que el poder de clemencia "interfiere con el proceso judicial", pero 
tal punto de vista es poco creíble. Dada la severidad e irrevocabilidad 
de la pena de muerte, puede decirse que la clemencia del ejecutivo 
es una característica fundamental del sistema de justicia. 

La petición de clemencia es la oportunidad que se da a los presos 
en el pabellón de la muerte para declararse inocentes ante el gober­
nador, pedir compasión, suplicar justicia. Al examinar las peticiones 

73 Death Penalty Information Center, The Clemency Process, en: loe, cit, , 10 de 
abril de 2007, 

74 Citado en loe. cit, 
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de clemencia presentadas a los gobernadores de Missouri, por ejem­
plo, se comprende el peso que carga el gobernador cuando la 
Suprema Corte confia en su capacidad para ser el seguro contra erro­
res del sistema de pena de muerte. Sin embargo, en la realidad, es 
muy dificil que un gobernador salga de su "oficina política" y evalúe 
la petición de clemencia con base en los discursos presentados. 

Se otorga clemencia por varias razones, algunas de las cuales se 
basan en la preocupación por lograr justicia, mientras que otras 
están relacionadas con la misericordia. Sin embargo, en cada estado 
se consideran distintos factores al momento de otorgar clemencia. Se 
ha otorgado clemencia por las siguientes razones: 

1] se comprobó la verdadera inocencia; 
21 se violaron los estándares prevalecientes de la decencia (como en 

casos de capacidad mental disminuida, retardo mental, intoxica­
ción o minoría de edad); 

3] por solicitud expresa de la fiscalía; 
4] 'la culpabilidad del acusado era dudosa; 
5] por proporcionalidad o equidad entre las penas impuestas a coa­

cusados igualmente culpables; 
6] el público ha expresado que no desea que se lleve a cabo ninguna 

sentencia de muerte; 
7] el voto no unánime de la corte de apelación deja una duda per­

turbadora sobre la legalidad de la sentencia de muerte; 
8] los estatutos bajo los cuales el acusado fue sentenciado a muerte 

son inconstitucionales; 
9] la rehabilitación del criminal mientras espera en el pabellón de la 

muerte mina los motivos para llevar a cabo la sentencia capital; 
10] la pena de muerte se consideró moralmente injustificada; 
11] irregularidades ocurridas durante el juicio comprobadas (como 

en el testimonio de un testigo, petjurio por parte de los verdade­
ros asesinos, confesiones).75 

Fallas en el sistema judicial estadunidense 

Una vez explicado cómo funciona el proceso legal de la pena de 
muerte, deben señalarse una serie de problemas que se han identifi-

75 1bid., p. 158. 
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cado en la aplicación de la pena de muerte y que ofrecen material 
valioso para todos aquellos que se oponen a la aplicación de la pena 
capital. 

Como consecuencia de las contradicciones que han existido en el 
uso de pena de muerte, en febrero de 1997, la American Bar 
Association estimuló los esfuerzos abolicionistas cuando su cámara 
de delegados votó por un cese de las ejecuciones hasta que los esta­
dos contaran con los medios para garantizar que éstas se realicen de 
manera justa y en un proceso adecuado. La cámara de delegados 
llegó a la conclusión de que: "de manera sistemática, en los casos 
capitales hace falta un proceso adecuado y fundamental". Conducida 
por la sección de Derechos y Responsabilidades Individuales del ABA, 

la resolución de moratoria fue una respuesta tanto a las acciones 
legislativas del Congreso como á la tendencia de la Suprema Corte a 
evitar una revisión sustantiva que garantice la justicia y un proceso 
adecuado en el litigio de casos capitales. 

Una preocupación mayor de la ABA es el título 1 del acta de 1996 
sobre antiterrorismo y pena de muerte, aprobada por el Congreso, 
donde se recorta el proceso de apelación para reclusos en el pabe­
llón de la muerte. Limitando la disponibilidad de acceder al derecho 
de habeas wrpus, la nueva ley establece fechas límite para enviar las peti­
ciones de este recurso a la corte federal; establece límites para las 
audiencias de pruebas federales en cuanto a hechos subyacentes a recla­
mos constitucionales federales; establece calendarios para las acciones 
de la corte federal; limita la disponibilidad de revisión por apelación; 
establece restricciones aún más exigentes en segundas solicitudes o soli­
citudes sucesivas de liberación federal; y en algunos casos, impide a las 
cortes federales otorgar dicha liberación con base en violaciones consti­
tucionales federales cuando las cortes estatales han equivocado su con­
clusión determinando que no ha habido violaciones tales.76 

Si bien la presión de restringir las apelaciones podría justificarse 
por algunas que fueron realizadas de manera superficial, en una 
resolución la ABA subrayó que "al contrario de la creencia generaliza­
da, la mayoría de las peticiones de habeas corpus en casos de pena 
capital no se basan en detalles técnicos infundados". Por lo tanto, a 
pesar de tener la intención de reducir las apelaciones ante las cortes 
federales, el cambio hecho a la ley de habeas corpus significó que casos 
con asuntos meritorios tuvieran menos probabilidad de ser conside-

76 ¡bid., p. 11. 
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rados por las cortes federales. Para la ABA, la nueva legislación federal 
"mina la capacidad de las cortes federales para adjudicar reclamacio­
nes constitucionales federales de manera justa y eficiente". Debido 
al interés hacia las decisiones estatales, la ley también recorta el papel 
tradicional de la corte federal de mantener los estándares nacionales 
de justicia y proceso adecuado.77 

Aunado a lo anterior, se encuentra el hecho de que, en 1995, el 
Congreso retiró el financiamiento federal a las organizaciones defen­
soras de convictos. Debido a esto, se promovió que los acusados sin 
recursos estén más expuestos a tener una deficiente o, incluso, nula 
asesoría legal -especialmente en las etapas avanzadas de las apelacio­
nes en donde las revisiones a fondo son imprescindibles. 

Además de los problemas señalados con las disposiciones legales, 
la ABA encontró serias fallas en la representación legal y en las solu­
ciones recomendadas por los abogados designados. Se ha comproba­
do que, de man~ra consistente, los estados han otorgado recursos 
insuficientes para la defensa de personas acusadas de cometer críme­
nes capitales. Aun en las etapas de litigio en las que a un acusado sin 
recursos se le puede asignar un abogado, la ABA observó que las cor­
tes federales no han rectificado sus bajos estándares aplicados a la 
asesoría legal efectiva. 78 

Esta situación se agrava pues, dado que la ley de pena de muerte es 
bastante diferente de cualquier otra legislación en materia criminal, los 
abogados defensores requieren de tiempo y recursos significativos para 
preparar una defensa adecuada. Como un abogado privado cobrarla 
100 000 dólares para tomar un caso de pena de muerte, se considera 
que la mayoría de los estadunidenses son "pobres" en estas circunstan­
cias. Ya que el financiamiento del Estado para la asignación de aboga­
dos defensores ha sido exageradamente reducido, es inevitable con­
cluir que los acusados sin recursos son condenados a muerte, sin el 
beneficio de un proceso adecuado que garantice la justicia para todos. 

Este problema se ha intensificado, además, con las acciones de la 
Suprema Corte que obstaculizan la solución de los errores serios. Por 
ejemplo, la ABA ha identificado dificultades adicionales que los pre­
sos en el pabellón de la muerte deben enfrentar cuando intentan 
hacer un reclamo constitucional ante la corte. Según la ABA, "no se 
les ha permitido a los presos un aplazamiento de ejecución para 

77 Loc. cit. 
78 lbid., p. 9. 
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completar el litigio posterior a su encierro. Las cortes federales, por 
lo común, se rehusaron a considerar los reclamos que no fueran pre­
sentados apropiadamente ante la corte estatal, aun cuando esto se 
debiera a la ignorancia o negligencia del abogado defensor. En 
muchos casos se les ha negado a los prisioneros la posibilidad de liti­
gar más de una petición, aun cuando han ofrecido una fuerte evi­
dencia de enormes violaciones constitucionales que no pudo haber 
sido presentada antes.,,79 

Por otro laqo, la publicidad que han recibido los casos de perso­
nas que han sido condenadas por error y que después han sido libe­
radas mediante exoneración, ha suscitado dramáticos cuestiona­
mientas sobre la justicia. El largo trabajo de investigación del 
abogado Barry Scheck y el Proyecto inocencia, que él mismo puso en la 
Escuela de Leyes Cardoso, permitieron descubrir condenas por 
error, principalmente mediante el uso de nuevas técnicas de pruebas 
de ADN. Otras investigaciones que llamaron la atención sobre las con­
denas equivocadás fueron aquellas realizadas por los estudiantes y 
maestros de la Escuela de Leyes de Northwestern University. En 
noviembre de 1998, en una conferencia en esa institución se habló 
de 87 personas que, desde que se reinstauró la pena de muerte en 
1976, habían sido condenadas por error bajo el cargo de homicidio 
capital y posteriormente liberadas del pabellón de la muerte. Al tiem­
po que el número de personas condenadas equivocadamente crece, 
también aumentan las voces que señalan las numerosas fallas del pro­
ceso legal. Las conferencias de prensa pronunciadas por ex abogados 
federales de los Estados Unidos y profesores de leyes dan fe de este 
apoyo cada vez mayor a la abolición de la pena de muerte.80 

Más recientemente, otro estudio dirigido por James Liebman et 
al., en el año 2000, reforzó aquellos discursos que ya advertían sobre 
los serios problemas del litigio en casos de pena de muerte. Los inves­
tigadores encontraron que las cortes de apelación revertían los casos 
de pena de muerte 60 o 70% de las veces. Esto, aunado a la evidencia 
de serias equivocaciones en la mayoría de los estados, los llevó a con­
cluir que el sistema de pena de muerte no funciona bien. Sin embar­
go, aquellos a favor de la pena de muerte pueden interpretar lo ante­
rior como puntos que avalan la credibilidad en la tarea de las cortes 
de apelación para detectar errores. Aun cuando es verdad que las 
cortes alguna vez fueron efectivas en la detección de errores, actual-

79 [bid., p. 10. 
80 Burnett, Cathleen, op. cit., pp. 8 ss. 
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mente esta afirmación puede no ser aplicable debido a que éstas han 
modificado el enfoque de sus revisiones. 

En el ámbito de la Suprema Corte de los Estados Unidos ha nacido 
un movimiento para no aceptar más casos de pena de muerte bajo su 
jurisdicción. A pesar de que el litigio de la pena capital es sumamente 
detallado y requiere de máxima atención, la Suprema Corte de los 
Estados Unidos busca delegar todo su control a los estados, quienes 
impondrán y decidirán sobre el tema. Esta modificación a favor del 
derecho estatal ha provocado que las cortes federales abandonen su 
papel tradicional de garantizar la protección constitucional. En opi­
nión de un investigador: "lo que la corte hizo fue tender una serie de 
trampas en donde cualquier paso en falso en el procedimiento, provo­
caba que el solicitante perdiera su derecho a reclamar".81 

LA VIDA EN EL PABELLÓN DE LA MUERTE YLA EJECUCIÓN DE UN CONDENADO 

Una vez que se conoce cómo funciona el proceso legal de pena de 
muerte en Estados Unidos y los serios vicios que ocurren dentro de 
él, no puede dejarse de lado el más grave castigo que sufren los con­
denados a la pena de muerte. Me refiero, sin duda, al trastorno fisico 
y psicológico que soportan los reos, quienes llevan consigo la carga 
de saber que serán ejecutados en el interior de una prisión cuando 
las autoridades estadunidenses lo permitan. Para muchos expertos, 
la antesala del "pabellón de la muerte" representa para un condena­
do a muerte, estar en un estado de nula esperanza hacia la vida y la 
pérdida de su integridad como ser humano. 

Para abordar este capítulo me apoyaré, entre otros trabajos, en 
algunos pasajes de la vida en prisión de Eddie Sonnier, sentenciado a 
la pena capital en 1977 por asesinato y violación. Este caso despertó 
el interés de la comunidad internacional y la hermana Relen Prejean 
fue la encargada de echar luz sobre la vida de SonnÍer en prisión.82 A 
continuación, procederé a dar cita textual de algunos fragmentos 
mencionados en el libro de la hermana Prejean, titulado Dead man 
walkíng, que más tarde seria llevado a la pantalla grande: 

81 Lazarus, 1998. 
82 La prisión en la cual estuvo recluido Eddie Sonnier, se ubica en los inmediacio­

nes del río Mississippi y era conocida en la década de los sesenta como "la prisión más 
sangrienta en el sur de los Estados Unidos". 
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Para Eddie Sonnier, la cárcel es una auténtica tortura. Me explica que mantie­
nen un control estricto sobre cada uno de los presos, cada minuto del día. 
Antes de ir a trabajar hay que esperar a que hagan el recuento, así corno antes 
de comer, ir a dormir o nada más despertarse a las cinco de la mañana. No 
soporta que le hagan formar rodeado de "toda clase de gente". En la calle 
siempre iba solo, evitaba las multitudes. En este sitio siente miedo. Nunca se 
sabe, dice, cuándo alguien puede perder la "chaveta" y atravesarte con una 
antena de radio o con una navaja que algún "amiguete" le ha hecho en el taller 
de soldadura. Ya le han mandado una vez al "agujero" porque alguien que se la 
tenía jurada le había puesto drogas debajo del colchón. Él insistió en que era 
inocente pero no sirvió de nada [Además está la posibilidad de] vértelas con 
un compañero de celda [ ... ]. En los dormitorios, si tienes enemigos, éstos te 
pueden seguir cuando vayas al baño a las dos o las tres de la madrugada y darte 
una paliza, apuñalarte o violarte, y si el hombre libre de guardia no interviene 
con rapidez, ya eres pasto de los buitres, eres historia.83 

Para comer siempre le dan patatas, arroz y legumbres. Se le permite salir de la 
celda una hora al día, la hora de salida puede variar, siendo la más t~mprana 
las cinco de la mañana. Si quiere, puede hablar con los otros once internos 
cuando están en la galería, pero la relación entre ellos suele ser muy tensa.84 

Periódicamente desnudan a los presos y los registran. Eddie me señala la 
puerta por la que los presos vuelven a la cárcel. Detrás de esa puerta hay una 
habitación y un guardián. Después de una visita, el recluso debe quitarse 
toda la ropa, abrir la boca y sacar la lengua. Mueve la cabeza de un lado- a 
otro para que el 'vigilante le inspeccione las orejas. Levanta los brazos por 
encima de la cabeza y permanece con las piernas y los brazos separados; 
luego se vuelve de espaldas al guardián, se inclina y se separa las nalgas. Por 
último, todavía de espaldas, levanta primero un pie y luego el otro para que 
el guardián le inspeccione los dedos y las plantas de los pies. Si éste sospecha 
que esconde drogas puede llegar a inspeccionarle el ano con el dedo.85 

"En cualquier momento me van a llevar a la celda 1" -me cuenta. A un inter­
no con los días contados para la ejecución se le traslada a la celda más próxi­
ma al recinto de los vigilantes. De ese modo éstos, preparados para detectar 
cualquier signo de desesperación, corno intentos de suicidio o fuga, pueden 
vigilarle y tornar notas en un cuaderno de seguimiento sobre cómo sobrelIe-

83 Sister Helen Prejean, op. cit., p. 60. 
S{ lltid., p. 29. 
85 lltid., p. 61. 
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va la situación. Le ofrecen al interno, si así lo desea, una medicación que 
consiste en tranquilizantes.86 

Las autoridades de la cárcel pueden llevárselo al pabellón de la muerte en 
cualquier momento. Ha preparado lo que le permiten llevar: cepillo y pasta 
de dientes, una muda, cigarrillos, la Biblia, la agenda, papel, sobres y un bolí­
grafo. Pero no una radio. La música aviva las emociones y.las autoridades de 
la cárcel quieren que en este proceso la música quede reducida al mínimo. 
Podrá ver la televisión. Habrá un teléfono en la pared, cerca de su celda, 
desde el que podrá llamar por cobrar. Últimamente han trasladado a varios 
internos del corredor al pabellón de la muerte, pero todos han regresado 
con vida gracias al aplazamiento.87 

Lo anterior, además de darnos a conocer los aspectos cotidianos 
de la vida en la prisión, muestra la gran soledad que sufren los pri­
sioneros. El grado de soledad que experimentan los condenados a 
pena de muerte es inevitable y se puede explicar de d:i,.versas formas. 
En primer lugar y paradójicamente a lo que se pudiera pensar, el pri­
sionero no cuenta con el total apoyo de su familia. Muchos de los 
reos no han tenido contacto con sus familias desde el día en el que 
fueron recluidos en prisión. Un condenado a muerte explicó esta 
situación diciendo: 

En mi caso particular, no he experimentado el apoyo familiar que supuesta­
mente me deberían ofrecer; de hecho esta pérdida de relación familiar me 
ha orillado a perder el contacto con mi hogar, mis nueve hermanos y mi her­
mana de 15 años [ ... ]. Cuando estaba enfrentando los cargos capitales en el 
juicio de 1984, ningún familiar me acompañó en mi sufrimiento. Una carta 
de mi padre ha sido el único contacto desde entonces [ ... ].88 

Al ser la muerte el próximo desafio que los reos deben afrontar, el 
inculpado inicia, en ocasiones, una búsqueda interna hacia algo o 
alguien que le restablezca la paz interior y la conciliación en su alma. 
Así pues, los condenados a pena de muerte se refugian, muchas veces, 
en el estudio de creencias religiosas como el cristianismo y el catolicis­
mo, entre otras, buscando recobrar la fortaleza y entereza para hacer 

86 lbid., p. 62. 
87 lbid., p. 64. 
88 Citado en Michael Radelet, Facing the death penalty: essays on a cruel and unusual 

punishment, Filadelfia, Temple University Press, 1989, p. 199. 
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frente a tan tremendo destino. Desgraciadamente, el aislamiento pro­
duce la pérdida de la paciencia y autocontrol del individuo originando 
frecuentes riñas con otros reos y las autoridades penitenciarias. Así 
pues, la espera del día de la ejecución se convierte en un infierno total 
para los reos, quienes frecuentemente se valen de todos los medios 
legales posibles para demandar a la Corte que tome una decisión 
inmediata sobre su caso. Por lo tanto, las condiciones en que viven los 
condenados a muerte es una de las experiencias más traumáticas que 
alguien puede soportar. Esto me invita a reflexionar sobre qué será 
peor para un reo condenado a muerte, ¿el castigo per se de la pena o 
vivir en un estado de completo aislamiento y trastorno físico-mental 
que debe resistir a la espera de ser ejecutado? 

Cuando la espera se termina, los condenados todavía tienen que 
vivir lo que sucede el día de la ejecución. Pero ese proceso no sólo es 
experimentado por el preso, ya que para el personal carcelario, los 
testigos y otras personas autorizadas, el presenciar una ejecución es 
también una tremenda experiencia que sella sus vidas para siempre. 
Es por eso por lo que a continuación describiré las circunstancias 
más significativas que los inculpados deben enfrentar durante el día 
de su ejecución. Para ello me basaré particularmente en textos que 
ofrecen información sobre la penitenciaría de Oklahoma en 
McAlester, mejor conocida como The WalL 89 

La cámara de la muerte está separada de los asientos de los testi­
gos por una pared, la cual consiste en gran parte de vidrio claro y 
plano con un juego de persianas oscuras. Detrás del cuarto de los tes­
tigos, compuesto por dos hileras de sillas, se encuentra un cuarto aún 
más pequeño, solamente con una hilera de sillas y un espejo de una 
sola vista. En dicho lugar se ubica a los familiares y amigos de la vícti­
ma que ven al preso morir. La cámara de la muerte mide alrededor 
de tres por cuatro y medio metros, hay un pequeño pedestal contra 
la pared. En este lugar, el guardia pondrá en bitácora, con precisión 
exacta de cada minuto, todas las acciones que se lleven a cabo en la 
ejecución, cómo y cuándo suceden las mismas. La camilla de ejecu­
ción ocupa casi toda la cámara. Es una simple cama americana esteri­
lizada sacada de una sala de urgencias de hospital. Esta misma ha 
sido elaborada ad hoc, con soldaduras de metal para reposar los bra­
zos, trabas para las muñecas hechas de lana y piel y, por último, co­
rreas de nylon negro con velero para el cuerpo. Los colchones están 

89 Mark Fuhrman, Death and justice, Nueva York, Sto Martin 's Press, 2003, p. l. 
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cubiertos por sábanas blancas. Hay una pequeña almohada en donde 
el preso reposará su cabeza. Existe un micrófono posicionado en la 
pared por encima de la cabecera de la camilla. Cuando el preso está 
listo para su declaración final, el micrófono es situado a su nivel. 
Contra la pared y junto al vidrio hay una repisa que sostiene un 
monitor. Delante de la camilla se encuentra una puerta blanca que 
conduce a la celda LL.9Q 

El día de la ejecución, se despierta al preso entre 6:00 y 7:00 de la 
mañana. El guardia se encuentra con él y le comenta qué es lo que va 
a suceder con exactitud ese día. Se encargan de sus asuntos legales 
como el testamento, si es que necesita uno, y de las disposiciones de 
su cadáver. Todo el día, dos oficiales de la correccional se encuentran 
parados afuera de la celda LL. Al preso se le permiten visitantes casi 
todo el día, pero no tienen permitido tocarse; a cambio de esto, él 
habla con su familia y amigos a través de la ventana de vidrio de los 
visitantes. Después de pasar la mañana con sus visitantes, el preso 
tiene su última comida a mediodía. Se le permite comer cualquier 
cosa que esté al alcance de su localidad y que tenga un costo no 
mayor a los 15 dólares. Después de su última comida se le autoriza 
volver a ver a sus visitantes por unas cuantas horas más. Si la ejecu­
ción está programada para la noche y el preso tiene hambre, puede 
comer la cena que se da en la penitenciaría.91 

Una hora antes de la ejecución, los visitantes son escoltados fuera 
de la celda LL. El párroco de la prisión entra a la celda para conversar 
con el preso y escuchar su confesión para, posteriormente, darle su 
última comunión, siempre y cuando éste sea católico. El preso es ves­
tido con un traje azul claro parecido a un camisón de cirugía. Unos 
veinte minutos antes de ser ejecutado, el guardia entra a la celda LL, 

el preso lo sigue hacía la puerta y dentro de la cámara de la muerte. 
Mientras los visitantes del preso se encuentran asegurados en algún 
otro lugar, tres hombres entran a la penitenciaría. Llegan por separa­
do y sin conocerse sus nombres. Sus identidades se mantienen secre­
tas para casi todos los empleados de la prisión. Estos hombres son los 
ejecutores.92 

El cuarto de ejecutores es bastante pequeño, no más grande que 
un clóset; hay una pared hecha a base de hormigón y unas repisas lle­
nas de sábanas esterilizadas, guantes de plástico y algunos otros ins-

90 lbid., pp. 9 S. 

91 [/lid., pp. 11 s. 
92 [/lid., pp. 12 s. 
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trumentos médicos. Un pequeño depósito de basura sanitaria se 
encuentra en el piso junto a la puerta. La única luz llega de un foco 
color verde con poca potencia, que le da al cuarto la apariencia del 
cuarto oscuro de un fotógrafo. Los ejecutores preparan tres tipos 
diferentes de dosis químicas y soluciones salinas que pasan a través 
de dos agujeros en la pared hacia dentro de las unidades intraveno­
sas de los brazos del preso. Un hospital local ha suministrado las dro­
gas, aunque sus doctores han decidido que el hecho de participar en 
las ejecuciones va contra su juramento médico. Por esa razón, los eje­
cutores no son doctores como tal, y el médico en la cámara de muer­
te no es partícipe de la ejecución, solamente monitorea al preso para 
anunciar su muerte o en caso de alguna emergencia. Hay un teléfo­
no en el área de los testigos que solamente se utiliza para llamar al 
gobernador antes de la ejecución y asegurarse así de que no exista 
una exoneración de último momento. Una vez que se ha recibido la 
última palabra del gobernador, el director de la penitenciaría hace 
una llamada a la cámara de la muerte. Cuando el guardia recibe la 
palabra "OK", se anuncia que la ejecución se llevará a cabo.93 

Entonces, el preso se acuesta en la camilla previamente cubierta 
con una sábana azul esterilizada. Su cuerpo es asegurado con tiras de 
nylon y velero. Sus brazos se atan a los descansos de metal de la camilla. 
Un angiólogo certificado le coloca una unidad intravenosa en cada 
brazo. A través del vidrio puede ver las primeras dos hileras de los tes­
tigos de la víctima, pero no puede ver a través del vidrio entintado 
hacia donde están sentados los miembros de su familia. Al preso se le 
pregunta si desea rendir su última declaración. Si es así, se baja el 
micrófono de la pared trasera a la camilla y, entonces, el preso puede 
decir algunas palabras. Por lo regular, se despide de su fumilia y, en 
algunas ocasiones, ofrece disculpas a las víctimas y a sus familias.94 

Una vez que el preso ha terminado de dar su discurso final, el 
guardia da la orden para comenzar la ejecución. En el cuarto de 
monitoreo, el guardia graba cada movimiento, anotando en la bitá­
cora el tiempo y cualquier tipo de reacción física que tenga el ejecu­
tado. La primera sustancia que le inyectan es el teopentol sódico, el 
cual provoca inconsciencia. La siguiente es la solución salina para 
que limpie los tubos intravenosos y asegurarse de que los químicos 
no se mezclen en el torrente sanguíneo. Posteriormente, se le inyec­
ta pancuronio de bromuro, la cual le paraliza los pulmones. 

93 Ibid .• pp. 13 S. 

94 !bid., p. 14. 
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• Finalmente, se le administra otra solución salina, seguida del cloruro 
de potasio, el cual le detiene el corazón. Una vez que el ejecutado es 
declarado muerto se bajan las persianas y los testigos son escoltados a 
la salida, primero los familiares del preso, amigos y sus abogados, y 
después los familiares de la víctima.95 

Estudio de caso: el Tamms Correctional Center 

Este estudio de caso se presenta por ser una de las penitenciarías de 
máxima seguridad que permiten, al igual que lo descrito líneas arri­
ba, conocer la situación de vida de los condenados a muerte en 
Estados Unidos. 

Al Tamms Correctional Center se le conoce en el ambiente penal 
como CMAX, lugar "cerrado" de máxima seguridad, yen el ambiente 
popular como "Super-Max". Puede decirse que a Tamms llega "lo 
peor de lo peor", unos 259 "tipos malos" escogidos de entre una 
población de casi 45 000 presos; la mayoría de ellos líderes de pandi­
llas u hombres con problemas intratables de disciplina, especialmen­
te con historial de haber atacado a otros presos o a los guardias. Los 
internos permanecen allí recluidos hasta que demuestran tener la 
capacidad de frenar su inclinación a la violencia.96 

Tamms está ubicada en el estado de Illinois, cerca de un cuerpo 
de aguas negras que fluye por las tierras bajas circundantes, creando 
una región verde de pantanos a lo largo de peñascos de piedra are­
nisca color naranja. Al pie de una de estas salientes de piedra, en un 
vasto pastizal de 10 hectáreas semejantes a la sabana, se encuentra la 
unidad cerrada de Tamms.97 

Se dice que los términos de confinamiento en Tamms CMAX son 
crueles. Se prohíbe a los reclusos el contacto directo (piel con piel) 
con otros seres humanos. A cada preso se le mantiene 23 horas al día 
dentro de un cubo de concreto prefabricado de tres y medio por dos 

. metros y que pesa unas 32 toneladas. Este cubo tiene una sola ventana 
que da al exterior de apenas unos 70 cm x 1 metro, dividida por un 
barrote lateral de acero. La celda contiene una instalación de acero 
inoxidable para fijar la taza del baño y el lavabo, así como un camastro 
de concreto en donde se coloca el colchón. La puerta es una plancha 

95 [bid., pp. 14 S. 

96 HA Bedau (ed.), op. cit., p. 84. 
97 [bid., p. 85. 
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con agujeros hechos con una red de acero que deja círculos de 1 cm, 
casi como agujero de bala, los cuales permiten la conversación pero 
impiden que el prisionero pueda agredir a alguien como cuando tiene 
la posibilidad de sacar las manos a través de los barrotes, La puerta de 
la celda se retrae por control remoto una vez al día, y una puerta más 
grande al final del corredor en donde están las celdas se abre para per­
mitir la salida a un área abierta de 3.5 x 8.5 m, parcialmente techada y 
rodeada por muros de concreto de 9 m de altura. Durante una hora, el 
preso puede hacer ejercicio o tan sólo respirar aire fresco. Siguiendo el 
mismo sistema de control remoto se le permiten al prisionero 20 
minutos para bañarse, varias veces a la semana. Para aquellos que man­
tienen su actitud obstinada, aunque pocos lo hacen, todavía quedan 
algunos privilegios que pueden perder. Por ejemplo, a los reclusos que 
se portan mal en lugar del alimento acostumbrado se les da una masa 
café de puré de carne con espinacas y harina, entre otros ingredientes. 
A los presos que cooperan se les recompensa gradualmente instalando 
en su celda una 1V con cuerpo de plástico transparente, para evitar que 
sea usada como arma.98 

Como la mayoría de las instituciones penales, Tamms tiene sus 
críticos, tanto de izquierda como de derecha. Se alega que el aisla­
miento y las restricciones ocurridas ahí, constituyen un castigo cruel 
e inusual. Además, Tamms es costosa, en parte porque, por fortuna, 
no está llena. Aun así, los 52 000 dólares invertidos en cada uno de 
los presos de Tamms en 2002 representó dos veces y media el costo 
aproximado por tener encerrado a un delincuente en otras cárceles 
de Illinois, a saber, 20 500 dólares.99 

Recapitulando, analizar el sistema legal que respalda la aplicación 
de la pena de muerte en Estados Unidos, desde su historia, legislación, 
proceso, casos especiales y contradicciones, es fundamental para com­
prender la dimensión de los problemas que debe enfrentar un acusa­
do de un crimen susceptible de ser castigado con la muerte en el 
momento de su defensa legal. Entonces, conociendo los problemas 
del sistema legal estadunidense, podemos pasar ahora al análisis de la 
situación de los mexicanos condenados a pena de muerte en Estados 
Unidos y la labor que sus consulados realizan para auxiliar legalmente 
a sus ciudadanos que deben enfrentar esta situación. 

(l8 Loe. ci( 
99 Loe. cit. 
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CONDENADOS A MUERTE EN ESTADOS UNIDOS 

Ya hemos analizado algunos aspectos del sistema judicial estaduni­
dense y hemos visto los riesgos que enfrentan los mexicanos que han 
sido acusados en ese país de un delito grave, así como la posibilidad 
de ser condenados a pena de muerte aun siendo inocentes. Se toma­
ron en cuenta también los múltiples factores involucrados -políticos, 
económicos, culturales, raciales, etc.- en la impartición de justicia en 
Estados Unidos, sin embargo, muchos de los criterios vulneran el 
apego a la imparcialidad. Ante tal situación, la asistencia que los con­
sulados de México le otorgan a sus nacionales que enfrentan un pro­
ceso penal en Estados Unidos, resulta de vital importancia. 

Ahí radica la centralidad del presente capítulo donde se explican 
los puntos más relevantes de la protección consular. El análisis histó­
rico que se presenta en primer término demuestra que la protección 
que otorga el gobierno mexicano a sus nacionales en el exterior no 
es de reciente creación, sino que ha sido una de las prioridades en 
México desde sus comienzos como nación. Tal protección no consis­
te sólo en acciones aisladas, sino que está sustentada por una amplia 
regulación. Asimismo, cubre diferentes aspectos que son vitales para 
asegurar un proceso legal justo e imparciaL Sin embargo, hay que 
reconocer que en años recientes la labor de protección ha cobrado 
un énfasis especial. 

HISTORV\ DE LA PROTECCIÓN CONSULAR OTORGADA POR EL GOBIERc"lO 

DE MÉXICO A SUS CONNACIONALES EN EL EXTERIOR 

La defensa de los mexicanos en el exterior y la promoción del respe­
to a sus derechos humanos han constituido desde hace años dos de 
los pilares de la política exterior de México en los que se basa la labor 
de protección llevada a cabo por el gobierno mexicano. La protec­
ción consular, especialmente aquella que se presta a los trabajadores 
migratorios que van a Estados Unidos, tiene una larga tradición en la 

[123] 
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historia de la diplomacia mexicana. Por lo tanto, la protección a 
nacionales, a lo largo de la historia de México, puede identificarse 
desde los inicios de México como nación. 

Poco después de consumada la Independencia, nuestro país mos­
tró interés en establecer contactos consulares con las demás naciones. 
Sin embargo, es lógico pensar que no contaba en ese entonces con un 
cuerpo consular formado y profesional, razón por la que tuvo que 
improvisarlo al grado de que muchos nombramientos los confirió a 
extranjeros, situación que se prolongó durante todo el siglo XIX.1 

La idea de establecer agencias consulares en Estados Unidos para 
proteger los intereses de los mexicanos surgió desde 1823, durante el 
gobierno de Iturbide. Sin embargo, esto no se concretó entonces, 
pues, ante la falta de mexicanos que poseyeran el idioma del país y 
los conocimientos necesarios para desempeñar el encargo, no se 
logró acordar quién dirigiría un consulado propuesto en Nueva 
York. Posteriormente sobrevino la caída de Iturbide.2 

Por esa misma época el señor Gutiérrez de Lara, diputado por 
Texas, insistió en el establecimiento de una agencia consular en 
Natchitoches, cuyo principal objetivo habría de ser vigilar la frontera 
del río Sabina. La agencia consular no se abrió ahí, pero sí se nom­
bró un agente consular de México en Nueva Orleáns en 1824. 
Posteriormente se abrió un viceconsulado en Baltimore en 1825, una 
agencia consular en Nueva York y un viceconsulado en Filadelfia en 
1826, un viceconsulado en Boston en 1827, un consulado en San 
Luis Missouri en 1832, un viceconsulado en Mobile, otro en 
Charleston y uno más en Panzacola en 1836, un consulado en 
Independence en 1843, uno en San Francisco en 1848, uno en 
Nuevo México en 1849 y ese mismo año un viceconsulado en 
Brownsville y en el Frontón de Santa Isabe1.3 

Así llegamos a la época en que surge, por primera vez, una clara 
necesidad de proteger los intereses de los mexicanos en el exterior. 

1 Ramón Xilotl Ramírez, Derecho consular 11U!Xicarw, México, Porma, ] 982, pp. 138 ss. 
2 El señor Zozaya Bermúdez, entonces jefe de la legación acreditada ante el 

gobierno estadunidense, presentó como candidato para dirigir el consulado a don 
Roberto Meade, banquero de Filadelfia, contratista de varios buques de guerra que el 
gobierno mexicano había mandado construir, bajo la idea de que, aunque era repug­
nante conferir esos puestos a extranjeros, habría que hacerlo así, por lo pronto, agre­
gándoles jóvenes para que fuesen instruyéndose en los trabajos consulares. La candi­
datura de Meade no tuvo éxito y la caída de lturbide determinó la retirada del señor 
Zozaya. Los pri:meros amsulados de México, 1823-1872, México, SRE, 1974, p. 25. 

3 1/Jid., pp. 25-31. 
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En 1848, a raíz del fin de la guerra entre México y Estados Unidos 
ocurrió la pérdida de más de la mitad del territorio mexicano, que 
incluía California, Arizona, Nuevo México, Texas y parte de 
Colorado, Nevada, Utah y Wyoming. Tras la firma del Tratado de 
Guadalupe Hidalgo, Estados Unidos pagó 15 millones de dólares 
como compensación por daños al territorio mexicano durante la 
guerra.4 Durante las negociaciones del tratado, el gobierno de 
México trabajó por lograr una regulación clara sobre el respeto a los 
derechos y propiedades de los mexicanos que habitaban en el terri­
torio que quedó del otro lado de la frontera. Sin embargo, éstos no 
fueron respetados. 

El tratado de Guadalupe Hidalgo estipuló la protección de los 
derechos civiles y de propiedad de los mexicanos que permanecie­
ron en el nuevo territorio estadunidense.5 Además, Estados Unidos 
aceptó patrullar su lado de la frontera y los dos países aceptaron diri­
mir futuras disputas bajo arbitraje obligatorio. Sin embargo, cuando 
el senado estadunidense ratificó el tratado, eliminó el artículo x, el 
cual garantizaba la protección de las concesiones de tierras dadas a 
los mexicanos por los gobiernos de España y de México. También 
debilitó el artículo IX, el cual garantizaba los derechos de ciudadanía. 
Esto, a su vez, provocó una atmósfera antimexicana que dio lugar a la 

4 El tratado de Guadalupe Hidalgo puso fin a la guerra mexicancrestadunidense, 
se firmó el 2 de febrero de 1848 en la localidad de Guadalupe Hidalgo, hoy parte de la 
delegación Gustavo A. Madero, en la ciudad de México. Recordemos que el presiden­
te Santa Anna no pudo evitar la caída de la capital de la República en manos del inva­
sor estadunidense, por 10 que renunció a su cargo. Entonces. asumió la presidencia 
interina el presidente de la Suprema Corte, don Manuel de la Peña y Peña y trasladó su 
gobierno, junto con el Congreso, a la ciudad de Querétaro. El secretario de Relaciones 
Interiores y Exteriores era Luis de la Rosa, en quien recayó la responsabilidad de las 
negociaciones que culminaron con el tratado de paz, amistad, límites y arreglo defini­
tivo entre la República Mexicana y los Estados Unidos de América. Posteriormente, el 
Congreso votó en Querétaro la firma del Tratado de Guadalupe Hidalgo, aprobado 
con 52 votos a favor y 35 en contra emitidos por los liberales, Senado de la República, 
Tratados ratificados y convenios ejecutivos celebrados por México, SRE. 

5 Por ejemplo, el artículo VIII, en su tercer párrafo, estableció lo referente a la pro­
piedad de los mexicanos: "En dichos territorios [es decir, los perdidos por México], 
cualquier tipo de propiedad, ahora establecida ahí, será inviolablemente respetada. 
Los actuales propietarios y todos los mexicanos que puedan de aquí en adelante adqui­
rir dichas propiedades mediante contrato, gozarán respecto a ellas garantías igual­
mente amplias como si las mismas pertenecieran a los ciudadanos de Estados Unidos." 
Arturo Santamaria Gómez, "Hace ciento cincuenta años ... Viviendo el legado del 
Tratado de GuadaIupe-Hidalgo", Selecciones del Tribuno del PuebÚJ, marzo de 1998. 
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violación de los derechos civiles de los mexicanos. En Texas, se les 
restringió el voto; en Nuevo México, fueron víctimas de violencia y 
en California, las autoridades aprobaron leyes contra ellos, algunas 
de las cuales fueron conocidas como Greaser Laws -lo que podría 
traducirse como "Leyes contra los grasosos", mostrando así el despre­
cio hacia los mexicanos. Es importante decir que durante el periodo 
del tratado, vivían en el terreno cedido por México alrededor de 80 
000 mexicanos, población que comprendía el 4% de la población 
mexicana. La mayoría de estos mexicanos continuó viviendo en lo 
que era entonces el sudoeste estadunidense, con la creencia de que 
sus derechos civiles y de terratenientes serían protegidos, aunque 
debe decirse que pocos de ellos decidieron conservar su ciudadanía 
mexicana. A fines del siglo XIX, la mayoría de los que sí conservaron 
su nacionalidad, perdieron tierras por despojo o por fraude.6 

La siguiente ocasión en que el desempeño práctico de la labor de 
protección fue documentado ocurrió en la década de 1880, cuando 
comenzó en Estados Unidos la contratación de grupos numerosos de 
trabajadores mexicanos. Durante estos años, la atención se concen­
tró en la ayuda a los pocos mexicanos que deseaban ser repatriados, 
aunque a partir de 1920, se hizo necesaria una asistencia más variada 
y completa a los cada vez más numerosos grupos de nacionales que 
emigraban hacia el norte.7 

Posteriormente, con la crisis económica de los años 1929-1932, 
ocurre el regreso masivo de mexicanos con lo que también se inició 
una mayor promoción de la protección consular. A partir de estos 
años, la cancillería mexicana fortaleció sus funciones de supervisión 
en esta área y se pidió a los consulados que informaran con mayor 
detalle y regularidad sobre el particular. De la misma manera, ocu­
rrió un cambio importante en la metodología para detectar casos de 
protección, al establecerse la necesidad de que las representaciones 

6 Durante el Movimiento Chicano de los años sesenta, el líder de los derechos 
sobre la tierra de Nuevo México, Reies López Tijerina, y su grupo Alianza, invocaron el 
Tratado de Guadalupe Hidalgo en su lucha por recobrar las tierras que les fueron des­
pojadas a los mexicanos de aquella época. En 1972, los Broum Berets, o Gorras Café, una 
organización de jóvenes activistas latinos, también invocaron el tratado cuando se apo­
deraron temporalmente de la Isla Catalina. En cuanto a la tenencia de la tierra, 
muchas de las concesiones de tierra antes mencionadas no fueron reconocidas por los 
Estados Unidos. En California, cerca del 27% de ellas fueron rechazadas; en el territo­
rio de Nuevo México, 76% también fueron rechazadas. 

7 Remedios Gómez Arnau, México y la protección de sus nacionales en Estados Unidos, 
México, l:NAM-CISEUA, 1990, p. 229. 
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consulares'en Estados Unidos efectuaran, con este propósito, visitas a 
los lu~res dentro de cada una de sus circunscripciones, en los que 
fuera probable localizar mexicanos en problemas, corno los centros 
de detención migratoria, cárceles y hospitales.8 

Los convenios sobre braceros, que estuvieron vigentes entre 
México y Estados Unidos de 1942 a 1964, promovieron un crecimiento 
en el flujo de mexicanos que emigraron al norte, no sólo bajo el esque­
ma de los convenios, sino de forma indocumentada. Hay que recordar 
que una de las razones por las que se llevaron a cabo estos convenios 
fue el que estuviera ocurriendo la segunda guerra mundial. Ante la 
incorporación de trabajadores al ejército de los Estados Unidos, la eco­
nomía de es~ país requería de mano de obra para cubrir el resto de las 
actividades prop'uctivas, especialmente la agricultura. Es decir, la cola­
boración de México, directa o indirectamente, sirvió como una válvula 
de escape para los problemas que la economía estadunidense enfren­
taba. De ahí surgió el interés por contratar mano de obra barata y tem­
poral, sólo por el periodo de la guerra -situación que podría presentar 
una analogía con el enVÍo reciente de soldados mexicano-estaduni­
denses a territorio iraquí. Sin embargo, muchos de los mexÍl.:anos que 
emigraron en esa época permanecieron en territorio estadunidense. 
Esto creó una evidente necesidad de incrementar y fortalecer las labo­
res de protección por parte del gobierno mexicano. 

A partir de entonces, ha habido una atención constante del 
gobierno de México, la cual derivaría en 1980 en la creación, por pri­
mera vez, de una unidad administrativa dentro de la SRE dedicada 
exclusivamente a atender todos los asuntos relacionados con la fun­
ción de protección a nacionales en el exterior. La creación de la 
Dirección General de Protección y la consiguiente asignación de 
recursos humanos, materiales y financieros, además de un mayor 
control y planeación en este sentido, puede ser considerada corno 
muestra del interés político que el gobierno mexicano tuvo entonces 
por fortalecer las labores de protección de mexicanos en el exterior.9 

Se debe consignar que en los años ochenta el consultor jurídico 
de la Cancillería Alberto Szekely tuvo una magnífica idea que llevo a 
la práctica. Se crearon cuatro Polos Jurídicos en EU en donde se ubi­
caron abogados que se especializaron en derecho norteamericano y 
asesoraban al propio consulado, en la región que les correspondía 
en el mapa de EU, en los litigios de nuestros nacionales. 

8 Loe. cit. 
9 Loe. cit. 
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En los siguientes años, la protección a mexicanos pasó por perio­
dos de menor atención y otros de fortalecimiento e institucionaliza­
ción, reflejando, en ocasiones, las circunstancias políticas y económi­
cas nacionales y, en otras, las políticas migratorias llevadas a cabo en 
Estados Unidos. Por ejemplo, en 1985, por medidas de ajuste presu­
puestal, la Dirección General de Protección fue transformada en la 
Dirección General de Protección y Servicios Consulares. Es decir, a 
esta nueva unidad administrativa se le encargó atender tanto el área 
de protección como la de servicios consulares que proporciona el 
gobierno de México, lo que se tradujo en una restricción del impul­
so a las labores protectoras. !O 

Pero la reacción mexicana en este tema, ante la crisis económica 
y sus consecuencias, traería efectos positivos a largo plazo. La crisis 
económica estimuló las iniciativas contra la inmigración ilegal hacia 
los Estados Unidos, ya que había un gran temor, por parte del gobier­
no mexicano, de un posible éxodo de trabajadores hacia el norte. 
Por otro lado, esto reforzó la posición de los Estados Unidos de 
actuar unilateralmente, como lo demostraron la serie de iniciativas 
de este gobierno para controlar la inmigración indocumentada, den­
tro de un proceso legislativo muy intenso, que más tarde se concreta­
ría en la IRCA (Ley de Reforma y Control de Inmigración de 1986). 
En cuanto a la percepción del gobierno mexicano, no sólo se temían 
los efectos de legislaciones estadunidenses surgidas entre 1982 y 
1984, sino que la preocupación máxima era una potencial expulsión 
masiva de nacionales. Esto derivó, en México, en un amplio debate 
sobre las medidas preventivas para tratar esta posibilidad. En este 
sentido, la adopción por el gobierno mexicano de una nueva estrate­
gia de desarrollo en el decenio de 1980 prometía terminar con las 
causas de la crisis económica, es decir, con el detonante del aumento 
en la inmigración de mexicanos en Estados Unidos.ll 

A pesar de lo anterior, uno de los desarrollos más importantes de la 
política migratoria mexicana ocurrió durante este decenio, cuando se 
inició un cambio de actitud de los gobiernos mexicano y estaduniden­
se respecto de la migración de los mexicanos a Estados Unidos. 
Durante gran parte del siglo xx, aunque México no dejó de realizar 
acciones para hacerle frente a la migración de mexicanos hacia el 
norte, su gobierno fue, básicamente, un simple observador ante la 

10 llJid., p. 230. 
11 Francisco Alba, "Crisis económica de 1982 en México", Estudio IJinacional México­

Estados Unidos sobre migraci6n, México, SRE, 1999, t. VIII, pp. 102 ss. 
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política migratoria estadunidense y los problemas derivados del fenó­
meno migratorio. Es decir, el margen de acción con el que México 
contaba para controlar los flujos migratorios se veía limitado ante el 
poder mayor de decisión con el que contaba la potencia vecina. 

No obstante, la percepción que los Estados Unidos tenían hacia la 
entrada de mexicanos en su territorio comenzó a cambiar. La reali­
zación de esfuerzos conjuntos entre ambos gobiernos -como el 
Programa Bracero (1942-1963)-, contribuyeron a cambiar la postura 
del gobierno estadunidense ante este problema. Por ejemplo, un 
estudio binacional realizado en 1997 demostró parte de la responsa­
bilidad que los Estados Unidos comparten con México dentro de las 
causas de la migración y promovió, en parte, las ventajas del trata­
miento bilateral de este complejo fenómeno. Por lo tanto, ante la 
aceptación de la imposibilidad de enfrentar los problemas generados 
por la inmigración por sí solo, el gobierno estadunidense comenzó a 
mostrar, aunque fuera temporalmente, una mayor disposición para 
cooperar con México en la búsqueda de solu~iones a los problemas 
derivados de la migración. Entonces, a pesar de persistir diferencias 
en las percepciones de México y Estados Unidos respecto al fenóme­
no migratorio, se reconoció la existencia de ciertos intereses com­
partidos, lo que motivó la cooperación bilateral. Como consecuen­
cia, se crearon distintas instancias bilaterales para enfrentar los 
problemas de la migración y para coordinar los' esfuerzos de los 
gobiernos involucrados en el tema.12 

Durante el sexenio del presidente Carlos Salinas de Gortari 
(1989-1994) los cónsules tuvieron una intensa labor en tareas de pro­
tección, promoción y expedición de documentos consulares. Para 
coordinar sus funciones se efectuaron reuniones de cónsules en las 
que se definieron estrategias a seguir en las tareas ya señaladas. 
Además, se hicieron esfuerzos por implantar una infraestructura que 
les permitiera a los cónsules dedicar la mayor parte de su tiempo a 
realizar tareas efectivas de protección y simplificar, en la medida de 
lo posible, las tareas conexas o relacionadas, como la rendición de 
informes de otras labores de índole administrativa. Para esto se reali­
zó un importante esfuerzo presupuestal para dotar a los consulados 
de inmuebles funcionales, nuevos vehículos, equipos de cómputo y 

12 Quetzalli Kalinka Padilla Dulché, Cambios en la política migrataria mexicana en el 
marco de la institucionalización de la relación México-F~tados Unidos (1982-2000), tesis, 
México, El Colegio de México, 2002, pp. 123 ss. 
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modernos sistemas de comunicaciones.13 Asimismo, se firmó el 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), el cual 
buscaba, en sus orígenes, mejorar las condiciones de vida en México 
para desincentivar la emigración hacia el norte. Es difícil medir el 
impacto que el TLCAN ha tenido en la consecución de dicho objetivo, 
pero puede decirse que al menos contribuyó a una institucionaliza­
ción de las relaciones México-Estados Unidos. Esto es, aumentaron 
los contactos entre funcionarios de amhos países, de distintos niveles 
y de los tres poderes, además de que se compartamentalizó14 la rela­
ción, 10 que facilitó los trabajos bilaterales en el tema migratorio. 15 

En el siguiente sexenio, el ~ Ernesto Zedillo (1994-2000), la políti­
ca migratoria mexicana continuó \-olviéndose más activa al negociar 
con el gobierno estadunidense la creación de una serie de mecanismos 
cuyo objetivo era administrar los problemas derivados del fenómeno 
migratorio. 16 Es decir, se aceptó una nueva visión en la que cada uno de 
los gobiernos se hizo cargo de su responsabilidad como causante de los 

13 De esta forma, las oficinas consulares existentes y otras que se abrieron como con­
secuencia de la diversificación de la política exterior de México, atendieron casos de 
orientación y asesoría, localización de personas, repatriación de menores, indigentes o 
enfermos, obtención de pensiones alimentarias, visitas a mexicanos en centros de deten­
ción y cárceles, cobro de prestaciones laborales a favor de los trabajadores migratorios y la 
intervención en disputas de Índole laboral, participación en complicados casos de orden 
jurisdiccional, en materia civil, familiar y penal. Además, se promovió el desarrollo de un 
programa que en el lenguaje coloquial se ha llamado "consulado móvil", que consiste en 
llevar ciertos servicios consulares, de protección y de expedición de documentos, al seno 
de las comunidades de origen mexicano, para evitar de esta manera que los connaciona­
les tengan que recorrer distancias a veces muy grandes para llegar a las ciudades en donde 
se encuentran ubicados los consulados y perder un día de trabajo y, en consecuencia, de 
salario. En cuanto a la protección preventiva, se editó un folleto, escrito en un lenguaje 
sencillo, dirigido a los trabajadores migratorios y que es distribuido por las delegaciones 
de la SRE en el interior de la República Mexicana y por los consulados de México en EUA, 
en el cual se alerta a los migran tes de los peligros que corren al tratar de introducirse en 
forma indocumentada. También se les proporciona la información sobre los servidos que 
brindan los consulados mexicanos. Eduardo lbarrola Nicolín, "La fundón consular: 
actualidad y perspectivas", Revista Mexicana de Politica Exteríar, México, !MREJ).SRE, vol. 44, 
otoño de 1994, pp. 65 ss. 

14 El término rompartamentalización se utiliza para describir aquella relación diplomá­
tica en la que distintos temas se tratan de manera separada, buscando evitar que los con­
flictos en un área de la relación contaminen o entorpezcan los avances en otra área. 

15 Para un análisis de este desarrollo, véase Quetzalli K Padilla Dukhé, fJjJ. cit., passim. 
16 Algunos de ellos se concentraron en los problemas de violencia ocurridos en la 

frontera México-Estados Unidos, como los Mecanismos de Enlace Fronterizo o las 
Conferencias de Gobernadores y Procuradores fronterizos. 
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flujos migratorios, así como el hecho de que la inmigración de mexica­
nos no puede detenerse, pero sí pueden aminorarse los conflictos sur­
gidos de ésta. En el área específica de protección, debe mencionarse el 
Programa de las Comunidades Mexicauas en el Exterior que sirvió de 
enlace entre el gobierno y la comunidad de mexicauos radicados en 
Estados Unidos, así como en colaboración con diversas asociaciones de 
chicauos o derechos humauos. Asimismo, el Grupo Beta buscó dismi­
nuir los accidentes o muertes de mexicanos intentando cruzar la fron­
tera con los Estados Unidos de mauera ilegal en zonas de alto riesgo. 

El gobierno del presidente Vicente Fox retomó algunos de los 
desarrollos ocurridos en los gobiernos anteriores para complemen­
tar las labores realizadas por los consulados mexicauos en Estados 
Unidos. En sus inicios, se nombró una oficina especial, dependiente 
directamente de Presidencia, para el enlace con los mexicauos en el 
exterior, pero posteriormente sus funciones fueron incorporadas al 
Instituto de los Mexicauos en el ExteriorP Cabe destacar que en el 
Plau Nacional de Desarrollo (2000-2006), la protección a los mexica­
nos que radican fuera del país fue incluida explícitamente dentro de 
los pilares de política exterior, como a continuación se señala: 

El segundo pilar es la atención y defensa de los mexicanos en el extranjero. 
[Mediante un firme compromiso y un mayor número de recursos, el gobier­
no del presidente Fox busca apoyar y defender a] nuestros compatriotas que 

17 Secretaría de Relaciones Exteriores. cubre las funciones de la Oficina Presidencial 
para la Atención de las Comunidades Mexicanas en e! Extranjero y del Programa para 
las Comunidades Mexicanas en e! Exterior; cuenta con un Consejo Consultivo integrado 
por 152 miembros, representantes de la comunidad mexicana y mexicano-americana en 
Estados Unidos. 

Es el órgano ejecutor y operativo de! Consejo Nacional para las Comunidades 
Mexicanas en e! Exterior, encabezado por e! Presidente de la República e integrado 
por los secretarios de Re!aciones Exteriores; Gobernación; Agricultura, Ganadería, 
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; Economía; Hacienda y Crédito Público; 
Educación Pública; Desarrollo Social; Trabajo y Previsión Social; Salud; Turismo; y 
Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

Desde 1990, la Secretaría de Re!aciones Exteriores instrumentó el Programa para 
las Comunidades Mexicanas en el Exterior, el cual promovió la vinculación de dichas 
comunidades con nuestro país, así como su desarrollo en materias como salud, educa­
ción, deporte, cultura y organización comunitaria. 

La siguiente fase fue anunciada el día 6 de agosto en 1990. ante representantes de las 
comunidades mexicanas en !"l extranjero, se instaló el Consejo Nacional para las 
Comunidades Mexicanas en el Exterior, e! Instituto de los Mexicanos en el Exterior 
(¡ME) y el Consejo Consultivo dellME, con e! fin de fortalecer la capacidad institucional 
del gobierno de México para desarrollar políticas de acercamiento con esta población. 
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han decidido ganarse la vida más allá de nuestras fronteras [sobre todo, en 
Estados Unidos. Los medios para lograr este objetivo son] la asistencia legal, 
el apoyo consular y la intermediación con las autoridades para mejorar sus 
condiciones de vida. lB 

Así vemos cómo, desde los años 80, la labor de protección del 
gobierno de México, especialmente mediante las representaciones 
consulares de México en Estados Unidos, se ha ido convirtiendo en 
una de las prioridades del gobierno mexicano. Dicha labor se con­
centra en tres áreas: en primer lugar, la asistencia a los migrantes 
mexicanos en casos de deportación o expulsión de ese país; en 
segundo lugar, la reclamación de salarios insolutos que los trabajado­
res mexicanos no pueden realizar personalmente; por último, el 
tema que nos ocupa, brindar asesoría legal a mexicanos presos o 
sujetos a un proceso de tipo penal en ese país, como lo es la pena de 
muerte. 

Leyes mexicanas y protección consular 

Un breve estudio sobre la legislación mexicana en materia de políti­
ca exterior puede brindarnos una visión de cómo se ha ido fortale­
ciendo la labor de protección a mexicanos en el extranjero dentro de 
las prioridades del gobierno de México. Las leyes, reglamentos y 
decretos por las que se rigió la actividad del Servicio Exterior 
Mexicano comenzaron a desarrollarse desde que México es un país 
independiente. 

Es evidente que como país recién independizado, la prioridad del 
gobierno de México no fue la protección a sus nacionales en el exte­
rior sino la de promover y asegurar el buen logro del comercio con el 
exterior. Con este objeto, bajo el mandato de Vicente Guerrero, se 
expidió la primera Ley del Servicio Exterior el 31 de octubre de 
1829, estableciendo como representaciones de México a las legacio­
nes extraordinarias y ordinarias y a los consulados. En relación con 
estos últimos, se establecían los consulados generales, los particula­
res y los viceconsulados, todos ellos con el objeto principal de prote­
ger el comercio internacional. 

18 Conferencia del secretario de Relaciones Exteriores, doctor Luis Ernesto 
Derbez, en la 11 Oa. Asamblea de la Unión Interparlamentaria, 23 de abril de 2004. 
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Posteriormente, bajo el mandato del presidente Valentín Gómez 
Farías, se expidió la primera Ley sobre el Establecimiento de 
Consulados del 12 de febrero de 1834. En ella, se precisaron algunos 
aspectos en materia consular referidos previamente en la Ley del 
Servicio Exterior de 1829. Esta ley resaltaba las atribuciones y benefi­
cios de los agentes consulares mexicanos adscritos en el extranjero. 
Además, señalaba el establecimiento de los consulados generales, los 
consulados particulares y viceconsulados que el gobierno juzgara 
conveniente, también para la protección del comercio de la nación 
con otras extranjeras. 

La primera vez, entonces, que apareció legislada la labor de pro­
tección a connacionales mexicanos fue durante el imperio de 
Agustín de Iturbide. La segunda disposición del imperio fue la Ley 
Orgánica del Cuerpo Consular del Imperio Mexicano, expedida el 
12 de agosto de 1865. En ella se enunciaban los deberes tradicionales 
de protección al comercio y a los súbditos mexicanos. 

El siguiente desarrollo en cuestiones consulares ocurrió casi 40 
años después, el 16 de septiembre de 1871, cuando se emitió el 
Reglamento de la Ley solrre el Establecimiento de Consulados de 1834. Al res­
taurarse la República, el gobierno buscó reunir en un solo instrumen­
to legal las disposiciones vigentes. De esta forma y para comunicar el 
modo en que los agentes consulares debían ejercer sus funciones, y así 
facilitar el ejercicio de sus atribuciones, la Secretaría expidió un regla­
mento del Cuerpo Consular como lo señalaba el artículo 11 de la ley 
del 12 de febrero de 1834 sobre el establecimiento de Consulados. En 
este reglamento, el primero de la nación, se sentaron las bases con­
temporáneas del ejercido de la función consular que habían resultado 
de beneficio para el país en sus primeras promociones comerciales e 
iniciaba su otra responsabilidad principal, que es la de protección a 
nacionales. Las atribuciones al Cuerpo Consular fueron muy precisas y 
reiteraron lo señalado en la ley de 1834; favorecer el comercio, dar 
protección a mexicanos, instruir al Gobierno de lo que juzguen de 
interés, lograr la consideración de las autoridades y habitantes en el 
distrito consular donde ejercen jurisdicción. 

No obstante, no existía aún una normatividad clara de las éaracte­
rísticas de la institución consular. Sorpresivamente, este vacío legal se 
llenó justo en un momento difícil para el gobierno mexicano, casi en 
el inicio Revolución. La Secretaría de Relaciones Exteriores logró 
expedir la Ley Orgánica del Servicio Consular Mexicano, del 11 de 
noviembre de 1910, derogaba la promulgada el12 de febrero de 1834, 
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sobre el Establecimiento de Consulados. Esta Ley Orgánica otorgaba 
una nueva dimensión a la institución consular mexicana y establecía 
las bases del Servicio de Carrera; lo que a su vez, dotaba de privile­
gios a sus agentes y los colocaba a la pa: de los diplomáticos en su 
evolución y desarrollo funcional e institucional. 

Para reglamentar esta ley, se expidió el Reglamento de la Ley 
Orgánica del Cuerpo Consular Mexicano, el 12 de marzo de 1911. La 
Presidencia de la República expidió un reglamento al que, el Cuerpo 
Consular Mexicano habría de sujetarse. Es un marco reglamentario 
sumamente extenso, innovador y descriptivo, integrado por más de 
325 páginas, dividido en 53 capítulos y 813 artículos, más aquellos 
relativos a la institución consular contenidos en los tratados vigentes 
entre México y Alemania, Austria-Hungría, Bélgica, China, Dina­
marca, República Dominicana, Ecuador, Francia, Gran Bretaña e 
Irlanda, Honduras, Italia, Japón, Nicaragua, Países Bajos, Persia y El 
Salvador. El Reglamento repite la ley que establece la Dirección 
General de Consulados expedida el 16 de diciembre de 1910. Lo 
relevante de esta disposición es su amplitud explícita en cuanto al 
apoyo que los cónsules deben dar a los nacionales con las autorida­
des extranjeras locales, especialmente en las cuestiones jurídicas y en 
las reclamaciones. Se norma también lo referente a la repatriación, 
poniendo límites al concepto de socorro. 

Ya en los gobiernos revolucionarios encontramos legislaciones rele­
vantes en el tema de protección. Una de ellas es la Ley Orgánica del 
Cuerpo Consular Mexicano, expedida el9 de enero de 1923 durante el 
gobierno de Álvaro Obregón. Esta ley establece como prioridades del 
Cuerpo Consular Mexicano el fomento del comercio y la protección de 
los intereses y derechos del gobierno y de los mexicanos en el exterior. 

Adicionalmente, apareció un reglamento para esta ley el 25 de 
octubre de ese mismo año. En este reglamento se establecieron nue­
vas disposiciones para el funcionamiento de los consulados y el 
desempeño de sus agentes. 

Durante la breve presidencia de Abelardo Rodríguez, se expidió 
una nueva ley. En esta ocasión, por primera vez en la historia, se 
incluyeron como parte de un mismo Servicio Exterior, las ramas 
diplomática y consular. De esta forma, con la Ley del Servicio 
Exterior Orgánica de los Cuerpos Diplomático y Consular 
Mexicanos, expedida el 25 de enero de 1934, se abrió la puerta para 
que el Servicio Exterior se desarrollara en dos ramas paralelas. En su 
reglamento, expedido el 30 de abril del mismo año, se determinaron 
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los objetivos del Servicio Exterior Mexicano, ya antes establecidos. Al 
jefe consular se le volvió a ratificar.su misión en la promoción comer­
cial, así como en la de protección a nacionales, siendo más específi­
cas las gestiones. que debía cumplir. Como una novedad, se determi­
nó que los funcionarios del Servicio Exterior podían desempeñar las 
funciones de inspectores de migración en auxilio de los mexicanos 
en el exterior. 

Seis años después, el 12 de noviembre de 1940, siendo presidente 
constitucional el general Lázaro Cárdenas, se expidió el Reglamento 
Int:erior de la &cretaría de Relaciones Exterim-es. Sin duda, este reflejó ya 
una estructura y redacción más aproximada a los reglamentos con­
temporáneos. Con la reestructuración administrativa dictada por este 
reglamento, surgieron las nuevas dependencias en que habría de ser 
dividida la Secretaria. Éstas serían doce: Secretaria particular del secre­
tario, Secretaría particular del subsecretario, Departamento 
Administrativo, Departamento Diplomático, Misiones Diplomáticas, 
Ceremonial, Departamento Consular, Oficinas Consulares, Depar­
tamento Jurídico, Sección Mexicana de la Comisión Internacional de 
limites, Sección Mexicana de la Comisión Internacional de Aguas, 
Oficina de Coordinación, Biblioteca y Publicaciones. A su vez, el 
Departamento Consular estaba subdividido, en las áreas de ''Protec­
ción", "Sucesiones e Indemnizaciones", "Personal Consular", "Pasa­
portes y legalizaciones", y "Comercio Exterior". 

En cuanto la ley orgánica del Servicio Exterior Mexicano, la última 
legislación en la materia era la de 1934, por lo que las modificaciones 
resultaban necesarias a la luz de los desarrollos que el país estaba mos­
trando en el ámbito internacional. Así surge la Ley Orgánica del 
Servicio Exterior Mexicano expedida el 23 de diciembre de 1966 y 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de marzo de 1967. En 
ella, se especificó que el Servicio Exterior es la organización perma­
nente del gobierno mexicano destinada a salvaguardar los intereses 
nacionales en el extranjero y a representar a México ya sea ante gobier­
nos o foros internacionales. El proceso de definición conceptual en 
que se enmarca este documento, clarifica lo que se entiende por misión 
diplomática. Para ello, se estipula que éstas se denominan "Embajadas"; 
y que las misiones consulares se denominan "Consulados". 

El 18 de septiembre de 1975, siendo presidente constitucional el 
licenciado Luis EcheverrÍa Álvarez y secretario de Relaciones 
Exteriores el licenciado Emilio O. Rabasa, se expidió un nuevo regla­
mento para la secretaría, derogando todas las disposiciones anterio-
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res en la materia, incluyendo el reglamento expedido 35 años antes. 
Este reglamento presentó una organización de la secretaria, que si 
bien recogía algunos elementos del anterior introdujo nuevas figu­
ras, como son la cr.eación de una nueva subsecretaría, gue se dividió 
con la primera las funciones, la figura de los directores en jefe, que 
no existía y quienes deberían responder conforme al reglamento, las 
direcciones generales, incluyendo la creación del Instituto Matías 
Romero de Estudios Diplomáticos. Es así como la secretaria quedó 
organizada de la siguiente manera: un secretario, un subsecretario 
de Asuntos Multilaterales y Económicos Internacionales, un subse­
cretario de Asuntos Bilaterales, Consulares, de Límites y Aguas 
Internacionales y Jurídicos, un oficial mayor, un consultor jurídico, 
un director en jefe de Asuntos Políticos Bilaterales, Consulares y de 
Límites y Aguas Internacionales, un director en jefe de Organismos 
Internacionales, un director en jefe de Asuntos Económicos In­
ternacionales, un director en jefe de Asuntos Culturales y de 
Cooperación Técnica Internacional, un director en jefe de Asuntos 
Jurídicos. Asimismo, se establecieron 13 Direcciones Generales 
-algunas ya existentes- entre ellas una Dirección General del 
Servicio Diplomático y otra del Servicio Consular. La Dirección 
General del Servicio Consular debía dirigir las labores de las repre­
sentaciones consulares; participar en los aspectos técnicos consula­
res en los programas de capacitación del personal del Servicio 
Exterior; coordinar la promoción turística, el intercambio comercial 
y la difusión cultural de las representaciones consulares; y otras tra­
dicionalmente contempladas. 

La administración de José López Portillo, se caracterizó por la rei­
terada expedición de reglamentos internos. El primero de ellos fue 
expedido el 20 de septiembre de 1977 y deroga aquel de 1975 refor­
mado en 1976. El secretario en turno era Santiago Roel García. En pri­
mer lugar, se estableció que las funciones de la secretaría obedecen a 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF), entre otras 
leyes. Se creó una tercera subsecretaría y se presentan otros cambios 
en el organigrama. Entre ellos, la anterior Dirección en Jefe de 
Asuntos Políticos Bilaterales, Consulares de Límites cambió su nombre 
y se llamó simplemente Asuntos Políticos. En el segundo reglamento 
de la administración de López Portillo, expedido el 16 de marzo de 
1978, nuevamente se modificó el organigrama para darle cabida a una 
cuarta subsecretaría, mas no hubo cambios en las funciones consula-

j 
, ! 
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res. El tercer Reglamento Interno de la Secretaría, dictado durante ese 
sexenio, apareció bajo la gestión del secretario Jorge Castañeda A el 
15 de octubre de 1979. La reestructuración continuó siendo la cons­
tante, ahora debido. al cambio de canciller que empezó a poner un 
nuevo orden en la cancillería. En el cuarto año de gestión de López 
Portillo nuevamente se expidió otro reglamento -el undécimo- expe­
dido el 21 de noviembre de 1980. La novedad del reglamento fue la 
aparición de la Dirección General de Protección, a la cual correspon­
dían actividades de formulación de directrices para la protección de 
mexicanos en el extra~jero; planeación de objetivos y metas del pro­
grama de protección a ciudadanos mexicanos en el extranjero; señala­
miento a las Direcciones Generales de ias áreas bilateral y multilateral 
de casos de violación a derechos humanos fundamentales o del incum­
plimiento de Conv~nios y Tratados Internacionales que derivaran en 
perjuicio de ,nacionales mexicanos; supervisión del programa de pro­
tección de trab<tiadores migratorios; tramitación de repatriaciones; 
entre otras. Asimismo, aparecieron la Dirección General de Pasaportes 
y Servicios Consulares, y desaparecieron las Direcciones de Confe­
rencias y Organismos Autónomos, y también la Dirección General de 
Límites y Ríos Internacionales. 

Durante el mandato de José López Portillo, se procuró otorgarle 
nuevos elementos a la Ley Orgánica del Servicio Exterior de 1966, 
que a su vez revisó y sustituyó a la Ley del Servicio Exterior Orgánica 
de los Cuerpos Diplomático y Consular Mexicano de 1934. Así surgió 
la Ley Orgánica del Servicio Exterior Mexicano del 30 de diciembre 
de 1981. En 1982 se realizó una reforma necesaria -y largamente pos­
puesta- al Reglamento de la Ley Orgánica del SEM, ya que transcurrió 
casi medio siglo para que se diera alguna modificación al 
Reglamento de la Ley del Servicio Exterior Orgánica de los Cuerpos 
Diplomático y Consular de 1934. En el Reglamento de la Ley 
Orgánica del Servicio Exterior Mexicano del 16 de julio de 1982 y 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de julio de 1982, se 
establecen las obligaciones de los miembros del Servicio Exterior, 
destacándose aquellas en materia de protección. 

En el Reglamento Interior de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores expedido por el presidente De la Madrid el 22 de agosto de 
1985, ocurrieron algunos cambios. Entre ellos, desaparecieron las 
coordinaciones generales y el número de direcciones generales se 
redujo a 21, puesto que se fusionan las direcciones de pasaportes y ser­
vicios consulares y protección, en Protección y Servicios consulares. 
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Bajo la adrrúnistración de Carlos Salinas de Gortari se expidió el deci­
mocuarto Reglamento Interior de la Secretaría de Relaciones Exte­
riores, el 23 de enero de 1989. Sus novedades fueron escasas y en 
muchos casos únicamente se cambió el nombre a las unidades adrrúnis­
trativas. La Dirección de Protección y Servicios Consulares cambió de 
denominación a únicamente Asuntos Consulares, desapareciendo una 
de sus atribuciones que era proponer, desarrollar y ejecutar en coordi­
nación con otras unidades administrativas el programa de desconcentra­
ción de los servicios de expedición de pasaportes y otros. servicios consu­
lares (incluyendo la apertura y clausura de Delegaciones de la SRE). 

Durante la administración de Salinas de Gortari, el 16 de diciem­
bre de 1993 se expidió la Ley del Servicio Exterior que abrogó a 
aquella de 1982. Su principal atributo es una mayor precisión en 
cuanto a los tres tipos del personal del Servicio Exterior: personal de 
carrera, personal temporal y personal asimilado. Se hizo una distin­
ción fundamental del personal de carrera, anteriormente dividido 
en las ramas diplomática, consular y administrativa. Con esta refor­
ma, se integraron la rama diplomática y consular consolidándose en 
una sola; mientras que la otra rama se convirtió en técnico-adminis­
trativa. Siendo la rama diplomático--consular una sola, sus categorías 
debieron homologarse desapareciendo así la nomenclatura consular. 

Al final de la administración de Carlos Salinas de Gortari se expi­
dió, el 11 de marzo de 1993, un nuevo reglamento para la secretaría 
que estuviera acorde con la situación del país, sobre todo ante la pre­
vista firma del TLCAN. En éste apareció una nueva Dirección para las 
Comunidades Mexicanas en el Extranjero, que tenía entre sus fun­
ciones apoyar la formación de organizaciones que integraran a las 
comunidades mexicanas en el exterior, mejorar la imagen de éstas, 
propiciar en ellas un conocimiento preciso y permanente de la reali­
dad mexicana; mejorar los vínculos entre grupos mexicanos y las 
comunidades mexicanas en el extranjero, en los cámpos de promo­
ción de negocios, turismo, cultura, educación, deportes, actividades 
cívicas y sociales; intervenir con otras dependencias en la negocia­
ción, ejecución y supervisión de programas con las comunidades 
mexicanas en el extranjero; informar a otras dependencias sobre los 
asuntos de interés especifico que se encuentran en proceso ante los 
órganos de su competencia; formular sugerencias, iniciativas, estu­
dios y recomendaciones para coadyuvar al desarrollo de la política 
exterior, entre otras. Otro reglamento interior fue adoptado el 25 de 
agosto de 1998. 
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Ya en la administración foxista, el8 de agosto de 2001, se expidió 
un nuevo Reglamento Interior de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores. En materia de protección consular se agregaron tres nue­
vas atribuciones a la. Dirección General de Protección y Asuntos 
Consulares. Primero, la de participar, en coordinación con las autori­
dades competentes, en el diseño e instrumentación internacional de 
la política migratoria de México. Segundo, realizar las funciones 
derivadas de su designación como autoridad ejecutora o central en 
tratados y acuerdos internacionales en materia de adopciones, sus­
tracción de menores y pensiones alimentarias y la de coordinar las 
medidas de simplificación, modernización tecnológica y desregula­
ción administrativa tendientes a mejorar la eficiencia en la presta­
ción de los servicios consulares y migratorios que ofrecen las repre­
sentaciones de México en el exterior. Por último, desapareció la 
fracción que se refería a preparar el programa de capacitación admi­
nistrativa en materia de protección y asuntos consulares, coordinán­
dose con las unidades administrativas competentes de la secretaría. 
La Dirección General del Programa para las Comunidades 
Mexicanas en el Exterior subrayó funciones como contribuir a mejo­
rar el nivel y calidad de vida de las comunidides mexicanas que radi­
can fuera del país; reforzar en los mexicanos en el extranjero el 
apego por sus raíces, identidad, cultura e interés para estrechar sus 
relaciones con México y sus comunidades de origen; recabar, anali­
zar y sistematizar la información que permita diseñar políticas de for­
talecimiento y ampliación de atención a comunidades en el exterior; 
servir de enlace con organizaciones de mexicanos en el exterior por 
medio de las representaciones consulares, entre otras.19 

Fue en abril de 2003 cuando se publicó el decreto que crea el 
Instituto de los Mexicanos en el Exterior, que por su importancia 
conviene transcribir en sus artículos medulares: 

ARTÍCULO 1. Se crea el Instituto de los Mexicanos en el Exterior, con el 
carácter de órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores. 

ARTÍCULO 2. El objeto del Instituto de los Mexicanos en el Exterior será 
promover estrategias, integrar programas, recoger propuestas y recomenda-

19 La relación de Leyes y Reglamentos del Servicio Exterior y en especial del 
Servicio Consular y su descripción fue tomado textualmente de la obra: -Hermilo 
López Bassols. 'Tratado de Derecho Diplomático y Consularn

• México, Porma 2003. 
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ciones de las comunidades, sus miembros, sus organizaciones y órganos con­
sultivos, tendientes a elevar el nivel de vida de las comunidades mexicanas en 
el extranjero, así como ejecutar las directrices que emanen del Consejo 
Nacional para las Comunidades Mexicanas en el Exterior. 

ARTÍCULO 3. El Instituto de los Mexicanos en el Exterior tendrá las 
siguientes atribuciones: 

I. Promover la revalorización del fenómeno migratorio y el trato digno a 
los mexicanos que viven en el exterior; 

n. Favorecer la creación de espacios de reunión y promover la comunica­
ción con y entre las comunidades mexicanas que viven en el exterior; 

IlI. Fungir como enlace, en coordinación con las representaciones de 
México, con las comunidades mexicanas que viven en el exterior; 

IV. Establecer una adecuada coordinación con los gobiernos, institucio­
nes y organizaciones de los estados y municipios en materia de prevención, 
atención y apoyo a las comunidades mexicanas en el exterior y en otros 
temas afines y complementarios; 

v. Diseñar y promover mecanismos para la ejecución de los programas y 
proyectos propios de las labores del Instituto de los Mexicanos en el 
Exterior; 

VI. Organizar y participar en seminarios, conferencias, simposios, colo­
quios y congresos públicos, privados y académicos en materia de migración y 
atención a mexicanos en el exterior; 

VII. Recabar y sistematizar las propuestas y recomendaciones, tendientes a 
mejorar el desarrollo social de las comunidades mexicanas en el exterior, 
que formulen órganos consultivos constituidos por representantes de dichas 
comunidades, y 

VIII. Realizar las demás funciones que este decreto y otras disposiciones 
legales le confieran al Instituto de los Mexicanos en el Exterior o a la 
Secretaría, y que sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así 
como las que le encomiende el Secretario. 

ARTÍCULO 4. El director del Instituto será nombrado por el presidente de la 
República a propuesta del secretario de Relaciones Exteriores. 

ARTÍCULO 5.- El director del Instituto tendrá las siguientes funciones: 1] 

Elaborar los planes y programas de trabajo del Instituto de los Mexicanos en 
el Exterior; n] Formular los proyectos de programas y de presupuesto relati­
vos al Instituto de los Mexicanos en el Exterior, de conformidad con las dis­
posiciones y lineamientos aplicables; m] Coordinar acciones a favor de las 
comunidades mexicanas en el exterior, a través de la red diplomática y con­
sular del gobierno de México; IV] Coordinar y participar en las reuniones de 
los órganos asesores que se formen; v] Ejecutar las políticas y directrices defi-
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nidas por el presidente de la República o el secretario de Relaciones 
Exteriores; VI] Participar en las comisiones y consejos de que forme parte la 
Secretaría de Relaciones Exteriores en el ámbito de competenciá del 
Instituto de los Mexicanos en el Exterior; VII) Coordinar y promover las 
acciones institucionales en aquellos ámbitos que impulsen el fortalecimiento 
y desarrollo de comunidades en el exterior en coordinación con las depen­
dencias del Ejecutivo Federal; VIII) Promover y participar en coordinación 
con los gobiernos, instituciones y organizaciones de los estados y municipios 
y sector privado, en los programas y acciones que beneficien a los migran tes; 
IX) Participar en acciones de beneficio a los migran tes en coordinación con 
las oficinas públicas y privadas, de apoyo a mexicanos migrantes; x] 
Colaborar y participar en los distintos programas del gobierno federal a 
favor de las comunidades mexicanas en el extranjero; XI] Participar en los 
programas y acciones del gobierno federal encaminados a obtener y propor­
cionar información en los temas de interés sobre las comunidades en el exte­
rior; XII] Formular y proponer políticas públicas al Consejo Nacional para las 
Comunidades Mexicanas en el Exterior, con base en las necesidades, opinio­
nes e inquietudes expresadas por los mexicanos que residen en el exterior, y 
xm) Realizar las demás funciones que este decreto y otras disposiciones lega­
les le confieran a él o a la Secretaría, y que sean afines a las señaladas en las 
fracciones anteriores y las que le encomiende el secretario.20 

LA SITUACIÓN DE LOS MEXICANOS CONDENADOS A MUERTE 

EN EST.IDOS UNIDOS 

Para comprender la problemática de los mexicanos condenados a 
muerte en Estados Unidos es necesario hacer una breve revisión 
sobre las ejecuciones de mexicanos llevadas a cabo durante el siglo 
xx y sus consecuencias para las labores de protección del gobierno 
mexicano. Es de notarse que antes de 1993 sólo se habían realizado 2 
ejecuciones de mexicanos en Estados Unidos, las dos ocurridas en el 
estado de Texas, la de Agapito Rueda en 1924 y la de Emiliano 
Benavides en 1942, ambas por electrocución.21 

20 Fuente: Leyes y reglamentos en archivo de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores y cambios publicados por el Diario Oficial de la Federación. 

21 La consecución de dichas ejecuciones sin que el gobierno de México pudiese 
evitarlas, podda encontrar explicación en las circunstancias históricas en las que fue­
ron enmarcadas. En primer lugar, en 1924 no sólo no existían relaciones diplomáticas 
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La primera ejecución de un mexicano por inyección letal ocurrió 
el 25 de marzo de 1993 también en el estado de Texas -en la prisión 
de alta seguridad de Huntsville.22 Ramón Montoya Facundo, conde­
nado por la muerte de un policía, pasaron más de diez años sin que 
se le permitiera recibir asistencia consular. Cuando las autoridades 
mexicanas conocieron del caso, el tiempo para presentar apelaciones 
había expirado y la única opción era pedir clemencia a la Junta de 
Perdones, que se negó a intervenir.23 Éste es un antecedente que 
debe tomarse en cuenta para poder comprender la importancia del 
caso Avena en la protección de mexicanos condenados a pena de 
muerte, el cual será analizado posteriormente. 

La ejecución de un mexicano en Estados Unidos, por primera vez 
en más de cincuenta años, provocó un amplio rechazo nacional. La 
prensa mexicana -en más de cien artículos- calificó el hecho como 
bárbaro y brutal, practicado sólo por pueblos salvajes e incivilizados. 
Asimismo, declaraciones del secretario de Relaciones Exteriores, 
Fernando Solana, y del presidente de la República, Carlos Salinas de 
Gortari, condenaron la práctica como violadora del más elemental 
de los derechos humanos: el derecho a la vida.24 Lo positivo de esta 
manifestación fue el dar a la luz pública la posibilidad de que ciuda­
danos mexicanos fueran sentenciados a pena de muerte en Estados 
Unidos y la existencia, de hecho, de una cantidad considerable de 
condenados durante los siguientes años, que derivaría en una cre­
ciente orgal)ización de la sociedad civil y las autoridades mexicanas 
para brindarles ayuda. 

Por ejemplo, para el 30 de junio de 1998 había 39 connacionales en 
espera de la pena de muerte en los Estados Unidos, distribuidos en 10 
estados de la Unión Americana de la siguiente forma: el mayor nÚlne-

entre México y Estados Unidos, sino que nuestro país aguardaba el reconocimiento de 
Estado por parte de SU vecino del norte. En 1942, por su parte, la preocupación de 
Estados Unidos debió estar centrada en la segunda guerra mundial y no en solucionar 
temas de menor interés con su vecino. 

22 Dicha ejecución, realizada en el reclusorio EIlis 1 de Huntsville, fue la número 
58 realizada por el estado de Texas desde que la Suprema Corte de Estados Unidos 
autorizó nuevamente la pena de muerte en 1972. y se reinstituyó en ese estado en 1976 
(Francisco González de Cossío, "Los mexicanos condenados a la pena de muerte en 
Estados Unidos: la labor de los consulados de México", en Revista Mexicana de Política 
Exterilff, México, IMRED-SER, vol. 46, primavera de 1995, pp. 108 s). 

23 Jorge Cisneros, "Diversas anomalías", en El Universal, 6 de diciembre de 2004, p. 
A25. 

24 Francisco González de Cossío, arto cit., p. 102. 
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ro en California y Texas, cada estado con 14 condenados, 3 en Arizona, 
2 en Illinois y 6 más, cada uno en un estado diferente de la Unión 
(Arkansas, Carolina del Norte, Nevada, Ohio, Oklahoma y Oregon).25 

Un año después, en 1999, estadísticas oficiales de la SRE reporta­
ron que los mexicanos sentenciados a la pena de muerte eran ahora 
42. Esta cifra constituía poco más del 1 % del total de sentenciados de 
1999, aproximadamente 3000; de este total, sólo 71 eran extranjeros, 
lo que equivalía al 3.2%. De los extranjeros, más de la mitad eran 
mexicanos, distribuidos en 9 estados: 17 en California, 16 en Texas, 2 
en Arizona, 2 en Illinois y 5 más en otros estados (Arkansas, Nevada, 
Ohio, Oklahoma y Oregon).26 

En ese mismo año, los servicios consulares de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores dieron seguimiento a 83 casos de mexicanos 
cuyos delitos podían implicar la pena capital en los siguientes esta­
dos: Illinois (36); Arizona (12); California (12); Texas (7); Oregon 
(4); Carolina del Norte (3); Michigan (3); Florida (2); Colorado (1); 
Nueva York (1); Utah (1); Washington (1). 

Algunos de estos mexicanos procedían de las siguientes entidades: 
Aguascalientes (1); Baja California (5); Coahuila (1); Colima (1); 
Chihuahua (6); D.F. (1); Durango (4); Guanajuato (3); Jalisco (4); 
Michoacán (5); Morelos (1); Nayarit (1); Nuevo León (2); San Luis 
Potosí (1); Sinaloa. (3); Tamaulipas (3).27 Sobre estas cifras, es fácil 
observar que los condenados eran, en su mayoría, originarios de los 
estados más cercanos a la frontera con Estados Unidos, reflejo de la 
importancia de la vinculación entre las ciudades de la frontera y del 
flujo transfronteruo de ese entonces, cuando las circunstancias para 
cruzar no eran tan difíciles como ahora. Asimismo, es evidencia de que 
las entidades que mayor índice de migración tenían hacia ese país en 
esos años -la migración tradicional- eran Jalisco, Michoacán y 
Guanajuato. 

Como se ha señalado en los capítulos anteriores, Texas es el estado 
de la Unión Americana con mayor número de ejecuciones desde 1982. 
En el periodo que va de 1982 a mediados de 1997 se ejecutaron 122 
personas, siendo la mayor proporción de anglosajones (61), seguido 
por los afroamericanos (42), los hispanos (18) y un asiático. Los mexi-

25 Rodolfo Quílantrán Arenas, La pena de muerte , la protección consular, México, 
Plaza y Valdés, 1999, pp. 76 S. 

26 Boletín de Prensa, Secretaría de Relaciones Exteriores, México, 1999. 
27 Loe. cit. 



144 LA PROTECCIÓN CONSULAR A LOS MEXICA,'IlOS 

canos ejecutados en ese periodo en Texas fueron Ramón Montoya 
Facundo (1993) e Irineo Tristán Montoya (1997).28 

El caso de Ramón Montoya Facundo fue analizado líneas arriba, 
destacando el hecho de que este ejecutado no contó con la asistencia 
consular de vital importancia en su defensa y que está contemplada 
como un derecho de los detenidos en el artículo 36 de la Convención 
de Viena Sobre Relaciones Consulares de 1963, acuerdo multilateral 
firmado tanto por México como por Estados Unidos. Esta violación a 
un tratado internacional es de vital importancia, pues al haber ocurri­
do en los casos de mexicanos ejecutados en Estados Unidos, queda la 
terrible cuestión de si dichas ejecuciones podrían haberse evitado. 

Por ejemplo, en el caso de lrineo Tristán Montoya, ejecutado en 
Texas en 1997, es clara la violación al artículo 36. Al ser interrogado sin 
un abogado y sin la asistencia del consulado, el mexicano firmó una 
declaración de 4 páginas en inglés, idioma que no conocía ni enten­
día, por la que fue condenado como coautor de un asesinato -mien­
tras el asesino principal fue condenado a cadena perpetua. En esa 
época, el Departamento de Estado de Estados Unidos contactó al 
gobierno de Texas, quien respondió que ellos no habían firmado la 
Convención de Viena sobre Derechos Consulares. 29 

El caso de Mario Benjamín Murphy es similar, sólo que él fue eje­
cutado en Virginia el mismo año, convirtiéndose en el único extran­
jero ejecutado, de 6 que asesinaron a un oficial naval, y a quien se le 
negó el derecho de contactar al consulado. Cuando se hizo la inte­
rrogación sobre las irregularidades del juicio, el procurador del esta­
do dijo que nunca había oído hablar de la Convención de Viena y el 
abogado de oficio señaló que "no creía que México fuera a declarar 
la guerra por ello".3o 

Más recientemente, se encuentra el caso de Javier Suárez Medina, 
ejecutado en Texas en 2002. Nacido en Piedras Negras, Coahuila, este 
mexicano tenía tres años cuando llegó a Estados Unidos con su madre, 
quien buscaba trabajo. En 1988, cuando tenía 19 años, mató de seis 
balazos a un agente de la DEA durante una redada, en DalIas. Cuando 

28 Para efectos comparativos, cabe señalar que hasta 1995, se habían realizado 84 
ejecuciones en Texas, mientras que en California sólamente dos y 242 en el total de 
ESlados Unidos. Lo anterior implicaba que el 34% del total de las ejecuciones se reali­
zaron en Texas (Francisco González de Cossío, art. cit., p. 109). 

29 Mónica lJQnzález, "El número cinco: Javier Suárez Medina », en <www.ccm.itesm. 
mx/noticias/encomun/penamuerte.html>, fecha de acceso: 8 de febrero de 2005. 

30 Loe. cit 
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lo detuvieron, no contactaron a las autoridades mexicanas, porque "no 
sabían que era mexicano", lo cual es una contradicción poco creíble, 
ya que siempre que se detiene a alguien, además de pedir una identifi­
cación, verifican con el Sistema Nacional de Inmigración el estatus del 
interfecto. Condenado desde 1989, fue pospuesta su ejecución 14 
veces. A los 33 años, finalmente, una inyección acabó con su vida, ante 
los ojos de su madre, su padrastro, su hermana y 19 amigos y familia­
res. De nada sirvió la campaña de su madre "quiero tocar los corazones 
de todo el mundo", ni sus lágrimas; ni la carta de Mary Robinson, la 
comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, ni 
las protestas formales de 14 países, diversas ONG, como Amnistía 
Internacional, ni las peticiones ejecutivas por parte del gobierno mexi­
cano, de las cuales hablaremos nuevamente más adelante.sl 

A principios. de 1995, ocho de los 23 mexicanos condenados a 
muerte en Estados Unidos se encontraban recluidos en la prisión de 
alta seguridad de Texas, ubicada en Huntsville, a 90 millas al norte de 
la ciudad de Houston. Si bien los crímenes por los que fueron con­
denados se habían perpetrado en diversos puntos del estado, el 
hecho de que el "pabellón de la muerte" se encontrara cerca de 
Houston, implicaba que el seguimiento principal de sus casos, por 
parte del gobierno de México, correspondiera a la jurisdicción del 
Consulado General de México en Houston.32 Esto es, el consulado 
de Houston se encargaba de coordinar las etapas procesales en mate­
ria de mexicanos sentenciados a pena capital en el estado de Texas. 
De la revisión de los casos de los nueve mexicanos que se encontra­
ban en el pabellón de la muerte en Hunstsville, para el 31 de diciem­
bre de 1994, se puede concluir que las gestiones del consulado en 
Houston fueron elementos clave, como en el pasado, al denunciar y 
revertir diversas irregularidades ocurridas durante los procesos con­
denatorios.33 De ahí la importancia de conocer la labor que realiza el 
gobierno mexicano en la protección de sus connacionales condena­
dos a muerte en Estados Unidos. 

El 8 de abril del 2007, se afirmó que existían 55 sentenciados a 
muerte en los Estados 1 ,<.tv:" y además 104 mexicanos en proceso 
de ser juzgados por el "Paredón de la Muerte", los cuales posible-

3l Loe. cit. 
32 Cabe aclarar que la concentración de los condenados a muerte en Huntsville se 

debía únicamente a razones de Índole presupuestal, puesto que este tipo de cárceles 
requieren de un sistema de alta seguridad significativamente más costoso al de una 
penitenciaría convencional. 

33 Francisco González de Cossío, arto cit., pp. 108 ss. 
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mente se les impondrá la suprema pena capital. En este sentido se 
formuló la opinión de que es conveniente fortalecer las relaciones de 
los consulados con las autoridades norteamericanas para lograr una 
mejor protección a los mexicanos. 

LA LABOR DEL GOBIERNO MEXICANO EN LA PROTECCIÓN 

DE LOS CONNACIONALES CONDENADOS A MUERTE E:-.r ESTADOS UNIDOS 

La labor del gobierno mexicano en la protección de sus connaciona­
les sentenciados a muerte en Estados Unidos no ha sido, de ninguna 
manera, al igual que el resto de las labores de protección, una cues­
tión coyuntural. Es decir, no ha respondido a los intereses de una 
determinada administración, sino todo lo contrario, ha habido una 
evolución continua de los mecanismos utilizados por el gobierno de 
México en la materia, especialmente en los dos últimos decenios, 
consolidándose así en una política de Estado. 

En los primeros momentos, al restituirse la pena de muerte en 
Estados Unidos, en el decenio de los setenta, es evidente que el gobier­
no no tenía las armas políticas ni jurídicas para defender a sus nacio­
nales condenados. Sin embargo, al correr del tiempo, fue elaborando 
estrategias que día a día han resultado más eficaces, aunque existan 
aún una serie de problemas muy complejos dentro del sistema judicial 
estadunidense -léase la posición muchas veces infranqueable de las 
autoridades estatales encargadas de la imposición de la pena de muer­
te, determinación que no facilita nuestra tarea en ningún sentido. 

Puede afirmarse que México se ha ido ajustando a los tiempos, 
teniendo como logro el que las autoridades estadunidenses, de algu­
na forma, deben cuidar más su proceder. Es decir, la vigilancia cuida­
dosa y el seguimiento que las autoridades mexicanas han brindado a 
los casos de mexicanos condenados han servido como un contrapeso 
destinado a evitar la actuación indiscriminada de las autoridades 
federales y locales estadunidenses. 

A raíz de la ejecución de Ramón Montoya, en 1993, el ímpetu de las 
acciones políticas y jurídicas mexicanas para proteger a los connacio­
nales condenados a la pena de muerte en Estados Unidos se acrecen­
tó. Esto se explica por dos razones fundamentales. En primer lugar, 
como ya se dijo, hubo una mayor apertura en la información. En el 
momento en que la opinión pública comenzó a conocer de la situa-
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ción de los condenados en Estados Unidos, ocurrió una sensibilización 
de la sociedad mexicana, que no sólo mostró su repudio, sino que exi­
gió al gobierno mexicano mostrar una actitud mucho más enérgica 
ante lo que consideraba un acto totalmente injusto. 

Como ya se ha señalado, a diferencia de Estados Unidos, pese a 
que la constitución mexicana y algunas estatales, en delitos muy espe­
cíficos, contemplaban la pena de muerte, nuestro país no reconoce, 
desde hace tiempo, la utilización de ésta como medida de preven­
ción o de castigo; es decir, la mención de la pena de muerte serVÍa 
sólo como advertencia sobre la comisión de delitos graves. Aquí cabe 
destacar que "en México el sistema penitenciario está basado en la 
posible readaptación del delincuente".34 Aún más relevante es el 
hecho de que México se ha sumado a importantes instrumentos 
internacionales que prohíben el uso de la pena de muerte.35 

Como resultado, puede hablarse de una tradición humanista, favo­
rable a la abolición de la pena de muerte.36 El argumento básico detrás 
de esta posición es que el respeto a la vida es el valor fundamental de 
las personas, independientemente de la responsabilidad penal que le 
sea imputable, pues sin él no existen otros derechos. México, al igual 
que muchas otras naciones en el mundo, rechaza la pena de muerte 
por tratarse de una sanción cruel e inhumana y porque su aplicación 
imposibilita la corrección de errores judiciales si después de su aplica­
ción devinieran pruebas que demostraran la inocencia del inculpado o 
irregularidades en el proceso.37 Esto ha permitido al gobierno mexica­
no ser congruente al oponerse a la aplicación de la pena capital en 
otros países, en particular en aquellos donde se pretende ejecutar a 
nacionales mexicanos.38 

Sin embargo, la oposición de México ha ocurrido siempre bajo el 
reconocimiento absoluto de la jurisdicción soberana de las naciones. 
La razón de esto es que, a lo largo de su historia, México ha tenido 

34 Eduardo Ibarrola Nícolín, arto ciL, p. 68. 
35 Para ejemplo véase el anexo l-C referente a legislaciones internacionales contra 

la pena de muerte. 
36 Recordemos que el arL 22 constitucional vigente hasta hace poco estipulaba en su 

tercer párrafo: " ... queda prohibida la pena de muerte por delitos políticos ... ·, y listaba Jos 
casos en que podría imponerse, casi todos ellos, prác'tÍcas que han quedado en el pasado, 
por lo que su aplicación, ya era inoperante. Dicho artículo trató de recoger ~ herencia 
humanitaria de las constituciones precedentes mexicanas e incluso la de Cádiz de 1812. 

37 Rodolfo Quilantrán Arenas, op. cit., pp. 59 S. 

38 Loe. cit. 
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que enfrentar abusos por parte de países poderosos con pretexto de 
ejercer la protección de sus ciudadanos e intereses en nuestro terri­
torio. Como consecuencia, en el artículo 27 de la Constitución mexi­
cana, así como en los principios rectores de la política exterior, como 
son la doctrina Carranza y la doctrina Cárdenas, México ha buscado 
establecer límites claros a los derechos de los extranjeros en la 
República Mexicana, de manera que todas las cuestiones que puedan 
surgir con relación con los mismos y sus propiedades en suelo mexi­
canos, se ventilen en los tribunales nacionales, de conformidad con 
las leyes mexicanas, y con exclusión de cualquier intervención diplo­
mática extranjera que pretenda orientar las decisiones de las autori­
dades mexicanas en beneficio exclusivo de dichos extranjeros. 
Asimismo, en los foros multilaterales, los representantes de México 
se han manifestado contra la protección diplomática abusiva y han 
abógado, en cambio, por la solución pacífica de las controversias 
siempre en un marco de respeto a la soberanía de cada país. 

El 11 de mayo de 1988 apareció publicada en el Diario Oficial, una 
importante adición a la fracción x del artículo 89 constitucional, en 
la que se incluyeron los principios normativos que debe observar el 
titular del poder ejecutivo para conducir la política exterior, que a la 
letra dice:39 

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del presidente son las siguientes: 
1 al IX[ ... ] 

x- Dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, sometiéndo­
los a la aprobación del Senado. En la conducción de tal política, el titular del 
Poder Ejecutivo observará los siguientes principios normativos: la autodeter­
minación de los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de controver­
sias; la proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones inter­
nacionales; la igualdad jurídica de los eSIados; la cooperación internacional 
para el desarrollo; y la lucha por la paz y la seguridad internacionales.4o 

El ex canciller doctor Emilio O. Rabasa, en una evaluación crítica, 
señaló, en aquel momento, que la reforma constitucional era proce-

39 La inserción de estos principios en la Constitución mexicana es, en opinión de un 
distinguido profesor de derecho internacional, un aspecto muy novedoso que solamen­
te tenía parangón en la Constitución de 1977 de la Unión Soviética (Hermilo López 
Bassols), "La Solución de Controversias", en Emilio O. Rabasa (Coord.), Los 5iete princi­
pios fundamentales de la política extericrr de Méxiw, México, PRI, 1993, p. 36). 

40 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, art. 89-x, 1989. 
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dente porque, a partir de su vigencia, la política exterior de México 
quedó "sujeta inexorablemente [a los siete principios rectores], por 
claro y preciso mandato constitucional y no por obligación derivada de 
tratados. [Entonces], la violación de estos principios o su incumpli­
miento implicaría, respectivamente, infringir la Ley Suprema o no aca­
tarla. Consecuentemente, los principios internacionales tendrían el 
mayor rango jurídico posible. »41 En efecto, los principios rectores de la 
política exterior contenidos en numerosos tratados internacionales y 
emanados de la práctica consuetudinaria de los estados, cobran un 
rango constitucional, generando que el Ejecutivo, a quien se le confie­
re la dirección de la política exterior, esté obligado a su observancia, so 
pena de violar la norma constitucional. Estas acciones han contribuido 
a la aceptación generalizada del principio de que la protección diplo­
mática sólo puede ejercerse en caso de denegación de justicia y previo 
agotamiento de los recursos locales de justicia. 

Entonces, en contraste con las acciones ejercidas por otros países, 
los métodos utilizados por México para proteger los intereses de sus 
nacionales en el exterior han sido pacíficos, respetuosos de la sobe­
ranía y las leyes internas de otros países y se han caracterizado por 
efectuarse más bien por medio de sus cónsules que de sus diplomáti­
cos, a fin de asegurar siempre el debido respeto al principio interna­
cional de agotamiento de los recursos locales antes de hacer uso de 
la instancia diplomática. Además, a diferencia del tipo de intereses 
por los que han abogado los representantes de países poderosos y 
que en general se han referido a la posesión extranjera de bienes e 
inversiones en México, este país ha tenido que proteger de manera 
fundamental su fuerza de trabajo migrante, principalmente la que 
desde el siglo XIX se dirige hacia los Estados Unidos.42 

Por lo tanto, el gobierno de México ha manifestado que sus accio­
nes a favor de los mexicanos sentenciados a muerte, o de aquellos 
que posiblemente sean sentenciados, no pretenden enjuiciar al siste­
ma jurídico de Estados e nidos, pero sí vigilar que los procesos judi­
ciales que involucren a nuestros connacionales se apeguen a dere­
cho. En este sentido, es bien sabido que México no pretende 
pronunciarse respecto de la inocencia o culpabilidad de los actos de 
los mexicanos, ya que tal responsabilidad es tarea exclusiva del poder 
judicial estadunidense, en virtud de que los delitos se cometieron en 

41 "Nota introductoria", en Emilio O. Rabasa, op. cit, p. 14. 
42 Remedios Gómez Arnau, op. cit., pp. 227 s. 
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Estados Unidos y México sostiene el irrestricto respeto a la soberanía 
de otros estados.43 Entonces, lo que tanto la cancillería como la 
extensa red de consulados mexicanos en Estados Unidos44 buscan, es 
mantener una política de apoyo a los mexicanos que están expuestos 
a ser sentenciados para mejorar su defensa y subrayar a las autorida­
des competentes la importancia de respetar un proceso que podría 
evitar la imposición de la pena de muerte.45 

Dentro de la política mexicana existen varios factores que son 
fundamentales para proteger a los mexicanos que enfrentan un pro­
ceso judicial. En primer, lugar se encuentra el papel de la cancillería, 
al reforzar a su personal consular con profesionistas especializados 
en el tema. En segundo lugar, el apoyo de los consulados en la elec­
ción de abogados defensores, ya sea mediante abogados asesores que 
prestan servicios a un consulado o al contratar bufetes de abogados, 
generalmente mexicano-estadunidenses, para un caso en particular. 
En tercer lugar, el trabajo conjunto de los consulados con organiza­
ciones civiles dedicadas al tema de la pena de muerte. En cuarto 
lugar, la creación de coaliciones de consulados de varios países. Por 
ejemplo, se ha demostrado que la reunión de cónsules mexicanos 
con centroamericanos, que manejan la misma problemática, aunque 
a diferente escala, puede ser un mecanismo eficaz para compartir 
información de índole legal. Finalmente, la posición asumida inter­
nacionalmente por los gobiernos afectados; en este caso, México, 
que representa una presión internacional para las autoridades esta­
dunidenses. 

Por ejemplo, la última vez que se ejecutó a un mexicano, Javier 
Suárez Medina, en Estados Unidos, el gobierno de México llevó a 
cabo una fuerte protesta con dimensiones internacionales. El gober­
nador de Texas, Rick Perry, le negó a Suárez un aplazamiento de 30 
días -la única acción que el gobernador podía autorizar sin contar 

43 Boletín de Prensa, Secretaría de Relaciones Exteriores, 22 de octubre de 1996. 
44 Aquí es importante notar que mientras México cuenta con casi medio centene­

ra de consulados y oficinas conexas en Estados Unidos, encargadas de tratar asuntos 
de diversa Índole relacionados con los intereses de sus nacionales radicados allá, sólo 
existen seis consulados honorarios en ese país, la mayoría de ellos en' Estados con muy 
bajo porcentaje de mexicanos (A1aska, Hawai, Wisconsin y Carolina del Norte) y 
encargados de temas muy distintos como son el comercial y el turístico. El contraste 
entre este tipo de consulados y los de carrera muestra, una vez más, la importancia que 
le otorga el gobierno de México a la presencia de millones de connaCÍonales en suelo 
estadounidense. 

45 Rodolfo Quilantrán Arenas, op. cit., pp. 59 8. 
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con la aprobación del consejo de libertad provisional para los reos­
por lo que el mexicano fue ejecutado el 15 de agosto de 2002. En 
repudio a la ejecución, el presidente Fox canceló una visita a Texas,46 
donde se reuniría con su homólogo de Estados Unidos, George 
Bush.47 Asimismo, cuando el gobernador texano visitó México, no 
fue recibido por el presidente. 

Cabe destacar, entre estos factores, la extensa red de consulados 
mexicanos que existen en la actualidad en Estados U nidos y que son 
los mecanismos básicos de aplicación de la política de protección a la 
comunidad mexicana radicada en ese país. Sin duda alguna, es la 
más extensa que un país cualquiera tiene en el territorio de otro 
Estado; está constituida por 19 consulados generales, 26 consulados 
de carrera y una sección consular ubicada en la ciudad de 
Washigton, D.C., es decir, un total de 45 oficinas a las que la comuni­
dad mexicana puede acudir en busca de protección por parte de su 
gobierno, distribuidas en los siguientes estados: California 11, Texas 
10, Arizona 5, Florida 2, Nuevo México 1, Nueva York 1, Pensilvania 
1, Nevada 1, Georgia 1, Carolina del Norte 1, Utah 1, Nebraska 1, 
Oregon 1, Massachusetts 1, Indiana 1, Missouri 1, Michigan 1, Illinois 
1, Colorado 1, Washington 1, y Washington, D.C. 1. Como un ejerci­
cio comparativo, cabe señalar que en el resto del mundo, México 

46 Fox había planeado viajar a varias ciudades de Texas y visitar el rancho de Bush 
en Crav¡ford del 26 al 28 de agosto de 2002. "Dicha decisión es una señal de repudio 
inequívoco de la ejecución", dijo el portavoz presidencial RodoIfo Elizando en una 
conferencia de prensa. "Sería inapropiado en estas lamentables circunstancias llevar a 
cabo esta visita a Texas" y concluyó que «México confía que la cancelación de esta 
importante visita presidencial contribuya al fortalecimiento del respeto, por parte de 
todos los estados, de las normas de Derecho Internacional y de las Convenciones que 
regulan la coexistencia de las naciones". La Casa Blanca, por su parte, respondió que 
la cancelación de la visita no afectaría la relación entre ambos países. 

47 Como se explicó antes, las autoridades de Texas violaron el arto 36 de la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. A consecuencia de dicha violación, 
no sólo se privó al mexicano ejecutado de su derecho a beneficiarse de la asistencia de 
su país cuando más la necesitaba, sino que también se impidió al gobierno de México 
proporcionar la asistencia prioritaría que bien pudo haber influido en el resultado del 
juicio. Para México la violación del derecho a la notificación consular en este caso 
afectó gravemente otras garantías básicas del derecho al debido proceso legal consa­
gradas en instrumentos internacionales, lo cual, a su vez, derivó en la ilegalidad de la 
sentencia capital impuesta a este mexicano. Entonces, México había solicitado la sus­
pensión de la ejecución con el fin de que tanto las cortes de los Estados Unidos y tri­
bunales internacionales, así como la Junta de Perdones y Libertad Condicional de 
Texas contaran con tiempo suficiente para considerar las numerosas violaciones en el 
caso de Suárez Medina. 
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cuenta solamente con 16 Consulados Generales y de Carrera, ade­
más de tres Oficinas de Enlace Consular en Estrasburgo, Calgary y 
Taiwán, y una sección consular en Reino Unido. 

Consideramos útil presentar un cuadro con la ubicación de los 18 
consulados generales en Estados Unidos y con la proporción de fun­
cionarios de carrera del servicio exterior mexicano que se ocupan de 
las labores de protección y asuntos legales, respecto al total de fun­
cionarios de carrera adscritos a dichos consulados. 

Finalmente vemos que aunque la defensa de los ciudadanos mexi­
canos condenados o en riesgo de ser condenados a la pena de muerte 
es conducida exclusivamente por el abogado defensor, es importante 
la labor de auxilio y asesoría que presta el gobierno mexicano, por 
medio de sus consulados, en todas las etapas de cada uno de los proce­
sos. En primer lugar, otorga información, asesoría y ayuda en general, 
económica incluso, a los connacionales sentenciados a la pena capital 
en Estados Unidos y a sus familias. En este sentido, la labor consular en 
el auxilio a los familiares de los reos mexicanos con pena capital, así 
como las visitas de funcionarios consulares mexicanos a los sentencia­
dos, son parte importante de la ayuda proporcionada. Este tipo de 
apoyo incluye información detallada y oportuna sobre el estado proce­
sal de los respectivos casos, así como, frecuentemente, transporte de 
las familias de los sentenciados a las respectivas prisiones para que pue­
dan visitar a su familiar,48 ayuda económica, entre otros. 

En segundo lugar, promueve una adecuada defensa jurídica de los 
mexicanos, que va desde la localización de testigos y ótras probanzas a 
favor de los enjuiciados que ayuden al abogado defensor, hasta la inter­
posición de recursos jurídicos (apelación y revisión), peticiones de cle­
mencia ejecutiva, etc. Además, se auxilia al abogado defensor en lo 
que éste requiera. Como ya se dijo, el trabajo del gobierno mexicano 
tiene como objetivo principal el que se respeten las garantías procesa­
les fundamentales, por lo que, cuando es necesario se acude a organi­
zaciones no gubernamentales49 para fines de interposición de recursos 
o se solicita a la Secretaría de Relaciones Exteriores que presente notas 
diplomáticas con diferentes objetivos. Además, los consulados partici-

48 En coordinación con los gobiernos de los estados mexicanos de los que es origi­
nario el connacional sentenciado, ° en donde se encuentra su familia. 

49 Cabe aclarar que son estas organizaciones, en la mayoría de los casos, y a través 
de sus sistemas de información e investigación, las que dan a conocer a los consulados 
mexicanos situaciones generales o particulares sobre connacionales detenidos o con­
denados a pena de muerte. 
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pan en actividades destinadas a mantener informado al gobierno 
mexicano sobre el avance procesal de los casos de los connacionales 
sentenciados. Cabe destacar la coordinación, no sólo del gobierno 
mexicano, mediante la Secretaria de Relaciones Exteriores, con los 
consulados mexicanos en Estados Unidos, sino de estos últimos con 
los abogados defensores y las organizaciones opuestas a la pena de 
muerte, como el Texas Resource Center y las ONG pro derechos huma­
nos.50 

En tercer lugar, el gobierno mexicano mantiene programas de 
información dirigidos a la opinión pública en nuestro país, tendientes 
a disminuir los prejuicios existentes en la materia pues la impresión 
general del mexicano de que las condenas a pena de muerte tienen 
sólo un origen racial y no judicial, cuando esto puede ser cierto pero 
no siempre, entorpecen en ocasiones la labor de defensa por parte del 
abogado. Por último, promueve campañas de información en Estados 
Unidos que eviten actitudes xenofóbicas o discriminatorias (muy 
intensas en la frontera, principalmente en Arizona, California, Texas, y 
Nuevo México), así como de sensibilización de las autoridades judicia­
les en cuyas manos está el procedimiento de los mexicanos, buscando 
así que no ocurran distorsiones en los juicios. 

En apoyo a la labor de protección de los consulados de México en 
Estados Unidos, la Secretaría de Relaciones Exteriores instituyó en 
septiembre de 2000, a través de su Dirección General de Protección y 
Asuntos Consulares el entonces denominado "Programa de 
Asistencia Jurídica a Mexicanos Sentenciados a Pena de Muerte". 
Este programa se renovó en octubre de 2001, modificando su nom­
bre a "Programa de Asistencia Jurídica para Casos de Pena Capital en 
Estados Unidos." 

El objetivo de este programa es evitar la imposición de la pena 
capital a mexicanos acusados de delitos punibles con tal sanción, 

50 Algunas de las organizaciones no gubernamentales dedicadas al estudio de la 
pena de muerte en Estados Unidos son: Amnistía Internacional, Human Rights Watch, 
American Civil Liberties Union, Death Penalty Information Center, Murder Víctim's 
Families for Reconciliation, Nacional Black Police Officer'g Associatíon, Nacional 
Coalicion to Abolish the Death Penalty, Nacional College for Críminal Defense y 
Naúonal Conference of Black Lawyers. También es importante decir que existen una 
serie de programas nacionales y estatales de asistencia legal en materia de pena de 
muerte, entre los que se encuentran: Habeas Assistance & Trainíng Pr~ject, NAACP 

Legal Defense Fund, Naúonal Association of Criminal Defense Attorneys, y Southern 
Center for Human Rights. Para un listado de estas y las ya citadas, así como sus dalos 
de contacto, véase Rodolfo Quilantrán Arenas, op. cit, pp. 111-118. 



CUADRO 5. Pr:RSONAL ACREDITADO EN LOS CONSULADOS DE MÉXICO (2005) >-' 
<.n 

Personal adscrito a los consulados generalef>l ~ 

Ciudad TiPo Rango Funcionario Subtotal Agregado Técnico Subtotal Total Ífltima 
del titular consular admvo. adrnvo. Act. SRE 

1 Adanta General Cónsul general 3 4 1 3 4 8 O&Abr-05 
2 Austin General Cónsul general 2 3 1 2 3 6 
3 Boston General Cónsul general 3 4 2 6 06-Abr-05 
4 Chicago General Cónsul general 10 11 5 5 16 01-Mar-05 
5 Dallas General Cónsul general 5 6 3 3 6 12 08-Dic-04 
6 Denver General Cónsul general 3 4 2 1 3 7 28-Abr-05 
7 El Paso General Cónsul general 4 5 2 4 6 11 09-May-05 
8 Houston General Cónsul general 8 9 2 3 5 14 20-May-05 :; 
9 Los Ángeles General Cónsul general 10 11 4 8 12 23 06-Abr-05 "" 
10 Miami General Cónsul general 5 6 1 3 4 lO Mar-05 ~ 
11 Nogales General Cónsul general 3 4 5 09-May-OS t'l 

Cl 
12 Nueva York General Cónsul general 8 9 2 4 6 15 09-May-05 Cl 

5, 
13 Phoenix General Cónsul general 1 2 I 3 4 6 21-Ene-05 Z 
14 Sacramento General Cónsul general 2 3 2 2 4 7 Ene-05 Cl 

~ 15 San Antonio General Cónsul general 4 5 3 4 9 09-May-05 
~ 16 San Diego General Cónsul general 6 7 S 6 13 22-Nov-04 

~ 17 San Francisco General Cónsul general 7 8 4 5 13 13-Abr-05 
18 San José General Cónsul general 4 5 2 7 13-May-OS > 

t"' 
19 Washington General Cónsul general 2 3 5 6 9 23-May-05 @ 

s:: 
!'J:1 

51 Hermilo López-Bassols, Tratado de derecho diPlomático y consular, México, Porrúa, 2006, pp. 796 Y 797. ~ 
O 
en 



CUADRO 6. PERSONAL ADSCRITO EN LOS CONSULADOS DE CARRERA :; 
Ciudad 1100 Rango Funcionarío Subtotai Agregado Técnico Subtotal Total Última ~ ...; 

t<l 
(j 

1 Albuquerque Carrera Cónsul 3 4 1 2 6 04-Fe1HJ5 Q 

2 Brownsville Carrera Cónsul l 2 3 4 6 09-May..()5 O-
Z 

3 Calexico Carrera Cónsul 2 3 4 4 7 06-Abr-05 (j 

4 Del Rio Carrera Cónsul 1 2 O 2 06-0ct..()4 O 
Z 

5 Detroit Carrera Cónsul 2 3 1 2 5 Ol-Fe1HJ5 
(f) 

c:: 
6 Douglas Carrera Cónsul 1 l 2 3 03-May..()5 ~ 7 Eagle Pass Carrera Cónsul 1 2 2 3 02-May"()5 > 
8 Filadelfia Carrera Cónsul 2 3 2 2 5 04-Abr..()5 § 9 Fresno Carrera Cónsul 1 2 1 2 3 5 20-Ene"()5 
10 Indianápolis Carrera Cónsul 1 2 2 2 4 05-Abr..()5 ~ 
11 Kansas City Carrera Cónsul 2 3 1 4 29-Mar"()5 ~ 
12 Laredo Carrera Cónsul 1 2 2 4 06-May..()5 

~ 13 Las Vegas Carrera Cónsul 2 3 1 4 01-Abr"()5 
14 Little Rock Carrera Cónsul 1 2 1 2 4 02-Fe1HJ5 (f) 

15 MeAllen ('~rrera Cónsul l 2 4 5 7 IO-Mar..()5 
16 Omaha Carrera Cónsul 1 2 1 1 3 3O-Sep..()4 
17 Orlando Carrera Cónsul 2 3 4 4 7 04-Abr..()5 
18 Oxnard Carrera Cónsul 1 2 2 2 4 22-Dic"()4 
19 Pórtland Carrera Cónsul 2 3 4 6 09-Feb-05 
20 Presidio Carrera Cónsul 1 l 1 2 13-May"()5 
21 Raleigh Carrera Cónsul 1 2 1 3 02-May"()5 
22 SaintPaul Carrera Cónsul l 2 1 2 4 
23 Sal! Lake City Carrera Cónsul 2 3 1 l 4 03-Fe1HJ5 
24 San Bernarruno Carrera Cónsul l 2 5 5 7 08-Abr..()5 
26 Santa Ana Carrera Cónsul l 2 l 1 3 04-Fe1HJ5 
27 Seattle Carrera Cónsul 1 2 2 2 4 6 04-Abr..()5 
29 Tucson Carrera Cónsul 1 2 4 4 ti 02-Mar"()5 -t.J"( 

Actualización de la información ofrecida por la Secretaría de Relaciones Exteriores, 19 de abril de 2007. t.J"( 
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mediante la intervención oportuna y la asesoría técnico-legal presta­
da a través del programa. Esta asesoría se otorga a los abogados 
defensores de los acusados y a las representaciones consulares mexi­
canas en Estados U nidos. Trabaja además en el otorgamiento de asis­
tencia técnicojurídica en los casos en que mexicanos hayan sido sen­
tenciados a la pena capital, a fin de que sus defensores cuenten con 
elementos legales y mitigantes durante los procesos de apelación 
ante tribunales locales y federales, incluida la Suprema Corte de 
Justicia Federal de Estados Unidos, para lograr la suspensión de eje­
cuciones programadas o, en su caso, la anulación de la sentencia y la 
reposición de los procedimientos. Asimismo prevé coadyuvar en la 
capacitación del personal consular y de miembros del Servicio 
Exterior Mexicano que desempeñan labores de protección en los 
consulados en Estados Unidos, así como de funcionarios de la 
Cancillería, a fin de proporcionarles elementos teórico-prácticos 
para el mejor manejo y atención de los casos de pena capitat.52 

El apoyo prestado a través del programa se proporciona en diver­
sas fases del proceso judicial, que incluye procedimientos preparato­
rios al juicio, fase de culpabilidad y fase de sentencia. Asimismo, 
durante las etapas posteriores a la condena, que son la apelación 
directa y el habeas corpus estatal y federal, a través de asesoría especia­
lizada en legislación penal estadunidense e internacional a los abo­
gados encargados de la defensa de los mexicanos que enfrentan la 
pena capital. 

El programa inició sus trabajos en septiembre de 2000 con la con­
tratación de los servicios del despacho de la abogada Sandra 
Babcock, reconocida especialista en derecho internacional y en casos 
de pena capital, como coadyuvante de los abogados defensores de los 
mexicanos involucrados en procesos de pena de muerte. Se eligió tal 
despacho por la experiencia y gran confiabilidad, pues durante el 
decenio de los noventa, dicho despacbo sentó precedentes en las 
cortes estadunidenses al presentar como argumento de defensa la 
violación al artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares en casos de pena de muerte. Asimismo, es de gran rele­
vancia señalar que la SRE al crear el programa, tomó en cuenta el 
éxito de la defensa alcanzada en el caso Aldape, el cual será analiza­
do más adelante. Sandra Babcock estaba recién egresada de la 

52 Secretaria de Relaciones Exteriores, Servicios de Asistencia y Protección 
Consular, Dirección General de Protección y Asuntos Consulares. 
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Escuela de Derecho de Harvard, en ese entonces, cuando se involu­
cró en ese caso. En 1999, cuando las autoridades mexicanas la con­
tactaron, había un objetivo en la mente de la abogada: "defender a 
los mexicanos presos en Estados Unidos porque tenía la certeza de 
que son vulnerables debido a la barrera del lenguaje y las diferencias 
culturales".53 

El programa se conforma con cuatro tipos de funcionarios. Existe 
un "abogado encargado del programa", quien coordina las acciones 
de los abogados que participan en él y mantiene comunicación con 
los abogadores defensores de los connacionales, los fiscales, los jue­
ces y los cónsules de México en Estados Unidos. Por su parte, los 
"abogados de apoyo" elaboran los documentos que se presentan 
como recursos legales ante distintas instancias judiciales y realizan 
acciones de apoyo al abogado encargado del programa, como moni­
toreo en cárceles estadunidenses para detectar casos potenciales de 
pena de muerte y entrevistas con cónsules, fiscales y jueces. También 
existe un grupo de investigadores que coadyuvan en la localización 
de elementos que puedan ser presentados como pruebas mitigantes 
a favor de nuestros connacionales, a fin de presentarlos ante las cor­
tes en los procesos judiciales ordinarios o posteriores a la sentencia. 
Por último, se encuentra un grupo de especialistas que presentan tes­
timonios como elementos mitigantes en las cortes. Éstos pueden ser 
neurólogos, psiquiatras, consultores en selección de jurados, acadé­
micos expertos en derecho internacional, entre otros. 

Para asegurar su efectividad, el apoyo del programa es proporcio­
nado tanto en el proceso judicial como en las etapas posteriores a la 
condena, mediante asesoría especializada en legislación penal esta­
dunidense e internacional (tratados y convenciones) a los abogados 
defensores. Entre sus principales responsabilidades se encuentran: 
1] la elaboración y presentación de recursos judiciales y administrati­
vos, tales como el amicus cunae, la apelación directa, el habeas corpus, 
el writ 01 certioran y la solicitud de clemencia ejecutiva; 2] detectar 
irregularidades que se presentan antes, durante o después del juicio, 
como discriminación racial, omisión de notificación consular, repre­
sentación legal incompetente, entre otras; 3] apoyar a la defensa del 
connacional en la obtención de pruebas mitigantes; 4] localizar espe­
cialistas para presentar testimonios; 5] monitorear constantemente 

53 Jorge Cisneros, "Un Ángel en el Pabellón de la Muerte", en El Universal, 6 de 
dícíembre de 2004. 
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el sistema de cárceles en Estados Unidos; 6] establecer comunicación 
directa y permanente con jueces y fiscales; 7] mantener comunica­
ción en cadena entre consulados, abogados y programa; 8] organi­
zar, conjuntamente con la Secretaría de Relaciones Exteriores, cur­
sos de capacitación para miembros del Servicio Exterior Mexicano y 
funcionarios de la cancillería dedicados a las labores de protección. 

Dada la gran demanda de ayuda legal de presos condenados en 
Estados Unidos, el programa ha establecido claramente ocho crite­
rios por los que un caso es susceptible de recibir apoyo. Éstos son: 1] 
que existan elementos pata presumir la inocencia del connacional; 
2] cuando se trate de menores de edad en la fecha de la comisión del 
delito; 3] cuando se trate de connacionales que tengan o hayan teni­
do una representación legal notoriamente incompetente; 4] en casos 
de evidente discriminación racial durante el proceso, especialmente 
cuando coacusados hayan recibido sentencias menores; 5] cuando se 
trate de connacionales que presenten problemas mentales; 6] en 
casos federales de pena capital; 7] cuando se trate de sentenciados a 
pena de muerte que podrían recibir una fecha de ejecución en el 
futuro cercano, y sentenciados con fecha de ejecución programada; 
8] por violaciones graves al proceso legal y al derecho de acceso y 
notificación consular, en flagrante violación de la Convenci{m de 
Viena sobre Relaciones Consulares.54 ' 

Desde su inicio en el año 2000, este programa ha logrado que fis­
cales, jueces y jurados desistieran de solicitar la pena capital en 131 
casos y que en otros siete, la pena haya sido conmutada. En 28 casos 
se destinaron fondos para contratar investigadores y expertos en 
diversas especialidades como psicólogos, psiquiatras o neurólogos, a 
fin de suplir carencias de recursos por parte de la defensa. 

Es importante mencionar que en diez ocasiones, se adoptaron 
medidas para que abogados especializados tomaran el lugar de los 
defensores de oficio asignados por las cortes, incluyendo los casos de 
dos mexicanos condenados injustamente por homicidio en el estado 
de Texas. Como resultado de la intervención de los abogados del 
programa se logró preservar diversos argumentos legales, incluido el 

54 Cabe destacar que el Programa ha sido conducto para presentar ante las fisca­
lías, la Opinión Consultiva presentada por el gobierno de México ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (oc-16/99) y el fallo de la Corte Internacional 
de Justicia sobre el caso Avena, relativos a la interpretación del artículo 36 de la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, que serán analizados en el capítu­
lo siguiente. 
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de la violación al derecho a la notificación consular, en los expedien­
tes de 18 casos, evitando así la aplicación del principio de la preclu­
sión procesal, con lo que dichos argumentos podrán hacerse valer en 
recursos legales posteriores ante tribunales superiores. En 23 casos 
los abogados del programa elaboraron documentos de amicus cunae 
que fueron presentados por el gobierno de México ante los tribuna­
les competentes. Igualmente, abogados del programa se entrevista­
ron con abogados defensores asignados a 87 casos de pena capital y 
con 64 compatriotas involucrados en delitos capitales recluidos en 
diversos centros penitenciarios de la Unión Americana. Además se 
crearon manuales para abogados que representan a mexicanos en 
procesos capitales y para los funcionarios consulares que laboran en 
las áreas de protección. Estos documentos proporcionan informa­
ción básica sobre la defensa legal de mexicanos que enfrentan la 
pena capital y sobre el manejo adecuado de dichos casos. 

Como parte de las acciones de este programa se han realizado 
además cuatro seminarios regionales en Houston, Los Ángeles, 
Chicago y Dallas, dirigidos al personal consular de las representacio­
nes con mayor incidencia de casos capitales, y dos más en San 
Francisco y Santa Mónica, dirigidos a abogados defensores de mexi­
canos que enfrentan la pena capital. Asimismo, en la ciudad de 
México se llevó a cabo otro seminario sobre protección, dirigido a 
miembros del SEM y personal de la SRE que interviene en la atención 
de casos de pena capital. 

Sin duda uno de los logros más importantes del programa es el 
caso Osvaldo Torres Aguilera, sentenciado a muerte en Oklahoma, a 
quien, gracias a la intervención inmediata del programa y a la parti­
cipación de la Embajada de México en Estados Unidos, el goberna­
dor de Oklahoma le conmutó la pena capital por prisión perpetua 
en mayo de 2004, en respuesta a la decisión de la Corte Internacional 
de Justicia en el caso Avena. Otro caso digno de reconocimiento es el 
de Gerardo Valdez Matos, quien logró que la Corte de Apelaciones 
Criminales de Oklahoma ordenara la suspensión de su ejecución y la 
celebración de una nueva audiencia para reconsiderar su sentencia, 
Luego de la intervención y colaboración del programa con el aboga­
do defensor. En este caso el juez competente determinó que Valdez 
Matos efectivamente sufrió un perjuicio al no ser notificado oportu­
namente de sus derechos derivados del Artículo 36 de la Convención 
de Viena y, en una decisión sin precedentes, falló la suspensión defi­
nitiva de la ejecución en mayo de 2002, enviando el caso a la primera 
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instancia para una nueva fase de sentencia. En esa nueva fase el fiscal 
aceptó retirar los cargos capitales a cambio de una declaración de 
culpabilidad. Lo anterior constituye el primer caso en que la corte en 
ese estado otorga una suspensión de pena de muerte como resultado 
de la promoción de un recurso de apelación. 55 

Sólo durante 2004 se atendieron directamente 40 casos de mexi­
canos, de los cuales 22 eran de sentenciados a pena de muerte y 18 
de potenciales a ser sentenciados a esa pena. También se registraron 
142 casos de mexicanos en procesos penales que podrían derivar en 
esa sentencia. Cabe hacer notar que durante ese año, aunque los 
mexicanos sentenciados sólo representaban el 1.4% de las 3701 per­
sonas sentenciadas a pena de muerte en Estados Unidos, los 54 mexi­
canos sentenciados a pena de muerte constituían el 44% del total de 
extranjeros condenados a la pena capital en ese país, colocando a 
México como el país con el número más alto de nacionales senten­
ciados.56 Por su parte, la abogada Sandra Babcock asignada al pro­
grama, calculaba que un centenar de mexicanos han salvado su vida 
como resultado del trabajo del programa.57 

Tras este breve análisis de la labor del gobierno mexicano en la 
protección de sus connacionales que son susceptibles de ser conde­
nados a pena de muerte, o que ya han sido sentenciados, es esencial 
decir que dicha labor ha sido exitosa al efectivamente lograr que 
varias ejecuciones hayan sido suspendidas y la pena de muerte con­
mutada -existiendo ejemplos desde hace más de 10 años.58 Pero es 
innegable que el hecho más contundente del éxito de la labor reali­
zada por el gobierno mexicano es la reciente sentencia de la Corte 
Internacional de Justicia (caso Avena) que fue precedido por la 
Opinión Consultiva emitida por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Ambos casos, junto con la suspensión de la eje­
cución de Ricardo Aldape Guerra -el cual concierne directamente a 
la experiencia personal del autor- serán analizados a continuación. 

55 Consejo Nacional de Población, Informe de Ejecución 2005-2006 del Programa 
Nacional de Población 2001-2006. 

56 Boletín de Prensa, Secretaría de Relaciones Exteriores, México, 2004. 
57 Jorge Cisneros, #Un Ángel en el Pabellón de la Muerte", arto cito 
58 González de Cossío, por su parte, enumera cinco casos ocurridos entre junio de 

1992 y diciembre de 1994 (art. cit., p. 124, nota al pie). 



4. EL CASO AVENA 

Como se explicó en el capítulo anterior, el gobierno de México, desde 
hace ya varios decenios y en forma consistente, ha protegido los dere­
chos de sus nacionales que se encuentran en el exterior, ya sea de 
forma temporal o permanente, especialmente aquellos que radican de 
forma indocumentada en territorio estadunidense. Puede afirmarse 
que "la historia del servicio exterior mexicano es, en gran medida, la 
historia de la defensa de nuestros connacionales que, allende la fron­
tera, enfrentan un mundo de barreras culturales, malos tratos y explo­
tación, no exentos de prejuicios raciales, que los colocan en situación 
de enorme vulnerabilidad ante las autoridades del país de destino. La 
labor de protección consular que, por mandato de ley, llevan a cabo, 
día tras día, los cónsules de México, se propone compensar esta desi­
gualdad de Jacto, mediante la prestación de un sinnúmero de servidos 
a favor del mexicano en el extranjero, con pleno respeto a las leyes del 
país de destino."l Dentro de las funciones consulares fundamentales 
está la de brindar ayuda a los ciudadanos de su país en el extranjero 
y velar por que reciban un trato justo, equitativo y humano mientras 
permanecen bajo custodia de autoridades judiciales. El acceso al 
consulado y la ayuda de éste son indispensables siempre que ciuda­
danos extra~eros afrontan acusaciones y encarcelamiento en aplica­
ción de los sistemas legales de otro país, especialmente cuando 
puede llegarse hasta una condena a muerte. Una intervención con­
sular oportuna asegura que los detenidos extranjeros comprenden 
sus derechos legales y cuentan con los medios para preparar una 
defensa adecuada.2 

Consecuente con esta actitud, México solicitó a la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos el 19 de diciembre de 1997 
una Opinión Consultiva sobre la aplicación de diversos tratados con­
cernientes a la protección de los derechos humanos en los estados 
americanos. La consulta de nuestro gobierno se relacionaba con las 

1 Juan Manuel Gómez-Robledo, "El Caso Avena y otros nacionales mexicanos 
(México contra Estados Unidos de América) ante la Corte Internacional de Justicia", 
Anuario Mexicano de Derecho Internacional, México, UNAM, v-2005. p. 175. 

2 Del párrafo 52, de la sentencia, ICj, 2004. 
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garantías judiciales mínimas y el debido proceso en el marco de la 
pena de muerte, impuesta judicialmente a extranjeros a quienes el 
Estado receptor no ha informado de su derecho a comunicarse y a soli­
citar la asistencia de las autoridades consulares del Estado de su nacio­
nalidad. México fundó su argumentación en lo expuesto en el Artículo 
64.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, en la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre y en el Pacto Inter­
nacional de Derechos Civiles y Políticos de la ONU. Todos estos instru­
mentos son de carácter vinculante para México. Más adelante se exa­
minará esta opinión consultiva que constituye un precedente 
importante en la materia. 

Más adelante, congruente con este objetivo prioritario del gobier­
no mexicano de proteger a sus ciudadanos en el exterior, México 
acudió a la Corte Internacional de Justicia de La Haya en enero de 
2003, planteando una controversia para dirimir por la vía judicial 
sobre la aplicación de los artículos 5 y 36 de la Convención de Viena 
sobre Relaciones Consulares. El gobierno de México presentó el caso 
porque las autoridades estadunidenses no informaron a una canti­
dad significativa de presos mexicanos, condenados a muerte, de su 
derecho a entrevistarse con funcionarios de su consulado. 

La Convención de Viena sobre Relaciones Consulares dispone el 
derecho a la notificación y la asistencia consular. En su artículo 36, 
exige a las autoridades locales que informen inmediatamente a los ciu­
dadanos extranjeros detenidos, privados de libertad o encarcelados de 
su derecho a notificar a su consulado su detención. A petición del dete­
nido, las autoridades deben notificar la detención al consulado sin 
demora y autorizar el acceso de los representantes consulares a su com­
patriota detenido. Este derecho permite que los funcionarios presten 
asistencia, incluida la asesoría legal, para ayudar a garantizar un juicio 
justo a los ciudadanos de sus países que puedan estar en desventaja en 
procesos penales en el extranjero. México afirmó, cuando presentó la 
demanda, que estos ciudadanos habían sido juzgados, condenados y 
sentenciados a muerte sin que se les informara debidamente de sus 
derechos, a pesar de que Estados Unidos era uno de los 168 países que 
adoptaron la Convención de Viena y se comprometieron, ante la comu­
nidad internacional, a cumplir con sus disposiciones.!! La Convención 

3 Estados Unidos firmó la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares al 
término de la Conferencia de Viena el 24 de abril de 1963 y fue ratificada por su 
gobierno el 24 de noviembre de 1969. 
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norma un aspecto de la libertad de comunicación de los cónsules, que 
es de vital importancia para el ejercicio de sus funciones: el derecho de 
comunicación con sus propios nacionales establecido en el artículo 5 
de la misma.4 "En consecuencia, hoy por hoy, la importancia de la libre 
comunicación entre los nacionales de un Estado y su gobierno es tal 
que puede afirmarse que sin ella, sena casi inútil el establecimiento de 
relaciones consulares."5 

El artículo 36 de la Convención de Viena determina tres obliga­
ciones para todos los estados firmantes en caso de que un extranjero 
sea puesto en prisión preventiva o sea encarcelado en cumplimiento 
de la sentencia de un tribunal, dentro de su territorio. En primer 
lugar, debe informar sobre el hecho a un funcionario consular del 
Estado del cual es nacional el detenido. En segundo lugar, el Estado 
receptor debe hacer llegar al funcionario consular, las comunicacio­
nes que le dirija su nacional, sea en calidad de detenido, procesado o 
sentenciado. En tercer lugar, el Estado receptor debe permitir al fun­
cionario consular que visite al nacional de su Estado, que se halla 
detenido o encarcelado en su circunscripción consular, que converse 
con él y que lo asista en su defensa ante los tribunales. Esta disposi­
ción comprende los casos en que un nacional del Estado que envía 
haya sido puesto en prisión preventiva y se haya instruido un proce­
dimiento penal contra él, los casos en que se le haya condenado, 
pero aún tenga derecho a interponer un recurso de apelación o de 
casación, y también los casos en que la sentencia por la que se con­
dena al nacional sea firme. De esencial importancia es el hecho de 
que el artículo reconoce que tales obligaciones del Estado receptor 
sólo se deben llevar a cabo si el extranjero detenido así lo solicíta. No 

4 El articulo 5 de esta convención, relativo a las funciones consulares, establece 
que las funciones relacionadas con el caso que nos interesa consisten en: a] proteger 
en el Estado receptor los intereses del Estado que envía y de sus nacionales, sean per­
son~~ naturales o jurídicas, dentro de los límites permitidos por el derecho internacio­
nal; e] prestar ayuda y asistencia a los nacionales del Estado que envía, sean personas 
naturales o jurídicas; 11 representar a los nacionales del Estado que envía o tomar las 
medidas convenientes para su representación ante los tribunales y otras autoridades 
del Estado receptor, de conformidad con la práctica y los procedimientos en vigor en 
este último, a fin de lograr que, de acuerdo con I~~ leyes y reglamentos del mismo, se 
adopten las medidas provisionales de preservación de los derechos e intereses de esos 
nacionales, cuando, por estar ausentes ° por cualquier otra causa, no puedan defen­
derlos oportunamente. 

5 Hermilo López-Bassols, Tratado de derecho diPlomático y consular: hisUrria, legislación 
'Y la práctica mexicana. México, Porrua, 2005. 
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obstante, el Estado receptor tiene el deber de informar sin retraso alguno 
al extranjero detenido el hecho de que goza de tales derechos. Este 
punto esencial, consagrado en el inciso 1-b, esjustamente la omisión 
cometida por las autoridades estadunidenses, incurriendo así en una 
clarísima violación de la citada convención.6 

Es importante señalar que los derechos aquí analizados, del 
nacional y del funcionario consular, son de tal importancia para la 
mayoría de los estados que han sido incluidos en diversos tratados, 
pero incluso han sido reconocidos en ausencia de un tratado que lo 
especifique -tanto como un asunto de práctica internacional, como 
en la búsqueda de reciprocidad. En la Convención de Viena, como ya 
se dijo, este derecho se encuentra plasmado en el artículo 36 el cual 
puede considerarse no sólo como una de las regulaciones de más 
dificil elaboración -dadas las controversias suscitadas durante los 
debates realizados por los estados participantes en la Conferencia de 
Viena-, sino como una de las más importantes contribuciones de la 
Convención al derecho consular contemporáneo.' 

Entonces, el litigio presentado por México, cuyo tema central era 
una controversia sobre la aplicación e interpretación de la Convención 
de Viena sobre Relaciones Consulares, comenzó el 9 de enero de 2003. 
Cuando México tomó la decisión de demandar a Estados Unidos de 
América ante el máximo tribunal internacional, cuatro mexicanos 
habían sido ejecutados, en años recientes, en circunstancias en las que 
sus derechos a la protección consular habían sido violados -los dos 
últimos fueron Javier Suárez Medina el 14 de agosto de 2002 y Miguel 
Ángel Flores Muñoz el 8 de noviembre de 2002, ambos en Texas. 

6 El articulo 36 de la convención, relativo a la comunicación con los nacionales del 
Estado que envía, en lo que aquí nos concierne dice: I-bl Si el interesado lo solicita, las 
autoridades competentes del Estado receptor deberán informar sin dilación alguna a la 
oficina consular competente en ese Estado cuando, en su circunscripción, un nacional 
del Estado que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o puesto en prisión 
preventiva. Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la persona arres­
tada, detenida o puesta en prisión preventiva, le será asimismo transmitida sin demora 
por dichas autoridades, las cuales habrán de informar sin dilación a la persona interesada 
acerea de los derechos que se le reconocen en este apartado; el los funcionarios consulares ten­
drán derecho a visitar al nacional del Estado que envía que se halle arrestado, deteni­
do o en prisión preventiva, a conversar con él y a organizar su defensa ante los tribu­
nales. Asimismo, tendrán derecho a visitar a todo nacional del Estado que envía que, 
en su circunscripción, se halle arrestado, detenido o preso en cumplimiento de una 
sentencia. Sin embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de intervenir a 
favor del nacional detenido, cuando éste se oponga expresamente a ello. 

7 Hermilo López-Bassols, Tratado de derecho diPlomático y consular ... , op. cit. 
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México argumentó con razón que una oportuna asistencia consular 
podría haber protegido las garantías procesales de los acusados. 
Aunque la demanda original estaba relacionada con 54 mexicanos, 
cuando se emitió el fallo judicial, sólo quedaban 52 casos por resolver.8 

El fallo "definitivo e inapelable" se dictó el 31 de marzo de 2004. 
Así, la Corte Internacional de Justicia dictó sentencia, poco después 
de más de un año de deliberaciones -periodo desusadamente breve­
en el procedimiento instaurado por el caso que se refiere a 52 mexi­
canos condenados a pena de muerte. La corte encontró que hubo 
una violación por parte de Estados Unidos a sus obligaciones inter­
nacionales en la mayoría de los casos de los mexicanos condenados a 
muerte (51 casos). Por ello, ordenó que por los medios que fuesen 
idóneos de acuerdo con su derecho local, se llevase a cabo una revi­
sión y reconsideración, por la vía judicial, tanto del veredicto de cul­
pabilidad como de la imposición de la pena, teniendo plenamente 
en cuenta el peso que tuvo la falta de notificación consular, en la 
decisión final de pena de muerte de las cortes estatales. 

ANTECEDENTES 

Como se buscará demostrar en este capítulo, el caso Avena es un 
hecho sin precedentes en la defensa jurídica de los nacionales de un 
país que se encuentran en el extranjero, pues al conseguir un fallo 
positivo por parte de la cIJ se logró una mayor certidumbre en todos 
aquellos países que se apoyan en el Derecho Internacional para el 
arreglo de sus controversias internacionales. 

No obstante, el caso Avena no puede ser entendido de forma aisla­
da, pues no se trata de una demanda totalmente original. Han ocurri­
do numerosas violaciones al derecho de la comunicación consular y 
entre ellas destacan las realizadas por el gobierno estadunidense. Por 
lo tanto, como antecedentes del caso Avena se encuentran demandas 
incoadas por otros países y, obviamente, la petición de opinión consul­
tiva que el gobierno de México solicitó ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, por los mismos hechos que más tarde impulsa­
ron a este gobierno a acudir ante la CIJ. 

8 "Caso Avena: el Tribunal Internacional de Justicia falla contra EEUU", La insig­
nia, 2 de abril de 2004, derechos humanos. 
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El caso Breard 

Un antecedente importante, por lo menos en cuanto se refiere a la pri­
mera fase de medidas provisionales, es el caso Breard, que opuso en la 
CIJ a Paraguay y a Estados Unidos de América. En 1992, las autoridades 
del estado de Virginia detuvieron y encarcelaron a Ángel Francisco 
Breard, ciudadano de nacionalidad paraguaya, acusado de intento de 
violación y del asesinato de Ruth Dickie, mismo que reconoció su cul­
pabilidad. Un tribunal del condado de Arlington, localidad de ese esta­
do, procesó, condenó y sentenció a muerte al acusado, sin que nunca 
le hubiera sido comunicado su derecho al auxilio consular, y tampoco 
se les hubiere notificado a las autoridades del consulado de Paraguay 
la detención y proceso de Breard. No fue sino hasta 1996 cuando la 
familia de Ángel Breard actuó legalmente cuando supo del caso y de 
que éste tenía derecho a recibir ayuda del consulado paraguayo. Sin 
embargo, los tribunales estadunidenses resolvieron que era demasiado 
tarde para considerar la cuestión como parte de su petición de habeas 
corpus, esto debido a que los tribunales estatales y federales con com­
petencia para juzgar casos que conllevan la pena capital en Virginia 
siguen estrictamente la doctrina de la "omisión procesal", que limita la 
posibilidad de que los encausados introduzcan nuevos argumentos en 
sus apelaciones -segunda instancia- ante los tribunales superiores. 
Dado que Breard no denunció previamente la violación de la 
Convención de Viena ante los tribunales de Virginia, los tribunales 
federales resolvieron que ya no era posible estudiar dicha alegato.9 

El gobierno paraguayo, habiéndose enterado por otros medios, a 
principios de 1996, presentó una demanda civil en 1996 contra los 
funcionarios de Virginia, solicitando una orden judicial que prohi­
biera la ejecución de Ángel Breard y la anulación de la condena. Sin 
embargo, la Corte del Cuarto Circuito estadunidense desestimó la 
demanda en enero de 1998, afirmando que la Ha. Enmienda de la 
Constitución de Estados Unidos prohíbe a los gobiernos extranjeros 
demandar a un estado de Estados Unidos ni siquiera por incumpli­
miento de un tratado internacional en los casos en que no haya una 
"violación en curso" del tratado.1° Paraguay se abocó al agotamiento 

9 Amnistía Internacional, "Angel Francisco Breard, enfrentarse a la muerte en tie­
rra extranjera", marzo de 1998. 

10 Añadida a la Constitución de Estados Unidos en 1798, la lla. Enmienda prohí­
be que los ciudadanos extranjeros (o de otro estado) demanden a un estado de los 
Estados Unidos sin el consentimiento de éste. 
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de todos los recursos procesales en la jurisdicción interna del Estado 
receptor. Sin embargo, todos los esfuerzos paraguayos, para que se 
anulara el proceso, fueron infructuosos. 

Por lo tanto, la República de Paraguay solicitó a la el] que fallara 
en consecuencia para que los Estados Unidos acordaran un restitutio 
in integrum, y que dicho país estaba b.yo la obligación jurídica-inter­
nacional de abstenerse de aplicar la doctrina de procedural default,11 o 
cualquier otra doctrina de derecho interno que precluyera, en un 
sentido o en otro, el ejercicio de los derechos contemplados en la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. Asimismo solici­
tó medidas provisionales para salvaguardar la vida del acusado mien­
tras la elJ realizaba sus averiguaciones. No obstante, el gobierno esta­
dunidense adoptó una actitud ambigua ante la orden de medidas 
provisionales dada por la CIJ. Es decir, el único paso tomado por el 
gobierno estadunidense, en este sentido, fue el envío de una misiva, 
el 13 de abril de 1998, por parte de la secretaria del Departamento 
de Estado, al gobernador del estado de Virginia. 

Por una parte, la tibia misiva reflejaba la renuencia de los Estados 
Unidos a acatar una medida que consideraba injusta, pues no creía que 
la notificación consular hubiese hecho diferencia alguna en el caso 
Breard. Además, para Estados Unidos, las disposiciones de la Con­
vención de Viena no podían interpretarse, en absoluto, en el sentido 
de que la omisión de la notificación consular conllevaba la revocación 
o anulación del proceso criminal realizado. Sin embargo, por otra 
parte, el hecho de enviar la misiva reflejaba también que el gobierno 
estadunidense temía que una actitud de desacato ante la el] pudiera 
acarrear actitudes de represalia, por parte de individuos, para los 
estadunidenses que se encontraran en el extranjero. Entonces, 
puede decirse que la petición de diferir la ejecución se debía a la 
preocupación por la seguridad de los ciudadanos estadunidenses en 
el extranjero, más que a la decisión de la CIJ -decisión que Estados 
Unidos no consideraba como vinculante. Aunque aquí cabe aclarar 
que bajo el estatuto de la CIJ (artículo 41, párrafos 1 y 2), las medidas 
provisionales se sugieren, mas no pueden exigirse desde un punto de 
vista jurídico. 

11 Mediante esta doctrina las cortes estadunidenses decidieron que como el señor 
Breard no utilizó su derecho a la asistencia consular durante la fase previa de su proceso 
legal, éste no podía ya ser aludido durante la fase federal de habeas, lo que parece sor­
prendente ante la evidencia de que la omisión por parte del acusado ocurrió precisa­
mente por la falla de las autoridades locales de hacerle saber que contaba con ese dere-
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Asimismo, dada la naturaleza del sistema jurídico estadunidense, se 
argumentó todo lo que el gobierno federal podía hacer era tomar una 
medida de "persuasión", pero nunca una misiva de carácter compulsi­
vo. De esta forma, el gobernador de Virginia decidió llevar a cabo la 
ejecución el 14 de abril de 1998, fecha en que lo había decidido' el 
Tribunal del Condado de Arlington. En una declaración realizada el 
mismo día el gobernador de Virginia sostuvo que su primera y más alta 
obligación residía en asegurar a los habitantes de su estado, tanto 
como fuese posible, el que pudiesen llevar una vida libre del temor del 
crimen y que le preocupaba que la CIJ estuviese llevando a cabo una 
"revisión" del caso Breard, ya que esto tendría el efecto práctico de 
transferir la responsabilidad que tienen los tribunales de la 
Confederación de los Estados Unidos a una instancia internacionaI.l2 

Después de la ejecución, el gobierno paraguayo decidió retirar la 
demanda ante la cIJ, por lo que el caso nunca pudo llegar a la etapa 
de fondo. No obstante, como ya se dijo, sirvió de antecedente para 
México al presentar una violación clara de la Convención de Viena 
por parte de Estados U nidos y en lo que a medidas provisionales de 
la cIJ se refiere.13 

El caso LaGrand 

Para una cabal comprensión del caso Avena, se debe conocer el fallo 
de la Cl] en el caso LaGrand, contencioso similar al nuestro y que, en 
más de un sentido, sentó el precedente sobre el cual México buscaría 
desarrollar la interpretación del derecho internacional.14 

El 3 de marzo de 1999, Walter LaGrand, de nacionalidad alema­
na, fue ejecutado en la cámara de gas de ATizona, aún cuando una 
orden de la Corte Internacional de Justicia exigía la suspensión de la 
ejecución. Su hermano, Karl LaGrand, había sido ejecutado median­
te inyección letal una semana antes, a pesar de las peticiones de 
indulto del gobierno alemán. Ambos fueron detenidos en 1982 y 
condenados a muerte en 1984 por el asesinato de un empleado de 

12 Commonwealth of Virginia, Office of the Governor, "Statement by Governor 
Jim Gilmore concerning the Execution oC Angel Brearo", Press Office, 14 de abril de 
1998. 

13 ''Vienna Convention on Consular Relations (Pamguay vs. United States of 
America)", ICJ Report 1998. 

14 "Vienna Convention on Consular Relations (Germany vs. United States of 
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banca durante un intento de robo en 1982. No obstante, ninguno de 
los dos fue informado en el momento de su detención de su derecho 
a contactar con el consulado alemán para solicitar ayuda, aunque 
señalaron su nacionalidad alemana Las autoridades alemanas no 
supieron nada sobre la situación de los hermanos LaGrand hasta 
diez años después de su detención, cuando los dos tuvieron conoci­
miento de sus derechos consulares gracias a otros presos y se pusie­
ron al habla con su representación consular, reconociendo su nacio­
nalidad de origen. Fue 17 años después de sus detenciones cuando 
las autoridades de Arizona informaron a los hermanos LaGrand de 
su derecho a notificar su detención a su consulado y a estar en con­
tacto con éste, amparado por la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares, cuando está establecido que dicha notifica­
ción debe realizarse, sin demora, en el momento de la detención de 
un ciudadano extranjero. Para entonces, el proceso de apelación 
estaba demasiado avanzado y era tarde para alegar la violación del 
tratado y recurrir contra las condenas de muerte, según la doctrina 
legal estadunidense de "defecto procesal". 

Consecuentemente, Alemania presentó una demanda contra 
Estados Unidos ante la Corte Internacional de Justicia, sosteniendo 
que dicho país había violado sus obligaciones vinculantes según el artí­
culo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares al no 
haber informado inmediatamente a los hermanos LaGrand de sus 
derechos consulares, y al haber impedido con ello a Alemania propor­
cionar la ayuda oportuna a sus ciudadanos. La Corte Internacional 
dictó una orden unánime con medidas provisionales, instando a 
Estados Unidos a "adoptar todas las medidas a su disposición" para 
detener la ejecución hasta que se tomase una decisión final sobre la 
violación del tratado. La Corte Suprema rechazó el recurso de 
Alemania para que se cumpliera la orden de la Corte Internacional de 
Justicia, argumentando que dichas órdenes no son legalmente vincu­
lantes. Así pues Jane Hull, gobernadora de Arizona, dio luz verde a la 
ejecución, haciendo caso omiso de la recomendación sin precedentes 
de laJunta de Indultos Ejecutivos de Arizona de que se concediera una 
suspensión de la ejecución de Walter LaGrand.15 

A pesar de la ejecución de Walter LaGrand, Alemania continuó 
con sus esfuerzos para obtener un fallo vinculante. El 27 de junio de 

15 Como Estado Parte de la Convención de Viena y de su protocolo facultativo, 
Alemania tenía derecho a buscar un fallo vinculante de la Corte Internacional de 
Justicia contra Estados Unidos por su presunta violación de la Convención de Viena. 



170 EL CASO AVENA 

2001, la Corte Internacional de Justicia emitió su histórico fallo en el 
caso LaGrand. Por 14 votos a favor y 1 en contra (EUA) la· Corte 
declaró que Estados Unidos había violado sus obligaciones para con 
Alemania y para con los hermanos LaGrand según la Convención de 
Viena al no haber informado a Karl y Walter LaGrand inmediata­
mente después de su detención de su derecho a ponerse en contacto 
con su consulado.16 

La Cij estableció la obligación general de reparar una violación de 
las obligaciones derivadas del artículo 36 de la Convención de Viena en 
los siguientes términos: "La corte considera al respecto, que si los 
Estados U nidos, pese a su compromiso (de asegurar la implementación 
de medidas específicas adoptadas en cumplimiento de sus obligaciones 
conforme al artículo 36, párrafo 1-b) faltaron a su obligación de notifi­
cación consular en detrimento de nacionales alemanes, una disculpa 
no sería suficiente en casos en que los individuos involucrados hayan 
quedado sujetos a detención prolongada o hayan sido sentenciados a 
penas graves. En caso de tal condena, los Estados Unidos deberían per­
mitir la revisión y reconsideración del veredicto de culpabilidad y de la 
pena, tomando en cuenta la violación de los derechos previstos en la 
convención. Esta obligación puede cumplirse en varias formas. La elec­
ción de los medios debe dejarse a los Estados Unidos."17 

Por otra parte, a partir de junio de 2001, cuando la CI] emitió su 
decisión en el caso LaGrand, México utilizó, por todos los medios 
diplomáticos a su alcance, convencer al gobierno estadunidense de 
la necesidad de revisar, por la via judicial, los casos de mexicanos con­
denados a la pena de muerte en los que se hubiese acreditado una 
violación a los derechos de información y notificación consulares, 
garantizados en el artículo 36 de la Convención de Viena. El esfuerzo 
diplomático fue infructuoso. 

Estados Unidos, sin embargo, limitó su interpretación del fallo 
LaGrand a la revisión de las penas impuestas exclusivamente mediante 
los mecanismos de clemencia ejecutiva, en vista de la libertad de 
medios que le señaló la Cl] para dar cumplimiento a la obligación de 
reparar la violación del artículo 36. México argumentó que el meca­
nismo de clemencia ejecutiva en modo alguno puede ser considerado 
como satisfactor de los requisitos del fallo LaGrand y, por consiguien-

16 LaGrand Case: Germany vs. United States of America, en The World Caurt 
Reference Cuide, Kluwer Law InternaúonaI, U.S., 2002. 

17 Loc. cit. (traducción del autor). 
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te, no puede constituir reparación en derecho internacional de las 
obligaciones del artículo 36. 

Aunque el caso LaGrand no benefició directamente a los mexica­
nos afectados por la violación a la Convención de Viena, marcó la 
pauta para que el gobierno de México buscara una sentencia más con­
tundente y explícita, que dejara de lado la ambigüedad y relatividad 
que los mecanismos de clemencia pueden contener en el momento de 
su aplicación. De esta forma -y basándose en la opinión consultiva de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con la que México ya 
contaba y que analizaremos a continuadón- se sentaron las bases para 
que México buscara reivindicación jurídica real a través de la CIJ en el 
caso Avena. 

La opinión consultiva 16 799 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

Como se dijo antes, la petición de opinión consultiva que realizó el 
gobierno mexicano ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) es un importante antecedente para el caso Avena, 
pues incluyó varios de los argumentos jurídicos que habrían de pre­
sentar más tarde tanto México como Estados Unidos. Asimismo, fue 
una muestra más de la intención clara, por parte del gobierno de 
México, de arreglar sus controversias internacionales mediante los 
canales adecuados y previamente pactados por casi todos los actores 
del sistema internacional. 

México presenta su petición 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) se abocó a 
las violaciones realizadas por Estados Unidos a la Convención de 
Viena. Desde el 17 de noviembre de 1997 la SRE de México había 
sometido ante la CIDH, una solicitud de opinión consultiva en rela­
ción con la interpretación de diversos tratados concernientes a la 
protección de los derechos humanos en los Estados americanos. lB 

La materia de la consulta guardaba relación con las garantías 
mínimas y los requisitos del debido proceso, en el marco de la pena 
de muerte impuesta judicialmente a personas de nacionalidad 

18 Oficio enviado por el secretario de Relaciones Exteriores,José Ángel Gurría, y 
recibido por la Secretaría de la Corte Interamericana el 9 de diciembre de 1997, 
México, SRE, 17 de noviembre de 1997. 
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extranjera, a quienes el Estado receptor no ha informado de su dere­
cho a comunicarse y a solicitar la asistencia de las autoridades consu­
lares del Estado de su nacionalidad. En la solicitud de opinión con­
sultiva que México planteó a la CIDH se encontraba como fondo, y 
punto crucial de la petición, la interpretación y alcance jurídico del 
artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. 

Cabe destacar que si bien México fue quien presentó la petición 
ante la CIDH, existía un interés general en que la corte se pronuncia­
ra sobre este asunto, como lo demostró la participación, sin prece­
dente, en este procedimiento, de ocho estados miembros de la CIDH y 
de 22 instituciones e individuos en calidad de amicus curiae. 19 

Al recibir la solicitud, la ClDH primero se declaró competente para 
formular dicha opinión, considerando diversos factores. En primer 
lugar, tanto el Estado que envía (México), como el Estado receptor 
(Estados Unidos) eran Partes en la Convención de Viena de 
Relaciones Consulares, así como miembros de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA). Igualmente, ambos estados han suscrito 
la Declaración Americana de Derechos Humanos y han ratificado el 
Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos. La Corte seña­
la que la finalidad de su función consultiva es coadyuvar al cumpli­
miento de las obligaciones internacionales en los estados americanos 
en lo concerniente a la protección de los derechos humanos. 

Estados Unidos se defiende 

En su contraargumentación, los Estados Unidos de América 
(Memorial-Written obSfffvations) adujo en primer término que la ClDH no 
tenía jurisdicción para conocer del caso ya que el objeto de la contro­
versia se refería a la interpretación de las obligaciones contraídas por 

19 Los estados que sometieron sus observaciones fueron, además de México y 
Estados Unidos, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Paraguay, Honduras y República 
Dominicana, Entre las organizaciones y personas que fungieron como amicus cunae se 
encuentran: Amnistía Internacional, la Comisión Mexicana para la Defensa y 
Promoción de los Derechos Humanos, Human Rights Watch, el Centro por la Justicia 
y el Derecho Internacional, Death Penalty Focus de California, Law Firm, 
International Human Rights Law Institute del De Paul University College of Law, 
MacArthur Justice Center de la University of Chicago Law School, Minnesota 
Advocates for Human Rights, Sandra L. Babcock, Bonnie Lee Goldstein, William H. 
Wright, Jr., Mark Cádiz, José 'Trinidad Loza, John Quigley, Adele Shank, Robert L. 
Steele, Jean Terranova y el notable jurista uruguayo y ex canciller de su país, Héctor 
Gros EspieH. 
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los estados parte en un instrumento -la Convención de Viena- que no 
podía en forma alguna ser considerado un tratado sobre derechos 
humanos, ni concerniente o relativo a dichos derechos.2o 

Además, Estados Unidos argumentó que el hecho de que la 
Convención de Viena estipule una protección -potencialmente 
importante para ciertos individuos en detención- no implica la pro­
tección de derechos humanos en tanto tales, en el sentido estricto 
que pudiera conferírsele una jurisdicción a la Corte. Asimismo, los 
Estados Unidos sostuvieron que la Convención de Viena no es en 
sentido alguno un tratado regional, ni pertenece al ámbito del siste­
ma jurídico interamericano. En realidad, se trata de una convención 
adoptada bajo los auspicios de Naciones Unidas con objeto de esta­
blecer un régimen global y uniforme para la mejor conducción de 
las relaciones consulares entre los estados soberanos. Entonces, para 
el gobierno estadunidense, el hecho de querer llevar la interpreta­
ción de obligaciones de los estados, derivados de la Convención, a un 
marco regional, era algo totalmente inconsistente con su naturaleza. 

También, diría Estados Unidos, una razón adicional para eximir a 
la CIDH de conocer la petición de México, era que dicha petición no 
era lo que en realidad se decía, pues el gobierno de México presentó, 
de hecho, un caso de naturaleza contenciosa, bajo la vestimenta de 
una petición de opinión consultiva. De esta suerte, sostuvo Estados 
Unidos, que el caso fue un evidente intento de someter a dicho país a 
la jurisdicción contenciosa de la CIDH, incluso a sabiendas de que los 
Estados Unidos no son parte de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos de 1969 y, aun menos, han aceptado la jurisdic­
ción contenciosa de la corte (al presente han hecho una declaración). 
Respecto a este último punto, Estados Unidos argumentó, además, 
que había que tomar en cuenta que existía ya un procedimiento con­
tencioso ante la CIJ, introducido por Paraguay contra el gobierno esta­
dunidense, en donde se trataban los mismos puntos alegados por 
México en su petición a la CIDH. Ello exigía que se tuviera prudencia y 
la mayor cautela, hasta que la corte de La Haya no hubiese dictado una 
sentencia definitiva. ¿Es sostenible este argumento? 

Por último, de acuerdo con el gobierno estadunidense, el sistema 
de justicia penal que lo rige, otorga efecto pleno a los mecanismos 
para que se tenga un juicio imparcial. Estas garantías y procedimien-

20 "Written Observations of the United States in OC-16", United States 
Department of State, Office ofthe Legal Adviser, 1 dejunio de 1998. 
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tos no están subordinados, en forma alguna, a la eventual notifica­
ción consular, al acceso a la misma o al posible auxilio, socorro o pro­
tección de los consulados. En este sentido, el gobierno estaduniden­
se hizo alusión a los instrumentos jurídicos respaldados por la 
Constitución de los Estados Unidos. Entre otros, la quinta y decimo­
cuarta enmiendas, que establecen que toda persona demandada por 
supuestos delitos del orden penal tiene garantizado su derecho al 
debido proceso legal, así como a la garantía de que ninguna persona 
estará sujeta a discriminación por las autoridades federales o estata­
les, basados en su raza, género, etnia u origen nacional. De particular 
importancia para algunas personas de nacionalidad extrdl1jera, resul­
ta el hecho de que los tribunales de Estados Unidos han interpretado 
la quinta y sexta enmiendas como disposiciones que otorgan el dere­
cho a brindar la asistencia de un intérprete en aquellos casos en que 
el detenido no comprenda el idioma inglés. Estados Unidos argu­
mentó también que la pena de muerte está permitida en este país, 
pero sujeta a procesos muy rigurosos y en donde existe una serie de 
apelaciones y recursos legales, de acuerdo con el sistema legal esta­
dunidense. El sistema de revisión automática (automatic review) , por 
el que la Suprema Corte de los Estados Unidos reexamina las senten­
cias de pena de muerte antes de su ejecución, sirve como salvaguarda 
contra la posibilidad de que la pena capital pudiera ser impuesta en 
forma caprichosa, arbitraria o desproporcionada. 

La CIDH emite su opinión consultiva 

Finalmente, la corte concluyó en su opinión consultiva OC-16/99 
que la interpretación de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y cualquier otro tratado concerniente a la protección de 
los derechos humanos en los estados americanos debe orientar la 
conducta de todos los estados miembros de la Organización de 
Estados Americanos -a la que Estados Unidos pertenece-, así como a 
los órganos principales del sistema interamericano de protección de 
los derechos humanos, sobre cuestiones jurídicas relevantes, tales 
como las planteadas en la consulta de México. 

En relación con la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares, la corte determinó que su artículo 36 arncierne a la protec­
ción de los derechos del nacional del Estado que envía y, por lo tanto, 
está integrada a la normativa internacional de los derechos humanos. 
Asimismo, aclaró que la expresión "sin dilación" utilizada en el inciso 
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l-b, significa que el Estado debe cumplir con su deber de informar al dete­
nido sobre los derechos que le reconoce dicho precepto al momento de 
privarlo de libertad y, en todo caso, antes de que rinda su primera declara­
ción ante la autoridad. Esto quiere decir que la observancia de los dere­
chos que reconoce al individuo el artículo 36 sucede de forma automá­
tica y no está subordinada a la petición o protesta del Estado que envía. 
La Corte señala que el cumplimiento del deber estatal correspon­
diente al derecho a la comunicación consular no está sujeto al requi­
sito de protesta previa del Estado que envía, es decir, la comunica­
ción consular es un asunto de responsabilidad internacional que 
todo Estado está obligado a cumplir aun cuando esta comunicación 
no sea solicitada por el país de donde son nacionales los inculpados. 
Sería incluso ilógico supeditar el ejercicio o cumplimiento de estos 
derechos y deberes a las protestas de un Estado que ignora la situa­
ción en que se encuentra su nacional. 

Por otra parte, para la CIDH, México no había solicitado a su tribu­
nal que interpretase si el objeto principal de la Convención de Viena 
era la protección de los derechos humanos, sino sólo si una norma 
de ésta concernía a dicha protección, lo cual adquiría relevancia a la 
luz de la jurisprudencia consultiva de ese tribunal. Por lo tanto, el tri­
bunal de la CIDH interpretó que un tratado puede concernir a la pro­
tección de los derechos humanos, con independencia de cuál sea su 
objeto principal. Por lo tanto, aun cuando son exactas algunas apre­
ciaciones presentadas al tribunal por Estados Unidos, sobre el objeto 
principal de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, 
en el sentido de que ésta es un tratado destinado a "establecer un 
equilibrio entre estados", esto no obliga a descartar, de plano, que 
dicho tratado pueda concernir a la protección de los derecbos fun­
damentales de la persona en el continente americano. La Corte argu­
mentó además que la interpretación de toda norma debe hacerse de 
buena fe y que dicha interpretación puede involucrar el examen de 
tratado considerado en su conjunto si fuese necesario. Por lo tanto, 
la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares no atiende al 
objetivo de otorgar derechos estrictamente individuales, ya que los 
derechos de comunicación y notificación son, ante todo, derechos 
~statales. Así pues, los "particulares" a los que esta Convención se 
refiere, son aquellos que ejercen funciones consulares. No obstante, 
la Corte establece que cualquier tratado puede concernir a la protec­
ción de los derechos humanos, con independencia de cuál sea su 
objeto principal, por lo tanto, esta Convención efectivamente con-



176 EL CASO AVENA 

cierne a la protección de los derechos del nacional del Estado que 
envía y puede redundar en beneficio de aquél. 

En consecuencia, para la CIDH, la violación del derecho a la notifi­
cación consular en casos de pena capital "puede tener graves conse­
cuencias para los derechos fundamentales de los acusados, incluidos el 
derecho a un juicio justo y a una defensa adecuada".21 A pesar de la 
contundencia de las respuestas de la ClDH a la petición de México, esta 
opinión consultiva no pudo ser considerada como una sentencia inter­
nacional, por lo que México tendría que acudir a un órgano interna­
cional con mayor poder jurídico como lo es la Corte Internacional de 
Justicia. No obstante, la opinión consultiva de la CIDH demostró clara­
mente que los argumentos presentados por Estados Unidos no tenían 
sustento dentro del derecho internacional. 

EL CASO AVENA Y OTROS NACIONALES MEXICANOS (MÉXICO CONTRA ESTA­

DOS UNIDOS) ANTE LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTIClA 

El 16 de diciembre de 2002, en carácter de consultor jurídico de la 
Secretaría de Relaciones Exteriores, el embajador Juan Manuel 
Gómez-Robledo se reunió en Washington con el consultor jurídico 
del Departamento de Estado, el señor William Taft, con el objeto de 
dejar constancia de la existencia de puntos de vista irreconciliables 
entre los dos países respecto del alcance de los derechos consagrados 
en la Convención de Viena y respecto de la interpretación que debía 
darse al fallo LaGrand.22 

Esta última misión diplomática tenía más que un valor político; 
era de gran importancia desde el punto de vista jurídico, con el fin 
de evitar que Estados Unidos argumentara que México no había ago­
tado la vía de la negociación antes de acudir a la CIJ. En efecto, al tér­
mino de una larga reunión en la que se abordaron muchos de los 
aspectos relacionados con el cumplimiento de la obligación de infor­
mación y notificación consulares, el gobierno de México expresó al 

21 CIDH, «El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de 
las garantías del debido proceso legal", opinión consultiva 16/99 del 1 de octubre de 
1999, serie A, número 16 (1999). 

22 Recuérdese que al dictar el fallo LaGrand, la CI] dejó en libertad al gobierno 
estadunidense para decidir las medidas que debían adoptarse en la reparación de los 
daños sufridos por los ciudadanos alemanes. 
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gobierno de Estados Unidos la necesidad de que este último intervi­
niera en los procedimientos judiciales en apoyo de los nacionales 
mexicanos cuyos derechos, conforme al artículo 36, hubiesen sido 
violados, con vistas a obtener que los tribunales revisaran y conside­
raran los veredictos de culpabilidad y las penas, especialmente a la 
luz de las determinaciones de la CI] en el caso LaGrand. Asimismo, el 
gobierno federal de los Estados Unidos debería informar a las juntas 
de perdones que, cuando no fuere posible reponer la totalidad del 
procedimiento que condujo al veredicto de culpabilidad y a la pena 
de muerte, la conmutación de tal pena por la cadena perpetua cons­
tituiría una reparación adecuada de la violación del artículo 36. 

No obstante, el Departamento de Estado reiteró que, con base en 
la libertad de medios que señaló la Cl] en el fallo LaGrand, su inter­
vención sólo consistiría en pedir a las mencionadas autoridades 
administrativas que revisaran y reconsideraran "con cuidado" la vio­
lación del artículo 36. Sin embargo, no hubo una garantía de que la 
junta de perdones o el gobernador seguirían el consejo del 
Departamento de Estado. Era más que obvio que no podía esperarse 
más de la negociación. Sólo quedaba el recurso judiciaL23 

México presenta su demanda 

El 9 de enero de 2003, el embajador Gómez-Robledo, tras haber infor­
mado telefónicamente al consultor jurídico del Departamento de 
Estado de los Estados Unidos de América, presentó al secretario de la 
Corte Internacional de Justicia de La Haya, sede del tribunal, la 
demanda contra Estados Unidos de América, junto con una solicitud 
de medidas provisionales. 

Es importante señalar cuáles fueron las consideraciones jurídicas 
de México para presentar su caso ante la Corte Internacional de 
Justicia. México y Estados Unidos son, en tanto que miembros de las 
Naciones Unidas, parte del estatuto de la Corte, y son, por otro lado, 
parte de la Convención de Viena, sobre Relaciones Consulares, así 
como del Protocolo Facultativo sobre Jurisdicción Obligatoria para la 
Solución de Controversias que acompaña a dicha Convención.24 El 

23 Juan Manuel Gómez-Robledo, op. cit, pp. 179 ss. 
24 Tanto Estados Unidos como México firmaron la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares al finalizar la Conferencia de 1963, el primero el 24 de abril y el 
segundo el 7 de octubre del mismo año. Posteriormente, la sometieron a la ratificación 
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articulo 1 de este protocolo dispone que: "Las controversias origina­
das por la interpretación o aplicación de la Convención se someterán 
obligatoriamente a la Corte Internacional de Justicia, que a este títu­
lo podrá entender en ellas a demanda de cualquiera de las partes en 
la controversia que sea parte en el presente protocolo". Además, en 
virtud del artículo 36, párrafo primero, del Estatuto de la CIJ, "la com­
petencia de la Corte se extiende [ ... ] a todos los asuntos especial­
mente previstos en [ ... ] los tratados y convenios vigentes" En con­
secuencia, México concluyó, con toda razón, que las cuestiones 
objeto de esta controversia caían bqjo la competencia de la CI]. 

Cuando existe, entre los jueces de la Cl] uno de la nacionalidad de 
una de las partes, pero no de la otra, esta última puede designar a un 
jurista de su elección para que tome asiento en calidad de juez ad hoc. 26 

Dado que la corte contaba con un juez de nacionalidad estadunidense, 
Thomas Buergenthal, México designó, mediante una carta dirigida al 
secretario de la corte, el 13 de enero de 2003, a Bernardo Sepúlveda 
Amor, ex canciller de México y miembro de la Comisión de Derecho 
Internacional de la ONU y hoy magistrado de la propia CI]. 

La audiencia pública para que las partes presentaran su posición 
se llevó a cabo el lunes 15 de diciembre de 2003 en el Palacio de la 
Paz, en La Haya, Holanda, sede de la Corte Internacional de Justicia. 
El gobierno de México estaba representado por Juan Manuel 
Gómez-Robledo, consultor jurídico de la SRE, Santiago Oñate, emba­
jador de México en Holanda, otros funcionarios de la Cancillería 
mexicana, académicos de reconocidas universidades, juristas de 
bufetes prestigiosos y asociaciones de juristas, entre los que se encon­
traba Sandra L Babcock, directora de la Mexican Capital Legal 
Assistance Programme. Por su parte, el gobierno de Estados Unidos 

de sus gobiernos, llevándose ésta a cabo, para el caso de México el 16 de junio de 1965 y 
para el caso de Estados Unidos, ellO de marzo de 1969. Por otro lado, EstadoslJnidos 
firmó el Protocolo de Firma Facultativa sobre Jurisdicción Obligatoria para la Solución 
de Controversias también el 24 de abril de 1963 y lo ratificó el 24 de nOviembre de 1969. 
México no lo hizo durante muchos atlos, pero al notar el impacto que la mala interpre­
tación en la aplicación de uno de los artículos de la señalada Convención podrían tener 
en sus nacionales, decidió adherirse al Protocolo el 15 de marzo de 2002. 

25 Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, "Protocolo de Firma 
Facultativa sobre Jurisdicción Obligatoria para la Solución de Controversias", en 
Adolfo Maresca, trad. Herminio Morales, Las relaciones consulo.res, Madrid, AguiJar, 
1974, pp. 537 ss. 

26 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 31, párrafo 2 del estatuto de la 
Glj yen el artículo 35, párrafo 1, del Reglamento de la clJ. 
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fue representado por William H. Taft, IV, asesor jurídico del Depar­
tamento de Estado, otros funcionarios de ese departamento y del 
Departamento de Justicia, asesores jurídicos y funcionarios de la 
embajada de Estados Unidos en La Haya y en París, así como por aca­
démicos y juristas de asociaciones internacionales. 

Durante la primera audiencia, Sepúlveda Amor juró solemne­
mente desempeñar sus funciones y ejercer sus poderes como juez en 
forma "honorable, confiable, imparcial y consciente". Al presentar su 
posición, el gobierno de México, en voz de su embajador Juan 
Manuel Gómez-Robledo, recordó la tradición mexicana de respetar y 
promover el desarrollo del derecho internacional. De esta forma se 
buscaba justificar la introducción de la demanda en contra de 
Estados Unidos, principal socio comercial de México y país "al que 
nos une una serie de factores" como el mismo representante mexica­
no señaló. De esta forma, Gómez-Robledo declaró que México se 
presentaba ante la q¡ con un solo objetivo: "el mantenimiento de la 
justicia y el respeto de las obligaciones nacidas de los tratados y otras 
fuentes de Derecho Internacional [especialmente la Carta de las 
Naciones Unidas]". Asimismo, declaró que México tenía una total 
confianza en la primacía del derecho internacional yen la jurisdic­
ción de la Cl], la cual reconoce desde 1947. 

En su demanda, México formuló sus peticiones a la cl] en los 
siguientes términos: 

El gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, por lo tanto, solicita 
de la Corte que declare y falle: 

1. Que los Estados Unidos al detener, arrestar, juzgar, declarar culpables 
y condenar a los 54 nacionales mexicanos que se encuentran en la antesala 
de la muerte y que se señalan en esta demanda, violaron sus obligaciones 
jurídicas internacionales con México, en lo relativo a los derechos propios 
que México posee y con relación al ejercicio de su derecho a brindar protec­
ción consular a sus nacionales, según lo disponen los artículos 5 y 36 de la 
Convención de Viena respectivamente. 

2. Que México tiene, por lo tanto, derecho al restítutio in integrum; 

3. Que los Estados Unidos tienen la oblígaciónjurídica internacional de 
abstenerse de aplicar la doctrina de la preclusión procesal (procedural 

default), o cualquier otra doctrina de su legislación interna de manera tal 
que obstaculice el ejercicio de los derechos conferidos por el artículo 36 de 
la Convención de Viena. 
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4. Que los Estados Unidos deben, según el Derecho Internacional, respe­
tar las obligaciones jurídicas internacionales antes mencionadas, en el caso 
de que, en el futuro, se produjese un arresto, o se llevara a cabo un proceso 
penal en contra de los 54 nacionales mexicanos que se encuentran en la 
antesala de la muerte, o en contra de cualquier otro nacional mexicano que 
se encontrare en su territorio, sea ese acto de parte de un poder constituido, 
legislativo, ejecutivo, judicial o cualquier otro, de jerarquía superior o subor­
dinada en la organización de los Estados Unidos o que las funciones de 
dicho poder tengan carácter internacional o interno. 

5. Que el derecho a la· notificación consular garantizado por la 
Convención de Viena forma parte de los derechos humanos. 

y que, de conformidad con las obligaciones jurídicas internacionales 
antes mencionadas: 

1. Los Estados Unidos deben restaurar el statu qua ante, es decir, restable­
cer la situación existente previa a los actos de: detención, enjuiciamiento, 
declaración de culpabilidad y condenación de los nacionales mexicanos 
cometidos en contravención a las obligaciones jurídicas internacionales de 
los Estados Unidos. 

2. Los Estados Unidos deben adoptar medidas necesarias y suficientes 
para garantizar que las normas de su derecho interno otorguen pleno efecto 
a los fines perseguidos por los derechos previstos en el artículo 36. 

3. Los Estados Unidos deberán tomar medidas necesarias y suficientes para 
establecer, conforme a derecho, una reparación eficaz contra la violación a los 
derechos otorgados a México y a sus nacionales por el artículo 36 de la 
Convención de Viena, lo cual incluye evitar que se impongan, como una cues­
tión de derecho interno, penalidades procesales por no presentar oportuna,. 
mente una demanda o una excepción en el marco de la defensa con base en la 
Convención de Viena, en aquellas circunstancias en que las autoridades com­
petentes de los Estados Unidos hayan violado su obligación de informar al 
nacional mexicano de sus derechos que le confiere la Convención de Viena; y 

4. Los Estados Unidos, en vista de la práctica recurrente y sistemática de 
las violaciones señaladas en esta demanda, deben brindar a México plena 
garantía de que tales actos ilícitos no volverán a producirse.27 

27 "Vienna Convention on Consular Relations (Mexico vS. United States of 
America", ICJ Repon 2004. 
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Estados Unidos se defiende 

Al presentar su posición en el caso Avena, Estados Unidos acudió a la 
el] con una estrategia jurídica radicalmente distinta de la que utilizó 
en el caso LaGrand. En este litigio, el gobierno estadunidense optó 
por reconocer la violación de los derechos de los hermanos LaGrand 
de Alemania, pero se esforzó por limitar la interpretación en torno al 
alcance de la asistencia consular que hubieran recibido y su impacto 
en el procedimiento que se les siguió. Consecuente, Estados Unidos 
alegó que la violación de la Convención de Viena se subsanaba con la 
mera presentación de disculpas al Estado alemán. Las medidas provi­
sionales, decretadas motu proprio por la Corte, y la controversia sobre 
su obligatoriedad fueron en esencia los temas más relevantes de este 
litigio. Sin embargo, ni los hechos ni las violaciones fueron rebatidas 
por Estados Unidos. En el caso Avena, Estados Unidos sabía que no 
podía volver sobre lo que ya había decidido la corte en el caso 
LaGrand.28 

En consecuencia, Estados Unidos optó por presentar su defensa en 
el caso Avena resaltando las virtudes del fallo LaGrand, con el argu­
mento central de que la Corte ya había fallado al respecto y que la 
reparación decidida en esa ocasión consagraba la libertad de medios 
para llevar a cabo la revisión y la reconsideración de los veredictos de 
culpabilidad y de las penas. Recordemos que el mecanismo de cle­
mencia había sido el medio elegido por Estados Unidos para cumplir 
con la reparación, por lo que pretendía, ahora, hacerlo no sólo en rela­
ción con los nacionales alemanes, sino con cualquier otro. 

Al mismo tiempo, Estados Unidos repitió una de las argumenta­
ciones utilizadas en el caso LaGrand. Ésta era que México estaba abu­
sando de la corte, pues el caso, en realidad, tenía que ver con el uso 
de la pena de muerte en Estados Unidos -asunto de jurisdicción 
interna de su Estado- y no con la interpretación y aplicación de un 
tratado internacional, en este caso la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares. 

Sin embargo, sobre el fondo de la demanda, y a diferencia de lo 
sucedido en el caso LaGrand, Estados Unidos negó casi la totalidad de 
las pruebas aportadas por México, tanto en lo tocante a los hechos 
como en lo relacionado con las violaciones. Uegó incluso al extremo 
de afirmar, sin jamás aportar evidencia alguna, que la mayoría de los 

28 Juan Manuel Gómez-Robledo. arto cit .• pp. 18988. 
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condenados tenía nacionalidad estadunidense y no rebatió las pruebas 
ofrecidas por México. Se trató, en síntesis, de una estrategia tendiente 
a descalificar el fundamento de las pretensiones mexicanas que no 
estuvo exenta de intentos por intimidar a la corte.29 

Medidas provisionales adaptadas por la ClJ 

Junto con la demanda, México solicitó a la cIj que, mientras se resol­
vía el fondo de la controversia, emitiera una ordenanza indicando las 
medidas provisionales que los Estados Unidos de América debían 
tomar, con el fin de que ninguno de los 54 nacionales mexicanos, 
objeto del litigio, fuera ejecutado y que no se fijara fecha de ejecu­
ción en relación con ninguno de ellos.30 

Como lo establece el estatuto de la cIj, el objetivo de las medidas 
provisionales es el de "resguardar los derechos de cada una de las 
partes" (artículo 41). La importancia de las medidas provisionales se 
debe a que la restitutío in integrum que México estaba solicitando ante 
la CIJ -a título de reparación por las violaciones por parte de Estados 
Unidos de América a las obligaciones que se derivan del artículo 36 
de la Convención de Viena- no podría haberse materializado si cual­
quiera de los individuos objeto de la controversia hubieran sido eje­
cutados. Es decir, si ello hubiese llegado a suceder, "México hubiese 
sido privado para siempre de la posibilidad de reivindicar sus dere­
chos y de ejercer la protección diplomática para hacer valer los dere­
chos individuales de sus nacionales. En suma, las medidas provisio­
nales eran necesarias para resguardar los derechos de México, que 
incluían la preservación de la vida de sus nacionales, mientras la 
Corte conocía del fondo del asunto. Tales medidas eran también 
indispensables para asegurar que la Corte conservaría la posibilidad 
de ordenar las medidas que corresponderán para restaurar los dere­
chos violados por Estados Unidos de América."31 

Ante el hecho de que ninguno de los nacionales mexicanos tenía 
aún todavía fecha de ejecución al momento en que México interpu­
so la demanda y solicitó las medidas provisionales, Estados U nidos 

29 lbid., pp. 190 ss. 
W La solicitud de medidas provisionales ocurrió el mismo día que México presen­

tó su demanda ante la CIJ (9 de diciembre de 2003) de conformidad con el artículo 41, 
párrafo 1, Y los artículos 73 al 75 del Estatuto de la cIJ. 

31Juan Manuel Gómez-Robledo, arto cit., p. 189. 
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cuestionó que existieran las condiciones para la orden de tales 
medidas.32 

No obstante, en el curso de los siguientes seis meses, tres naciona­
les mexicanos -César Fierro, Roberto Moreno Ramos y Osvaldo 
Torres- deberian haber sido ejecutados, a menos que la corte deci­
diera indicar las medidas provisionales que exigía esta circunstancia 
de urgencia. La ejecución de César Fierro podria haber sido [¡jada 
para febrero de 2003, la de Roberto Moreno Ramos un mes después 
y la de Osvaldo Torres para julio del mismo año. Mortunadamente, 
el 5 de febrero de 2003, la corte emitió una orden con medidas pro­
visionales, deteniendo así toda acción referente a la materia que esta­
ba siendo sujeta a una revisión de fondo. Este paso en sí, es de fun­
damental importancia dado que la Corte detuvo las ejecuciones de 
los primeros sentenciados con fecha precisa. 

La GIJ emite su fallo 

El fallo de la el] significa para México -y para la comunidad interna­
cional en su conjunto- contar, a partir de ahora, con una interpreta­
ción definitiva del alcance de las obligaciones derivadas del artículo 
36 de la Convención de Viena. 

En el caso particular de México, al tiempo que fortalece los argu­
mentos jurídicos que nuestro país hará valer para promover los dere­
chos de los mexicanos que sean arrestados, en un futuro y por cual­
quier motivo, la decisión de la CIJ aportó una serie de determinaciones 
de enorme trascendencia para los casos individuales que originaron 
la intervención del gobierno mexicano, mediante la protección 
diplomática.33 

Las respuestas de la Corte a las solicitudes de México en relación 
con el fondo de la controversia, incluyeron, en primer lugar, la acep­
tación de que Estados Unidos había violado sus responsabilidades 
adquiridas por el artÍCulo 36 de la Convención de Viena. En segundo 
lugar, establecieron las medidas que Estados Unidos debía llevar a 
cabo. De esta forma, la Corte contribuyó de manera vital a proteger 
los derechos de los mexicanos que se encontraban, en ese momento, 
atravesando un proceso legal relacionado con la pena de muerte. 

32¡ilid., p. 190. 
33 ¡ilid., p. 194. 
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Las medidas dictadas por la cij al gobierno de Estados U nidos fue­
ron, básicamente, las siguientes: 

1] Para proporcionar la reparación adecuada en este caso, los Estados 
Unidos de América están obligados a asegurar, por los medios de su elec­
ción, la revisión y la reconsideración de los veredictos de culpabilidad pro­
nunciados y de las penas dictadas contra los nacionales mexicanos [a los que 
esta demanda se refiere]; en las que se tome en cuenta [la violación a los 
derechos establecidos en el artículo 36 de la Convención de Viena]. 

2] [La Corte] toma nota del compromiso de los Estados Unidos de 
América de asegurar la implementación de medidas específicas adoptadas 
en cumplimiento de sus obligaciones conforme al artículo 36, inciso l-b de 
la Convención de Viena; y dice que este compromiso debe ser considerado 
como satisfactorio a la petición de los Estados Unidos Mexicanos requirien­
do seguridades y garantías de no repetición. 

3] No obstante, en caso de que nacionales mexicanos sean condenados a 
penas graves, sin haberse respetado los derechos que les concede el artículo 36, 
inciso l-b, de la Convención, los Estados Unidos de América están obligados a 
asegurar, por los medios de su elección, la revisión y la reconsideración del vere­
dicto de culpabilidad y de la pena, de manera tal que se dé todo el peso reque­
rido a la violación de los derechos establecidos en la Convención [ ... j. 34 

En los meses transcurridos después del fallo de la Corte 
Internacional de Justicia, las autoridades mexicanas esperaban que el 
gobierno de los Estados Unidos de América procediera a la difusión, 
apoyo y cumplimiento de la sentencia. Es decir, a la revisión y reconsi­
de ración de los casos, en los términos dispuestos por este importante 
tribunal. Además, el gobierno mexicano comenzó a solicitar la coope­
ración del Departamento de Estado de su vecino del norte, con las 
autoridades estatales de ese mismo país, para enfrentar los casos más 
urgentes. Entre estas acciones, la Comisión Permanente del Congreso 
de la Unión solicitó a la SRE información sobre la situación de los mexi­
canos condenados a muerte en Estados Unidos para aclarar la situa­
ción de aquellos a quienes se les negó el derecho de protección consu­
lar y propuso una campaña para asistirlos.35 Por otra parte, y tomando 

34 Corte Internacional de Justicia, "México y el Caso: Avena y otros nacionales 
mexicanos (México vs. Estados Unidos de América) ", México, SRE, 2004. 

35 Arturo Nahle García, diputado del PRD, comunicado, "Solicitaran diputados 
información sobre condenados a muerte en E.U.", México, Notimex, sábado 15 de 
enero de enero de 2005 
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en consideración las particularidades de cada caso y el momento pro­
cesal en que se encontraban, la SRE trabajó en la interposición por 
parte del equipo de abogados locales de todos los nuevos recursos que 
la decisión de la corte permitió ante los órganos judiciales correspon­
dientes.36 

En cuanto a Estados Unidos, aunque su gobierno federal, a través 
de la Suprema Corte de Justicia, comenzó a revisar varios de los casos 
de los mexicanos condenados a pena de muerte, algunos de los esta­
dos de la federación se negaron a acatar el fallo de la Cl] -entre ellos, 
Oklahoma, California, Texas, Arkansas, Nevada, Ohio, Oregon e 
Illinois. Un ejemplo es el caso de José Ernesto Medellín Rojas, sen­
tenciado a muerte en Texas, quien fue condenado por violación y 
asesinato de dos adolescentes en 1993. En su recurso penal ante la 
Suprema Corte, Medellín fue apoyado por asociaciones legales,juris­
tas de renombre e incluso la Unión Europea.37 Por otro lado, en el 
momento de emitirse el fallo de la CI], gracias a las medidas provisio­
nales antes señaladas, ninguno de los mexicanos incluidos en el caso 
Avena había sido ejecutado, pero el estado de Oklahoma había f~ado 
la fecha del 18 de mayo de 2004 para la ejecución de Osvaldo Torres. 

Mortunadamente, el fallo de la el] ya ha comenzado a rendir fru­
tos. Además de Osvaldo Torres -quien consiguió, casi llegada la hora 
de su ejecución, el perdón de Brad Henry, gobernador de 
Oklahoma-, Gerardo Valdez y Rafuel Camargo salvaron su vida luego 
de que sus casos fueron revisados en seguimiento al fallo de la CI] y se 
les conmutó la pena capital por cadena perpetua. Aunado a ellos, 
otros tres mexicanos salvaron su vida un año después de la decisión 
de la corte internacional. Esta vez, se trató de una decisión de la 
Suprema Corte de Estados Unidos de declarar inconstitucional la 
aplicación de la pena de muerte, pues los involucrados tenían menos 
de 18 años al cometer el delito. Se trata de Oswaldo Regalado 
Soriano, actualmente de 30 años y sentenciado a muerte en Texas 
desde mayo de 1994, Martín Raúl Fong Soto, de 31 años, quien reci­
bió su sentencia en Arizona en febrero de 1994, y Tonatiuh Aguilar 
Saucedo, de 25 años, sentenciado en el mismo estado en junio de 
2003. Estos tres connacionales habían sido acusados por homicidio 
en primer grado, y luego de salvarse de la pena capital, purgarán 

36 Secretaria de Relaciones Exteriores, Seguimiento del Caso Avena y otros nacionales 
mexicanos, Comunicado de prensa núm. 068, México, D. F., 13 de abril de 2004. 

37 "Analizarán derechos consulares de condenados a muerte", Washington, 
Agencia EFE, 10 de diciembre de 2004. 
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ahora cadena perpetua. El gobierno de México apoyó a la defensa 
legal de los connacionales durante sus procesos y además participó 
como amicus curiae, expresando su especial interés en el caso.38 

Es así como la Secretaría de Relaciones Exteriores con el muy 
valioso apoyo de juristas mexicanos y norteamericanos y de organiza­
ciones defensoras de los derechos humanos, ha cumplido con una de 
las más arduas tareas de la labor consular que es la protección, en 
especial la de los nacionales que están sujetos a la pena de muerte. La 
suspensión de varias ejecuciones y fundamentalmente el precedente 
que se ha ido creando debe normar el criterio de los tribunales nor­
teamericanos, deliberadamente ignorantes de las normas de dere­
cho internacional que le son obligatorias. Mayor valor cobra este 
caso, como lo señala Gomez-Robledo Verduzco -pilar fundamental 
de la victoria mexicana en La Haya- en las circunstancias prevale­
cientes en los albores del siglo XXI. 

38 Natalia Gómez Quintero, "EU: fallo de Corte quita pena capital a tres mexica­
nos", en El Universal, 2 de marzo de 2005. 



5. EL CASO ALDAPE 

Me robaron quince años de mi vida. No volvena ni loco 
a los Estados Unidos. 

RICARDO ALDAPE GUERRA 

Un asunto de valiosa importancia para el gobierno de México y que 
tr~o una gran atención nacional e internacional debido a las incues­
tionables pruebas de su inocencia fue, sin duda, la situación por la 
que atravesó el connacional Ricardo Aldape Guerra, un inmigrante 
indocumentado que pasó 15 años recluido en la prisión de alta segu­
ridad Elli's, Unidad 1 en Huntsville, Texas y que fue liberado tras una 
intensa labor del gobierno mexicano y de abogados norteamericanos 
para demostrar su inocencia. 

Ricardo Aldape Guerra, originario de Monterrey, Nuevo León, 
fue condenado a muerte el 14 de octubre de 1982 por el homicidio 
en primer grado en contra del Oficial de la Policía de Houston, 
Texas, James Donald Harris, ocurrido la noche del 13 de julio del 
mismo año. Su abogado defensor, Scott J. Atlas, de la distinguida 
firma Vincent & Elkins de Houston, Texas, realizó la defensa del con­
nacional, mediante la presentación de diversos recursos legales. 
Igualmente, fue de gran valía la participación del gobierno de 
México -la Secretaría de Relaciones Exteriores y el Consulado 
General de México en Houston-, de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos y del gobierno del estado de Nuevo León, así 
como del Texas Resource Center,l por medio de la prestigiosa aboga­
da Sandra L. Babcock, en las tareas de protección a favor de Aldape. 
Finalmente, en 1996, la corte de apelaciones del Quinto Circuito con 
sede en Nueva Orleáns, Louisiana, decidió la anulación del juicio en 
el que Ricardo Aldape Guerra fue condenado a la pena capital. 

Sin duda este caso reiteró la posición del gobierno de México en 
el sentido de brindar protección a los connacionales condenados a 
muerte en los Estados Unidos de América. Asimismo, representó un 

I Institución dedicada a brindar auxilio a los condenados a muerte en el estado de 
Texas. 

[187] 



188 EL CASO ALDAPE 

claro ejemplo de cómo, por errores en los procedimientos judiciales, 
existe la posibilidad de que se ejecute a personas inocentes, principal 
argumento que se utiliza contra la aplicación de la pena de muerte. 

En virtud de lo anterior, es conveniente la inserción en el presen­
te capítulo de la narración de las experiencias y pesadumbres por las 
que atravesó el connacional Ricardo Aldape Guerra, así como tam­
bién la huella que dejó, en el gobierno de México y el que suscribe 
estas líneas, el haber conocido y auxiliado a este connacional duran­
te aquellos mom~ntos de angustia. 

Cabe señalar que el relato que será presentado en este capítulo 
fue escrito por Scott J. Atlas y Michael Mucchetti, ambos abogados de 
la firma Vincent & Elk.ins, en octubre de 1998. Sin duda, su destaca­
da intervención en el caso fue un elemento trascendental para con­
seguir la cancelación de la pena de muerte a Ricardo Aldape Guerra. 

LOS ASESINATOS 

¿Nos ayudarás? 

En la primavera de 1992, cuando Aldape había pasado ya 10 años en 
prisión, Ricardo Ampudia, cónsul general de México en Houston 
contactó por primera vez a Scott Atlas, abogado de la firma Vincent 
& Elk.ins, para hacerse cargo de la defensa de Ricardo Aldape 
Guerra. Aldape había sido encarcelado desde 1982 por el asesinato 
del oficial de policía James D. Harris en 1a ciudad de Houston. El 
Estado había programado la ejecución de Aldape para el día 12 de 
mayo de 1992 a las 12:01 a.m. 

El entonces cónsul mexicano en Houston, le pregulitó a Scott 
Atlas: "¿Ayudarías a liberar a Aldape?" Pocos días antes de la ejecu­
ción de Aldape, esa llamada sería el primer paso hacia una odisea 
legal que los consumiría a él y a un equipo de abogados durante 
varios años. Al reabrir la investigación del crimen se destaparía evi­
dencia que nunca fue escuchada por el jurado cuando Aldape fue 
condenado, así como el inesperado comportamiento intimidatorio y 
los malos manejos y abusos por parte de la policía y la fiscalía. En los 
cinco años siguientes, el caso legal se dirigiría de la Corte Estatal de 
Distrito al más alto Tribunal Criminal del Estado, mediante el siste-
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ma legal federal, y de vuelta a la Corte del Distrito del Estado. Más de 
15 jueces revisarían ostensiblemente los hechos. Mientras Aldape 
esperaba lentamente la pena de muerte, el alboroto resultante en 
torno a su inminente cita con la muerte crearía un incidente diplo­
mático. Atlas no imaginaba entonces los sentimientos de victoria o 
derrota, alegría o tristeza, esperanza y desesperanza que esta sencilla 
pregunta precipitaría. 

Para Scott Atlas, siendo abogado en el departamento de litigio 
corporativo del Bufete Jurídico Vincent & Elkins L.:L.P., fue una sor­
presa recibir el requerimiento de una posible defensa legal sobre 
una pena de muerte. Vincent & Elkins, o "V&E", como se le conoce 
coloquialmente, es uno de los bufetes más grandes y antiguos de 
Texas. Con excepción de algunas defensas de criminales de cuello 
blanco, el campo de práctica de V&E ha girado predominantemente 
en torno a problemas transaccionales y de litigación para clientes 
corporativos y gubernamentales. Atlas nunca había representado a 
nadie bajo pena de muerte; sin embargo había llevado casos crimina­
les desinteresadamente. Como presidente del comité pro bono de 
V&E, estaba orgulloso de que la firma tuviera la tradición de aceptar 
algunos casos, sin remuneración, de clientes indigentes y para apoyar 
esfuerzos artísticos y humanitarios. ' 

Atlas creció en McA11en, a unas cuantas millas de la frontera con 
México. De niño aprendió el español y a los 15 años participó en un 
programa de intercambio con una familia en la ciudad de México que 
lo ayudó a adquirir fluidez en el idioma y a tener un mejor conoci­
miento de la cultura mexicana. Pero a pesar de este verano en México, 
y cuatro años en la Universidad de Yale, donde obtuvo la licenciatura 
en matemáticas y economía, prácticamente nunca salía de Texas. 

Después de graduarse en la Escuela de Leyes de la Universidad de 
Texas en 1975, Atlas trab.yó como asistente jurídico del juez Thomas 
Gibas Gee del Tribunal de Apelación de Estados Unidos para el 
Quinto Circuito.2 Esta pasantía le proporcionó a Atlas cierta exposi­
ción a asuntos de índole criminal, e incluso casos de homicidio capi­
tal. Atlas desarrolló una relación muy cercana con su mentor, quien a 
principios de 1977, ya siendo Atlas abogado, le encargó representar a 
un criminal acusado en apelación ante el Quinto Circuito. El caso pro 

2 El Quinto Circuito es el Tribunal de Apelación Federal que escucha las objecio­
nes a las opiniones de la Corte Federal de Distrito emitidas por los estados dentro de 
los límites de su jurisdicción. El Quinto Circuito escucha actualmente casos de Texas, 
Louisiana y Mississippi. 
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bono de Bill Rummel sería un presagio de los obstáculos que Atlas 
tendría que enfrentar con el caso Aldape. A finales de 1980, Atlas 
encontró que el abogado de Rummel había sido tan ineficaz en asis­
tirIo en su juicio, que era como si prácticamente se le hubiese nega­
do el derecho constitucional a un abogado defensor.3 

Cuando el consulado mexicano contactó a Atlas, éste aceptó asistir 
a una reunión para discutir la posibilidad de representarlo, a pesar 
de tener la idea de declinar la oferta. Atlas era partidario de la pena de 
muerte, pues pensaba que la sociedad merecía ser protegida y, en cier­
tos casos, retribuida mediante la asignación de la pena máxima. 

La reunión se llevó a cabo a mediados de mayo en la oficina de 
Atlas, a la cual asistieron el propio cónsul general Ricardo Ampudia, 
Jorge Cicero, asesor jurídico del consulado, y Sandra Bahcock, gradua­
da de la Escuela de Leyes de Harvard quien trabajaba para el Texas 
Resource Center (en adelante, Centro de Recursos de Texas). Dicho 
centro había sido creado con fondos federales para representar a pri­
sioneros bajo pena de muerte quienes objetaban su sentencia. Sandra 
Bahcock ya había preparado y enviado la petición a la corte estatal de 
distrito para el procedimiento de habeas corpus en el caso Aldape.4 

El consulado había elegido a Atlas, si es que aceptaba, para llevar la 
defensa por habeas de Aldape. El consulado explicó que el arresto de 
Aldape era un caso de confusión de identidades. Aldape era tan sólo el 

3 Rumme1 fue sentenciado por un tribunal a pasar su vida tras las rejas por come­
ter tres delitos de falsificación de documentos, que en total ascendían a aproximada­
mente 230 dólares. Atlas argumentó, en este caso, que la"cadena perpetua era un cas­
tigo cruel e inusual, que constituía una violación a la Octava Enmienda de la 
Constitución de los Estados Unidos de América. Tras una audiencia en banCo donde los 
jueces del Quinto Distrito se encontraban divididos, y exponer los hechos ante la 
Suprema Corte, se reafirmó la condena de Rummel. Éste aseguró su libertad sólo des­
pués de que el caso fue remitido a una Corte Federal de Distríto. 

4 Una vez sentenciados, los presos del estado de Texas pueden apelar contra el dicta­
men ante la corte criminal más alta del estado, la Corte Criminal de Apelación de Texas. 
Si esto fracasa, el preso puede pedir una revisión a la Suprema ('.orte de los Estados 
Unidos, la cual tiene la libertad de decidir si atiende el caso o no. Muy pocos casos son 
revisados por la Suprema Corte. Cuando la solicitud de revisión por la Suprema Corte es 
rechazada, entonces la última oportunidad para lograr la libertad, un castigo menor o un 
nuevo juicio, yace en la petición de un procedimiento de habeas cor¡ms. Un reo estatal 
como A1dape, a diferencia de un reo federal, primero debe solicitar su derecho a ser libe· 
rado por medio de habeas a la corte estatal. Si las cortes estatales rechazan la petición, el 
preso puede solicitarla a la corte federal. En 1992 A1dape apenas comenzaba a ejercitar 
sus derechos de habeas. El derecho a objetar una sentencia por procedimiento de habeas 
cmpus está garantizado por la Constitución de los Estados Unidos y a menudo se dice, que 
proviene de la Carta Magna (artículo 1 sección 9, cláusula 2). 
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acompañante involuntario del asesino; la policía mató al culpable 
mientras trataba de evitar ser capturado la noche del tiroteo. Aldape se 
entregó pacíficamente y siempre se proclamó inocente. El consulado 
arguyó, además, que el estado había señalado que su condición de 
inmigrante ilegal podría ser considerada para determinar si debía o no 
ser condenado a muerte. Aldape,joven, sin recursos, ilegal, había sido 
injustamente sentenciado, por prejuicios contra los trabajadores indo­
cumentados, pues la policía ya había matado al verdadero homicida. 

La reseña del caso que Atlas escuchó durante la reunión despertó 
su interés, por lo que al finalizar ésta (tras dos horas), Atlas solicitó 
leer el expediente -17 volúmenes conteniendo un total de 4 776 
páginas. El expediente le permitiría a Atlas decidir por sí mismo si 
Texas había ofrecido a Aldape un juicio justo antes de sentenciarlo a 
muerte.5 El expediente contenía además otros documentos que Atlas 
revisaría. Del recurso directo de apelación de Aldape, Atlas podría 
leer la opinión introducida por la Corte de Apelación Criminal de 
Texas. Podría también estudiar la investigación legal previamente 
hecha por Sandra Babcock. 

Tan sólo la revisión del extenso expediente a fin de determinar si 
éste coincidía con la tipificación del gobierno mexicano del caso, le 
llevó a Atlas un mes. Descubrió que no había escasez de presuntos 
testigos del crimen. Sin embargo, las historias contadas por los testi­
gos en las transcripciones del juicio, las declaraciones a la policía y las 
actas del crimen se contradecían con frecuencia. La identificación 
del hombre que disparó variaba de un testigo a otro y las declaracio­
nes eran inconsistentes en sí mismas. Atlas se abrió camino por la 
madeja de declaraciones a favor y acusaciones en contra. Conforme 
estudiaba las montañas de material, se percataba con asombro de la 
injusticia que Aldape había recibido de su vecino del norte. 

De Monterrey a Texas 

Ricardo Aldape Guerra había nacido el 3 de abril de 1962 en Mon­
terrey, capital de Nuevo León, estado mexicano que comparte su fron­
tera norte con Texas. De familia humilde, compuesta por sus padres y 

5 En un caso capital, el juicio mismo se divide en dos partes. En la primera, el jura­
do debe decidir si el acusado es culpable o inocente. Comúnmente se le conoce como 
el periodo de «culpa-inocencia". Después, si eljurado encuentra al acusado culpable, 
comienza la fase de «imposición de la pena". 
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tres hermanos más, Aldape dejó sus estudios a los 17 años para ayudar 
a su familia trabajando en una fábrica de cajas de cartón. A pesar de 
esta circunstancia, su vida era convencional y tranquila, teniendo una 
vida familiar unida y dedicándose en sus tiempos libres al futbol. Era 
un estudiante y trabajador regular. Nunca él u otro miembro de su 
familia tuvieron problemas con la ley. Incluso, en un par de ocasiones 
mostró una conducta que puede considerarse como heroica. 

Pero Aldape no estaba satisfecho con su vida en Monterrey. 
Anhelaba algo mejor para él y para sus envejecidos padres. El 3 de 
abril de 1982, al cumplir veinte años, tomó la decisión de entrar ile­
galmente a Estados Unidos. Ricardo y dos amigos suyos saltaron al 
interior de un tren que los cruzaría por la frontera. En San Antonio 
los refugió un amigo y otro los llevó a Houston. Aldape encontró tra­
bajo rápidamente en el ramo de la construcción y aunque ganaba 
menos que los estándares normales (3 dólares la hora), era mucho 
más de lo que ganaba en México (35 dólares a la semana). Encontró 
lugar donde vivir en una zona predominantemente de hispanos de 
bajos recursos, compartiendo un espacio limitado con muchos otros 
compañeros (un departamento en la calle Rusk en el barrio de 
Magnolia), casi todos ellos mojados. 

U nos meses después de la llegada de Aldape a Houston, se unió a 
su grupo de amigos otro joven ilegal, de 27 años, quien era conocido 
por Aldape y sus compañeros de cuarto como el güero y más tarde 
como Carrasco por la policía.6 Además de jactarse de haber matado a 
un taxista y un dependiente de una abarrotería, Carrasco alardeaba 
de estar ahorrando dinero para poder ir a Cuba y asesinar a Fidel 
Castro a quien odiaba. Carrasco siempre llevaba consigo una pistola 
Browing 9 mm que apreciaba mucho.7 Entre las anécdotas que se 

6 Esta persona extraña, misteriosa y carismática, se hacía llamar de diferentes 
maneras. Para algunos era Antonio. Tras haber robado a mano armada aJamesJoseph 
Kosmerl el 24 dejunio de 1982, el güero asumió esta identidad, al pegar su propia foto­
grafía en la licencia robada. La policía lo identificaría posteriormente con el nombre 
de Roberto Carrasco Bores, después de tomarle huellas digitales y buscarlas en los 
archivos del Departamento de Seguridad Pública de Texas. Sin embargo, al llamar a 
las personas que aparecían como parientes en su solicitud de licencia, éstas dijeron no 
conocerlo. Según algunas personas, él presumía haber tomado este último nombre de 
un taxista al que mató. Hasta el día de hoy, no se ha podido identificar quién era en 
realidad este hombre con tantos alias. 

7 Carrasco adquirió esta pistola y municiones el19 dejunio de 1982, poco antes de 
empezar a visitar el departamento de la calle Rusk y de conocer a Aldape. La compró 
de manos de Alfredo Maldonado Jr., presentándose a éste como "Luis" y pidiéndole 
que la comprara en Carter's Country, tienda de armas en Pasadena, Texas. 
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cuentan de él, se dice que en una ocasión, cuando un policía patru­
llaba cerca del departamento de la calle Rusk, Carrasco apuntó con 
sus dedos hacia la patrulla y, actuando como si su mano fuera una 
pistola disparó, pues odiaba a los policías. 

Aun sin la presencia amenazante de Carrasco, Magnolia no era 
precisamente un barrio tranquilo. En 1982 las peleas callejeras y los 
disparos eran cotidianos. Aldape, igual que muchos otros en el 
barrio, llevaba una pistola Detonics .45 como protección, que compró 
a Carrasco.8 Además del visitante enigmático, y más allá de Magnolia, 
otros factores se sumaron para afectar la vida de Aldape. El ario de 
1982 fue trágico para el Departamento de Policía de Houston, ya que 
cuatro oficiales murieron en cumplimiento de su deber. Además, un 
sentimiento contra los inmigrantes invadía a los habitantes texanos. 
El Congreso discutía un nuevo proyecto de ley concerniente a los 
inmigrantes ilegales: The lmmigration Reform and Control Act (IRCA) de 
1982.9 Entre sus cláusulas controversiales se incluían multas a perso­
nas que contrataran a trabajadores indocumentados y un programa 
de amnistía que otorgaba la residencia permanente a millones de 
indocumentados. Los periódicos de Houston refle;jaban la idea gene­
ralizada de que la inmigración ilegal causaba "una ola de crimen a 
nivel nacional". Aunado a esto, estaba la tasa de desempleo del 9.4% 
que incrementaba el sentimiento antiinmigrante ante el temor de los 
ciudadanos estadunidenses de perder sus empleos. 

La conducta violenta de Carrasco 

La noche del martes 13 de julio de 1982 Aldape le pidió a un amigo 
que le prestara su coche para ir a comprar refrescos. Carrasco, quien 
estaba en ese momento de visita con los residentes de la calle Rusk, 
se ofreció para acompañarlo. Los dos hombres salieron a las 9 de la 
noche en punto. Aldape condujo velozmente, y después de comprar 
los refrescos, casi atropelló a George Brown, un adolescente que 
paseaba a su perro. Brown saltó a una zanja a orillas de la calle para 

8 Cuando Aldape fue arrestado, la pistola fue rastreada y se descubrió que había 
sido robada de la tienda de armas Rebel, en Houston. El fiscal local no presentó cargos 
contra Aldape, ni lo arrestó o procesó por el robo a la tienda. 

9 La Ley de Reforma y Control de Inmigración también fue conocida como Ley 
Simpson-Rodino, por los nombres de sus autores principales, el senador Alan K. Simpson 
yel diputado Meter Roclino. 
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evitar ser atropellado. Al salir de ésta, haciendo señas llamó la aten­
ción de un patrullero. 

Era el oficial James D. Harris, quien pasaba por ahí segundos des­
pués del incidente. El oficial Harris era un policía ejemplar. Después 
de prestar sus servicios en la Fuerza Aérea de Estados Unidos, se unió 
al Departamento de Policía de Houston en 1976. A sus 29 años ya 
había recibido numerosas cartas de ciudadanos alabando su trabajo. 
En los dos años anteriores a su muerte, había recibido las más altas 
condecoraciones por su desempeño en el Departamento de Policía. 
También era un dedicado esposo y padre de dos niñas. Podría decir­
se que era, en todos los aspectos, un buen servidor público. 

La patrulla del oficial Harris se detuvo, atendiendo a las señas de 
Brown. Harris tomó nota de la descripción que hizo Brown del 
coche, un Buick, y salió en su persecución. Mientras tanto, Aldape y 
Carrasco no se habían alejado mucho. Se quedaron varados sin bate­
ría en la esquina de Edgewood y Walker, aún dentro del barrio de 
Magnolia, a unas cuantas cuadras del departamento de la calle Rusk. 
Eran casi las diez de la noche. 

El oficial Harris estaba a una hora de terminar su turno cuando 
llegó a la esquina de Edgewood y Walker. La patrulla se detuvo atrás 
del coche varado. Sus dos ocupantes se encontraban de pie junto al 
automóvil. Aldape vestía una camisa verde y unos pantalones de mez­
clilla. Carrasco llevaba una camisa morada y pantalones cafés. Aldape 
tenía cabello largo, negro, barba y bigote. Carrasco tenía cabello cas­
taño, corto y estaba rasurado. Esta diferencia de ropa, cabello y vello 
facial sería fundamental para los testigos que posteriormente tratarían 
de evocar lo que' presenciaron aquella noche. 

El oficial salió de su carro y ordenó, en inglés, a Aldape y a 
Carrasco que se acercaran y colocaran sus manos en la patrulla. Sólo 
uno de ellos obedeció y puso sus manos en el cofre de la patrulla. El 
otro salió de entre las sombras, caminó hacia la patrulla y sacó una 
pistola Browning 9 mm. Disparó casi a quemarropa al oficial Harris, 
dándole tres tiros en la cabeza. La pistola estaba tan cerca de Harris 
que dejó quemaduras de pólvora en su rostro. Después de atravesar a 
la víctima, las tres balas se alojaron en una casa en la esquina noroes­
te de Edgewood y Walker. 

Después de derribar al oficial Harris, el hombre armado tomó la 
pistola del policía. El hombre armado y su conocido se dieron a la fuga 
en direcciones opuestas sobre la calle Walker. El homicida corrió 
hacia el norte, mientras que el otro hombre corrió hacia el sur. El 
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hombre que corrió hacia el sur de la calle lanzó dos tiros al aire con 
una pistola calibre .45. 

Poco antes de que el oficial Harris recibiera los disparos, un auto­
móvil Ford se había aproximado hacia donde estaba el Buick. El 
señor José Armijo era el conductor del Ford. Sus dos hijos,JoséJr., de 
10 años de edad, y Guadalupe, de 3, venían también en el auto. 
Cuando el oficial Harris recibió los disparos, el Sr. Armijo metió 
reversa y empujó a su hijo para quitarlo del peligro. El homicida 
corrió hacia el auto de Armijo apuntando, con la mano izquierda, la 
pistola 9 mm hacia su cabeza. Atrapado en el carro, sin posibilidad 
de avanzar por la intersección, pues la patrulla y el Buick bloqueaban 
el paso, ni poder echarse en' reversa con suficiente rapidez, Armijo 
fue un blanco fácil. Un solo disparo atravesó el parabrisas y lo hirió 
de muerte. Su hija Lupita sufrió cortadas en el hombro y cuello por 
los vidrios rotos. El Ford trastabilló por el camino hasta una alcanta­
rilla. 

Poco después, docenas de detectives y oficiales llegaron a la esce­
na del crimen y se unieron a la búsqueda frenética de los dos hispa­
nos sospechosos. El oficial Lawrence Trepagnier se acercó a una 
cochera oscura y revisó el interior con su linterna. Carrasco salió de 
repente de su escondite y disparó cinco veces con su pistola 9 mm, 
alcanzando a Trepagnier en el pecho y el abdomen. Alertados por los 
disparos, varios oficiales corrieron hacia la cochera. Carrasco salió 
corriendo por una esquina de la casa, justo en dirección de los poli­
cías. Los oficiales dispararon, acribillándolo hasta la muerte con 
detonaciones de escopeta en la cabeza, pecho y espalda. La pistola 9 
mm resbaló de las manos de Carrasco y cayó entre sus piernas; el car­
gador estaba vacío. 

Aldape escuchó claramente los disparos contra Carrasco. 
Agachado detrás de un remolque para caballos en el patio trasero del 
número 4911 de la calle Rusk, Aldape escuchaba cómo los detectives y 
policías lo iban cercando. Minutos después de la muerte de Carrasco, 
Aldape fue hallado, desarmado. Con las manos arriba, Aldape se rin­
dió sin forcejear. Los policías lo esposaron y cubrieron sus manos con 
bolsas de papel para preservar cualquier evidencia de pólvora o rastro 
de metaL Los detectives encontraron la pistola .45 debajo del remol­
que para caballos, a unos sesenta centímetros de distancia de donde 
Aldape había estado escondido. Envolvieron la pistola en un paliacate; 
tenía una bala en la recámara y tres en el cargador. 

Después de detenerlo, Aldape fue llevado a la estación de policía, 
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donde se declaró inocente a las 3:30 a.m. sin contar con la presencia 
de un abogado. Nadie le había informado a Aldape de su derecho a 
ponerse en contacto con el Consulado mexicano, privilegio que le 
otorgaba la Convención de Viena para Asuntos Consulares, firmada y 
ratificada por Estados Unidos en 1969.10 Esa madrugada, luego de su 
arresto, en la estación, le tomaron fotografias y huellas digitales. A las 
6 de la mañana, ya con el uniforme de preso, se formó en la línea de 
identificación de sospechosos. Aldape no podía ver a los testigos, que 
habían pasado toda la noche y la madrugada en la estación, mientras 
ellos lo miraban a través del vidrio de una sola dirección tratando de 
hacer una identificación positiva. 

Detectives y oficiales recolectaban evidencia fisica en Edgewood y 
Walker. En la esquina noreste de la intersección, encontraron tres 
cartuchos vacíos de la pistola 9 mm. Las tres balas entraron por el 
lado izquierdo de la cara del oficial Harris y volaron por encima de la 
patrulla, en una posición casi perpendicular, desde el lado del con­
ductor hacia el lado del pasajero. En el techo de la patrulla había san­
gre salpicada en el mismo ángulo perpendicular. Los oficiales siguie­
ron la trayectoria de las balas hasta unos agujeros en la casa de la 
esquina noreste de Walker y Edgewood. A partir de las evidencias fisi­
cas, los policías concluyeron que el oficial Harris estaba de pie junto 
a la puerta abierta de su patrulla cuando le dispararon a quemarro­
pa. El hombre que disparó estaba al este y ligeramente al sur del ofi­
cial. El médico forense que posteriormente realizó la autopsia comu­
nicó que el cuerpo del oficial Harris presentaba quemaduras de 
pólvora en las heridas y alrededor de ellas. Un experto en balística 
dedujo por las quemaduras de pólvora que el arma homicida se 
encontraba entre los 45 cm y 1.20 m de distancia del oficial Harris, y 
probablemente a menos de sesenta centímetros de distancia. 

Más cartuchos vacíos de la 9 mm fueron encontrados en otras par­
tes de la escena del crimen. Uno, en el asiento del Buick que corres­
ponde al pasajero, y otros más en el lado norte de la calle Walker: 
uno en una zanja frente al 4925 de la calle Walker (cerca del carro 
que conducía José Armijo) y dos en la entrada para coches de esa 
misma casa. La policía recuperó dos casquillos de pistola calibre .45 
en el lado sur de la calle Walker, casi a una cuadra al este de donde 
fue asesinado el oficial Harris. No se encontraron orificios de balas 

10 Recuérdense los artículos 5 y 36 de esta convención analizados cuando estudia­
mos el caso Avena y sus repercusiones en dicho caso. 
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de pistola .45, lo cual coincidió con la declaración de Aldape de que 
sólo disparó al aire. A partir de la evidencia, los detectives concluye­
ron que el homicida utilizó una pistola 9 mm para matar al oficial 
Harris y después huyó hacia el este, bajando por el lado norte de la 
calle Walker. Estando sobre Walker, el homicida disparó contra José 
Armijo y siguió corriendo hacia el este. La otra persona córrió tam­
bién hacia el este, pero en dirección sur por la calle Walker, dispa­
rando su pistola .45 al menos en dos ocasiones. 

Evidencia física adicional fue encontrada en el cuerpo de 
Carrasco. Carrasco exhaló por última vez sosteniendo su pistola 9 
mm. El cargador dentro de su arma, con capacidad para 13 o 15 
tiros, estaba vaCÍo. En la morgue, encontraron la pistola Colt Pitón 
.357 del oficial Harris metida en la pretina de los pantalones de 
Carrasco, b~jo el cinturón. Carrasco traía además otro cargador para 
pistola Browning 9 mm con 20 tiros, en una cartuchera de tipo mili­
tar de doble bolsa atada su cinturón, 11 balas para 9 mm sueltas en 
los bolsillos de sus pantalones, y una funda de piel para pistola en el 
interior de su pretina frontal. 

Todas las evidencias físicas incriminaban a Carrasco. Sin embargo, 
Aldape no ayudó al oficial Harris al verlo herido de muerte y poseía 
una pistola .45 sin registro, misma que la policía más tarde determina­
ría que era robada. Aldape era, además, indocumentado y había esta­
do sin duda en la escena del crimen. No obstante, el principal sospe­
choso era Carrasco, pues era el dueño y portador del arma homicida y 
llevaba también la pistola que pertenecía al oficial Harris. Pero 
Carrasco estaba muerto. El 23 de julio de 1982, Aldape fue acusado de 
asesinato capital. No fue procesado corno cómplice de homicida. No 
podía ser, pues corno reconoció años más tarde uno de los fiscales del 
juicio, la evidencia demostraba que el homicida había actuado de 
manera independiente, sin caución ni ayuda. Aldape fue acusado de 
asesinar a un oficial de policía uniformado. Se le imputaron los cargos 
de homicidio. Podía ser sentenciado a muerte. 

Eljuicio 

Al revisar los informes de la policía, Atlas observó que toda la eviden­
cia física señalaba a Carrasco, y no a Aldape, corno el homicida y sin 
embargo, éste debió, durante el primer juicio en 1982, enfrentar un 
cargo por asesinato capital. Al no poder pagar un abogado, la corte 
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estatal de distritO' le había asignadO' cO'mO' abO'gadO's a CandelariO' 
ElizO'ndO' y JO'e Hernández. Elizondo, principal abO'gadO' de Aldape, 
tenía muchO's añO's de experiencia en casO's de asesinatO' capitaL 
Antes de dedicarse a la defensa criminal, ElizondO' había sidO' fiscal 
auxiliar de distritO' durante aprO'ximadamente cincO' añO's y mediO'. 
Hernández, pO'r su parte, tenía apenas tres añO's ejerciendO' y su expe­
riencia en casO's capitales era nula. Había sidO' dificil preparar la 
defensa de Aldape debidO' a lO's limitadO's recursO's y a la indispO'sición 
de algunO's de lO's testigO's para hablar. Otras presiO'nes habían aque­
jadO' al equipO' defensO'r. ElizondO' tenía O'trO' juiciO' pO'r asesinatO' en 
agO'stO' de 1982, al tiempO' que la fecha del juiciO' de Aldape se acerca­
ba. LO's abogadO's de la defensa nO' tenían fO'ndO's para cO'ntratar 
expertO'S que ayudaran a recO'nstruir la escena del crimen O' a rebatir 
la interpretación de la evidencia física prO'pO'rciO'narla pO'r lO's peritO's 
del EstadO'. Aldape viO' a sus O'cupadO's abO'gadO's sólO' unas cuantas 
veces antes del juiciO' dO'nde habría de pelear pO'r su vida. Más aÚll, 
en su segunda entrevista, acO'nsejarO'n a Aldape que aceptara la cade­
na perpetua. Aldape se negó, insistiendO' que él era inO'cente y así fue 
cO'mO' se declaró. 

PO'r el cO'ntrariO', dO's cO'mpetentes fiscales habían representadO' a 
la parte demandante: RO'bert MO'en, de 35 añO's de edad, Jefe Fiscal 
de'la 248a CO'rte de DistritO' (a dO'nde el casO' fue asignadO') , y Richard 
Bax, de 33 añO's de edad, jefe de una de las cuatrO' divisiO'nes de cri­
men en la O'ficina del procuradO'r del distritO' del cO'ndadO' de Harris. 
El 30 de agO'stO', el juez Henry Oncken diO' cO'mienzO' al procesO' de 
selección de juradO's. Durante el procesO' de voir dire, lO's abO'gadO's tie­
nen la O'pO'rtunidad de hacer preguntas a lO's juradO's pO'tenciales 
para determinar si sO'n imparciales O' nO'. Si la cO'rte piensa que la ten­
dencia de algunO' de IO's juradO's pO'tenciales es tan fuerte que pudie­
ra hacerlO' proceder injustamente, entO'nces esa persO'na se retira del 
panel de juradO's. Además de esto, cada parte puede sacar del panel 
de juradO's a un número limitadO' de persO'nas sin necesidad de expli­
car lO's mO'tivO's de su decisión -dichO' prO'cedimientO' se cO'nO'ce cO'mO' 
"peremptory strike" (recusación de un juradO' que nO' precisa justifica­
ción). El prO'cesO' de voir díre es también la primera O'pO'rtunidad que 
se tiene para cO'nvencer a lO's pO'sibles juradO's de la inO'cencia O' cul­
pabilidad del acusado. 

La fiscalía utilizó el voir dire para subrayar en repetidas O'casiO'nes 
que Aldape era un "extranjerO' ilegal". Aunque la defensa recO'noció 
que Aldape había entrado ilegalmente al país, el EstadO' se excedió al 
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presentar su acusación. Para decidir si la pena de muerte es la con­
dena apropiada, el jurado debe hacer una evaluación de qué tan peli­
groso podría ser el acusado en el futuro. La fiscalía aleccionó a varios 
miembros del jurado diciéndoles que si sentenciaban a Aldape, 
durante la fase del juicio en donde se dicta sentencia, podrían tomar 
en cuenta el estatus de Aldape como "extranjero ilegal". Por ejem­
plo, cuando el abogado de Aldape objetó, uno de los fiscales aleccio­
nó a uno de los jurados diciéndole que "el hecho de que una perso­
na haya entrado o se encuentre en otro país ilegalmente puede 
constituir evidencia a ser tomada en cuenta por el jurado para deter­
minar qué tipo de persona es el acusado". Los fiscales dijeron a otro 
jurado que el estatus de Aldape de "extranjero ilegal" le ayudaría a 
responder a las preguntas durante la elección de la sentencia que 
determinaría si Aldape habría de ser ejecutado. 

El proceso de voir dire duró de septiembre a octubre de 1982. 
Cada parte expresó sus objeciones, con la esperanza de que la corte 
estuviera de acuerdo en quitar a un jurado parcial. El Estado sacó en 
su oportunidad a personas hispanas o de apellido hispano. Los pri­
meros doce panelistas del voir dire que no fueron sacados por ningu­
na de las partes conformaron el jurado. El juicio comenzó el 4 de 
octubre de 1982. 

La fiscalía sostuvo la teoría de que hubo un doble intercambio de 
armas. Su especulación fue la siguiente: Aldape y Carrasco llevaban 
sus armas en el asiento delantero del Buick. Cuando salieron del 
coche, accidentalmente intercambiaron sus armas. Ése fue el primer 
intercambio. Supuestamente, Aldape disparó contra Harris, tomó el 
arma del oficial y disparó a Armijo con la 9 mm. De acuerdo con la 
fiscalía, en algún momento después de esto, pero antes de que 
Carrasco disparara a los policías cón su 9 mm, Carrasco recuperó de 
Aldape su arma y la'.357 del oficial Harris. Ése fue el segundo inter­
cambio. Como es evidente, el Estado no sólo carecía de evidencias 
para sustentar su teoría del doble intercambio de armas, sino que 
tampoco contaban con evidencia física alguna que vinculara a 
Aldape con el crimen. 

Entonces, sin evidencia física, el Estado dependió de las declara­
ciones de cinco personas a las que llamó como testigos oculares del 
tiroteo. La mayoría de estas personas eran adolescentes. Muchos de 
ellos, con poca educación y magro conocimiento del inglés. Ninguno 
de los testigos vio el intercambio de armas ni aseguró haber visto a 
Aldape dispararle al oficial. Aunque cinco testigos ubicaron a Aldape 
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en la escena del crimen, sólo uno, José Armijo Jr., de 10 años de 
edad, eventualmente testificó haber visto a Aldape dispararle al ofi­
cial Harris. 

La teoría de la fiscalía estaba construida en su totalidad alrededor 
de estos jóvenes testigos y de su capacidad para reconocer, por la 
noche y en un lugar con muy poca iluminación, las diferencias entre 
dos hombres hispanos de altura y constitución similares. Las diferen­
cias de ropa y vello facial entre Carrasco y Aldape serían fundamenta­
les para determinar cuál de ellos había asesinado al oficial Harris. El 
Estado comprendió lo anterior y concibió una técnica sin precedentes 
para superar este obstáculo. Al rendir su testimonio durante el juicio, 
todos los testigos se beneficiaron de un elemento auxiliar inusual. La 
fiscalía pagó 7 000 dólares en la preparación de unos maniquíes de 
tamaño natural de Aldape y Carrasco. Las cabezas, mandadas a hacer a 
medida y semejanza de los acusados, costaron 3 500 dólares cada una. 
Los cuerpos fueron donados por una tienda departamental local. El 
Fiscal de Distrito, John B. Holmes Jr., dijo que el costo sería cubierto 
con el dinero recaudado por la inútil división de inspección. Holmes 
admitió que el uso de maniquíes era algo "inusual" y dio a los fiscales 
Bax y Moen el crédito de la idea. Los maniquíes fueron modelados 
hasta lograr en ellos un parecido asombroso con el aspecto que tenían 
los dos hombres la noche del asesinato, utilizando, incluso, la misma 
ropa que los hombres habían vestido. Es por esto por lo que la camisa 
de Carrasco estaba llena de balazos y manchada de sangre, mientras 
que la de Aldape no tenía manchas. Mientras los testigos rendían testi­
monio, no había forma de confundirse en cuanto a cuál de los hom­
bres tenía el cabello largo y usaba una camisa verde, y cuál tenía cabe­
llo corto, vestía una camisa morada ... y estaba muerto. 

En el juicio de 1982, el Estado llamó primero a Patricia Díaz al 
estrado. Ella tenía tan sólo 17 años. En resumen, Díaz testificó que 
vio a Aldape apuntando al oeste hacia la patrulla justo antes de escu­
char los disparos, pero que nunca vio'a alguien disparando contra el 
oficial Harris. En segundo lugar, fue llamada al estrado Herlinda 
GarcÍa. La quinceañera iba sobre la calle Walker con su bebé, rumbo 
a la tienda, cuando vio al Buick detenerse en medio de la calle. Ella 
dijo que estaba corriendo cuando escuchó los disparos. Aunque 
García identificó a Aldape como el hombre que disparó, admitió que 
en su declaración inicial había descrito al hombre que disparó como 
un hombre de cabello claro y que vestía camisa y pantalón cafés. 
Carrasco,.y no Aldape, llevaba pantalones cafés la noche del tiroteo. 
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Ninguno de ellos vestía camisa café. Hacia el final de su testimonio, 
Garda declaró que nunca vio al hombre que vestía ropa café levantar 
su arma o dispararle a alguien. Garda no había ido sola a la tienda 
esa noche. Iba acompañada de su hermana de 16 años de edad, 
Elvira "Vera" Flores. El Estado llamó entonces a Flores al estrado. 
Flores pensó que Aldape era el hombre que disparó, pero reconoció 
que ella se había escondido detrás de un auto cuando el tiroteo 
empezó. También admitió no haber identificado a Aldape en la línea 
de identificación, pero explicó que eso se debió a su temor por futu­
ras represalias. Testificó que en realidad no vio a la persona que les 
disparó al oficial Harris y al señor Armijo. No vio ninguna arma, sino 
hasta después de que le dispararon al oficial Harris y hasta que el 
hombre que según creía era el homicida empezó a correr hacia abajo 
de la calle. 

La siguiente en testificar fue Hilma Galván, quien vivía en el lado 
norte de la calle Walker, cerca del lugar del tiroteo. De 44 años de 
edad, Galván era la única persona adulta entre los presuntos testigos 
oculares llamados por el Estado. En su testimonio, dijo que el 13 de 
julio de 1982 caminaba con José Heredia y su hermano, Armando. 
Galván escuchó dos disparos. Nunca vio un arma, pero sí un destello. 
Dijo que el hombre que disparó tenía cabello claro y vestía una cami­
sa negra o café oscuro y pantalones cafés. En la corte identificó a 
Aldape como el hombre que disparó. Dijo nunca haber visto a 
Carrasco. Galván testificó, además, que la persona que ella creía que 
había disparado corrió hacia su lado de la calle, el lado norte. 

La fiscalía llamó entonces al joven José Armijo Jr., quien sentado en 
el asiento delantero del coche de su padre, vio al oficial Harris de pie, 
fuera de su patrulla,.allado de la puerta abierta. Otros dos hombres 
estaban de pie frente a la patrulla con las manos sobre cofre. Un hom­
bre "actuó como si se rascara la espalda", sacó una pistola y le disparó 
al oficial Harris. José Jr. vio el fuego salir de la pistola y cuando el oficial 
Harris cayó al piso. Mientras observaba los maniquíes, JoséJr. declaró 
que el hombre que disparó llevaba una camisa verde, mientras que el 
otro llevaba una camisa morada. Dijo que el hombre que disparó tenía 
barba y cabello largo. Entonces identificó in situ a Aldape, como el 
hombre que disparó. La noche del tiroteo José Jr. había contado a la 
policía que el hombre que disparó utilizó su mano izquierda para recu­
perar y disparar el arma. No obstante, ni la defensa ni la fiscalía evoca­
ron este hecho durante el testimonio de José Jr. en el juicio. La infor­
mación sobre cuál mano utilizó el homicida pudo haber ayudado al 
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jurado a decidir si Aldape era inocente, como se vena en la informa­
ción que Atlas habna de descubrir posteriormente. 

Al cuestionar la defensa a José Jr., éste admitió que, la noche del 
crimen, había confesado la verdad a la policía al declarar que no vio 
claramente al homicida. Antes que lo llevaran a la línea de identifica­
ción, había dicho a la policía no saber quién le había disparado al ofi­
cial y que tampoco sabía qué ropa llevaban Aldape y Carrasco la 
noche del tiroteo. Horas después de su primera declaración, tampo­
co había podido identificar a Aldape en la línea de identificación, 
aun cuando la policía le aseguró que los hombres no podían verlo; 
JoséJr. comentó entonces que tenía miedo de identificar a Aldape. 

Acto seguido, para sustentar el testimonio de José Jr., el Estado 
llamó al estrado a su madre, quien había permanecido en la corte 
desde el inicio del proceso. Marie Estelle Armijo testificó que su hijo 
había regresado a casa de la estación de policía a las 8:30 de la mañana 
el 14 de julio de 1982 y le aseguró que vio al homicida pero que le 
había dado miedo identificarlo. Estela Armijo testificó que había espe­
rado seis semanas para decirle al fiscal, sólo días antes del juicio, que 
José Jr. podía identificar a Aldape como el homicida. Ante las objecio­
nes de la defensa, narró detalladamente cómo el comportamiento de 
Jr. había cambiado desde la muerte de su padre. Explicó que José Jr. 
"salía mucho a jugar y a andar en bicicleta por la banqueta alrededor 
de la cuadra". Pero eso había cambiado desde el tiroteo. "Ahora él no 
quiere salir a jugar y en cuanto llega a· la casa sólo se quiere recostar a 
dormir, y no quiere ni comer." Este testimonio, aunque convincente, 
era irrelevante para decidir la culpabilidad de Aldape. 

El Estado llamó a otros testigos para lograr un impacto emocional. 
Por ejemplo, el médico forense que realizó la autopsia del oficial Harris 
describió las heridas. El Estado mostró grotescas fotografías enseñando 
la entrada y la salida de las balas en la cara y la cabeza del oficial, así 
como otras donde podía verse cómo le entraba y le salía una varilla. 
Como último testigo, la fiscalía llamó a la viuda del oficial Harris. La 
corte denegó las objeciones de la defensa sobre el hecho de que el tes­
timonio emotivo sobre la vida, el trab~o y el matrimonio del oficial 
Harris eran intranscendentes para determinar la inocencia o culpabili­
dad de Aldape. Por el contrario, la corte le permitió presentar un testi­
monio conmovedor, describiendo detalles personales tales como la 
forma en que conoció a su esposo y los trab<tios extras que él tenía para 
que ella pudiera dedicar su tiempo a la crianza de sus dos hijas. 

La defensa, por su parte, comenzó con el testimonio de José 
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Armijo jr., quien afirmó ver a Aldape disparar en contra del oficial 
Harris. Sin embargo, ningún testigo ubicó a Aldape en la posición 
del homicida -al este del oficial. La defensa empezó entonces la 
exposición de su caso. 

A su turno, la defensa presentó a cuatro testigos, dos que presen­
ciaron el tiroteo y dos que escucharon a Carrasco confesar el crimen. 
jacinto Vega, de 17 años, testificó que la noche del 13 de julio de 
1982 estaba sentado en el porche de Hilma Galván cuando el Buick 
pasó por su casa y se detuvo en la intersección. Él vio al conductor 
acercarse a Herlinda García y a Vera Flores. Se dio cuenta que el 
pasajero del Buick tenía cabello corto. Después la patrulla se estacio­
nó detrás del Buick. El oficial Harris llamó al conductor, éste caminó 
hacia la patrulla y colocó sus manos sobre el cofre. El pasajero cami­
nó detrás del conductor y permaneciendo detrás de él y al este, "sacó 
algo" y disparó al oficial Harris. Sostuvo el arma con las dos manos. 
En el interrogatorio de la fiscalía, Vega declaró que el conductor 
estaba más cerca del oficial Harris, pero que el pasajero de cabello 
corto disparó desde atrás del conductor. 

Enseguida, la defensa llamo a José Heredia, de 14 años. Él y su 
hermano, Armando, estaban con Hilma Galván la noche del tiroteo. 
Él también había visto a Aldape poner las manos sobre el cofre de la 
patrulla. Mientras que el oficial Harris estaba de pie junto a la puerta 
de su carro, el pasajero del Buick se acercó y le disparó al oficial 
Harris. José Heredia identificó al homicida como "güero, el de cabe­
llo claro". En el interrogatorio, el fiscal cuestionó a Heredia sobre un 
"asesinato" que presuntamente había ocurrido 40 minutos antes del 
homicidio del oficial Harris. Las primeras ocho preguntas del fiscal 
-utilizando frases como: "esa mujer asesinada", "habían asesinado a 
una mujer" y el "cuerpo de la mujer"- tenían la intención de darle a 
conocer al jurado que Aldape y Carrasco habían cometido un asesi­
nato. La defensa objetó. El fiscal prometió "aclarar" más tarde a la 
corte la relevancia de lo antes mencionado, pero nunca lo hizo. 
Elizondo, el abogado de Aldape, no sabía que ese asesinato nunca 
sucedió. La policía investigó el rumor aproximadamente el 22 de 
julio de 1982 y confirmó que fue un engaño. Curiosamente, el fiscal 
prosiguió con este testimonio aun sabiendo que no había ocurrido 
ningún asesinato en el cementerio. 

La defensa también llamó a dos de los compañeros de cuarto de 
Aldape, José Manuel Barrosa Esparza y José Luis Torres Luna. 
Ambos jóvenes testificaron en español y declararon haber estado en 
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su departamento cuando Carrasco entró corriendo a la residencia 
del número 4907 de la calle Rusk, jactándose de haber matado a un 
policía. Esparza testificó que esa noche aproximadamente entre las 
10:00 y las 10:30 p.m. escuchó disparos. Tres o cuatro minutos des­
pués, Carrasco, agitado y sin aliento, entró al departamento. 
Carrasco le enseñó la pistola del policía y le indicó que había mata­
do al dueño. Esparza vio que Carrasco portaba dos pistolas, una en 
su mano y la otra en su cinturón. Posteriormente, Torres testificó 
que Carrasco ofreció darle el revolver del policía "como un regalo", 
pero Torres no aceptó este "regalo". Entonces Carrasco le quitó el 
cargador a la pistola que tenía en la mano y lo remplazó por uno car­
gado. Poco después de que Carrasco llegó, Aldape entró corriendo a 
la casa. Aldape le dijo a Torres que Carrasco acababa de matar a un 
policía. Carrasco exclamó que se iba a defender, prefiriendo morir 
antes que rendirse. Esparza, no queriendo involucrarse, les dijo que 
se fueran. Más adelante, Carrasco y Aldape se marcharon por la 
puerta trasera. 

Posteriormente, cuando la policía entró a la casa con sus armas 
listas, forzaron a los inquilinos restantes a tirarse al piso con la cara 
hacia abajo y comenzaron a interrogarlos a punta de pistola. Torres y 
Esparza admitieron no haber dicho a la policía sobre la confesión 
que les hizo Carrasco porque estaban asustados. Durante la réplica, 
el fiscal llamó a un policía quien testificó que Torres y Esparza le 
comentaron que abandonaron la casa poco después de que Carrasco 
y Aldape salieran y que no habían regresado hasta que el policía los 
vio. El oficial insistió en que no había visto a nadie apuntarles a 
Torres o Esparza mientras los interrogaban. 

Finalmente, la defensa llamó como testigo al propio acusado, 
Ricardo Aldape Guerra. Testificando en español por medio de un 
intérprete, Aldape dijo que conocía a Carrasco sólo como "el güero" 
desde hacía dos o tres semanas. El 13 de julio Carrasco acompañó a 
Aldape a la tienda a comprar unos refrescos; como siempre, Carrasco 
portaba su pistola 9 mm. Aldape manejaba alrededor del barrio 
girando las llantas del Buick antes de vararse. Poco después de que el 
coche se varara pidió, a unas señoritas, cables de corriente. Más tarde 
la patrulla llegó. Aldape escuchó al oficial decir algo, pero sólo 
entendió: "acércate". Él obedeció sus órdenes y puso sus manos sobre 
el cofre de la patrulla. El oficial Harris le dijo a Carrasco "acércate" 
pero Aldape perdió de vista a Carrasco. "Repentinamente", Aldape 
testificó, "los disparos rozaron casi en mis oídos". Él vio cuando se 
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cayó la pistola del oficial y Carrasco la recuperó. Ambos se voltearon 
y huyeron. Aldape corrió hacia abajo del lado derecho de la calle (al 
lado sur) yendo hacia el este de Walker. Por miedo, disparó dos veces 
al aire su arma .45 para que Carrasco no lo siguiera. Corrió a casa y 
encontró que Carrasco ya estaba adentro. Carrasco dijo haberle dis­
parado a otro carro. 

Con el testimonio de Aldape, la defensa descansó. Entonces cada 
parte presentó su informe final aljurado. Primero, como siempre, pro­
cedió el Estado y después la defensa. Al finalizar esta última argumen­
tación ambas partes tendrían el derecho de réplica. La fiscalía expuso 
la teoría del intercambio de armas. La fiscalía insistió en que cinco per­
sonas -José Armijo Jr., Galván, Díaz, García y Flores- fueron inmedia­
tamente a la estación de policía, donde declararon por escrito sin 
tener la oportunidad de consultar con nadie; presenciaron la línea de 
identificación sin poder discutir lo que veían. Individualmente les pre­
guntaron si reconocían a alguien y éstos identificaron a Aldape como 
el presunto homicida. El testimonio clave fue el de José Jr. quien iden­
tificó a Aldape como el agresor. El fiscal declaró que José Jr. sabía que 
"Dios lo regañaría si decía una mentira". 

Además, la tiscalía dijo que la evidencia científica era "no conclu­
yente" y que el testimonio deJosé Heredia -de haber visto a Carrasco 
matar al oficial Harris-, decisivo para la defensa de Aldape, no podía 
considerarse como verdadero. Para justificar esto, el fiscal dio la 
siguiente opinión sobre el estado mental de Heredia, de catorce 
años, durante su testimonio el día del juicio: "Pienso que probable­
mente se encontraba bajo la influencia de algún tipo de bebida alco­
hólica o estupefaciente." El fiscal también apeló al estatus de Aldape, 
como inmigrante, en su informe final como había hecho durante el 
proceso de voir dire, declarando: "sus respuestas demostrarán qué 
tipo de persona [ ... ] era Aldape mientras estuvo en nuestra comuni­
dad por menos de dos meses después de venir de Monterrey, 
México". El fiscal instó, debemos mandar un mensaje: "hagámosle 
saber a los otros residentes del número 4907 de la calle Rusk exacta­
mente lo que nosotros, los ciudadanos del condado Harris, pensa­
mos sobre este tipo de conducta". 

Por el contrario, en su cierre, la defensa argumentó que cada uno 
de los testigos había cambiado su declaración de numerosas formas. 
También contrapuso la conducta de Carrasco y la de Aldape la noche 
del 13 de julio: mientras que Carrasco había reaccionado violenta­
mente; Aldape se rindió; Carrasco le había disparado a oficiales en el 
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número 4911 de la calle Rusk; Aldape, teniendo su arma a corta dis­
tancia, no le había disparado a nadie. 

En refutación, el fiscal pidió un veredicto justo para la familia del 
oficial Harris y reiteró que cinco testigos habían dicho, sin reserva 
alguna, que Aldape asesinó al oficial Harris, y que Esparza y Luna 
sólo eran unos simples mentirosos. El caso llegó a los jurados el12 de 
octubre. Los jurados revisaron el testimonio de Galván y José Jr., 
quienes describieron quién asesinó al oficial Harris. También estu­
diaron el testimonio de José Jr. sobre quién le disparó a su padre. 
Después de que el jurado deliberó por menos de seis horas, el juez 
pidió que le informaran si es que habían votado. Después de ser 
informado de que ya lo habían hecho, preguntó su decisión. El pre­
sidente del jurado contestó que el voto quedó 11 a 1, sin indicar si la 
mayoría favorecía la sentencia o el indulto. La corte del juicio pre­
guntó si sería productivo hacer futuras deliberaciones esa noche. 
Respondiendo, el presidente del jurado pidió una hora más. Después 
de 15 minutos, el jurado regresó con un veredicto unánime: "noso­
tros, elJurado, encontramos al acusado, Ricardo'Aldape Guerra, cul­
pable por la ofensa de Homicidio Capital, como consta en el acta". 

La sentencia 

Eljurado declaró a Aldape culpable por homicidio en primer grado, 
pero su trabajo aún no había terminado. Tenían que darle una sen­
tencia. Dado el crimen tan brutal por el cual lo condenaban, las úni­
cas opciones eran cadena perpetua o pena de muerte. Los procesos 
judiciales de la imposición de la pena otorgaban una oportunidad 
para que los abogados de Aldape presentaran evidencias atenuantes 
que demostraran que el acusado no merecía la muerte. Dichos pro­
cesos judiciales comenzaron el 13 de octubre de 1982, un día des­
pués de que el jurado declarara culpable a Aldape. Para poder sen­
tenciarlo a muerte, el Estado tenía que convencer al jurado de que 
Aldape cometió el crimen de forma deliberada con plena conciencia 
de que su acto podía desembocar en la muerte. Además, debían 
demostrar que Aldape probablemente cometería actos criminales y 
violentos en el futuro, lo cual sería una amenaza constante para la 
sociedad. Estas dos preguntas, denominadas "asuntos especiales", 
deberían obtener un "sí" por parte del jurado para que Aldape reci­
biera la pena de muerte. 
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Durante su exposición del caso, la fiscalía, en representación del 
Estado, acusó a Aldape de haber participado en el robo a la tienda de 
armas Rebel Gun, en Houston, una semana antes del asesinato de 
Harris y Armijo. La pistola calibre .45 de Aldape fue sustraída de la 
tienda, además de muchas otras armas, incluyendo una Uzi, en un 
robo a mano armada. En total fueron robados 15 000 dólares en 
armas y municiones. Uno de los cuatro testigos del crimen identificó 
a Aldape como uno de los ladrones. Un perito de la policía declaró 
que las huellas digitales de Aldape fueron halladas en el exterior del 
contenedor de la cinta adhesiva que fue utilizada durante el asalto 
para atar las manos de empleados y clientes. 

Ninguno de estos testigos identificó a Aldape al ver su fotografía 
pero sí ocurrió algo asombroso, ya que dos de los testigos de la fisca­
lía identificaron a Enrique Torres Luna, espectador del juicio y her­
mano de José Torres Luna, como uno de los participantes en el robo. 
Los jefes de la policía del condado arrestaron a Enrique, basándose 
en estas identificaciones. El Estado decidió, sin embargo, no llamar a 
ninguno de los dos testigos que habían dicho a la policía que el sos­
pechoso tenía un tatuaje de un caballero mexicano en el bíceps dere­
cho -en ese momento, ni Aldape ni Torres tenían tatuajes- y que 
Aldape no era uno de los asaltantes. Posteriormente el Estado retira­
ría los cargos por robo contra Torres por falta de evidencia. 

Los abogados de Aldape llamaron en su defensa a un solo testigo: 
su madre. La defensa no tr~o a ninguno de los maestros, patrones o 
amigos de Monterrey de Aldape. No presentaron los documentos 
que demostraban que Aldape no tenía un historial criminal en 
México o en Estados U nidos. La defensa no demostró qué tan ardua­
mente trabajaba Aldape para sostener a su familia. Sin duda, la 
defensa carecía del dinero para obtener gran parte de este material 
o para pagar el viaje de los testigos a Houston con un día de antici­
pación. 

Finalmente, llegaron los argumentos de cierre de las partes. El fis­
cal Moen aprovechó esta oportunidad para explicar al jurado el ori­
gen bíblico del poder del Estado para ejecutar a aquellos culpables 
de asesinato. Después de que el Estado invocara a la Biblia para ali­
viar la conciencia del jurado y luego de que argumentara que la esca­
sez de evidencia sobre el carácter de Aldape hablaba por sí misma, la 
defensa presentó su argumento final. Por su parte, Elizondo, al abo­
gar por Aldape, pidió al jurado que considerara la posibilidad de que 
posteriormente el Estado se enterara de que Aldape no era el asesi-
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no. Señaló que un hombre cumpliendo una cadena perpetua podría 
ser liberado, "Pero ¿cómo hacer regresar a una persona muerta?" 

Tras una deliberación de dos horas y media, el jurado llegó a su 
veredicto. A los dos asuntos especiales respondió con un "sí". La 
Corte se dirigió entonces al acusado. "Ricardo Aldape Guerra, el 
jurado lo ha encontrado culpable de la ofensa capital de homicidio 
en primer grado y ha respondido a los asuntos especiales 1 y 2 con un 
'sí', es entonces [ ... ] la sentencia de esta corte, que usted reciba la 
muerte como pena por este caso". El veredicto dejó atónitos a Aldape 
ya sus padres, quienes lloraron abiertamente al pronunciar eljuez la 
sentencia de muerte. Cuando el juez preguntó a Aldape si quería 
agregar algo antes de ser sentenciado formalmente por la corte, 
Aldape, envuelto en lágrimas, dijo en español, "no soy culpable". 

Perder las apelaciones 

Tres semanas después de que el jurado impusiera la pena de muerte, 
miembros del Ku Klux Klan se manifestaban ~era del Palacio de 
Justicia del Condado de Harris, mientras la defensa de Aldape abogaba 
por un nuevo juicio. Algunos miembros del clan iban en sus acostum­
bradas sábanas blancas; otros vestían camisas negras. Llevaban consigo 
carteles que decían, "A Guerra se le hizo justicia", "No habrá compasión 
para asesinos de policías", "Por primera vez se ha hecho justicia". Otro 
más decía: "Houston no tolerará crímenes de indocumentados." 

Aunque el jurado lo había condenado y sentenciado a muerte, 
esta moción a nuevo juicio representaba una oportunidad más para 
Aldape -mientras se encontraba aún ante la Corte de Distrito- de 
escapar a la sentencia de muerte. Los abogados defensores localiza­
ron a uno de los jurados, Donna Monroe, para que firmara una 
declaración b~jo protesta, diciendo que ella pensaba que Carrasco 
había asesinado al oficial Harris. También atestiguó que los maniquíes 
la pusieron nerviosa y que eso influyó en su veredicto. Fue éste un 
cambio repentino e inesperado por parte de uno de los jurados. 
Elizondo, el abogado de Aldape, dijo que francamente ignoraba por 
qué Monroe había cambiado de parecer. "Ella sólo dice que no 
puede dormir por las noches", dijo a los reporteros. Sin embargo, 
este cambio de postura no logró modificar el juicio. La corte denegó 
la moción de un nuevo juicio y Aldape fue transferido al pabellón de 
la muerte en Huntsville, Texas. 
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A Aldape le fue asignado un nuevo abogado para la siguiente 
etapa de su defensa. Michael B. Charlton apeló en representación de 
Aldape ante la Corte de Apelaciones Criminales de Texas. Después 
de presentar por escrito la apelación del caso el 16 de agosto de 
1984, Aldape y Charlton esperaron una respuesta de que tal vez el 
veredicto fuera revocado. 

La apelación de Aldape languidecía en los archivos del Tribunal 
Supremo, hasta que llegó el año de 1988. Fue ésta una demora escan­
dalosa, pues habían transcurrido casi seis años desde que Aldape 
fuera condenado. Finalmente, el4 de mayo de 1988, los nueve jueces 
del tribunal decidieron atender la petición de Aldape. Una vez más, 
Aldape perdió. Dos jueces disintieron enérgicamente, pero el Tribu­
nal Supremo ratificó su condena. 

En la disensión, el juez Sam Houston Clinton y otro juez escribie­
ron que José ArmijCl Jr. era elúnico de los testigos convocados por el 
Estado que aseguraba haber visto a Carrasco y a Aldape. El testimo­
nio de José Armijo Jr. era lo único que "se interponía entre Aldape y 
su exoneración por insuficiencia de pruebas". En un pie de página, 
el juez Clinton agregó, "aun con el testimonio de Armijo Jr., yo, per­
sonalmente, dudo mucho que Aldape haya sido el homicida". 
Reconoció, sin embargo, que el Tribunal Supremo "no tiene la auto­
ridad para determinar el peso y preponderancia de las evidencias". 

La teoría del Estado sobre el intercambio de armas preocupó a los 
disidentes. "Me parece absolutamente inconcebible", escribió el juez 
Clinton, "que en el tiempo transcurrido entre el asesinato de Harris y 
el subsiguiente enfrentamiento con la policía, cuando el arma homici­
da fue encontrada en la persona [de Carrasco], [Carrasco) y [Aldape) 
hayan intercambiado armas". Aunque poco sirvió de consuelo a 
Aldape, que abatido esperaba la muerte, la disensión concluyó con 
estas palabras: "ha habido un genuino error judicial". 

Luego de esta derrota, a Aldape le quedaba un último recurso de 
apelación: pedir un procedimiento judicial certiorari a la Suprema 
Corte de los Estados Unidos. La corte más importante de ese país, 
tiene la libertad de decidir si escucha o no una petición "eert", forma 
abreviada con que se designa comúnmente a esta solicitud. Miles de 
peticiones "cert", en casos civiles y criminales, llegan a la Suprema 
Corte cada año. Sólo en unos cuantos casos la Suprema Corte conce­
de la revisión. Para que Aldape lograra la victoria en la Suprema 
Corte, tendría que superar dos obstáculos. En primer lugar, habría 
que convencer a nueve jurados de la Suprema Corte de que escucha-
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ran su caso. En segundo lugar, tendría que persuadir a la mayoría de 
los jurados de que su condena debía ser revocada. 

Aldape no superó ni el primer obstáculo. En 1989, un día antes 
de la celebración del 4 de julio, la Suprema Corte hizo llegar su res­
puesta de una página: "Es una disposición de esta Corte que la peti­
ción indicada sea, por este medio, denegada." Aldape perdió una vez 
más. Los jueces Brennan y Marshall disintieron y escribieron lo 
siguiente: "En adhesión a nuestro punto de vista sobre la pena de 
muerte, que bajo toda circunstancia es un castigo cruel e inusual, 
prohibido por la octava y decimocuarta enmiendas, nosotros conce­
deríamos certioran y declararíamos inválida la sentencia de muerte en 
este caso". Aldape, convicto número 727, recibió la noticia en la 
Unidad Ellis 1 del pabellón de la muerte en Huntsville. Ya nada dete­
nía al estado de Texas para ftiar la fecha de Aldape en su cita con la 
muerte. 

PROCEDIMIENTO DE HABEAS CORPUS 

El equiPo Aldape 

El estado de Texas programó la ejecución de Aldape para el 12 de 
mayo de 1992, a las doce de la noche con un minuto. Aldape había 
agotado ya sus oportunidades de apelación directa; lo único que le 
quedaba entonces era combatir la sentencia de manera colateral, esto 
es, mediante un procedimiento de habeas cmpus, el cual permite al pri­
sionero examinar la legalidad de su encarcelamiento bajo la 
Constitución de Texas y la Constitución de los Estados Unidos de 
América. La defensa inicial de Aldape por habeas corpus fue proporcio­
nada por el Centro de Recursos de Texas. Este centro aceptó represen­
tar a Aldape, luego de intentar reclutar, sin éxito, a un abogado de ofi­
cio. El Centro de Recursos de Texas formaba parte de una red 
nacional de centros de asistencia legal, sin fines de lucro, dedicados a 
la ayuda de indigentes b.yo pena de muerte. Los jueces federales crea­
ron esta red de asistencia legal en 1988, cuando se percataron de que 
no había suficientes abogados preparados para llevar los casos de pena 
de muerte. Gran parte de los fondos del centro provenían del 
Congreso. En octubre de 1995, sin embargo, el Congreso votaría y 
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abruptamente decidiría retirar su financiamiento. Los opositores opi­
narían que los abogados del centro demoraban, inútilmente, el proce­
so de ejecución, añadían gastos innecesarios y habían perdido la obje­
tividad para convertirse en fanáticos contra la pena de muerte. El 
centro proporcionaba también asistencia a los abogados, sobre todo a 
aquellos con poca experiencia en asuntos criminales, que se ofrecían 
voluntariamente para representar a algún prisionero bajo pena de 
muerte. Sin esta red de asistencia legal, dichos abogados sin experien­
cia se verían obligados a llevar la carga a cuestas ellos solos. 

Pero en 1992 el centro aún recibía financiamiento del Congreso y 
representaba a los prisioneros bajo pena de muerte que no tenían a 
quien recurrir. Sandra Babcock, joven abogada de esta organización, 
empezó a revisar el caso de Aldape. Como todos aquellos familiariza­
dos con el caso, sufrió un impacto ante el hecho de que todas las evi­
dencias fisicas incriminaban a Carrasco; quedó, además, pasmada al 
conocer cómo el Estado había utilizado la situación migratoria de 
Aldape en la selección del jurado. No obstante, no se conformó con 
la información de la escasa investigación realizada en 1982. Con la 
intención de llegar a sus propias conclusiones, intentó contactar a las 
personas que habían testificado ese año. También trató de hablar 
con otras personas que nunca fueron llamadas a testificar. Durante el 
curso de su investigación, localizó a algunos testigos cuyos testimo­
nios la llevaron a revelaciones sorprendentes. Todo aquello que fue 
encontrando le indicaba que Aldape iba a necesitar ayuda adicional. 
Preocupada al ver que los gastos requeridos para la investigación 
excedían los fondos limitados del centro, Babcock informó al gobier­
no mexicano que sólo un importante bufete de abogados dispuesto a 
trabajar pro bono podía ofrecer a Aldape la defensa que el caso exigía. 

Mientras el gobierno de México comenzaba la búsqueda del abo­
gado apropiado, el 8 de mayo de 1992 Sandra Babcock presentó la 
primera petición de habeas corpus ante la 248a Corte Judicial de 
Distrito del Condado de Harris. Esta corte era la misma donde, casi 
10 años atrás, Aldape había sido juzgado, culpado y sentenciado. El 
escrito presentado por Babcock era de 155 páginas. En él, argumen­
taba que Aldape era inocente y que le había sido negado un juicio 
justo desde el punto de vista constitucional. En ese momento, faltaba 
menos de una semana para su ejecución. 

A los pocos días de que Babcock presentara su escrito, el entonces 
presidente de México, Carlos Salinas de Gortari, llamó a la madre de 
Aldape para asegurarle que el gobierno de México tenía un compro-
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miso con su hijo. El presidente Salinas envió también una carta a la 
entonces gobernadora de Texas, Ann Richards, en la cual le pedía 
pospusiera la ejecución. El presidente Salinas no fue el único que 
escribió a la gobernadora Richards abogando por Aldape. Esa misma 
semana, en la oficina de la gobernadora se recibieron alrededor de 
750 llamadas que la instaban a detener la ejecución, y unas 400 peti­
ciones, con aproximadamente 6 000 firmas, que pedían indulgencia. 
El portavoz explicó que la gobernadora Richards no se involucraría 
hasta que la corte hubiera agotado todos sus esfuerzos. 

Faltaban sólo 17 horas para su ejecución y Aldape no sabía toda­
vía si su cita con la muerte sería pospuesta. En lo que, de acuerdo con 
lo programado, habría de ser su última mañana, Aldape se levantó a 
las 7:00 a.m. Se le permitió un tiempo para distraerse como él quisie­
ra. Cuando regresó, los guardias le ofrecieron algo especial por ser su 
ultimo día: una hamburguesa con papas a la francesa; pero Aldape 
dijo no tener hambre. Sus padres viajaron desde Monterrey para 
estar con éL Tuvo la oportunidad de hablar con ellos, aunque no 
pudo tocarlos. Todos pensaron que ésta sería la última vez que se 
verían. Les dijo que no estuvieran tristes. Estaba mentalmente prepa­
rado para morir. 

Pero éste no sería su último día. Esa misma tarde, en una audien­
cia, Aldape se enteró de que el juez ordenaba aplazar su ejecución. 
Debido a las pocas horas que faltaban para su muerte, más tarde un 
reportero comentaría en tono irónico que Aldape había estado "a 
nueve milímetros de la muerte". En una audiencia repleta de gente, 
el juez estatal de Distrito, Woody Densen, re programó la ejecución 
de Aldape para el 24 de septiembre de 1992. Eljuez Densen presen­
tó una "orden para modificar la fecha de ejecución". En ella estable­
cía lo siguiente: "Ricardo Aldape Guerra [deberá] ser ejecutado por 
un verdugo designado por el director del Departamento 
Correccional de Texas el día jueves 24 de septiembre de 1992, antes 
del amanecer" -un poco más de cuatro meses después de la primera 
fecha de ejecución. 

Muchas personas sintieron alivio por el aplazamiento. El fiscal 
auxiliar de distrito solicitó dicho aplazamiento para responder a los 
múltiples argumentos presentados en la petición de Aldape. El 
entonces cónsul general de México en Houston, Ricardo Ampudia, 
dijo, "éste es un momento muy importante para México. Pero no es 
una victoria completa porque no hemos ganado. Ricardo Aldape es 
un hombre inocente." 
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El gobierno mexicano recopiló en una lista los nombres de los 
abogados del área de Houston que podrían representar a Aldape. En 
primer lugar se dirigió a Jon Cassídy del bufete Miller Cassidy en 
Washington, D.C. Cassidy pidió a Seth Waxman que revisara el caso. 
Waxman, quien posteriormente sería nombrado procurador gene­
ral, dijo que el caso valía la pena, pero que debía ser llevado por un 
bufete local. Waxman recomendó a Atlas, a quien conocía de las acti­
vidades organizadas por la American Bar Association (ABA). Siguien­
do las recomendaciones de Waxman, el gobierno de México llamó a 
Scott Atlas para concertar una cita con él y discutir el caso. Durante 
la entrevista subsiguiente los abogados de Aldape hicieron un llama­
do urgente sobre la inocencia de éste. Atlas, no obstante, quería lle­
gar a sus propias conclusiones. Luego de dedicar las primeras sema­
nas del verano a digerir el expediente, Atlas coincidió con las 
palabras del juez Clinton: "ha habido un genuino error judicial". 

P,reparar una petición por habeas en un caso capital es casi como 
prepararse para un juicio nuevo. El caso exigía mucho tiempo. Atlas 
les comunicó a Sandra Babcock y al gobierno mexicano que acepta­
ría el caso. El 2 de julio de 1992 Atlas asumió formalmente la defensa 
de Aldape. En la corte estatal de distrito se hizo constar por escrito 
que él sustituiría al abogado de la defensa. 

Atlas, principiante en casos de homicidio en primer grado, reco­
noció la dificil tarea que le esperaba. El caso requería de diferentes 
habilidades. Para empezar, había muchos asuntos legales por explo­
rar y un considerable trabajo de investigación por completar. Sabía 
que necesitaría la ayuda de expertos para la reconstrucción del cri­
men, el análisis de las armas y la revisión de otros aspectos técnicos 
de la defensa de Aldape. La fuerza de Vincent & Elkins, y una de las 
razones por las cuales se buscaba a un bufete grande, radicaba en la 
posibilidad de reunir en poco tiempo a un equipo de colaboradores 
entusiastas y brillantes. En julio, Atlas hizo circular un memorando 
dentro del bufete V&E, solicitando abogados dispuestos a donar 
parte de su tiempo a la defensa de Aldape. 

Muchos abogados respondieron a esta solicitud; nueve de ellos 
proporcionaron la ayuda inicial y dos asistentes legales del bufete 
también se ofrecieron de inmediato. Algunos integrantes del equipo 
eran republicanos, otros eran demócratas, unos estaban a favor de la 
pena de muerte y otros en contra. Ni siquiera todos los miembros del 
"equipo Aldape", como fue referido en memorándum y correos de 
voz, provenían de la sección de litigio del bufete. Abogados transac-
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cionales, que pasaban sus días estructurando negociaciones, y aboga­
dos fiscales, quienes explicaban la complejidad del código de 
impuestos a sus clientes, donaron su tiempo por igual. Todos ellos se 
encontraban en igualdad de condiciones, ya que ninguno contaba 
con experiencia suficiente en asuntos criminales. Sin importar la 
diversidad de sus miembros, los hechos descubiertos unieron al equi­
po en una certeza común sobre la inocencia de Aldape. Había tam­
bién un sentimiento compartido de compromiso para lograr la recti­
ficación de esta injusticia. 

La conformación del equipo Aldape era· fluctuante. Mientras 
corría el caso, algunos socios dejaron el bufete V&E, pero de estos 
abogados, aquellos que se quedaron en Houston continuaron donan­
do su tiempo para estudiar el expediente. Nunca Atlas, en todos sus 
años de práctica, había visto que los abogados que dejaban el bufete 
pidieran continuar trabajando en un caso. Cuando algunos abogados 
salían del equipo Aldape, otros abogados y asistentes legales entraban 
en su lugar. Pronto el equipo Aldape creció hasta incluir cinco aboga­
dos más. 

Si bien dentro del bufete no faltaban abogados civiles dispuestos a 
colaborar, Atlas se percató de que necesitaría a un experto en dere­
cho penal que lo guiara a través del procedimiento y las complejida­
des sustantivas de un caso capital. Stanley G. Schneider, exitoso abo­
gado de Houston, especialista en derecho penal certificado por la 
State Bar of Texas, aceptó donar su tiempo y aportar su pericia en 
asuntos criminales. Lo más importante para el caso Aldape era que 
Schneider se había involucrado en docenas de casos de pena de 
muerte, en sus diferentes etapas: juicio, apelación y habeas. 

También otros expertos donaron su tiempo. A petición de Sandra 
Babcock los profesores de la Universidad de Houston, Emilio 
Zamora y Nestor Rodríguez, prepararon un estudio del entorno polí­
tico de los extranjeros ílegales en 1982. El profesor Neil McCabe, de 
la Escuela de Leyes del Sur de Texas, ofreció a través de conferencias 
telefónicas, asesoría sobre derecho constitucional texano y otros fun­
damentos jurídicos que pudieran servir para objetar la sentencia de 
muerte de Aldape. El profesor McCabe rotuló el caso como "uno de 
los mejores por inocencia real" que alguna vez hubiera escuchado. 
Vía telefónica, el profesor Michael Tigar, de la Escuela de Leyes de la 
L niversidad de Texas, proporcionó asesoría a todo el equipo sobre 
cuestiones constitucionales federales. El embajador de México en 
Estados Unidos, Gustavo Petricioli, dio instrucciones a su secretario 
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particular, Gregorio Canales, para auxiliar al equipo Aldape en lo 
que fuera necesario. El gobernador de Nuevo León designó a 
Santiago Roel, ex secretario de Relaciones Exteriores, como su repre­
sentante personal en el caso. 

Atlas contrató a Floyd McDonald para examinar la evidencia físi­
ca. Las conclusiones de McDonald serían determinantes en la defen­
sa de Aldape debido a su irrecusable experiencia. En el decenio de 
los sesenta, McDonald había fundado el laboratorio de evidencia cri­
minal del Departamento de Policía de Houston, mismo que dirigió 
durante tres decenios antes de fundar y dirigir el laboratorio crimi­
nal del Departamento de Policía de Pasadena. Revisó las pruebas que 
se hicieron de rastros de metal en las manos de Carrasco y Aldape, 
además de reconstruir la escena del crimen para determinar, de 
acuerdo con la evidencia física, dónde estuvo parado el homicida. 
Acompañado por un socio de V&E, McDonald visitó las calles de 
Edgewood y Walker e hizo mediciones detalladas del lugar. Localizó 
los agujeros, ahora tapados y pintados, de las balas que perforaron la 
casa de la esquina. Más tarde, con una orden de la corte, McDonald 
examinó las armas que Carrasco, Aldape y el oficial Harris utilizaron 
el13 de julio de 1982. 

En el verano de 1992, el nuevo equipo de abogados de Aldape 
empezó a discutir lo que habría de agregarse al escrito de habeas cor­
pus de Babcock. Al ver cómo la lista de ideas crecía, Atlas decidió que 
era más fácil remplazar el escrito anterior que hacerle añadiduras. 
De tal manera que el equipo comenzó a elaborar lo que sería la 
"Primera reforma al procedimiento de habeas corpus" de Aldape. 

Por cada nuevo argumento legal, el equipo Aldape debía deter­
minar qué "carga de prueba" tendría Aldape en la corte. En otras 
palabras, los abogados tuvieron que descubrir qué obligación legal· 
debía cumplir Aldape para asegurar su libertad. Muchas otras pre­
guntas legales surgieron: ¿había Aldape renunciado a algún argu­
mento al no haberlo expresado en el juicio de 1982 o, posteriormen­
te, durante la apelación directa? ¿Cuándo tiene derecho un 
prisionero a una audiencia de habeas? ¿Cuáles son las normas para 
introducir una nueva evidencia en una audiencia de habeas? Atlas 
repartió estas y muchas otras preguntas legales entre los miembros 
del equipo. Los abogados anotaban detalladamente sus respuestas en 
memorándum legales que entregaban a Atlas. Éste devolvía algunos 
de los memos, agregando en ellos nuevas preguntas o reescribiendo 
ciertas partes. Otras respuestas las hacía circular al resto del equipo. 
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Atlas revisó algunos memos para incorporarlos al escrito de Aldape. 
Poco a poco, el equipo de Aldape empezó a valorar las barreras lega­
les que Aldape enfrentaba. Fueron construyendo así el caso para 
lograr un nuevo juicio o la liberación de Aldape. 

El equipo investigó también qué experimentos fisicos podían acla­
rar el crimen. Los investigadores de la policía no encontraron nitrato 
en las manos de Aldape. Alguien del equipo propuso que se examina­
ra, en busca de partículas de nitrato, la parte trasera de la camisa que 
Aldape usó el día 13 de julio de 1982. La presencia de partículas con­
firmaría el testimonio de Aldape de que los disparos mortíferos venían 
de atrás de él y pasaron por encima de su hombro derecho. Sin embar­
go, el Estado reveló en una audiencia que Aldape protestó al descubrir 
que su camisa había sido planchada antes del juicio. El planchado dejó 
restos de nitrato en toda la camisa de Aldape, lo que hacia inútil la rea­
lización del análisis. Nadie explicó por qué, de toda la ropa de 
Carrasco y Aldape, el Estado sólo limpió la camisa. ¿Por qué habría de 
ser planchada una parte de la evidencia? 

Aun cuando esto probablemente no tenía ningún sentido, en la 
audiencia Atlas pidió que se le permitiera examinar la camisa de 
Aldape en busca de restos de nitrato por si acaso, por alguna razón, 
el planchado no hubiera borrado la muestra de nitrato. Atlas explicó 
a la corte que de encontrarse restos de nitrato en toda la camisa, 
entonces sabrían que el descubrimiento de nitratos sobre el hombro 
derecho era irrelevante. Sin embargo, explicó, "si los nitratos sólo se 
encuentran en el hombro derecho, ésta sería una fuerte indicación 
de que mi cliente es inocente". El juez Densen denegó esta petición. 

Fuera del bufete de abogados, los seguidores de Aldape continua­
ban las protestas por su encarcelamiento. El4 de julio de 1992, los 
padres de Aldape dirigieron una marcha de cientos de personas para 
atraer la atención sobre el asunto de su hijo. El presidente de la socie­
dad de Padres de Hijos Asesinados, según está citado, dijo quejándo­
se, "es muy frío y despiadado que hagan una marcha, especialmente 
en el Día de la Independencia [de Estados Unidos], por alguien que 
se encontraba ilegalmente en este país". En un programa de radio en 
vivo, un locutor se quejó de la protección que la policía ofrecía a los 
marchistas. Éste dijo: "mi sentimiento es, si estás condenado por 
matar a un policía y vas a la cárcel, tal vez no deban hacerte una mar­
cha. Y si hacemos una marcha para ti, tal vez no debería pedírsele a la 
policía que te proteja." Una persona que llamó a la estación de radio 
expresó un punto de vista similar al de muchos en esa comunidad y 
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mostró poca compasión por la afirmación de Aldape sobre su ina­
cencia. El equipo Aldape se abstuvo de responder a estas y otras acu­
saciones semejantes en los medios de comunicación. A Atlas nunca le 
interesó demostrar el caso de su cliente ante el público, sólo ante la 
corte. 

Nueva evidencia 

Mientras el equipo Aldape se preparaba para revocar la sentencia 
mediante la demostración de la inocencia de Aldape, algo más salió a 
la luz. "Amenazaron con quitarme a mi bebé", dijo Patricia Díaz al 
equipo Aldape. Rick Morris, joven abogado de V&E, y Guillermo 
Canizales, investigador que trabajaba medio tiempo para el Centro 
de Recursos de Texas, descubrieron hechos alarmantes sobre la 
manera en que los testigos fueron presionados antes del juicio de 
Aldape. Rob Kimmons, investigador privado que trabajaba para el 
caso cobrando una tarifa reducida, les ayudó a localizar a los testigos. 

Además de su trato agradable y un porte alegre, Rick hablaba un 
poco de español; todo esto inspiraba confianza a los testigos. 
Guillermo, por su parte, era tan dedicado que pasaba noches y fines 
de semana enteros trabajando en el caso, sin compensación alguna. 
Para reforzar el escrito de habeas, el equipo trataba de descubrir nue­
vas pistas en torno a los homicidios. Rick y Guillermo hicieron varias 
excursiones a Magnolia, tratando de localizar a alguien que pudiera 
revelar lo que realmente pasó el13 de julio de 1982. 

El resultado de su búsqueda de varias noches fue un "cero absolu­
to", pues las pistas iban a dar a un callejón sin salida. Aun cuando 
lograban localizar a los testigos, muchos de ellos no querían hablar. 
Algunos expresaron miedo a las represalias por parte de la policía y 
temor a ser deportados. Otros no querían involucrarse. Algunos más, 
incluyendo aJosé Armijo Jr., se negaron rotundamente a hablar con 
los abogados de Aldape. 

En el curso de esta investigación, Rick y Guillermo encontraron a 
Patricia Díaz, quien inicialmente se mostró renuente a hablar con 
ellos. Al revelar lo que ella sabía, el caso tomó una nueva perspectiva. 
Anteriormente, el equipo estaba enfocado en conseguir evidencias 
que demostraran la inocencia de Aldape. Ahora, el asunto funda­
mental sería el mal proceder de la policía. Díaz contó que la policía 
la amenazó con llevarse a su bebé si no cooperaba con la investiga-
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ción. También reveló que la policía esposó a su tía, Trinidad Medina, 
cuando protestó por dicha amenaza. Por lo regular, cuando Rick y 
Guillermo encontraban a un testigo, éste les proporcionaba informa­
ción sobre dónde encontrar a otros testigos. El equipo localizó a 
Medina, quien confirmó lo que dijo Díaz. El equipo Aldape estaba 
asombrado; la nueva investigación revelaría otros detalles que nunca 
salieron a la luz en el juicio original de Aldape. Uno por uno, en el 
orden en que fueron contactados diez años después de los homici­
dios, los testigos relataron versiones similares de mala conducta por 
parte de la policía y los fiscales. 

Lentamente se develaba un cuadro nada agradable sobre la pri­
mera investigación. Dadas las tácticas empleadas por la policía en esa 
primera investigación, era cada vez más fácil deducir que Aldape 
había sido injustamente condenado. Algunos testigos fueron someti­
dos a interrogatorios intimidatorios y coercitivos en la escena del cri­
men. Después, todos fueron llevados a la estación de policía, donde 
se les mantuvo en bancas antes y después de tomarles su declaración. 
Mientras esperaban sentados en las bancas, tenían permitido hablar 
entre ellos y comparar sus versiones de los acontecimientos. Muchas 
de las personas que Rick y Guillermo encontraron, afirmaban que los 
oficiales pasearon varias veces a Aldape, esposado y con las manos 
metidas en bolsas, por enfrente de los testigos. Inmediatamente des­
pués, dijeron los testigos, Hilma Galván indicó a José Armijo Jr. que 
debía elegir a Aldape como el homicida. 

Los testigos, muchos de ellos menores de edad en 1982, permane­
cieron retenidos en la estación durante toda la noche y hasta la maña­
na siguiente. Sólo después de que los detectives pasaron con Aldape 
esposado enfrente de los testigos, estos últimos fueron llevados a pre­
senciar la línea de identificación para ver si reconocían al hombre que 
disparó. Nue"\'aIllente, los testigos tuvieron oportunidad de hablar 
entre sí, antes y durante la línea de identificación. Aldape era el único 
participante que tenía barba y cabello largo hasta los hombros. 
Después de la línea de identificación, la policía hizo que los testigos 
declararan por segunda vez. A diferencia de las primeras declaracio­
nes, estas segundas tendían a incriminar a Aldape, señalándolo como 
el homicida. Posteriormente, los fiscales ayudarían a los testigos a evi­
tar cualquier confusión entre Aldape y Carrasco. Conforme a lo descu­
bierto por Sandra Babcock al hablar con Frank Pérez, los fiscales hicie­
ron una representación del tiroteo para un cierto grupo de testigos. A 
las 10:00 a.m. del 22 de julio de 1982, esto es, nueve días después del 
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tiroteo, la policía y los fiscales reunieron a varios de los testigos del 
Estado para llevarlos a un "paseo" por el tiroteo. De los testigos, al 
menos Galván, García, Flores y Pérez estuvieron presentes. Una vez 
más, los testigos podían escuchar lo que los otros decían. Aunque aún 
no queda claro qué pasaba con exactitud en ese momento, durante 
esta recreación de los hechos Flores identificó por primera vez a 
Aldape como el homicida. También por primera vez Flores recordó 
que el homicida tenía barba y bigote. Después de la representación, 
Flores, acompañada por un detective, regresó a la estación de policía 
para rendir una nueva declaración en donde incriminaba a Aldape. 

El grupo de testigos tuvo por lo menos una sesión más de prepa­
ración antes del juicio. El fin de semana anterior los fiscales organi­
zaron otra reunión, esta vez, en la oficina del fiscal de d..istrito. En 
esta reunión, los testigos del Estado vieron por primera vez los mani­
quíes de Aldape y Carrasco. Según cuentan los testigos, los fiscales 
hicieron énfasis en que Aldape, el hombre de cabello largo y camisa 
verde, disparó al oficial, mientras que el hombre del cabello corto y 
la camisa morada, con sangre y agujeros de balas, estaba muerto. 

La defensa descubriría aún más evidencia de la inocencia de 
Aldape. Luego de hablar con aquellos que conocieron a Carrasco, el 
equipo Aldape determinó que Carrasco era zurdo. Aldape era dies­
tro. El único testigo que en el juicio testificó haber visto a Aldape dis­
parar al oficial Harris fue José Armijo Jr. Sin embargo, originalmente 
dijo a la policía que el hombre que disparó al oficial Harris estaba 
sosteniendo el arma con la mano izquierda. Frank Pérez dijo que el 
hombre que pasó corriendo a su lado inmediatamente después del 
tiroteo apuntó hacia él con la pistola 9 mm que llevaba en la mano 
izquierda. 

El escrito de habeas de Aldape sólo era un resumen de la eviden­
cia que el equipo pudo recolectar. En él no se citaba ninguna de las 
declaraciones bajo protesta que el equipo reunió. Tampoco aparecía 
el nombre de las. personas que serían llamadas a testificar, pues 
muchas de ellas temían que hubiera represalias por parte de la poli­
cía. De otorgar la corte una audiencia de pruebas o un juicio nuevo, 
sólo entonces la asombrosa evidencia sería presentada. Aunque el 
escrito mencionaba mala conducta durante la investigación inicial, la 
corte tenía que conceder una audiencia de pruebas antes de que la 
evidencia de mala conducta pudiera ser presentada. De permitirse 
una audiencia de pruebas, Atlas llamaría directamente a los testigos 
al estrado. La Corte podría evaluar la credibilidad de los testimonios, 
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al tiempo que la fiscalía interrogaría a los testigos. Las declaraciones 
bajo protesta quedarían como último recurso, para ser utilizadas en 
caso de que los testigos no se presentaran. 

Mientras se acercaba la fecha de ejecución, el equipo Aldape tra­
bajaba frenéticamente reuniendo más evidencia, redactando el 
borrador del escrito de habeas) corrigiéndolo para preparar su ver­
sión definitiva y documentándose en cuestiones de ley conforme apa­
recían nuevos asuntos en la investigación. Poco a poco, dieron forma 
a un expediente convincente. El escrito recusaba la sentencia de 
Aldape por muchos motivos, incluyendo los siguientes: Aldape era 
inocente, la investigación de la policía fue impropia, los fiscales 
cometieron muchas formas de mala conducta, el juicio se llevó a 
cabo en un ambiente hostil, el testimonio de las víctimas fue inco­
rrectamente admitido durante la fase de culpa-inocencia, el abogado 
defensor en el juicio fue ineficaz y la condena se basó en pruebas 
insuficientes. Además de esto, el escrito decía que Aldape debía reci­
bir un nuevo juicio o ser liberado por el efecto acumulativo de estos 
y otros errores. 

El escrito del equipo Aldape no sería el único presentado para 
abogar por Aldape. Un grupo de organizaciones, incluyendo la Liga 
de Ciudadanos Latinoamericanos Unidos (LULAC), la Asociación 
México-Americana de Abogados de Texas y la Conferencia Católica 
de Texas, presentaron un escrito para apoyar a Aldape. Este escrito se 
centraba en el uso impropio que hizo la fiscalía del hecho de que 
Aldape había entrado a Texas sin los documentos apropiados. Estos 
grupos argüían que el ingreso no documentado de Aldape era un 
delito menor, una falta administrativa no violenta, que no proporcio­
naba fundamento alguno para determinar que él podía ser peligroso 
en el futuro. También argumentaban que, al contrario de lo estable­
cido por los estereotipos, la evidencia empírica demostraba que los 
indocumentados eran menos propensos a cometer crímenes. 

El gobierno de México presentó un escrito similar en donde plan­
teaba que la utilización de la condición migratoria de Aldape por el 
Estado representaba una violación del Convenio Internacional sobre 
Derechos Civiles y Políticos. La Organización de las Naciones Unidas 
aprobó dicho convenio en 1996, y en lo sucesivo fue ratificado por 
México y Estados Unidos. Conforme a las leyes internacionales, 
México argumentó que el Estado tiene la obligación de respetar los 
derechos humanos de las personas que se encuentran bajo su juris­
dicción, sin hacer distinción alguna entre extranjeros y nacionales. El 
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Convenio manifiesta que esta protección se hace extensiva "incluso a 
aquellos que se encuentran ilegalmente en el país". México declaró 
que estaba "profundamente consternado por el hecho de que un 
representante del estado de Texas tratara de basar una sentencia 
cualquiera -y con mayor razón, una sentencia de muerte- en un fac­
tor tan evidentemente discriminatorio como es la condición migrato­
ria de una persona". México agregó: "Que el estado de Texas sugirie­
ra que un trabajador indocumentado, basándose solamente en su 
condición migratoria, representa de algún modo un peligro para la 
comunidad o que dicha condición nos revela algo sobre las tenden­
cias criminales de un individuo, es extremadamente inquietante." 

Los abogados del equipo Aldape estaban por concluir el escrito y se 
sentían justificadamente orgullosos de su trabajo. Schneider, al ser 
experto en derecho penal, se mantenía escéptico. Él no habló con nin­
guno de los testigos; sólo leyó las declaraciones bajo protesta que los 
miembros del equipo reunieron. Le preocupaba que los testigos fla­
quearan o incluso cambiaran de opinión durante el interrogatorio de 
la fiscalía. Sin embargo, a los abogados de V&E, sin experiencia en 
casos capitales, les parecía que los argumentos del escrito práctica­
mente garantizaban su libertad inminente. Ya fuera por ignorancia o 
por inocencia, casi todo el equipo se imaginaba que la pesadilla de 
Aldape estaba por terminar. Atlas no era la excepción. Durante una 
conversación telefónica, Atlas expresó en tono confidencial a Harry M. 
Reasoner, un socio directivo del bufete, que una vez dándose cuenta la 
corte de los errores cometidos, Aldape saldría libre en pocos meses. 

Derrota en la Corte Estatal 

Un grupo de presos mexicanos en un pueblo fronterizo había pro­
metido que si Aldape era ejecutado, varios estadunidenses encarcela­
dos en la misma prisión pagarían por ello con sus propias vidas. Dada 
la creciente tensión en México por el trato a Aldape, ScottAtlas tomó 
un poco de su valioso tiempo dedicado a la preparación del escrito, 
para visitar Monterrey y hablar con la prensa y con la familia de 
Aldape. No quería que la fecha de ejecución fuera un pretexto para 
otros actos violentos. En español, dijo a los reporteros mexicanos que 
confiaran en el proceso judicial estadunidense: "Por favor, denle 
tiempo al sistema judicial de los Estados Unidos para funcionar." 

Tomando en cuenta que la ejecución estaba programada para el 
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24 de septiembre de 1992, el equipo Aldape se impuso a sí mismo 
como fecha límite para entregar el escrito el 16 de septiembre, 
"Dieciséis de septiembre" -día de la Independencia de México. Pero 
la noche del 16, el equipo Aldape seguía puliendo el documento. 
Cada uno de los doce puntos legales tenía un autor diferente, y por 
lo tanto, un estilo diferente. Además de ser persuasivo y preciso 
desde el punto de vista legal, el escrito debía leerse como un solo 
documento. Finalmente, Atlas terminó el escrito de habeas el jueves 
17 de septiembre a las cuatro de la mañana. Atlas y varios miembros 
del equipo Aldape condujeron cinco cuadras hasta el Palacio de 
Justicia y presentaron ellos mismos el voluminoso texto. La corte fIjó 
como fecha de audiencia para la petición de habeas el lunes 21 de 
septiembre. 

Atlas, Schneider y otros miembros del grupo Aldape se dirigieron 
en automóvil al Palacio de Justicia para asistir a la audiencia. Una 
agrupación de manifestantes a favor de Aldape los esperaba a la 
entrada. Algunos vestían camisas parecidas a la de Aldape que de­
cían, "Soy inocente", Otros llevaban pancartas en donde exigían, "No 
más racismo", "Alto a los abusos de la policía" y "¡Liberen a Ricardo!" 
El ruido de los manifestantes llegaba hasta la sala de justicia, en uno 
de los pisos superiores. Mas tarde, los manifestantes entraron a la sala 
de justicia. Un ofIcial les advirtió que guardaran silencio. La familia 
de Aldape también estaba presente, al igual que los representantes 
del gobierno mexicano. 

Este sería un caso de alto perfil para el juez Woody Densen quien 
anunció haber recibido cartas y peticiones con más de mil firmas de 
todo el mundo pidiendo que Aldape fuera liberado. Entre otras 
organizaciones, Amnistía Internacional dio publicidad al caso entre 
sus miembros. Más tarde, el juez Densen comentaría: "ningún otro 
caso que yo haya presidido ha recibido una reacción parecida". 

Optimista, el equipo Aldape esperaba que en esta primera 
audiencia el juez Densen expresara ya su voluntad de otorgar a 
Aldape una audiencia de pruebas sobre los temas destapados, o tal 
vez incluso un nuevo juicio. Esperaba, por lo menos, que eljuez otor­
gara más tiempo para que el Estado y la corte revisaran todos y cada . 
uno de los temas expuestos en el escrito. Debido a que Athis presen­
tó el escrito de Aldape sólo cuatro días hábiles antes de la audiencia, 
el Estado no tuvo tiempo sufIciente para estudiar lo argumentado y 
elaborar una respuesta. Durante la audiencia, el Estado, muy razona­
blemente, pidió al juez Densen posponer el fallo de la moción de 
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Aldape por cuatro meses para permitirle al Estado más tiempo para 
revisar los argumentos de Aldape. Atlas estuvo de acuerdo con esta 
petición de inmediato. 

De hecho, si el juez Densen vio los cientos de páginas de argu­
mentaciones durante el fin de semana, lo que leyó no logró persua­
dirlo. Sin escuchar evidencia alguna, el juez Densen denegó todo 
recurso judicial. No habría ni liberación, ni nuevo juicio, ni audien­
cia de pruebas. Haciendo referencia a la anterior extensión de la 
fecha de ejecución de cuatro meses otorgada por él en mayo, el juez 
Densen expresó que no creía que otro retraso de cuatro meses "cum­
pliría con la justicia en este caso". En una curiosa, aunque segura­
mente no deliberada elección de palabras, el juez Densen dijo: "el 
litigio de este caso se está llevando hasta la muerte". En breve, dio 
por terminada la audiencia con la orden "Entonces, les pediría que 
se retiren en este momento". La "audiencia" duró menos de diez 
minutos. Con asombro y decepción la mayoría de los miembros del 
grupo Aldape no podían dar crédito al hecho de que su petición 
hubiera sido denegada con tal indiferencia. 

El grupo Aldape decidió retirarse a sus oficinas para planear el 
siguiente paso; había sido acusado de convertir la audiencia en "un 
circo para los medios". Sin embargo, ni Atlas ni el grupo tuvieron nada 
que ver con la presencia de los manifestantes. En múltiples ocasiones, 
diferentes personas que estaban contra la pena de muerte habían 
pedido permiso a Atlas para utilizar el caso Aldape como un ejemplo 
de las fallas en el sistema criminal de justicia, pero Atlas siempre se 
negó a cooperar. Dijo "no" por dos motivos. En primer lugar, la corte 
era el foro apropiado para la defensa de Aldape. En segundo lugar, 
convertir el caso en una "cuestión política" podría resultar contrapro­
ducente. Llamar demasiado la atención sobre Aldape"podría dificultar 
que un juez electo otorgara la medida jurídica necesaria. Finalmente, 
el esfuerzo empleado en persuadir a los medios yal posible jurado del 
caso Aldape, quitaría mucho tiempo que podría en cambio dedicarse a 
la preparación de las batallas legales. 

En las oficinas de V&E, el grupo Aldape hizo una evaluación de la 
situación. No sólo no habían logrado obtener un nuevo juicio, sino 
que ni siquiera habían conseguido una audiencia de pruebas. Esta 
derrota significaba que la nueva evidencia ni siquiera sería parte del 
expediente. Una Corte de Apelaciones no podía revisar las declara­
ciones bajo protesta. Un problema más urgente a resolver era, sin 
embargo, simplemente el de mantener a Aldape con vida hasta que 
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la Corte de Apelaciones revisara la decisión del juez Densen. La eje­
cución de Aldape estaba programada para ese miércoles por la 
noche, por lo que Atlas pidió al juez Densen posponerla. Un aplaza­
miento daría a Aldape el tiempo necesario para buscar amparo judi­
cial por habeas en la Corte de Apelaciones. El juez Densen denegó tal 
petición. El grupo Aldape se vio entonces forzado a enviar por fax 
una petición de aplazamiento a la Corte Criminal de Apelaciones de 
Texas. Esta corte, conforme a su autoridad, otorgó rápidamente el 
aplazamiento. 

A pesar de la derrota, había algunas noticias de esperanza para 
Aldape. Por cooperación de la oficina del ministro de Justicia de 
Texas, la corte no f~ó una nueva fecha de ejecución. En otras palabras, 
una vez que la Corte de Apelaciones Criminales de Texas aplazó la eje­
cución de Aldape, ya no había una fecha específica de ejecución. 

Gracias al aplazamiento otorgado por la Corte de Apelaciones 
Criminales de Texas, el grupo Aldape tenía ahora la libertad para 
concentrarse en el siguiente paso de la defensa de Aldape: una peti­
ción de procedimiento habeas cmpus a la Corte de Apelaciones 
Criminales. El hecho de que la corte hubiera dado un aplazamiento, 
no significaba que otorgarían la liberación del procedimiento de 
habeas corpus a Aldape. El aplazamiento se otorgó para que la corte 
tuviera la oportunidad de revisar los argumentos de Aldape. 
Entonces, el grupo Aldape empezó a trabajar en su segundo escrito. 

Ese otoño, Atlas envió el escrito de habeas de Aldape a la Corte de 
Apelaciones Criminales de Texas. A diferencia de la inexplicable 
demora ocurrida cuando solicitó apelación directa, Aldape no tuvo 
que esperar esta vez seis años para que la corte decidiera que estaba 
lista para dar su fallo. La corte resolvió que no recibiría ayuda de un 
consultor durante el interrogatorio y no programó la presentación 
oral de la petición de habeas de Aldape. En lugar de ello, el 13 de 
enero de 1993, la Corte de Apelaciones Criminales de Texas expresó 
su decisión no publicada de una página y cuatro párrafos. La corte 
denegaba a Aldape cualquier amparo. Con una opinión per cunam, 
un juez individual no tenía que reconocer que estaba de acuerdo con 
la mayoría. Dos jueces, sin explicar por qué, disintieron. 

Luego de seis meses de trabajo y cientos de miles de dólares en 
tiempo legal más gastos para cubrir la ayuda de expertos e investiga­
dores, los abogados de Aldape perdieron una vez más. Atlas quedó 
abatido con esta segunda derrota. Le parecía increíble que ninguna 
corte estuviera dispuesta siquiera a escuchar la evidencia recién des-



EL CASO AlDAPE 225 

cubierta antes de rechazar la petición de Aldape. Aparentemente, no 
era suficiente con que el escrito prometiera que una audiencia de 
pruebas demostraría la inocencia de Aldape. Quizás la corte había 
escuchado eso muchas veces, sólo para descubrir que la evidencia de 
inocencia no era convincente. Se sabe de algunos casos en que la 
defensa envía sucesivas peticiones de habeas corpus con el único fin de 
demorar la ejecución. Sin embargo, el caso Aldape no era uno de 
ellos; ésta era la primera petición de Aldape. De cualquier manera, 
las Cortes Estatales de Texas no estaban dispuestas a perder el tiempo 
revisando nueva evidencia que pudiera demorar su ejecución. De 
ofrecer las Cortes Estatales el único recurso judicial, Aldape habría 
sido ejecutado en el año 1993. El ánimo de Aldape y del grupo alcan­
zó su punto más crítico, decayendo con este doble golpe. 

Liberación en la Corte Federal 

Cuando una Corte Estatal deniega la liberación por habeas, el acusa­
do puede entonces tratar de despertar el interés de la Corte Federal 
para que ésta proporcione una solución. Todos los cambios de la ley 
de habeas propuestos por el Congreso en 1996 no hicieron sino anu­
lar el derecho a una significativa revisión de habeas por parte de la 
Corte Federal; sin embargo, en 1993 este camino permanecía viable. 
El equipo Aldape se dirigió a las Cortes Federales del Distrito Sureño 
de Texas, distrito al que pertenece Houston, para solicitar la libera­
ción. Al tiempo, el grupo Aldape preparó la última petición del pro­
cedimiento de habeas corpus. 

En cierto sentido y sin proponérselo, el juez Densen hizo que fuera 
más fácil para Aldape obtener la liberación de la Corte Federal. Si la 
Corte Estatal no había escuchado el testimonio ni los hallazgos remiti­
dos, el juez de la Corte Federal de Distrito tendría mayor cuidado al 
revisar la petición de habeas corpus de Aldape. El rechazo apresurado 
del juez podía redundar, después de todo, en beneficio de Aldape. 

Aldape, primero, y el Estado, después, enviaron sus escritos. 
Después de una ronda de escritos de respuesta enviados a la corte, no 
había nada más que hacer que esperar un fallo. Igual que cuando se 
dirigió a las Cortes Estatales, el equipo Aldape esperaba conseguir de 
la corte por lo menos una audiencia de pruebas. U na audiencia de 
pruebas daría a la corte una oportunidad de decidir qué otra libera­
ción se debía autorizar. 
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El 30 de septiembre de 1993, Atlas recibió una orden de la oficina 
del secretario de la Corte Federal de Distrito. La corte había leído los 
escritos y expresaba su opinión. Atlas notificó a su cliente y a todos 
los miembros del equipo Aldape que el juez Hoyt había otorgado 
una audiencia limitada de pruebas. La audiencia se limitaría a 
demostrar el asunto de la mala conducta de policías y fiscales. Aldape 
tendría que demostrar también que dicha mala conducta realmente 
lo había perjudicado. Si Aldape lograba convencer a la corte de que 
era realmente inocente, esto ayudaría a persuadir a la corte de que la 
mala conducta de policías y fiscales lo había perjudicado. El juez 
Hoyt programó la audiencia para el 15 de noviembre de 1993. Más 
allá de las gratas noticias de que la audiencia se llevaría a cabo, el 
equipo Aldape estaba alentado por las palabras elegidas por la corte. 
En su orden, el juez Hoyt afirmó haber revisado las declaraciones ori­
ginales de los testigos, sus declaraciones posteriores, las circunstan­
cias que presumiblemente habían dado lugar a las segundas declara­
ciones, el testimonio, y las "travesuras" ocurridas durante el juicio. 
Con base en esta revisión suya, determinó que "la conducta de los ofi­
ciales de policía y el comportamiento de los fiscales pudo haber con­
taminado la identificación hecha en la corte, dando como resultado 
una identificación equivocada". 

"Estamos muy, muy complacidos con la decisión", comentó el 
cónsul general de México en Houston. Aldape y su familia en México 
estaban extáticos. "Dios ha respondido a nuestras oraciones", dijo su 
madre. Todos aquellos que lo apoyaban en su comunidad estaban 
felices. Los miembros del grupo Aldape dieron un suspiro de alivio 
colectivo. 

AUDIENCIA DE DESAHOGO DE PRUEBAS 

Revelaciones en la sala de justicia: el perito forense 

Así comenzó la batalla por la vida de Aldape en la audiencia de desa­
hogo de pruebas, programada por el juez Hoyt para el15 de noviem­
bre de 1993 a las 9:00 a.m. Como siempre, estaban presentes la fami­
lia de Aldape, representantes del gobierno de México y partidarios 
de Aldape. El domingo anterior a la audiencia de pruebas, los parti-
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darlos de Aldape marcharon en medio de una fuerte lluvia, de la 
escena del crimen hasta una reunión popular en su nombre. Ahora 
todos estaban atentos para ver si Aldape podría cumplir su promesa 
de proporcionar nueva evidencia que demostrara su inocencia y la 
mala conducta de la policía. Atlas decidió no pronunciar su discurso 
inicial de 20 minutos y se limitó a comentar lo siguiente: 

Nos encontramos aquí para probar que hubo una identificación equivocada 
del homicida. En otras palabras, demostraremos que Ricardo AJdape Guerra 
es inocente de la muerte del oficial de policía de Houston, James Harris, y 
que la mala conducta de la policía y la fiscalía es la causante de esta identifi­
cación equivocada. 

Atlas llamó primero al estrado a F10yd E. McDonald, quien propor­
cionaria asesoría en química forense. McDonald explicó de qué mane­
ra se podía usar la evidencia física para determinar en dónde estaba 
parado el oficial Harris cuando le dispararon y en dónde debió haber 
estado parado el homicida. El perito forense examinó la trayectoria de 
las balas, basándose en la posición de los cartuchos utilizados, el char­
co de sangre, las salpicaduras de sangre y los orificios de bala. Preparó 
un diagrama en donde el homicida estaba colocado al este del oficial, 
disparando hacia el oeste. 

Línea por línea, Atlas leyó el testimonio de A1dape donde declara­
ba cómo se había entregado a la policía tarde en la noche del tiroteo. 
Línea por línea, McDonald confirmó que la descripción física del cri­
men que él reconstruyó era coherente con la declaración de Aldape. 

Llegó el turno de la parte contraria y el Estado, en su interrogato­
rio, subrayó que McDonald no se encontraba en la escena de los 
homicidios el 13 de julio de 1982, por lo que su testimonio no podía 
ser concluyente, pero no pudo debilitar su testimonio. McDonald 
explicó que de acuerdo con la trayectoria que siguieron, las balas 
simplemente no pudieron provenir de alguien que estuviera parado 
en donde los testigos ubicaban a Aldape: las balas no pueden girar 90 
grados a la mitad de su trayectoria. 

"Culpen al que se parece a Dios" 

Aquellos testigos que eran niños cuando ocurrieron los asesinatos, 
ahora testificaban como adultos. A lo largo de la semana, relataron 
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por primera vez, de forma completa, los inquietantes acontecimien­
tos que condujeron al fallo de que Aldape era culpable. 

En los interrogatorios salió a la luz cómo los testigos que se 
encontraban en el lugar del crimen la noche del tiroteo -entre quie­
nes estaban José Armijo Jr., Hilma Galván, Elena Holguín, Trinidad 
Medina y Elvira Flores- tuvieron tiempo para discutir sobre lo que 
había sucedido. En esta ocasión, el testimonio de Frank Pérez fue de 
invaluable claridad para explicar cómo se manipuló a los testigos la 
noche del tiroteo. 

En primer lugar, Pérez declaró lo que oyó decir a Elvira Flores 
acerca del tiroteo: "todo lo que hice fue escuchar el disparo. Me tiré 
al piso y gateé y corrí hacia la casa". Si Flores sólo oyó, pero no vio el 
disparo, no podía haber identificado a Aldape como el homicida, 
como lo hizo en el juicio. 

Pérez también explicó cómo ese día, después de estar en la escena 
del crimen, los detectives lo llevaron, junto con más de una docena de 
testigos del barrio, al tercer piso de la subestación de policía en el lado 
sur de Houston. Entonces Pérez se sentó con los demás testigos en las 
bancas que estaban afuera de las oficinas de los detectives. Pérez se 
levantó para dar su testimonio a la policía. Dijo al oficial todo lo que 
había visto. Sin embargo, el oficial presionó a Pérez para que modifica­
ra su declaración escrita. Cuando le preguntaron si estaba 100% seguro 
de que el objeto tirado por el segundo hombre era una pistola, él res­
pondió al oficial que en ese momento retiraba su declaración, que esta­
ba sólo un 98% seguro de que era una pistola, ya que bien podría haber 
sido una pistola de juguete. El oficial dijo a Pérez que si no estaba 100% 
seguro de que se trataba de una pistola, entonces debía referirse a ella 
como "objeto". Obediente, Pérez tachó la palabra "pistola" de su decla­
ración y escribió "objeto". Pérez informó de esto posteriormente a los 
fiscales. Pérez testificó que los fiscales le dijeron que lo llamarían otra 
vez de ser necesario. Los fiscales nunca lo llamaron. 

Después de que Pérez rindiera testimonio, un oficial lo llevó de 
regreso a la banca del pasillo, con los otros testigos. Pérez testificó 
que mientras estaba sentado, antes de que se llevara a cabo la línea 
de identificación, la policía escoltó a Aldape, "[llevándolo] por el 
pasillo, esposado o algo parecido, con bolsas cubriéndole las manos". 
Pérez explicó cómo reaccionaron los residentes de Magnolia ante lo 
que vieron: "Las mujeres y las niñas que estaban sentadas en las ban­
cas [ ... ] apuntaban hacia él con miedo [e] indicando, ¿es él? ¿Es ése 
el hombre que viste? No sé. ¿Es él? Puede ser. Creo que es él." 
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En particular, aunque nadie parecía estar seguro de quién había 
sido el homicida, dijo Pérez, "Recuerdo que la señorita Galván [ ... ] 
le preguntó a José Armijo Jr., "¿Es ése el hombre que viste disparar 
contra tu papá?" En su respuesta, José Jr. "no pudo dar ninguna evi­
dencia o indicación de que ése era [el asesino]; indicó que él no 
sabía". Las historias de Elvira Flores e HUma Galván comenzaron a 
centrarse en Aldape. Pérez explicó a la corte: "Conforme pasaban las 
horas, y mientras [ ... ] Aldape era llevado por el pasillo, de repente 
parecía que las historias [ ... ] se tejían para concluir que él era posi­
blemente el homicida." 

Finalmente, Pérez declaró como a las seis de la mañana que 
acompañó a los demás vecinos a la línea de identificación. 
Nuevamente escuchó a Flores y a Galván cuchichear y decir "culpen 
al que se parece a Dios". Pérez dijo a la policía que ninguno de los 
hombres en la línea de identificación coincidía con la descripción de 
aquel que había apuntado contra él con una pistola. Cuando Atlas le 
preguntó qué pensaba de la línea de identificación, Pérez respondió: 
"A mí me pareció una broma. No haces desfilar a una persona 
enfrente de todos tus testigos." 

En el interrogatorio del Estado, Pérez dijo no haber visto el tiro­
teo. El Estado trató de sacudir su testimonio en donde identificaba el 
arma del segundo hombre como la 9 mm. Pérez explicó que antes de 
julio de 1982, asistió a una sesión de tiro en donde él utilizó una 9 
mm. Pérez confirmó que la policía había advertido a los testigos de 
no discutir el crimen entre ellos. El Estado no logró alterar el testi­
monio determinante de Pérez, y a éste se le permitió retirarse del 
estrado. 

El equipo Aldape estaba encantado. Pérez, que no ganaba nada 
con su testimonio, arrojó luz sobre el comportamiento de la policía y 
los fiscales, además de haber puesto en duda la culpabilidad de 
Aldape. Su descripción de la línea de identificación como una 
"broma" también explicaba por qué algunos testigos habían identifi­
cado a Aldape como el homicida. 

Al día siguiente, la audiencia comenzó a las nueve de la mañana. 
Atlas llamó a Donna Monroe Jones al estrado, quien había formado 
parte del jurado originaL Ella repitió las mismas preocupaciones, 
sobre el juicio y el uso que hizo la fiscalía de los maniquíes, que ella 
misma expresara en 1982 en una declaración bajo protesta. Luego de 
su breve testimonio, Atlas llamó a Herlinda García al estrado. 

García testificó haber dicho esa noche a un oficial lo mismo que 
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decía ahora en la corte sobre el tiroteo. Atlas preguntó cuál fue la 
reacción del oficial cuando ella le dijo que Carrasco había matado al 
oficial Harris. "No dijo nada", respondió García, "cuando traté de 
explicarle a quién había visto disparar contra el oficial, se portó muy 
grosero conmigo, me asustó". Me dijo "que él no fue quien mató al 
oficial". 

Concluyó el interrogatorio a García, estableciendo que ella con­
tactó a los abogados de Aldape en 1992, cuando se enteró de que 
ellos la estaban buscando. Entonces Atlas le preguntó: "¿por qué se 
presenta ahora para decir la verdad?" "Porque yo vi lo que pasó y sé 
que él no lo hizo; él no mató al oficial o a ese hombre. Yo sé que él no 
lo hizo." 

Era el turno del Estado. En su interrogatorio a García, el Estado 
señaló las inconsistencias entre el testimonio de García durante el 
juicio de ese año y su testimonio en la audiencia de pruebas. García 
explicó entonces que en 1982 tuvo miedo. El Estado también esta­
bleció que en ese año su esposo había sido sentenciado a muerte 
para 1991, por asesinar a un vecino mayor. García dijo que ella no le 
escribía ni lo visitaba. Después de algunas preguntas de la corte, se le 
permitió a García retirarse. 

Por su lado, Linda Hernández, traductora oficial del juicio origi­
nal, testificó sobre la falta de profesionalismo y los errores cometidos 
por el traductor que la remplazó. Pocos días después de que empeza­
ra el juicio, los fiscales sustituyeron a Hernández, a pesar de que los 
abogados de Aldape objetaron. Hernández testificó que el nuevo 
intérprete realizó un trabajo mediocre que perjudicó a la defensa de 
Aldape; el nuevo intérprete cometió 74 errores interpretando mal 
algunas partes de las preguntas de los abogados y de las respuestas de 
los testigos, añadiendo palabras en ambos casos e interpretando 
equivocadamente las preguntas y las respuestas "docenas y docenas" 
de veces. Hernández describió la conducta poco profesional del 
intérprete como el uso de gestos teatrales y una actitud burlona hacia 
Heredia, uno de los testigos clave de Aldape, afectando así su testi­
monio y dañando su credibilidad. 

Atlas llamó también a Elena González Holguín, quien testificó 
cómo la policía la esposó por no mostrarse cooperativa. Su "falta de 
cooperación" consistió en decirle a un policía que ella "no había 
visto nada". Sin embargo, un policía insistió que "debía tratar de 
recordar". "Me gritó y dijo que tenía la obligación de ayudar en la 
investigación, y yo le dije que ése era su trabajo, que él debía hacer la 
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investigación", continuó González. Después de eso, "se enoJo, me 
esposó y me aventó hacia adentro de la patrulla". Ella se encontraba 
descab;a en la escena del crimen, pero la policía le negó la oportuni­
dad de ir por sus zapatos, así que se quedó descalza toda la noche. 

El último testigo en ser llamado al estrado en el segundo día de 
audiencia de pruebas fue José Ángel Heredia. Cuando testificó por pri­
mera vez en el juicio original, tenía 14 años. Como los testigos anterio­
res, él también recordaba haber visto a Aldape en una posición en la 
cual no podía haber sido el homicida. Heredia testificó que Hilma 
Galván no pudo haber visto el tiroteo. Heredia declaró que cuando el 
oficial Harris fue asesinado, Galván estaba adentro de su casa. Heredia 
hizo referencia también a los epítetos usados por los fiscales durante el 
juicio para describirlo. Sin embargo, cuando testificó a favor de 
Aldape, los fiscales calumniaron a Heredia acusándolo de encontrarse 
bajo influencia de alguna droga o del alcohol. 

"Amenazaron con quitarme a mi hija" 

En el tercer día de la audiencia de pruebas, Atlas llamó a testificar a 
Patricia Díaz, quien contaba con tan sólo 17 años cuando el oficial 
Harris y José Armijo fueron asesinados. Justo antes del tiroteo, Díaz 
se encontraba en su Chevy Nova en la intersección de Walker y 
Edgewoód. La acompañaban su hija y su tía, Trinidad Medina. 

Díaz juró no haber visto a nadie disparar contra el oficial Harris. 
Sólo alcanzó a vislumbrar a Aldape inmediatamente después del tiro­
teo. Como otros testigos, Díaz ubicaba a Aldape a seis pies de distancia 
al sur de la puerta abierta de la patrulla del oficial. Díaz vio a Aldape 
inmediatamente después de que se oyeran los disparos. Aldape tenía 
sus brazos estirados con sus manos vacías sobre la patrulla, con las pal­
mas hacia abajo. 

Poco después del tiroteo, Díaz fue interrogada por la policía 
mientras aún se encontraba en la intersección de Edgewood y 
Walker. Testificó que la policía no actuó con profesionalismo ni tenía 
actitud de querer descubrir la verdad. Díaz dijo que la policía "usó 
muchas palabras obscenas". Esta conducta la intimidó. "Gritaban 
mucho y maldecían y asustaban; a mí me asustaron", dijo. Aparen­
temente, la policía no quería aceptar la respuesta de Díaz de que ella 
no había visto los disparos. "¿Dijo usted a los policías que usted no 
había visto el tiroteo?", preguntó Atlas. "Sí", respondió. "¿La amena-
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zaron con hacerle algo a usted si no les proporcionaba más informa­
ción?", preguntó nuevamente Atlas. "Sí. Me dijeron que si no les 
decía más de lo que vi, me quitarían a mi hija." En el momento de 
esta respuesta de Díaz, la tensión aumentó en la sala de justicia. A fin 
de cuentas, éstos eran los cargos más explosivos que alguien hiciera 
contra la policía, con relación a la escena del crimen. 

Adicionalmente, las entrevistas individuales sostenidas con los tes­
tigos antes de la audiencia revelaron que la fiscalía había dirigido 
unas sesiones preparatorias especiales. Atlas trató de explorar esto 
durante el interrogatorio de Díaz. Junto con otros pocos testigos, 
Díaz fue invitada a la reunión preparatoria de los fiscales antes del 
juicio. En dicha reunión, vio los maniquíes por primera vez. Ella tes­
tificó que éstos la "asustaban y sobrecogían, porque había un hombre 
que tenía manchas de sangre y agujeros de balas". Testificó, además, 
que los fiscales tenían también fotografías de los dos hombres. 
Usaron las fotos para aclarar quién estaba muerto y quién enfrentaba 
un juicio. Díaz testificó que "mostraron la foto [de Carrasco] cuando 
[él] estaba en la morgue y dijeron, éste es el hombre (Carrasco) que 
cayó muerto en el tiroteo con la policía, y éste, dijeron señalando la 
foto de Aldape, es el que mató al oficial". Ella no intentó corregirlos, 
"ya que los fiscales eran los que pensaban por nosotros". 

En su interrogatorio a Díaz, el Estado señaló las inconsistencias 
entre su testimonio de la audiencia de pruebas, sus declaraciones ori­
ginales y su testimonio del primer juicio. El Estado preguntó a Díaz si 
había acudido a la división de Asuntos Internos del Departamento de 
Policía de Houston para poner una queja sobre el maltrato hacia su 
tía. Díaz reconoció que ella no denunció ante la policía ningún mal­
trato. A Atlas no le preocupaba que Díaz no hubiera reportado el 
maltrato de la policía. Atlas esperaba que la Corte estuviera de acuer­
do con él. Era casi irrisorio esperar que luego de las amenazas que le 
hicieran a esta joven testigo, ella pusiera una queja formal. Por su 
parte, el Estado no hizo preguntas sobre las amenazas que le hicie­
ron a Díaz de quitarle a su bebé, tomando con esto la decisión táctica 
de dejar sin explorar este alegato de mala conducta. 

Posteriormente, Atlas llamó a Roberto Onofre a testificar. Onofre 
era uno de los compañeros de casa de Aldape, mas no había testifica­
do en eljuicio de 1982. Cuando Onofre concluyó su testimonio hizo 
la observación de que Carrasco era zurdo, pues él había llegado a 
verlo simulando disparar con su mano izquierda. Testificó, además, 
que Aldape era diestro. Con esto, Atlas finalmente presentaba ante la 
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corte una evidencia que ninguna de las partes había presentado ante 
el jurado en 1982. Aldape no podía ser el homicida zurdo que José 
Armijo Jr. originalmente identificó, pues Aldape era diestro. 

Concluyó el tercer día de testimonios. La evidencia de ese día, era 
la más convincente presentada hasta ese momento. Como diría Atlas 
a un reportero del Houston Chronicle: "el jurado no escuchó [ante­
riormente] nada de esta evidencia, la mayor parte de la cual incluso 
los abogados de Aldape ignoraban al momento del juicio. Es difIcil 
creer que de haber escuchado esta evidencia, un jurado hubiera sen­
tenciado a Aldape, y mucho menos, que lo hubiera sentenciado a 
muerte". . 

Durante el cuarto y último día de la audiencia de pruebas, el 
Estado propuso rectificar su lista de testigos, para llamar a más oficiales 
de policía de los que antes habían testificado. Por su parte, la defensa, 
por medio de Schneider, llamó a Candelario Elizondo, uno de los aho­
gados de Aldape durante eljuicio de 1982. Elizondo testificó que en 
1982 él no estaba al tanto de la mala conducta de la policía. Dijo que 
durante el primer juicio muy pocos testigos habían aceptado hablar 
con él. Esta actitud recalcitrante por parte de los testigos no le dio 
oportunidad de enterarse de la mala conducta de los policías. 

Por otro lado, el informe entregado por la policía mencionaba 
que la declaración de ciertos testigos fue grabada. Elizondo dijo que 
no recordaba haber oído o visto aquellas cintas. Sí recordaba haber 
oído que las pruebas de detección de metales resultaron negativas, 
en relación con la pistola 9 mm, tanto en el caso de Aldape como en 
el caso de Carrasco. En otras palabras, ninguno de los dos resultó 
positivo en las pruebas que intentaban demostrar que alguno de 
ellos portaba el arma asesina. En realidad, Elizondo no recibió los 
resultados de las pruebas, sino hasta la mañana misma del juicio. La 
perito del Estado, Amy Heeter, confundió a la defensa antes del jui­
cio al hacerles creer que ella y los fiscales habían encontrado rastros 
de metal sólo en una de las manos de Carrasco. Al no informar antes 
del juicio a la defensa sobre los resultados de la otra mano de 
Carrasco, Heeter y los fiscales privaron a Elizondo de una informa­
ción que lo hubiera llevado a contratar a su propio perito en metales, 
quien hubiera testificado que en la mano izquierda de Carrasco se 
encontraron rastros del arma homicida. Dicho testimonio habría 
puesto en entredicho los testimonios de Heeter y de José Armijo Jr. 
Sin embargo, para cuando Heeter testificó en el juicio revelando el 
segundo resultado, ya era muy tarde. 
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El caso del Estado 

Prosiguiendo con la audiencia de pruebas, al llamar a su primer tes­
tigo, el Estado no hizo sino reforzar el caso de Aldape. El primer tes­
tigo del Estado en presentarse fue el sargento Webber quien conti­
nuamente cayó en contradicciones al describir lo que él vivió la 
noche del tiroteo. Posterior a esta declaración, en una conferencia 
con el juez, la fiscal auxiliar de distrito pidió disculpas al juez Hoyt, 
diciendo que no había tenido oportunidad de reunirse con Webber 
antes de que lo llamaran a testificar, para repasar con él los detalles 
de un caso ocurrido 11 años atrás. "No está intencionalmente tratan­
do de confundir a la corte", explicó. Ella tenía razón; afirmaciones 
tan equivocadas como las que hahía hecho, refutadas con tal obvie­
dad, no pudieron haber sido intencionales, sólo demostraban cómo 
la mente puede inventar un recuerdo para confirmar lo que el oficial 
creía que era verdad, de que Aldape había disparado. 

Tras entrevistar a varios oficiales que participaron en la persecu­
ción y arresto de Aldape, el Estado llamó a su último testigo, George 
Brown. Éste sería el único testigo del barrio convocado por el Estado. 
Aunque el Estado tenía en su lista de testigos aJosé Armijo Jr., no lo 
llamó a la audiencia de pruebas. De presentar el Estado una versión 
de lo ocurrido el 13 de julio diferente a aquella presentada por la 
defensa de Aldape, tendría que hacerlo a través de Brown. 

Brown había testificado en el juicio original cuando tenía 17 años. 
Brown explicó al fiscal que el 13 de julio de 1982, él se encontraba en 
la calle paseando a su perro cuando el Buick lo obligó a saltar a una 
zanja. Pensaba que Aldape era el pasajero, no el conductor. Brown 
dijo que cuando el oficial Harris llegó, "él me alumbró con su reflec­
tor y me dijo: ¿No es un poco tarde para andar en la calle?" Brown 
respondió que sacaba a su perro a pasear y contó al oficial sobre 
cómo un auto casi lo atropella, además de darle la descripción del 
auto e indicarle hacia dónde se dirigía. Pocos minutos después de 
que el oficial partiera, Brown oyó los disparos. 

Brown se dirigió hacia el lugar de donde creía que provenían los 
disparos, entonces vio a "un hombre joven corriendo por la calle 
Lenox. Parecía como que metía algo en sus pantalones o sacaba 
algo". No fue capaz de identificar a la persona; decir si era Aldape o 
si era Carrasco. Acompañado de su amigo Frank Pérez, Brown siguió 
adelante hasta toparse con la patrulla del oficial. Encontró al oficial 
Harris en un charco de sangre. Le tomó el pulso y se dio cuenta de 
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que faltaba el arma del oficial. Frank Pérez dijo a Brown que un hom­
bre había disparado una pistola contra el oficial, la había tirado al 
piso y luego la había recuperado. 

Entonces salió a la luz parte del testimonio más sorprendente que 
se hubiera escuchado en la audiencia de pruebas. El hecho de que 
dicho testimonio proviniera de uno de los testigos del Estado lo hizo 
todavía más importante. Durante la exposición del caso de la defen­
sa, el juez Hoyt había escuchado un testimonio que decía que un 
noticiero había sugerido que en un inicio algunos policías habían 
pensado que José Armijo era el homicida y lo habían dejado solo 
mientras se desangraba hasta morir. El propio testigo del Estado, 
George Brown, testificó que los oficiales, en efecto, dejaron que 
Armijo muriera. La policía tuvo tiempo de marcar con gis alrededor 
de un papel ensangrentado que Brown usó para limpiar sus manos, 
pero no tuvo tiempo de ayudar a Armijo. Ignorar la súplica de un 
civil inocente no sólo era una decisión cruel e inmoral, sino que tam­
bién era un acto nefasto que materialmente afectaba a la defensa de 
Aldape. Probablemente José Armijo había presenciado el asesinato 
del oficial. Si él hubiera sobrevivido, hubiera podido identificar a 
Carrasco como el homicida. Esta posibilidad de identificar a quien 
disparó al oficial tal vez explicaba por qué Carrasco lo mató también 
a él. Cuando Brown se acercó por primera vez, Armijo "murmuraba", 
pero después entró en coma y murió una semana después. 

Además, aparentemente, Brown recibió un trato especial la 
noche del tiroteo. Brown testificó que no tuvo que esperar en el pasi­
llo, en las bancas que se encontraban afuera de la división de homici­
dios junto con los otros testigos del barrio. Los detectives llevaron a 
Brown a una oficina o cubículo y le pidieron que rindiera su declara­
ción. Posteriormente, a diferencia de sus vecinos, se le permitió que­
darse en la oficina, relativamente más cómoda. Atlas trató de indagar 
por qué la policía dio a Brown un trato diferente al de los demás tes­
tigos. De aquí era fácil concluir que la policía permitió a Brown que­
darse en la oficina solamente porque, a causa de su apellido, lo con­
sideraban un anglosajón. 

Posteriormente al testimonio de Brown, la corte tomó un receso 
para almorzar. El equipo Aldape se retiró a un restaurante cercano. 
El tema principal de conversación fue cómo el Estado, sin proponér­
selo, había ayudado al caso Aldape. El contundente testimonio de 
Brown sobre cómo la policía dejó que Armijo muriera, sirvió para 
reforzar la teoría del equipo que la policía estaba dispuesta a hacer lo 
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que fuera con tal de atrapar al homicida. Cuando los policías dieron 
por hecho, equivocadamente, que el homicida era José Armijo, lo 
dejaron morir. Si estuvieron dispuestos a dejar morir al asesino, ¿qué 
no harían para asegurarse de que el hombre que creían que era el 
homicida fuera condenado? 

Una vez concluida la audiencia de pruebas, durante los meses 
siguientes, no había nada que Aldape o su grupo defensor pudieran 
hacer, sino esperar el fallo de la corte. Aldape se mostraba impacien­
te, pero tenía esperanzas. Por la forma en que se desarrollaron los 
testimonios, había mucho por lo que estar optimistas. La primavera 
dio paso al verano. Los meses transcurrieron sin que hubiera una res­
puesta. En repetidas ocasiones, Aldape preguntaba a qué se debía la 
demora. Atlas no podía responder a su pregunta, sólo podía asegu­
rarle que le notificaría en cuanto recibiera la orden de la corte. 

"Mercaderes del caos» 

Finalmente, la corte emitió su opinión el 14 de noviembre de 1994, 
exactamente a un día de cumplirse un año de que comenzara la 
audiencia de pruebas. La espera valió la pena, pues el juez Hoyt otor­
gó la moción de Aldape. La opinión del juez Hoyt fue franca y exten­
sa, y no escatimó palabras para expresarse: 

Las acciones de los oficiales de policía y los fiscales descritas en estas investi­
gaciones fueron intencionales y de mala fe, y deben escandalizarnos. Estos 
hombres y mujeres, que juraron defender la ley, abandonaron su cargo para 
convertirse en mercaderes del caos. Este tipo de policías patrioteros y fiscales 
de telenovela ofrecen a los ojos del público una noción injustificada del sis­
tema de justicia de acuerdo con la cual se piensa que el sistema ha fallado 
cuando no hay una condena o cuando la condena es revocada. Su conducta 
fue diseñada y calculada para lograr condenar a alguien y así obtener otra 
"muesca en sus pistolas", a pesar de la aplastante evidencia que señala a 
Carrasco como el homicida y de la falta de evidencias para inculpar a 
Ricardo Aldape Guerra. 

El juez Hoyt sostuvo que la policía y la fiscalía intimidaron a los 
testigos para disuadirlos de testificar o para persuadirlos de que 
modificaran su testimonio. El juez Hoyt escribió, además, que estaba 
"confundido" por la decisión de la policía de "esposar a dos mujeres 
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inocentes, amenazar con revocar la libertad condicional del esposo 
de otra de ellas, y registrar continuamente, todos los días, a altas 
horas de la madrugada la residencia de personas inocentes. Esta con­
ducta por sí sola nos habla claramente de la intimidación que estos 
niños sufrieron, atrapados en la red policiaca y atrapados por las cir­
cunstancias. " 

Convencida por las palabras de los testigos que estuvieron dis­
puestos a testificar en la audiencia de pruebas a pesar de tener miedo 
a las represalias, la corte creyó que las declaraciones cambiaron 
durante el tiempo que los testigos permanecieron en la estación de 
policía, conforme se difundía la información de que Carrasco estaba 
muerto. No es una coincidencia que "las declaraciones que la policía 
tomara poco después del tiroteo básicamente exculpaban a Aldape", 
sin embargo, después de saberse que Carrasco estaba muerto y luego 
de la línea de identificación, "la policía tomó nuevas declaraciones 
que contradecían las declaraciones anteriores en ciertas formas suti­
les y en otras formas no tan sutiles". 

La corte estaba convencida de que las condiciones inadecuadas 
que rodearon a Aldape en la línea de identificación, además de la 
presión ejercida por Hilma Galván para identificar a Aldape, el 
"mojado", explicaban por que José Armijo Jr. creía que Aldape era el 
hombre que disparó. 

Había, además, otras conductas anteriores al juicio que molesta­
ban a la corte. El juez Hoyt estaba convencido de que la recreación 
del homicidio contaminó el testimonio de los testigos, de lo cual 
eran responsables los fiscales. La recreación permitió que "los testi­
gos intercambiaran puntos de vista y unificaran sus impresiones para 
desarrollar una conclusión de común acuerdo". 

El juez Hoyt responsabilizó a la policía y a los fiscales por no 
haber revelado cierta evidencia que hubiera servido para demostrar 
la inocencia de Aldape. Policías y fiscales "tenían la obligación de 
registrar con exactitud las declaraciones de los testigos, investigar el 
caso con justicia y develar cualquier evidencia exculpatoria". 

La corte estaba también molesta por la conducta de la fiscalía en 
el juicio. Los maniquíes de tamaño natural de Carrasco y Aldape 
"fueron utilizados a lo largo del juicio para reforzar y alentar el testi­
monio de los testigos". Sostuvo, además, que los fiscales, a sabiendas, 
utilizaron evidencia falsa y argumentaciones ilegítimas durante eljui­
cio. "Los dos fiscales en su discurso de cierre clamaron como verdad 
que cinco testigos dijeron a la policía, sin ponerse de acuerdo, que 
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Aldape mató al oficial Harris y al señor Armijo y que habían identifi­
cado a Aldape en la línea de identificación [aun cuando] los dos fis­
cales sabían que esto no había sucedido ya que al menos uno de los 
fiscales estuvo en la escena poco después del tiroteo y participó en la 
reunión y la entrevista de los testigos." 

El juez Hoyt no creyó en el testimonio de los fiscales, quienes ase­
guraban que nunca oyeron a los testigos negar haber visto a Aldape 
disparar contra el oficial Harris. Dijo que "los dos participaron en la 
recreación y en la reunión del fin de semana anterior al juicio [en 
donde] las varias declaraciones de los testigos fueron discutidas. y uni­
ficadas". También los culpó de utilizar el ingreso ilegal de Aldape a 
los Estados Unidos para sostener que lo más apropiado era la pena 
de muerte. La conclusión del juez Hoyt fue contundente: "No cabe 
duda en la mente de esta corte que el veredicto hubiera sido diferen­
te de haberse llevado el juicio de manera apropiada." Ordenó que el 
caso regresara a la 248a Corte Criminal de Distrito para que se reali­
zara un nuevo juicio a Aldape dentro de los 30 días siguientes o, de lo 
contrario, fuera puesto en libertad. 

Finalmente, la averiguación de los hechos, la investigación legal y 
el extenso escrito rindieron frutos. Se necesitaron un millón y medio 
de dólares en horas de abogados pro bono y más de doscientos mil 
dólares para cubrir los honorarios de los expertos y gastos adiciona­
les. A Candelario Elizondo, abogado de Aldape asignado en el pri­
mer juicio, le había costado en comparación mucho trabajo reunir 
700 dólares provenientes de la Corte de Distrito para pagar un inves­
tigador en 1982. De acuerdo con la ley federal, un pequeño porcen­
taje sería rembolsado a los abogados. Este cubriría solamente el tiem­
po invertido en el proceso de la Corte Federal y no el periodo, aún 
más largo, en la Corte Estatal. 

La orden del juez Hoyt parecía indicar que Aldape podría salir 
libre dentro de los treinta días siguientes, de no recibir un nuevo jui­
cio. Sin embargo, el "reloj de los treinta días" se detuvo cuando el 
equipo Aldape y la fiscalía enviaron mociones para solicitar correc­
ciones técnicas y aclaraciones sobre diferentes puntos en torno a los 
hechos. Mientras la corte consideraba si debía hacer o no algunas 
modificaciones a su orden y cuáles serían éstas, Aldape permanecía 
encarcelado. 

Meses más tarde, el 19 de mayo de 1995, el juez Hoyt emitió una 
nueva orden en donde aclaraba algunos detalles menores de su prime­
ra orden emitida en noviembre de 1994. Por ejemplo, en la primera 
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opinión, la corte dijo que Carrasco tenía cabello rubio, cuando en rea­
lidad tenía cabello castaño. En la nueva orden, la corte escribió: "mien­
tras que tanto Carrasco como Aldape tenían cabello oscuro, el apodo 
de Carrasco güero -que quiere decir de piel clara o cabello claro pare­
cido al rubio- usado para describir al homicida, probablemente con­
fundió a los policías que entrevistaron a los testigos". 

Poco después de que la corte e~itiera su orden corregida el 5 de 
junio de 1995, el ministro de Justicia de Texas anunció su plan de 
apelar contra la decisión ante la Corte de Apelaciones del Quinto 
Circuito. La Corte Federal de Distrito se negó a aplazar la orden que 
exigía la liberación de Aldape en caso de no otorgársele un juicio 
nuevo dentro de treinta días, pero el Quinto Circuito otorgó al 
Estado el aplazamiento solicitado. Entonces, Aldape tuvo que perma­
necer tras las rejas y esperar la apelación del Estado. 

Apelación ante el QJtinto Circuito 

Aldape no podía comprender por qué seguía tras las rejas luego de 
que un juez federal opinara que la mala conducta de policías y fisca­
les provocó el encarcelamiento de un hombre inocente. Atlas le 
explicó que la Corte de Distrito no tenía la última palabra. La fiscalía 
ejercía apropiadamente su derecho de rebatir la decisión mediante 
apelación. Entonces, tres jueces del Quinto Circuito revisarían la opi­
nión del juez Hoyt. 

Transcurrió aún más tiempo mientras que el reportero de la corte 
preparaba el informe de la audiencia de pruebas de la Corte Federal 
de Distrito. Una vez completado el informe, el representante del 
ministro de Justicia de Texas envió su escrito al Quinto Circuito el 27 
de diciembre de 1995. El escrito del Estado decía en conclusión que 
los hallazgos del juez Hoyt estaban claramente equivocados o eran 
legalmente irrelevantes. 

El equipo Aldape envió su escrito en marzo de 1996. También en 
esta ocasión varios amicus cunae ayudaron a Aldape enviando escritos 
adicionales en donde abogaban por él. Uno de éstos fue enviado por 
la Clínica de Derechos Humanos Allard K. Lowenstein, el Centro 
Sureño por los Derechos Humanos, el Comité de Abogados por los 
Derechos Humanos, el Grupo Legal Internacional por los Derechos 
Humanos y varios profesores de leyes muy respetados de todo 
Estados Unidos. Su escrito puso al Estado a considerar su continua 
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defensa del uso de la fiscalía de la condición migratoria de Aldape 
durante el proceso de voír direy durante la fase de sentencia. Lejos de 
negar que dicho momento de prejuicio étnico y tono antiinmigrante 
había ocurrido, el Estado insistía en que "las conclusiones que el 
jurado pudo sacar a partir del hecho [de la condición migratoria de 
Aldape] podían legítimamente arrojar luz sobre el planteamiento de 
si la pena de muerte era una sentencia apropiada". Los amicus cunae 
señalaron desconocer la existencia de un solo caso de pena de muer­
te en donde la nacionalidad o condición migratoria del acusado 
fuera tomada en cuenta en la fase de sentencia del juicio. 

Aldape no tuvo que esperar mucho tiempo para recibir noticias 
de la corte. El Quinto Circuito otorgó pronto la oportunidad de una 
exposición oral de los argumentos. La corte escucharía a ambas par­
tes elIde mayo de 1996 en Nueva Orleáns, Luisiana, sede del 
Quinto Circuito. Mientras la audiencia de pruebas duró una semana 
y un nuevo juicio llevaría probablemente varios meses, la exposición 
oral duraría menos de una hora. Aldape no estuvo presente en la 
exposición oral, pero a ella asistió un representante del Consulado 
de México en Nueva Orleáns. 

La parte que perdió en la corte anterior se denomina el "apelan­
te" y es éste quien primero se dirige al Quinto Circuito. En muy raras 
ocasiones habla primero el abogado del Estado en la petición de 
habeas corpus ante el Quinto Circuito, pues el Estado rara vez pierde 
un juicio en este tipo de casos. En esta ocasión, sin embargo, el 
Estado desafiaba la orden de la Corte de Distrito, en lugar de defen­
derla. Entonces, el asistente general de la fiscalía, William E. Zapalac, 
hizo su exposición resumiendo los hechos del caso y subrayando que 
toda la evidencia física implicaba a Carrasco, pero sólo las identifica­
ciones de los testigos hicieron que la policía y los fiscales sospecharan 
de Aldape. 

De la exposición oral realizada al Quinto Circuito, lo más relevante 
fue que como respuesta a la pregunta de uno de los jueces, Zapalac se 
vio obligado a aceptar que las conclusiones del juez Hoyt podrían ser 
denegadas sólo de encontrárselas "claramente erróneas". Era éste el 
estándar de revisión que el Quinto Circuito debía aplicar. En otras 
palabras, el Quinto Circuito no podía revocar la decisión del juez Hoyt 
sólo porque no estaba de acuerdo con él; su decisión debería ser "cla­
ramente errónea" para poder ser revertida, siendo éste un estándar 
difícil de alcanzar. De haber perdido Aldape ante la Corte de Distrito, 
hubiera sido igualmente difícil para él revertir la decisión de la corte. 
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Zapalac aceptó que de ser correctas las conclusiones del juez Hoyt, 
Aldape sería merecedor de un nuevo juicio. 

Una vez hecha la exposición oral, Aldape no tuvo que esperar 
mucho para saber el fallo de la corte. El 30 de julio de 1996 el Quinto 
Circuito emitió su opinión. Por unanimidad, la conclusión del juez 
Hoyt quedaba "RATIFICADA". El Quinto Circuito había revisado deteni­
damente las conclusiones de la Corte de Distrito acerca de que 
HerUnda García, Patricia Díaz y Frank Pérez dieron información mate­
rial exculpatoria a policías y fiscales, quienes nunca informaron de ella 
al equipo Aldape. De acuerdo con el Quinto Circuito, dicho oculta­
miento de información violaba los derechos constitucionales de Aldape 
de ser procesado con justicia cuando "hay una probabilidad razonable 
de que, una vez revelada la evidencia al abogado defensor, los resulta­
dos del proceso hubieran sido diferentes". El Quinto Circuito sólo exa­
minó los testimonios de García, Díaz y Pérez, mas encontró que estos 
tres ejemplos eran suficientes para sustentar la acusación de violación 
de un proceso justo al solicitar liberación por habeas. 

Aunque aliviado, Aldape estaba dolorosamente consciente de que 
aun con esta última opinión, él seguía encerrado y alejado de su 
familia. Aldape quería saber, "¿qué quiere decir todo esto?". Atlas le 
explicó que ahora el Estado tenía el derecho de solicitar una nueva 
audiencia ante el Quinto Circuito o solicitar certiaran por escrito a la 
Suprema Corte de los Estados Unidos. En cualquiera de los dos 
casos, la petición sería enviada de regreso a la Corte Estatal de 
Distrito. Si la Suprema Corte decidiera encargarse del asunto, el 
Estado y la defensa de Aldape tendrían que enviar nuevos escritos, 
presentar exposición oral ante la Corte Suprema, y luego esperar la 
opinión de ésta. Aldape se sentía cada vez más frustrado al ver que las 
opiniones a su favor no lograban ponerlo en libertad. 

A continuación, el ministro de Justicia de Texas dejó que pasara la 
fecha límite para rebatir la decisión del Quinto Circuito sin hacer 
comentario alguno. Su representante decidió no solicitar una nueva 
audiencia al panel que emitió la opinión, ni a la corte entera. 
También decidió no rebatir el fallo ante la Suprema Corte de los 
Estados Unidos. La lucha por la libertad de Aldape regresaba ahora a 
la 248a Corte Estatal de Distrito, como lo ordenara originalmente el 
juez Hoyt. La libertad de Aldape permanecía, sin embargo, pospues­
ta; Aldape seguía encarcelado. A casi cuatro años de su derrota ante 
la Corte Estatal, el equipo Aldape se preparaba para pelear nueva­
mente en esa misma corte. 
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REMNDlCACIÓN 

De regreso a la Corte Estatal 

En 1996 Aldape compareció por tercera vez ante la 248a Corte Estatal 
de Distrito. Para Aldape, la espera implicaba muchos riesgos, inclu­
yendo la posibilidad de recibir más maltratos como los que había 
recibido ya por parte de las autoridades penitenciarias. Por ejemplo, 
mientras Aldape esperaba comparecer ante la sala de justicia del juez 
Voigt, un oficial uniformado lo sacó de la celda de confinamiento 
(holding tank) y lo llevó a un lugar donde estuvieron solos los dos. El 
oficial expresó compasión por la situación de Aldape y quería saber 
que había sucedido "realmente" la noche del tiroteo. Parecía un 
intento transparente por obtener lo que el oficial esperaba fuera una 
confesión. Al enterarse de esta mala conducta, Atlas expresó al juez 
Voigt, en una carta, sus preocupaciones al respecto, usando este inci­
dente para transmitir a la corte la necesidad de que se programara 
definitivamente un juicio. Como respuesta, el juez Voigt ordenó de 
inmediato a todos los oficiales del condado de Harris que se abstu­
vieran de discutir el caso con Aldape. 

Para esta etapa del proceso judicial, los escritos de la defensa de 
Aldape argüían que, debido a que el Quinto Circuito ratificaba el 
hallazgo de mala conducta por parte de la policía y la fiscalía, el testi­
monio contaminado del juicio de 1982 debía ser inadmisible. Al 
igual que los abogados de Aldape, el Estado también trataba de con­
tactar a los testigos. Sin embargo, los métodos empleados por el 
Estado pronto provocarían quejas. Jim Lavine, abogado en asuntos 
criminales de Houston, representó a Herlinda García, Trinidad 
Medina, Frank Pérez, José Heredia, Elena Holguín y Patricia Díaz. 
Lavine estuvo de acuerdo en representar al grupo de testigos a favor 
de Aldape, luego de que algunos de ellos se quejaran de que ciertos 
miembros del Departamento de Policía de Houston estaban tratando 
de intimidados para hacer que su testimonio "se apegara" al caso de 
Estado. En una de estas entrevistas realizada en agosto de 1996, salió 
a la luz que un oficial ridiculizó a uno de los testigos y le gritó. 

Durante la audiencia del 18 de octubre de 1996, el juez Voigt 
seleccionó el jurado para el nuevo juicio, que habría de iniciar el 2 
de diciembre de 1996. Se esperaba que la selección del jurado dura­
ra por lo menos un mes. Atlas y Schneider contrataron a un consul-
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tor y empezaron a trabajar con él en la selección del jurado. La fase 
inocente-culpable del juicio iniciaría con el nuevo año. Aldape, sen­
tado alIado de sus abogados, estaba contento de saber que finalmen­
te tendría una oportunidad para demostrar su inocencia con base en 
la nueva evidencia. En la audiencia, el fiscal Casey O'Brien instó a la 
corte a otorgar una nueva audiencia de pruebas en donde se les per­
mitiera testificar a 22 testigos más. Su reclamo era que la Corte 
Federal no permitió una audiencia justa para el Estado, ya que el juez 
Hoyt no había autorizado que ocho oficiales testificaran. Aunque el 
representante del ministro de Justicia de Texas nunca discutió ante el 
Quinto Circuito que la audiencia concedida por el juez Hoyt hubiera 
sido injusta, el Estado presentó este argumento ante la Corte Estatal. 
Los fiscales querían una oportunidad para llamar a los testigos que el 
juez Hoyt no había permitido se agregaran en el último minuto, ade­
más de otros testigos que nunca fueron mencionados en la audiencia 
federal. 

No obstante lo anterior, casi una semana antes de que empezara el 
proceso de voir dire, Aldape recibió malas noticias de boca de Atlas. El 
26 de noviembre, el equipo Aldape se enteró de que el juez Voigt can­
celaba el juicio programado para diciembre de 1996. Para sorpresa de 
todos, el juez Voigt anunció que su sala de justicia, en donde sólo 
cabían 57 personas, no era lo suficientemente grande como para alo­
jar a los 100 jurados potenciales que se necesitarían para el proceso de 
voir dire. Dijo que no había otra sala disponible. Aldape se quedó col­
gado una vez más. La corte no dio indicios de cuándo programaría la 
nueva fecha del juicio, si es que la programaba. "Depende del espacio 
disponible. No puedo especular", subrayó eljuez. 

Posteriormente, en una audiencia realizada el 6 de febrero de 
1997, antes de que el juez Maloney tomara el caso, el juez Voigt otorgó 
al Estado una nueva audiencia de pruebas en donde se le permitió a la 
fiscalía llamar a sus testigos adicionales. Entonces, en lugar de prepa­
rarse para el nuevo juicio, el equipo Aldape debía prepararse para la 
segunda audiencia de pruebas. Aldape estaba decepcionado por esta 
nueva demora del juicio, sin embargo, el juez Maloney prometió darle 
velocidad al caso y esto le proporcionó algo de consuelo. Faltaban 
menos de dos semanas para la segunda audiencia de pruebas. 

En la audiencia del 6 de febrero, el juez Maloney no falló en rela­
ción con la cuestión de si debía o no apegarse a los hallazgos de la 
Corte Federal. En lugar de esto, la corte decidió posponer el fallo en 
relación con esta cuestión para después de la segunda evidencia de 
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pruebas. En consecuencia, tras la audiencia, el equipo Aldape discu­
tió el efecto del fallo. La audiencia era un retroceso para Aldape ya 
que demoraba el nuevo juicio, así como cualquier otro proceso legal 
que Aldape pudiera recibir. Sin embargo, aunque el Estado logró 
robarle otra mordida a la manzana al asegurarse la oportunidad para 
presentar una legión de oficiales y otros testigos, el equipo Aldape 
tendría la oportunidad de contrainterrogar al resto de los testigos 
del Estado. De recibir Aldape un nuevo juicio, esta oportunidad de 
conocer a los testigos del Estado y hacerlos confesar lo que el equipo 
Aldape quería, sería invaluable. Además, de otorgar la corte cual­
quier liberación legal para Aldape, el Estado sin duda apelaría. Una 
segunda evidencia de pruebas y algunos hallazgos favorables por 
parte del juez Maloney facilitarían contrarrestar la apelación. Ahora 
la pregunta era si el equipo Aldape podría convencer al juez Maloney 
de que el juez Hoyt había llegado a las conclusiones correctas al 
encontrar mala conducta por parte de la policía y la fiscalía. 

Segunda audiencia de pruebas 

El17 de febrero de 1997 dio comienzo la segunda audiencia de prue­
bas. En ella, Aldape tenía dos "títulos". Se presentaba como "solici­
tante", pues instaba a la corte para que le otorgara el habeas, y como 
"acusado", pues el Estado se preparaba para hacerle un nuevo juicio. 
Tanto el Aldape solicitante como el Aldape acusado tenían la pesada 
carga de demostrar en esta segunda audiencia que la evidencia con­
taminada por la mala conducta debía ser ignorada por el jurado 
durante el nuevo juicio. Aldape presentaría su caso primero, ya que 
era él quien llevaba la carga de prueba. 

Atlas decidió, sin embargo, que la defensa no presentaría nuevos 
testigos. El juez Maloney, sin objeción por ninguna de las partes, 
aceptó como evidencia el testimonio del juicio de 1982 y, lo más 
importante, el testimonio de la audiencia de pruebas federal de 
1993. Convencido de que lo registrado en la audiencia de pruebas 
federal respaldaba adecuadamente la liberación que Aldape busca­
ba, Atlas "descansó" formalmente en cuanto la audiencia comenzó. 
El Estado podría empezar libremente con su caso. 

El Estado anunció entonces su intención de llamar a dieciséis per­
sonas a testificar, ninguna de las cuales había testificado en la audien­
cia federal. Los testigos del Estado se dividían en dos categorías: los 
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oficiales que estuvieron involucrados en el caso y los civiles que estu­
vieron presentes en Walker y Edgewood. Para sorpresa de la defensa, 
el Estado anunció que llamaría a testificar a Hilma Galván, quien 
fuera acusada por los testigos en la audiencia federal de presionar a 
otros para que identificaran a Aldape como el homicida, y a José 
Armijo Jr., cuyo testimonio condenaba a Aldape. 

Sin embargo, y para deleite de la defensa, las declaraciones de 
estos testigos mostraron su confusión en cuanto a los hechos del tiro­
teo y de las investigaciones posteriores. De hecho, el mismo juez 
Maloney, al terminar la audiencia del primer día, preguntó a los fis­
cales si tenían a algún testigo que pudiera señalar a Aldape como el 
homicida. Incluso, después del segundo día de audiencias, en el que 
testificaron los oficiales de policía, Atlas estaba convencido de que 
los propios comentarios de la fiscal habían destacado los prejuicios 
étnicos que contaminaron el caso del Estado. Al terminar la audien­
cia y ante preguntas de la prensa, la misma viuda del oficial asesinado 
d~jo que no quería decir si Aldape era culpable o no de la muerte de 
su esposo. 

EL/alZo 

El 3 de abril de 1997 Ricardo Aldape Guerra cumplió 35 años de 
edad. Con éste, eran ya 15 cumpleaños que pasaba en la prisión. 
Dadas las conclusiones de la audiencia de pruebas, el grupo Aldape 
estaba sumamente ocupado preparando los papeles que ayudarían a 
guiar al juez en lo que, toda la gente rezaba, fuera una opinión orde­
nando la libertad de Aldape. Basándose en el juicio, la audiencia de 
pruebas federal, y la audiencia de pruebas estatal, las dos partes reu­
nieron hechos y leyes para sustentar sus respectivas posiciones. Por la 
conducta y los comentarios del juez Maloney en la audiencia de 
pruebas, algunos miembros del grupo Aldape pensaron que la corte 
podría prohibir un nuevo juicio para Aldape y dejarlo en libertad 
bajo fianza mientras que el Estado apelaba la opinión. Atlas no pen­
saba esto. Cualquiera que fuera el resultado, en esta ocasión por lo 
menos, Aldape no tendría que esperar tanto tiempo para conocer la 
opinión de la corte. Cumpliendo su promesa de dar por concluido el 
caso lo antes posible, el juez Maloney convocó a una audiencia para 
anunciar su decisión el día lunes 14 de abril de 1997. 

En un principio, parecía que Aldape tendría la victoria completa. 
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Las expectaúvas crecieron cuando el juez Maloney comentó, "la 
corte encuentra que gran parte del tesúmonio de los policías no fue 
creíble y que no fue suficiente como para opacar la evidencia, yesta­
blecer que hubo mala conducta por parte de la policía y de los fisca­
les". Encontró también que la policía sí inúmidó a los tesúgos y que 
la policía y la fiscalía utilizaron procedimientos de identificación 
innecesariamente sugesúvos, con el propósito de manipular las de­
claraciones y tesÚmonios de los tesúgos, además de que no revelaron 
evidencia material exculpatoria. Más tarde dijo que "las acciones de 
los oficiales de policía y los fiscales [fueron] de mala fe, diseñadas y 
calculadas para lograr la condena a pesar de la aplastante evidencia 
que señala a Carrasco como el homicida". Desde el punto de vista de 
la defensa, no pudo haber ayudado más a redactar el laudo de los 
hechos. 

Pero en el momento en que el juez Maloney leía sus conclusiones 
de ley, se hizo evidente que Aldape sería privado de lo que más desea­
ba, una orden que prohibiera un nuevo juicio. El ánimo decayó 
mientras el juez Maloney comentaba: "la corte ha encontrado mala 
conducta intencional por parte del departamento de policía y por 
parte de la fiscalía, sin embargo, la corte concluye que el Estado no 
está impedido de volver a apelar vía la cláusula de doble riesgo, ya sea 
por la constitución federal o por la estatal o vía la cláusula del proce­
so de arreglo de la constitución federal o el paso del úempo de las 
provisiones legales de la constitución estatal". 

Por supuesto, no era ésta una derrota completa, pero no era la 
victoria que Aldape buscaba. "El Estado úene todavía un caso que 
puede llevar a juicio, aun con la supresión de la evidencia. Lo único 
que he hecho es tratar de eliminar la contaminación", explicó eljuez 
Maloney. El nuevo juicio se programó para el19 de mayo de 1997. 

La petición habeas de Aldape había sido denegada y por ello, era 
poco probable que saliera libre pronto. El Estado podría apelar la 
decisión de supresión de testimonio del juez Maloney. Aldape podría 
apelar la decisión de un nuevo juicio. Mientras tanto, Aldape seguía 
en prisión. Aun cuando la corte, optimista, mantuviera la fecha del 
juicio en su calendario, podrían pasar años antes de que Aldape reci­
biera un nuevo juicio o antes de que fuera puesto en libertad. 

Después de consultarlo con Aldape, el equipo tomó la decisión de 
que si el Estado no apelaba, Aldape tampoco lo haría. Entonces, lo 
que se preguntaban todos era, ¿qué haría el Estado?, ¿apelaría la 
decisión de supresión de testimonio, o estaría de acuerdo en seguir 



EL CASO ALDAPE 247 

adelante con eljuicio? De apelar, seguramente perdería. Ahora bien, 
tanto un juez de la Corte Federal, como uno del Quinto Circuito, y 
uno de la Corte Estatal, habían encontrado evidencia de la mala con­
ducta de la policía y la fiscalía. Por otra parte, el Estado había apela­
do la sentencia de la Corte Federal de Distrito cuando el éxito de 
dicha apelación parecía muy lejano. 

Al día siguiente, martes 15 de abril de 1997, sucedió lo inimagina­
ble. El rumbo que tomaron las cosas no fue considerado ni siquiera 
como posibilidad por Aldape y sus abogados. Sin avisarle a Atlas o 
algún miembro del equipo Aldape, el representante de la fiscalía del 
condado de Harris envió un escrito pidiendo a la corte que retirara 
los cargos en contra de Aldape. La corte rápidamente otorgó una 
moción. No habría juicio nuevo ni apelación. Aldape estaba a punto 
de salir libre. 

Ante este hecho, Atlas indicó a la prensa que más tarde responde­
ría a todas sus preguntas en una conferencia de prensa en la sala de 
justicia de V&E. Los dos abogados de la defensa presentes, Atlas y 
&hneider, respondieron a algunas preguntas, pero era evidente que 
la atención de la prensa estaba sobre los padres de Aldape quienes 
generosamente agradecieron a todos aquellos que les brindaron su 
ayuda para garantizar la libertad de su hijo. 

En su propia conferencia de prensa, Johnny Colmes, el fiscal de 
Distrito del condado de Harris, comentó a los reporteros: "Desde 
que la corte suprimió la identificación de [Aldape] como el homici­
da hecha por los seis testigos, no pensamos en avanzar con la eviden­
cia restante. Es una pérdida de tiempo, energía y esfuerzo." La viuda 
del oficial Harris dijo ante la prensa que no quería tener que pasar 
por otro juicio: "yo no sé cuál es la verdad, porque no había ningún 
testimonio que señalara su inocencia, como tampoco hubo ninguno 
que señalara que era culpable", declaró. Ella le había escrito ante­
riormente a Aldape diciéndole que lo había perdonado. Aldape le 
respondió que no podía aceptar su perdón porque él no había mata­
do a su esposo. 

El regreso a Monterrey 

La tarde del martes 15 de abril, Atlas y el equipo Aldape empezaron 
a llamar por teléfono a toda la gente que había contribuido a la libe­
ración de Aldape, para hacerles saber que el día por el cual todos 
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habían trabajado tanto finalmente había llegado. Mientras tanto, 
había unos cuantos obstáculos que librar antes de que Aldape fuera 
liberado. Como había entrado ilegalmente a Estados Unidos, no lo 
soltarían tan fácilmente. De la custodia del sheriff del condado de 
Harris, pasaría a la custodia del Departamento de Servicios de 
Inmigración y Naturalización de los Estados Unidos (SIN). Había 
rumores que decían que su detención en el SIN posiblemente duraría 
una semana mientras su documentación era procesada. El 
Consulado Mexicano en Houston trabajaba en conjunto con el SIN 

para asegurarse de que no hubieran más demoras que evitaran que 
Aldape quedara en libertad. 

Entretanto, también se pensaba en los esfuerzos que garantizaran 
que, una vez libre, Aldape pudiera regresar inmediatamente a su tie­
rra. El entonces gobernador del estado de Nuevo León, Benjamín 
Clariond, ofreció enviar un jet para recoger a Aldape en Houston. No 
obstante, el SIN tenía otros planes. Insistía en llevar a Aldape esposa­
do, en automóvil, hasta la frontera, el miércoles 16 de abril. No per­
mitirían que sus padres lo acompañaran; sus padres y los represen­
tantes del Consulado Mexicano lo seguirían en una camioneta. 
Ninguna garantía por parte del gobierno mexicano de que supervi­
saría su pronta salida de Estados Unidos satisfizo al Servicio de 
Inmigración y Naturalización; tenía que ser escoltado por sus agen­
tes, insistían los del servicio. 

En la mitad del puente internacional que une a Brownsville, 
Texas, con Matamoros, México, Aldape fue, finalmente, entregado a 
los representantes del gobierno mexicano. En la frontera lo recibió 
una multitud de cientos de personas; recibían a Aldape con cantos 
de bienvenida en donde se decía que regresaba como héroe. Aldape, 
su familia y los representantes del Consulado Mexicano fueron lleva­
dos al aeropuerto, en donde los esperaba un jet de Bancomer que los 
llevaría de Matamoros a Monterrey. Al mismo tiempo, en Houston, 
Atlas abordaba un avión con destino a Monterrey. Se encontró con 
Aldape en el aeropuerto de esta ciudad mexicana. 

Ya en su ansiado país, Aldape dijo en una conferencia de prensa 
que no iba a demandar a los Estados Unidos por haberlo maltratado. 
"Prefiero ser pobre aquí que rico en cualquier otra parte del 
mundo." Aldape no estaba preparado para la reacción que recibió de 
sus compatriotas. No sabía que se había convertido en un héroe del 
pueblo. Sabía que habían escrito algunas canciones y libros que 
hablaban sobre él, pero simplemente no estaba preparado para la 
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masa humana que estiraba sus brazos para tocarlo como si tuviera el 
poder de sanar a las personas. De la vida miserable en el pabellón de 
la muerte pasó a la adulación de la masa. El contraste de este cambio, 
por sí mismo, lo sacudió. Luego de años de helada riña legal, de 
pronto se encontraba en Monterrey, donde prácticamente lo idola­
traban por sus penas. 

Más de una docena de abogados y muchos ayudantes legales y 
secretarias trabajaron más de 20 000 horas, a lo largo de cinco años, 
para este momento. Cediendo a la voluntad de la multitud, Aldape 
subió a la azotea de la casa de dos pisos de su hermana, a donde se 
trasladó directamente desde el aeropuerto. Manteniendo una gran 
sonrisa al dirigirse a sus compatriotas, dijo a la masa de vecinos y ami­
gos que estaba agradecido de estar de regreso en casa entre ellos. 
Haciendo caso a una voz que se escuchó entre la multitud, se quitó la 
camisa y la aventó al mar de gente. 

El legado de Aldape 

Habiendo disfrutado apenas de 125 días de libertad, Ricardo Aldape 
murió en un accidente automovilístico; aparentemente había choca­
do con la parte trasera de un camión mientras regresaba a Monterrey 
de su trabajo en la ciudad de México. La vida de Ricardo, llena de 
tantas vueltas trágicas, había tomado su última curva. Murió como 
hombre libre en su propio país. No sufrió la humillación de verse 
atado a la plancha con un catéter de ejecución en su brazo mientras 
sus padres y personas extrañas lo miraban a través de una ventana 
enrejada. 

La lección que esto puede dejar en muchos justifica la narración 
de lo sucedido. La reacción de la fuerza policial ante la muerte de 
uno de sus compañeros es comprensible. La policía y la fiscalía (y el 
público) tendrían motivos para sentirse ultrajados. Pero hay reglas 
que se deben seguir. Dichas reglas nos protegen a todos y están dise­
ñadas para reducir al mínimo las probabilidades de condenar a un 
inocente. El sistema de justicia criminal de Estados Unidos cuenta 
con protecciones internas para cuando estas reglas se rompen. La 
lucha por el habeas corpus de Aldape era una de estas protecciones 
otorgadas por la Constitución norteamericana. 

El caso Aldape deberá ser registrado como una falla del sistema 
de justicia criminal de Estados Unidos, en caso de no derivarse lec-
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ción alguna de lo sucedido. En dos ocasiones estuvo Aldape a horas 
de ser sancionado por el Estado con la muerte. La primera vez lo sal­
varon los esfuerzos del Centro de Recursos de Texas, ahora disuelto. 
La segunda, lo salvó el esfuerzo multimillonario del bufete de litigio 
civil más grande de Texas. Entonces uno se pregunta: ¿quién se 
opondrá entre el verdugo y el próximo "Aldape"? ¿Quedarán las 
vidas de indigentes condenados a la ejecución en manos del azar y la 
beneficencia de los grandes bufetes de litigantes? Un esfuerzo seme­
jante al realizado por V&E llevaría a la mayoría de los bufetes a la 
bancarrota, no se diga a los abogados individualmente. Mientras las 
personas sin recursos sentenciadas a pena de muerte sigan recibien­
do sólo la justicia que pueden pagar o la magra justicia que la socie­
dad quiera proporcionarles, el mecanismo completo que sostiene a 
la pena de muerte será sujeto de ataques. Si una sociedad exige pena 
de muerte, primero debe exigir imparcialidad -en cada etapa del 
proceso- durante el juicio, en la apelación y por el derecho que otor­
ga la Constitución de solicitar un procedimiento de habeas corpus. 

El caso Aldape recibió atención gracias los esfuerzos del gobierno 
de México y a las muchas personas que apoyaron y creyeron en la 
inocencia de Aldape. Para nosotros, como sociedad, es más f.icil tole­
rar abusos de este tipo porque creemos que tenemos mayor probabi­
lidad de ser víctimas del crimen que de ser víctimas de una condena 
injusta por un crimen no cometido. Si el único resultado de todo 
esto es la libertad de un hombre, los abogados involucrados han 
cumplido con su obligación ética. Pero esto representaría una falla 
para el sistema de justicia criminal, pues el próximo Aldape tal vez no 
cuente con el apoyo del gobierno de otro país o con la presencia de 
un juez Hoyt, o con testigos como Frank Pérez, Patricia Díaz y 
Herlinda García, o quizá le falte un bufete de abogados deseoso de 
dedicar millones de dólares de su tiempo para defenderlo. Entonces, 
¿debemos seguir tolerando la injusticia sólo porque creemos que no 
afectará a nuestros seres queridos? La ejecución de un inocente no 
honrará la memoria de las víctimas. 

Aun cuando el 99% de los acusados sean culpables y debido a que 
no sabemos quiénes constituyen el uno por ciento d~ acusados ino­
centes, debemos dedicar los recursos suficientes para que todos pue­
dan recibir una defensa adecuada. Aldape proporcionó una cara 
humana a un debate abstracto en torno al mecanismo que envía a 
morir a algunos criminales y la manera en que elegimos distribuir los 
recursos. Si hay una crisis es porque la hemos creado nosotros mismos. 
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Si elegimos condenar a alguien a la muerte, también podemos elegir 
dedicar suficientes recursos para asegurar la imparcialidad. El caso 
Aldape no nos dice con qué frecuencia se comenten errores, sólo nos 
alerta sobre el hecho de que los errores suceden. Debemos entender a 
partir de este caso que estos errores pueden suceder otra vez. 

Después de ser liberado, Ricardo Aldape nunca tuvo la oportuni­
dad de demostrar que él podía contribuir con algo a la sociedad. No 
obstante, tal vez su legado sea un sistema de justicia criminal más 
consciente de sus debilidades. En 1997, la casa de los delegados de la 
American Bar Association, es decir, el órgano ejecutivo de dicha aso­
ciación, aprobó un llamado de moratoria de las ejecuciones en 
Estados Unidos hasta que las jurisdicciones implementaran las políti­
cas necesarias para asegurar que los casos de pena de muerte fueran 
llevados con justicia, imparcialidad y en cumplimiento con el proce­
so adecuado, y hasta que quedara reducido al mínimo el riesgo de 
que personas inocentes fueran ejecutadas. 

Sin embargo, las ejecuciones continuaron en Texas hasta romper 
la marca con 37 ejecuciones por inyección letal en 1997, llevando a 
cabo así el mayor número de ejecuciones que cualquier otro estado 
en cualquier otro año hubiese realizado desde que la Suprema Corte 
reinstaurara la pena capital en 1976. En 1997 las ejecuciones de 
todos los demás estados sumaban 37 en total. En contraste con estas 
cifras, en 1996 hubo 45 personas ejecutadas en todo Estados Unidos. 
Al primero de enero de 1998, había 428 prisioneros en el pabellón 
de la muerte en Texas. 

En su discurso de cierre durante la tase de sentencia del juicio de 
Aldape en 1982, la fiscalía parafraseó a un reconocido estadista 
inglés. "Edmund Burke", "dijo que lo único que se necesita para que 
la maldad triunfe es que la gente buena no haga nada." Al menos la 
fiscalía tenía razón en esto. 
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Antes de comenzar con las conclusiones de esta investigación, quisiera 
destacar que ~ás que especificar mi postura con respecto a la aplica­
ción de la pena de muerte, lo que intenté fue ofrecer una profunda 
reflexión al lector, a fin de que conozca con más detalle y a conciencia 
los hechos e implicaciones de la pena de muerte. 

En este sentido, considero que es muy extremoso que el ser huma­
no llegue al punto de quitarle la vida a un individuo por el hecho de 
haber cometido algún daño contra la sociedad. Sin duda, soy cons­
ciente de que los tiempos actuales demandan que la autoridad asegure 
el orden y la paz. Sin embargo, también, soy fiel a mi precepto de que 
nadie puede ni debe cometer algún daño o perjuicio contra algún ser 
humano cuando éste es juzgado en un sistema con tantas deficiencias 
e injusticias como las que he descrito anteriormente. 

Así pues, quiero destacar que al realizar este estudio intenté reco­
nocer a los centenares de individuos que han sido asesinados en el 
pabellón de la muerte en condiciones infrahumanas. A lo largo de 
los capítulos que lo constituyen, expreso mi absoluto rechazo a la vio­
lencia y a los prejuicios de sexo, raza, religión, condición social y físi­
ca que de manera persistente son utilizados en los sistemas judiciales 
internos de los Estados Unidos de América. Asimismo, con esta obra 
deseo promover el respeto y la reflexión del derecho humano uni­
versal por excelencia: la vida misma. 

Como es evidente, existen diversas fuentes sobre el tema de pena 
de muerte cuyos autores toman una posición a favor o en contra. Por 
lo tanto, adoptar una postura sobre el particular no debe resultar tan 
complicado para el lector. Desde mi punto de vista, la complejidad 
radicaría en encontrar verdadero sustento a los argumentos que cada 
individuo presenta para defender su posición. 

Por otro lado, resulta difícil pronosticar cuál será el futuro de la 
pena de muerte en unos diez o cincuenta años. Innegablemente, 
sólo las nuevas generaciones tendrán la oportunidad de saber si en 
los años venideros se continuará o no con las violaciones a los dere­
chos humanos que he descrito en esta investigación. Sin embargo, 
considero que el ser humano no debe dejar pasar el tiempo sin refle-

[252] 
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xionar sobre el asunto. La pena de muerte es un tema actual y se 
ubica en un contexto internacional que exige un absoluto reconoci­
miento y meditación al respecto. 

Considero que para suprimir definitivamente a la pena capital, 
debe existir una plena relación entre los tribunales de justicia y los 
organismos que aplican la acción penal y los demás aparatos de la 
administración judicial, los cuales deben ser suficientes en tal calidad 
y número que garanticen la seguridad fisica y moral de aquellos 
delincuentes que se encuentren en posibilidades de ser sentenciados 
a la pena de muerte. A su vez, concibo la necesidad de que la partici­
pación de las organizaciones internacionales sea cada vez más influ­
yente, originando una conciencia social y un sentimiento humanista 
ante los sistemas judiciales de aquellos países que están a favor de la 
pena de muerte, principalmente el de Estados Unidos, nación que se 
ha mostrado renuente a la eliminación de esta pena. 

Asimismo, estoy convencido de que la sociedad en general influye 
en gran medida en el comportamiento individual. Como se eviden­
ció durante esta investigación, la mayoría de las personas que son eje­
cutadas en el interior del pabellón de la muerte, han pasado por 
situaciones muy complejas durante su infancia y adolescencia, origi­
nando en ellas una conducta de rebeldía e incluso perturbaciones 
mentales. Por lo anterior, considero que es necesario que los tribu­
nales y demás organismos de justicia realicen una investigación pro­
fesional con la finalidad de confinar a los delincuentes a lugares con­
venientes para su padecimiento y de esta manera no consumar más 
injusticias como las que se han cometido en diversas ocasiones. 

Tras estas breves reflexiones, paso a una recapitulación del libro. 
En el capítulo 1, pudimos observar que la pena de muerte no es un 
fenómeno nuevo, propio de nuestra época. Se originó a la par de las 
civilizaciones más antiguas y ha evolucionado junto con el derecho 
aplicado en el Estado moderno. Lo que es más reciente, es el interés 
mundial por la pena de muerte; a medida que la preocupación por 
los derechos humanos crece, especialmente en Occidente, surgen 
nuevos debates sobre esta pena, muchas veces, como ya vimos, en el 
seno de las organizaciones internacionales. 

También se describieron, escuetamente, los métodos que se em­
plean actualmente para llevar a cabo la pena de muerte y algunos de 
los argumentos que presentan los abolicionistas y los retencionistas 
para avalar sus posiciones. Se analizó brevemente la situación legal de 
la pena de muerte en México, para demostrar que a pesar de haber 
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estado contemplada en la legislación nacional, la tendencia del gobier­
no mexicano ha sido hacia la abolición total, como lo demuestra la 
reciente reforma constitucional. Doy mis votos para que las preocupa­
ciones actuales sobre la seguridad en México no reinstalen el debate 
sobre si esta pena debe ser utilizada nuevamente, dejando de lado la 
posición humanista que ha caracterizado a nuestra nación. 

En el capítulo 2 vimos que analizar el sistema legal que respalda la 
aplicación de la pena de muerte en Estados Unidos, desde su histo­
ria, legislación, proceso, casos especiales y contradicciones, es funda­
mental para comprender la dimensión de los problemas, en el 
momento de su defensa legal, que debe enfrentar un acusado de un 
crimen susceptible de ser castigado con la muerte. Este capítulo nos 
invitó a reflexionar sobre la intrincada naturaleza humana y el hecho 
de que ni las personas, ni los sistemas creados por las mismas, son 
infalibles. Entonces, por un lado tenemos atroces crímenes que 
deben ser castigados por la justicia humana y, por el otro, un sistema 
legal lleno de contradicciones que no cumple con el objetivo para el 
que fue construido: lograr una convivencia óptima de la sociedad. 

Sin duda, un segmento medular de esta investigación fue el análi­
sis de la actuación del gobierno de México en la defensa de sus con­
nacionales en el extranjero, principalmente en Estados Unidos, así 
como su postura ante los organismos internacionales como la Corte 
Internacional de Justicia en torno a este tema. A pesar de que 
Estados Unidos es un país soberano -que puede decidir, por pleno 
derecho, sus políticas internas- se demostró que las acciones realiza­
das en su territorio pueden repercutir en uno de los intereses pri­
mordiales de los gobiernos extranjeros: el de proteger los derechos 
de sus ciudadanos cuando se encuentran en el exterior. Recuérdese 
que la protección a nacionales es uno de los principales objetivos por 
los que.un país establece relaciones consulares con otros estados. 

Por lo tanto, en el capítulo 3, se realizó un breve análisis con la 
intención de presentar la labor del gobierno mexicano en la protec­
ción de sus connacionales que son susceptibles de ser condenados a 
pena de muerte o que ya han sido sentenciados. A partir de éste, 
puede decirse que dicha labor ha sido exitosa al efectivamente lograr 
que varias ejecuciones fueran suspendidas y la pena de muerte con­
mutada -existiendo ejemplos desde hace más de 10 años. 1 Pero es 

1 González de Cossío, por su parte, enumera cinco casos ocurridos entre junio de 
1992 y diciembre de 1994, ()ji. cit., p. 124 en nota al pie. 

¡ 
'j 

j 



REFLEXIONES FINALES YCONCLUSIONES 255 

innegable que el hecho más contundente del éxito de la labor reali­
zada por el gobierno mexicano es la reciente sentencia de la Corte 
Internacional de Justicia (CIJ) sobre el caso Avena, que fue precedida 
por la Opinión Consultiva emitida por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 

Al acudir a estas cortes, nuestro país corroboró su confianza en 
los mecanismos internacionales para la solución pacífica de contro­
versias. El fallo de la cij constituye una herramienta jurídica para la 
defensa de sus nacionales en el extranjero para todos los países que 
han suscrito la Convención de Viena. Aunque las decisiones de la 
corte son obligatorias sólo para las partes y, únicamente respecto del 
caso que ha sido decidido, en esta ocasión, la corte hizo hincapié en 
que por tratarse de cuestiones de principio sobre la aplicación gene­
ral de la Convención de Viena, bien podrían extenderse a otros 
nacionales extranjeros que se encuentren en casos similares. 

En el caso de México, fijó el camino a seguir en la defensa de los 
connacionales que enfrentan la pena de muerte en los Estados 
Unidos, ya que da firmeza al debido proceso legal y ratifica el dere­
cho de los estados a proteger a sus nacionales; todo esto en beneficio 
de todas las personas que se encuentran en otro país.2 Es por esto 
que para el gobierno de México, el proceso y la decisión en este caso 
constituyen un triunfo del derecho internacionaP 

Asimismo, debe recordarse que la decisión de MéxiCf> al presen­
tar el caso Avena ante la cij no fue un pronunciamiento contra la 
aplicación, por parte de Estados Unidos, de la pena de muerte, pues 
éste constituye un derecho soberano de ese país. No obstante, con el 
respaldo del fallo de la el], México coadyuva a que dicha pena, a la 
que su gobierno se opone explícitamente, sea aplicada bajo condi­
ciones jurídicas que aseguren su imparcialidad. México así, da un 
paso adelante en su lucha por proteger los derechos de sus conna­
donales que se encuentran en el exterior. 

Por último, el capítulo 4 fue trascendental en este libro, pues 

2 En opinión de Jamie Fellner, directora del Programa de Estados Unidos de 
Human Rights Watch, "facilitar a los acusados el acceso a funcionarios consulares 
implica que puedan obtener buenos abogados. es decir, la manera más segura de evi­
tar la pena de muerte". "Caso Avena: el Tribunal Internacional de ]usúcia falla en con­
tra de EEUU", &p. cil. 

3 Postura del goóíemo en el fallo de lo Corte Internacional de Justicia en el caso Avena y otros 
nacionales mexicanos, <sre.gob.mx/ eua/ espanol! prensa/ comunicados/2004/Marzo/ 
CA.<;¡()AVENA.pdf> [31 de marzo de 2004]. 
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muestra el sufrimiento por el que atravesó el connacional Ricardo 
Aldape Guerra. Sin duda, su caso manifiesta las injusticias que con 
frecuencia se cometen en el sistema de justicia criminal de Estados 
Unidos. No obstante, este caso también demuestra los esfuerzos rea­
lizados por el gobierno de México y el apoyo de muchas personas 
que creyeron firmemente en la inocencia de Aldape Guerra. 

Desde mi punto de vista, la principal contribución de este caso 
fue que Aldape proporcionó el perfil humanista de un hecho que 
para muchos es percibido exclusivamente como una disputa de opi­
niones. Desgraciadamente, Aldape ha fallecido, pero dejó una cate­
górica enseñanza para las personas que laboran en el sistema de jus­
ticia criminal de cualquier país, en el sentido de asegurar que los 
casos de pena de muerte sean estudiados de manera justa, objetiva y 
en cumplimiento de un proceso adecuado, con el firme propósito de 
reducir de manera definitiva el riesgo de que personas inocentes se 
enfrenten a la posibilidad de ser sentenciadas a la pena de muerte. 

Deseo verdaderamente que después de haber leído este libro, el 
lector ya no sea el mismo; espero, tome una posición respecto al 
tema de la pena de muerte, igual o diferente a la mía ya la que soste­
nía anteriormente, pero ahora con el pleno conocimiento y con la 
conciencia de que existen graves violaciones contra los derechos 
humanos de las personas que atraviesan por la posibilidad de ser eje­
cutadas por haber cometido algún crimen que nuestra sociedad há 
juzgado como "grave". 

Aunque se hayan podido consumar diversas hipótesis auténticas 
en torno a este libro, la última palabra siempre la tendrá el amable 
lector. Sin embargo, quisiera agregar a estas conclusiones dos últi­
mos cuestionamientos: ¿qué tanto valor otorga usted a su propia vida 
y a la de los demás?; ¿considera usted realmente que se repara el 
daño causado por un delincuente, sea cual sea la gravedad del cri­
men, ejecutándolo en el interior del pabellón de la muerte? 
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ANEXO l-A. LA PENA DE MUERTE EN EL MUNDO 

Métodos de ejecución, causales de penas de muerte y fechas de abolición 
según legislaciones nacionales 

CUADRO l. MUESTRA DE 100 PAÍSES HASTA EL AÑo 2000 EXCEPTO DONDE SE 

REGISTREN AÑos POSTERIORES 

País 

Mganistán 

Alemania 

,'\rabia 
Saudita 

Argelia 

Métodos 
de ejecución 

fusilamiento 
fuete 
lapidación 
horca 

'" Ex RDA: pena 
de muerte abolida 
para todos los crímenes 
en 1987 

Causas 

homicidio 
robo a mano armada 
saqueo 
importación de explosivos 
actividad contra el Estado 
pertenecer a una organización 

política prohibida 
comercio de alcohol 
adulterio 

'" Ex RFA: ídem en 1949 
lapidación 
decapitación 
fusilamiento 

fusilamiento 
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homicidio 
delito sexual 
adulterio 
apostasía 
sabotaje 
traición 
crimen contra la seguridad 

del Estado 
robo con violencia 
terrorismo 
crimen contra Dios 

homicidio 
crimen contra la seguridad 

del Estado 
traición 
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espionaje 
incendio provocado 
robo a mano armada. 

Argentina fusilamiento crimen contra la seguridad 
* Pena de muerte del Estado 
abolida para los traición 
crímenes del fuero espionaje 
común en 1984 amotinamiento 

Australia * Pena de muerte 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1984 y 
para todos los 
crímenes en 1985 

Austria * Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1968 

Bélgica decapitación homicidio 
fusilamiento daños a la seguridad 

del Estado 
secuestro 
secuestro de avión 

Birmania horca homicidio 
(Myanmar) traición 

fabricación y tráfico de drogas 

Bosnia y fusilamiento homicidio 
Herzegovina traición 

captura de rehenes 
terrorismo 
crimen contra el Estado 

Brasil fusilamiento traición 
* Pena de muerte dañosalaseguridad 
abolida para del Estado 
crímenes del fuero 
común en 1979 
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Cabo Verde 

Canadá 

República 
Checa y 
Eslovaquia 

Chile 

China 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1981 

fusilamiento 
* Pena de muerte 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1976 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1990 

fusilamiento 

fusilamiento 

sublevación 
traición 
espionaje 

homicidio 
terrorismo 
posesión de armas y 

de explosivos 
traición 
parricidio 
robo agravado 
secuestro de menores 
espionaje 
rendición 

homicidio 
robo simple o agravado 
malversación de fondos 
corrupción 
secuestro 
insubordinación 
contrabando 
tráfico de drogas 
trata de mujeres y niños 
proxenetismo 
difusión o fabricación 
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de material pornográfico 
comercio de armas de fuego 
utilización de venenos 
utilización de explosivos 
organización de bandas 

de malhechores 
traición 
espionaje 
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Chipre 

Colombia 

Congo 

Corea 
del Norte 

Corea del Sur 

horca 
* Pena de muerte 
abolida para 
crímenes del fuero 
común en 1983 

*Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1910 

fusilamiento 
decapitación 

fusilamiento 

fusilamiento 
horca 

violación 
comportamiento 
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con trarrevolucionario 
exportación ilegal de obras 

de arte 
difusión de informaciones 

secretas 

traición 
evasión 
piratería 
daños a la seguridad 

del Estado 

homicidio 
delito político 
ataque a mano armada 
traición 
espionaje 
tentativa de asesinato 

de funcionario 

homicidio 
rebelión 
sabotaje 
violación 
adulterio 
malversación de fondos 
daños a la seguridad 

del Estado 
subversión 
colusión con el imperialismo 

homicidio 
insurrección 
violación 
actividad contra el Estado 
espionaje 
secuestro 
robos repetidos 
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Costa Rica * Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1877 

Cuba fusilamiento homicidios 
violación 
pederastia violenta 
daños a la seguridad 

del Estado 
traición 
sabotaje 
delito económico 
tráfico de divisas 

Dinamarca * Pena de muerte 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1933 y 
para todos los 
crímenes en 1978 

Ecuador * Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1906 

Egipto fusilamiento homicidio 
horca incendio voluntario 

abandono de niños 
falso testimonio 
degradación de un medio 

de transporte en el que haya 
muerto un hombre 

violación 
colaborar con el enemigo 
saqueo 
negativa a obedecer en 

tiempos de guerra 
tráfico de drogas 

El Salvador fusilamiento crímenes en tiempos 
* Pena de muerte de guerra 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1983 
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El Vaticano * Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1969 

Emiratos fusilamiento homicidio 
Árabes horca adulterio 
Unidos lapidación violación 

robo a mano armada 
traición 
apostasía 
tráfico de drogas 
crimen contra los intereses 

del Estado 

España fusilamiento crímenes cometidos en 
* Pena de muerte tiempos de guerra 
abolida para traición 
crímenes del fuero espionaje 
común en 1978 

Estados fusilamiento 'homicidio agravado 
Unidos electrocución espionaje 

asfixia secuestro de avión en el que 
inyección haya muerto un hombre 
horca 

Fiji horca crímenes cometidos en 
* Pena de muerte tiempos de guerra 
abolida para los traición 
crímenes del fuero espionaje 
común en 1978 

Filipinas cámara de gas homicidio 
*Pena de muerte violación 
abolida para todos los infanticidio 
crímenes en 1987 captura de rehenes 
y restaurada en 1993 corrupción grave 

Finlandia * Pena de muerte 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1949 y para 
todos los crímenes 
en 
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Francia 

Gambia 

Georgia 

Guinea­
Bissau 

Haití 

Honduras 

Hong-Kong 

India 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1981 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1993 

fusilamiento 
horca 
* Pena de muerte 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1991 ' 
Y restablecida en 1992 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 

crímenes en 1993 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1987 

* Pena de muerte 
aholida para todos los 
crímenes en 1956 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1993 

fusilamiento 
horca 

crímenes graves 

homicidio 
incitación a la inmolación 

por el fuego 
robo en grupo 
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incitación al suicidio de un 
enfermo mental 

terrorismo 
falsificación de pruebas 
sublevación 
atentado contra la seguridad 

del Estado 
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Indonesia fusilamiento homicidio 
rebelión 
traición 
tráfico de drogas 
crimen contra el Estado 

Iraq fusilamiento homicidio 
horca tentativa de asesinato del jefe 

de Estado 
traición 
espionaje 
robo 
malversación de fondos 
falsificación 
atentado al pudor 
deserción 
insulto público hada el jefe 

de Estado 
crimen económico 

Irán fusilamiento homicidio 
horca uso y tráfico de drogas 
lapidación adulterio 

crimen contra Dios 
traición 
deserción 
sublevación 
blasfemia 

Irlanda * Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1990 

Israel horca traición 
* Pena de muerte crimen de guerra 
abolida para los sabotaje 
crímenes del fuero terrorismo 
común en 1954 

Italia fusilamiento crimen contra la seguridad del 
* Pena de muerte Estado en tiempos de guerra 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1947 
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Japón horca homicidio 
robo agravado 
violación 
perjuicios a edificios habitados 
crimen contra el Estado 
insurrección 
secuestro de avión 
uso de explosivos 
traición 

Jordania fusilamiento homicidio 
horca crimen contra el Estado 

traición 
tentativa de modificación 

de la constitución 
espionaje 
atentados contra la vida 

de los miembros de la familia 
real 

incendio 
violación 
comportamiento deshonroso 

en el combate 
venta de tierras a israelitas 

Kampuchea fusilamiento homicidio 
(Camboya) violación 

crimen contra la seguridad 
del Estado 

traición 
incitación al desorden 

Kazajstán fusilamiento homicidio 
traición 
crimen contra la seguridad 

del Estado 
violación 
atentado a la vida de 

un policía 

Kuwait fusilamiento homicidio 
horca traición 

tentativa de asesinato o 
de derrocamiento 
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Líbano 

Liech tenstein 

Luxemburgo 

Malasia 

Marruecos 

fusilamiento 
horca 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1987 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1979 

horca 

fusilamiento 
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del jefe de Estado o de su 
hijo 

robo agravado 
secuestro 
violación 
falso testimonio 
ataque a un medio de 

transporte con muerte de 
un hombre 

terrorismo 

homicidio 
traición 
incendio voluntario 
ataque a medios de transporte 

en el que muera un hombre 
deserción 
sabot<ge 

homicidio 
posesión de armas de fuego 
tráfico de drogas 
incitación al suicidio 
secuestro 
sublevación 

homicidio 
parricidio 
envenenamiento 
robo agravado 
incendio voluntario 
crimen contra la seguridad 

del Estado 
traición 
deserción 
atentados 
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México 

Mónaco 

Mozambique 

Nicaragua 

Nigeria 

Noruega 

Nueva Zelanda 

Omán 
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fusilamiento crimen cometido en tiempos 
* Pena de muerte de guerra 
abolida para los delitos 
políticos en 1937 y 
para todos los 
delitos en 2005 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1962 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1990 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1979 

fusilamiento 
horca 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes del fuero 
común en 1905 y para 
todos los crímenes 
en 1989 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes del fuero 
común en 1961 y para 
todos los crímenes 
en 1989 

fusilamiento 
decapitación 

homicidio 
robo a mano armada 
traición 
crimen contra el Estado 
secuestro 
linchamiento 

homicidio 
traición 
crimen sexual 
atentado contra la vida del jefe 
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Pakistán 

Países Bajos 

Panamá 

Paraguay 

Perú 

Polonia 

horca 
lapidación 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes del fuero 
común en 1870 
y para todos los 
crímenes en 1982 

* Pena de muerte 

de Estado 

homicidio 
secuestro 
sublevación 
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robo a mano armada 
malversación 
profanación del nombre 

de Mahoma 
delito sexual 
adulterio 
crimen contra el Estado 
crimen contra Dios 
blasfemia 

abolida de hecho para 
todos los crímenes en 1903 

fusilamiento 
* Pena de muerte 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1992 

fusilamiento 
* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes del fuero 
común en 1979 

fusilamiento 
horca 

traición en tiempos de guerra 

traición en tiempos de guerra 

homicidio 
traición 
espionaje 
sabotaje· económico 
crimen contra la seguridad 

i 
1 
J 
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Portugal 

Qatar 

Reino Unido 

República 
Cen troafricana 

República 
Dominicana 

Rumania 

Ruanda 

* Pena de muerte 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1867 y para 
todos los crímenes en 
1976 

fusilamiento 
horca 
decapitación 

horca 
* Pena de muerte 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1973 

fusilamiento 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1966 

* Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1989 

fusilamiento 

homicidio 
falso testimonio 
tráfico de drogas 
crimen sexual 
adulterio 
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crimen contra la seguridad 
del Estado 

traición 
espionaje 
piratería 

homicidio 
parricidio 
secuestro 
robo agravado 
traición 
espionaje 

homicidio 
parricidio 
infanticidio 
violación 
robo 
secuestro 
brujería 
traición 
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Rusia 

Senegal 

Singapur 

Siria 

fusilamiento 
horca 

fusilamiento 

horca 

fusilamiento 
horca 

divulgación de secreto 
de Estado 

ANEXOS 

tentativa de derrocamiento 
de gobierno 

homicidio 
violación 
secuestro de avión 
desorganización del trabajo 

en las cárceles 
crimen económico 
corrupción 
crimen contra la paz 
perturbación de instituciones 

de reeducación para el trabajo 

homicidio 
envenenamiento 
captura de rehenes 
espionaje 
traición 
sublevación 
deserción 
crimen contra la seguridad 

del Estado 

homicidio 
traición 
atentados contra el presidente 
posesión de armas de fuego 
tráfico de drogas 
falso testimonio 

homicidio 
violación 
incendio voluntario 
destrucción de un medio 

de comunicación 
crimen económico 
crimen contra el Estado 

u organismos extranjeros 
obtención de fondos 

extranjeros para subversión 
ataque a lugares de culto 
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Somalia 

Sudáfrica 

Sudán 

Suecia 

Suiza 

fusilamiento 
homicidio 

horca 

fusilamiento 
horca 
lapidación 
crucifixión 

* Pena de muerte 
abolida para los 
crímenes del fuero 
común en 1921 y 
para todos los 
crímenes en 1972 

* Pena de muerte 
abolida 
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formación de perturbaciones 
étnicas 

pertenecer a una organización 
prohibida 

tráfico de estupefacientes 

crimen contra la seguridad 
del Estado 

traición 
espionaje 
sabotaje 
propaganda contra el Estado 
organización de huelga 

homic~dio 

secuestro infantil 
violación 
robo y asalto agravados 
terrorismo 
actividad contra el Estado 

homicidio 
sublevación 
subversión 
espionaje 
desorganización de la 

economía nacional 
adulterio 
crimen sexual 
falso testimonio 
robo a mano armada 
gerencia de una casa 

de tolerancia 
crimen contra Dios 
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para todos los 
crímenes en 1992 

Suazilandia horca homicidio 
traición 
asesinato de un niño de más 

de un año 
homicidio ritual 
posesión de carne humana 

Taiwán fusilamiento homicidio 
inyección letal violación con muerte 

piratería 
incendio voluntario 
sedición 
solicitud de rescate 

Tailandia fusilamiento homicidio 
regicidio 
robo con agravantes 
violación 
secuestro 
atentado 
traición 
sabotaje 
espionaje 
tráfico 
incendio voluntario 

Turquía horca homicidio 
traición 
contrabando 
crimen contra el Estado 
crimen contra la Constitución 

Uruguay * Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1907 

Venezuela * Pena de muerte 
abolida para todos los 
crímenes en 1863 

Vietnam fusilamiento homicidjo 
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Yemen 

Yugoslavia 
(Serbia y 
Montenegro) 

Zaire 

delito económico 
crimen contra el Estado 
traición 
sabotaje 
robo a mano armada 
malversación de fondos 
espionaje 
acto orientado a derrocar 

o subvertir el socialismo 
crimen contra la salud 
violación 
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crimen contra los fundamentos 
de la paz 

tráfico de armas 

"'Ex Yemen del Norte homicidio 
fusilamiento 
horca 
lapidación 
traición 
* Ex Yemen del Sur 
fusilamiento 

crimen contra la voluntad 
divina 

relación sexual ilícita 
sodomía 
robo agravado 
secuestro 
apostasía 
sabotaje 
homicidio 
crimen contra la paz 
crimen contra el Estado 
traición 
espionaje 
contaminación del aire 

y el agua 
incendio voluntario 

fusilamiento homicidio 
* Pena capital robo a mano armada 
abolida en Croacia, ayuda o incitación al suicidio 
Macedonia y Eslovenia terrorismo 

fusilamiento 
ahorcamiento 

piratería 
crimen contra el Estado 

homicidio 
robo a mano armada 
violación 
secuestro 
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Zambia horca 

Zimbabue horca 

ANEXOS 

crimen contra el Estado 
saqueo 
matanza 
atentado contra la vida del 

jefe de Estado 

homicidio 
traición 
robo agravado 
crimen contra la seguridad 
del Estado 

homicidio 
traición 
complot 
violación 
robo agravado 
posesión de armas 
incendio voluntario 
obstaculizar algún servicio de 

primera necesidad 
causar una pérdida financiera 

importante al Estado 
sabotaje de vías férreas 

FUE!>iTE: Martín Monestier, Pena de muerte: historia y técnicas de las ejecuciones capitales desde 

sus inicios hasta nuestros días, México, Diana, 2000, pp. 417-434. 
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A.."'<EXO l-B. CATEGORÍAS MUNDIALES SOBRE PENA DE MUERTE 

CUADRO 2. PAÍSES ABOliCIONISTAS: PAÍSES QUE NO PREVÉN LA PENA DE 

MUERTE EN SUS LEGISLACIONES, NI PARA DELITOS COMUNES NI PARA DELITOS 

MIliTARES 

País Fecha de abolición Fecha de abolición Fecha de la última 
para ejecución 

delitos comunes 

Alemania 1987 
Andorra 1990 1943 
Angola 1992 
Australia 1985 1984 1967 
Austria 1968 1950 1950 
Azerbaíyán 1998 1993 
Bélgica 1996 1950 
Bulgaria . 1998 1989 
Cabo Verde 1981 1835 
Camboya 1989 
Canadá 1998 1976 1962 
Ciudad del Vaticano 1969 
Colombia 1910 1909 
Costa de Marfil 2000 
Costa Rica 1877 
Croacia 1890 
Dinamarca 1978 1933 1950 
Ecuador 1906 
Eslovaquia 1990 
Eslovenia 1989 
España 1995 1978 Jl975 
Estonia 1998 1991 
Finlandia 1972 1949 1944 
Francia 1981 1977 
Georgia 1997 1994 
Grecia 1993 1972 
Guinea-Bissau 1993 1986 
Haltí 1987 1972 
Honduras 1956 1940 
Hungria 1990 1988 
Irlanda 1990 1954 
Islandia 1928 1830 
Islas Marshall 
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Islas Salomón 1966 
Italia 1994 1947 1947 
Kiribati 
Liechtenstein 1987 1785 
Lituania 1998 1995 
Luxemburgo 1979 1949 
Malta 2000 1971 1943 
Mauricio 1995 1987 
México 2005 1937 
Micronesia (Estados 

Federados de) 
Moldavia 1995 
Mónaco 1962 1847 
Mozambique 1990 1986 
Namibia 1990 1988 
Nepal 1997 1990 1979 
Nicaragua 1979 1930 
Noruega 1979 1905 1948 
Nueva Zelanda 1989 1961 1957 
Países Bajos 1982 1870 1952 
Panamá 1903 
Paraguay 1992 1928 
Polonia 1997 1988 
Portugal 1976 1867 1849 
Reino Unido 1998 1973 1964 
República Checa 1990 
República 

Dominicana 1966 
Rumania 1989 1989 
San Marino 1865 1848 1468 
Santo Tomé y 

Príncipe 1990 
Seychelles 
Suecia 1972 1921 1910 
Suiza 1992 1942 1944 
Sudáfrica 1997 1995 1991 
Timor Oriental 
Turkmenistán 
Tuvalu 
Ucrania 
Uruguay 1907 
Vanuatu 
Venezuela 1863 
Yibuti 
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CUADRO 3. ABOUCIONISTAS PARA DEUTOS COMUNES: PAÍSES CUYAS LEYES 

ADMITEN LA PENA DE MUERTE PARA DEUTOS EXCEPCIONALES TALES COMO 

LOS COMETIDOS BAJO LA LEYMIUTAR O EN CIRCUNSTANCIAS EXCEPCIONALES 

COMO SUCEDE EN TIEMPO DE GUERRA 

País 

Albania 
Argentina 
Bolivia 
Bosnia-Herzegovina 
Brasil 
Chipre 
El Salvador 
Fijí 
Islas Cook 
Israel 
Letonía 
Perú 

Fecha de abolición 
para delitos 

comunes 

2000 
1984 
1997 
1997 
1979 
1983 
1983 
1979 

1954 
1999 
1939 

Fecha de la última 
ejecución 

1974 

1855 
1962 
1973 
1964 

1962 
1996 
1939 

CUADRO 4. ABOUCIONISTAS DE FACTO: SON PAÍSES QUE MANTIENEN LA PENA 

DE MUERTE PARA LOS DEUTOS COMUNES, PERO NO HAN EJECUTADO A NADIE 

DURANTE LOS ÚLTIMOS 20 AÑos CUANDO MENOS 

País 

Bermuda 
Brunei Darussalam 
Burkina Faso 
Bután 
Congo (República del) 
Gambía 
Granada 
Madagascar 
Maldivas 
Malí 
Nauru 
Níger 
Papúa Nueva Guinea 
República Centroafricana 

Fecha de la última ejecución 

1977 
1957 

1964 
1982 
1981 
1978 
1958 
1952 
1980 
(1) 
1976 
1950 
1981 
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Samoa Occidental 
Senegal 
Sri Lanka 
Surinam 
Togo 
Tonga 
Turquía 

FUENTE: Amnistía Internacional. 

1967 
1976 
1982 

1982 
1984 
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CUADRO 5. RETENCIONISTAS: SON PAÍSES EN LOS QUE LA PENA DE MUERTE 

ESTÁ VIGENTE Y EN LOS QUE HA HABIDO EJECUCIONES 

Mganistán Eritrea Myanmar 
Antigua y Barbuda Estados Unidos (Birmania) 
Arabia Saudita Etiopía Nigeria 
Argelia Federación Rusa Omán 
Armenia Filipinas Pakistán 
Autoridad Palestina Gabón Qatar 
Bahamas Ghana Ruanda 
Bahrein Guatemala San Cristóbal y Nieves 
Bangladesh Guinea San Vicente y 
Barbados Guinea Ecuatorial Las Granadinas 
Belice Guyana Santa Lucía 
Benín India Sierra Leona 
Bielorrusia Indonesia Singapur 
Botswana Irán Siria 
Burundi Iraq Somalia 
Camerún Jamaica Sudán 
Chad Japón Suazilandia 
Chile Jordania Tailandia 
China (República Kazajstán Taiwán 

Popular) Kenia (República de China) 
Comoras Kuwait Tanzania 
Congo Kirguistán Tayikistán 
Corea (República Laos Trinidad y Tobago 

Democrática/ Lesotho Túnez 
Corea del Norte) Líbano Uganda 

Corea (República Liberia Uzbekistán 
del Sur) Libia Vietnam 

Cuba Malasia Yemen 
Dominica Malawi Yugoslavia 
Egipto Marruecos (República Federal) 
Emiratos Árabes Mauritania Zambia 

Unidos Mongolia Zimbabue 

FUENTE: Amnistía Internacional, eitado en Víctor Hugo Resendes, Pena de muerte: la 
contr(JIJersia, México, Pae, 2001, p. 31 Y Pena de muerte, <ya.eom/penademuerte/lista­
paises.htm> [11 de mayo de 2004]. 
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ANEXO 1-C 

A] Organizaciones y grupos en Estados Unidos contra la pena de.muerte 

1] Capital Punishment Project (Washington, D.C.) 
American Civil Liberties Union (ACLU) 
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Esta organización tiene la firme creencia de que la pena capital viola 
la Constitución de Estados Unidos en su apartado sobre castigo cruel 
e inusual así como los requerimientos de un proceso justo y una pro­
tección igualitaria bajo la aplicación jurídica. Esta organización es 
pública y distribuye numerosos libros y panfletos como: The case 
against the death penalty y Frequently ask questions concerning the right of 
habeas corpus and the death penalty. 

2] Death Penalty Information Center-DPIC (Washington, D.C.) 

Esta organización lleva a cabo diversas encuestas sobre la pena de 
muerte. Al oponerse a la pena capital, argumenta que es discrimina­
toria, excesivamente costosa y puede llevar a la ejecución de personas 
inocentes. Ha publicado numerosos reportes como: Millions misspent: 
what politicians don 't say about the high 'Costs of the death penalty y With jus­
ti ce for few: the growing crisis in death penalty representation. 

3] ]ustice Fellowship (Washington, D.C.) 

Ésta es una organización cristiana que se fundamenta en la reforma 
del sistema judicial y en la idea de lograr una reconciliación víctima­
ofensor. No toma una posición a favor o en. contra sobre la pena de 
muerte, pero publica un material llamado: Capital punishment; a call 
to dialogue. 

4] Lamp of Hope Project (Dallas, Texas) 

Este proyecto fue creado y es dirigido por aqU(~llos reos que están 
sentenciados a la pena de muerte en Texas. Trabajan por la reconci­
liación víctima-ofensor y para la protección de los derechos civiles de 
los prisioneros, particularmente el derecho de apelación habeas cor­
pus. Publica y distribuye la revista Texas Death Row Journal. 
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5] NAACP Legal Defense and Education Fund (Nueva York) 

Fundada por la National As~ociation for the Advancement of 
Colored People, la cual se opone a la pena de muerte y trabaja para 
ponerle fin a la discriminación racial en el sistema judicial. Compila 
y analiza estadísticas sobre la pena de muerte y publica documentos 
legales como reportes y fact sheets. 

6] National Criminal Justice Referente Service-NCJRS (Rockville, 
Maryland) 

Por una cuota, esta organización provee investigaciones en temas 
específicos y diversas lecturas y trabajos sobre distintas áreas del siste­
ma de justicia criminal, incluyendo la pena de muerte. 

7] National Legal Aid & Defender Association-NLADA (Washington, 
D.e.) 

Esta organización provee asistencia técnica y funge como filtro para 
las organizaciones que brindan servicios de asistencia legal para los 
pobres. Lucha por servicios legales de alta calidad para los indigen­
tes. También publica documentos para auxiliar a las organizaciones 
de servicios legales y distribuye reportes hechos por los oponentes de 
la pena de muerte. 

FUENTE: Panl A. Winters, The death penalty: opposing viewpoints, EVA Greenhaven Press, 
1997, pp. 183 ss. 

B] Legislación internacional referente al derecho a la vida 'j contraria a la 
pena de muerte 

1] Declaración Universal de Derechos Humanos 

Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, la libertad y a la 
seguridad de su persona. . 

Artículo 5. Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. 



ANEXOS 283 

2] Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

Artículo 6. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. 
Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de 
la vida arbitrariamente. 

En los países que no hayan abolido la pena capital sólo podrá 
imponerse la pena de muerte por los más graves delitos y de confor­
midad con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el 
delito y no sean contrarias a las disposiciones del presente pacto ni a 
la ·convención para la prevención y la sanción del delito de genoci-. 
dio. Esta pena sólo podrá imponerse en cumplimiento de sentencia 
definitiva de un tribunal competente. 

Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se 
tendrá entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará 
en modo alguno a los estados partes del cumplimiento de ninguna 
de las obligaciones asumidas en virtud de las disposiciones de la con­
vención para la prevención y la sanción del delito de genocidio. 

Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el 
indulto o la conmutación de la pena. La amnistía, el indulto o la con­
mutación de la pena capital podrán ser concedidos en todos los 
casos. 

No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por per­
sonas menores de 18 años de edad, ni se le aplicará a las mujeres en 
estado de gravidez. 

Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un 
Estado parte en el presente pacto para demorar o impedir la aboli­
ción de la pena capital. 

Artículo 14. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cor­
tes de justicia. 

Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las 
debidas garantías por un tribunal competente, independiente e impar­
cial, establecido por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus 
derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público 
podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por conside­
raciones de moral, orden público o seguridad nacional en una socie­
dad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las 
partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, 
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cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera 
perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia eh materia 
penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés 
de menores de edad exija lo contrario, o en las actuaciones referentes 
a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. 

Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma 
su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 

Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes mínimas: 

A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en 
forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada 
contra ella. 

A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la prepara­
ción de su defensa ya comunicarse con un defensor de su elección. 

A ser juzgada sin dilaciones indebidas. 
A.hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o 

ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no 
tuviere defensor, del derecho que le asiste a tener, y, siempre que el 
interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, 
gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo. 

A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener 
la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean inte­
rrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo. 

A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o 
no habla el idioma empleado en el tribunal. 

A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 
En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos 

penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de 
estimular su readaptación social. 

Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a 
que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean 
sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 

Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormen­
te revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse produ­
cido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión 
de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como 
resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley,. 
a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el 
no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 

Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual 
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haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuer­
do con la ley y el procedimiento penal de cada país. 

Artículo 15. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el 
momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho nacio­
nal o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la 
aplicable en el momento de la comisión del delito. Si posteriormen­
te a la comisión del delito la ley dispone imponer una pena más leve, 
el delincuente se beneficiará de ello. 

Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la 
condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento 
de cometerse, fueran delictivos según los principios generales del 
derecho reconocidos por la comunidad internacionaL 

3] Comentario general sobre el artículo 6 del Pacto Internacional de De­
rechos Civiles y Políticos, aprobado en su reunión 378 {16 periodo de se­
siones) el 27 de julio de 1982 por el Comité de Derechos Humanos, esta­
blecido en virtud del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

Todos los informes de los estados parte se han ocupado del derecho 
a la vida enunciado en el artículo 6 del Pacto. Se trata del derecho 
supremo respecto del cual no se permite suspensión alguna, ni 
siquiera en situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida 
de la nación (artículo 4). [ ... ] Se trata de un derecho que no debe 
interpretarse en forma excesivamente restrictiva [ ... ] 

Si bien de los párrafos 2 al 6 del artículo 6 se desprende que los 
estados parte no están obligados a abolir totalmente la pena de 
muerte, dichos estados se encuentran obligados a limitar su uso y, en 
particular, a abolirla como castigo de los delitos que no sean de "los 
más graves". Por consiguiente, deberían considerar la posibilidad de 
modificar sus normas de derecho penal a la luz de esta disposición y, 
en todo caso, están obligados a restringir la aplicación de la pena de 
muerte a "los más graves delitos". El artículo se refiere también en 
forma general a la abolición en términos que denotan claramente 
(párrafos 2 y 6 del artículo 6) que ésta es de desear. El comité llega 
por lo tanto a la conclusión de que todas las medidas encaminadas a 
la abolición deben ser consideradas un avance en el disfrute del 
derecho a la vida de conformidad con el significado del artículo 40, y 
que, por lo tanto, deben ser comunicadas al comité. Éste observa que 
cierto número de estados ya han abolido la pena de muerte o han 



286 ANEXOS 

suspendido su aplicación. Sin embargo, los informes de los estados 
muestran que el progréso realizado hacia la abolición o limitación de 
la aplicación de la pena de muerte es totalmente inadecuado. 

En opinión del comité, la expresión "los más graves delitos" debe 
ser interpretada en forma restrictiva en el sentido de que la pena de 
muerte debe constituir una medida sumamente excepcional. De los 
términos expresos del artículo 6 se desprende también que la pena 
de muerte solamente puede imponerse de conformidad con el dere­
cho vigente en el momento en que se haya cometido el delito y que 
no sea contrario al Pacto. Deben observarse las garantías de procedi­
miento que se prescriben en él, incluido el derecho de la persona a 
ser oída públicamente por un tribunal independiente, a que se pre­
suma su inocencia y a gozar de las garantías mínimas en cuanto a su 
defensa y al derecho de apelación ante un tribunal superior. Estos 
derechos son aplicables sin peIjuicio del derecho particular de pro­
curar un indulto o la conmutación de la pena. 

4] Salvaguardias para garantizar la protección de los derechos de los 
condenados a la pena de muerte, adoptadas por el Consejo Económico 
y Social de las Naciones Unidas por medio de su Resolución 1984/50 el 
25 de mayo de 1984, en su periodo de sesiones de la primavera de 1984, 
y respaldadas por la Resolución 39/118 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, adoptada sin votación el 14 de diciembre de 1984 

En los países que no la hayan abolido, la pena de muerte sólo podrá 
imponerse como sanción para los delitos más graves, entendiéndose 
que su alcance se limitará a los delitos intencionales que tengan con­
secuencias extremadamente graves. 

La pena capital sólo podrá imponerse por un delito para el que la 
ley estipulara la pena de muerte en el momento en que fue cometi­
do, quedando entendido que si, con posterioridad a la comisión del 
delito, la ley estableciera una pena menor, el delincuente se benefi­
ciará del cambio. 

No serán condenados a muerte los menores de 18 años en el 
momento de cometer el delito, ni se ejecutará la sentencia de muer­
te en el caso de mujeres embarazadas o que hayan dado a luz recien­
temente, ni cuando se trate de personas que hayan perdido la razón. 

Sólo se podrá imponer la pena capital cuando la culpabilidad del 
acusado se base en pruebas claras y convincentes, sin que quepa la 
posibilidad de una explicación diferente de los hechos. 



ANEXOS 287 

Sólo podrá ejecutarse la pena capital de conformidad con una 
sentencia definitiva dictada por un tribunal competente, tras un pro­
ceso jurídico que ofrezca todas las garantías posibles para asegurar 
un juicio justo, equiparables como mínimo a las que figuran en el 
artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
incluido el derecho de todo sospechoso o acusado de un delito san­
cionable con la pena capital a la asistencia letrada adecuada en todas 
las etapas del proceso. 

Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a apelar ante 
un tribunal de jurisdicción superior, y deberán tomarse medidas para 
garantizar que esas apelaciones sean obligatorias. 

Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el 
indulto o la conmutación de la pena; en todos los casos de pena capi­
tal se podrá conceder el indulto o la conmutación de la pena. 

No se ejecutará la pena capital mientras estén pendientes algún 
procedimiento de apelación u otros procedimientos de recurso o 
relacionados con el indulto o la conmutación de la pena. 

Cuando se aplique la pena capital, su ejecución se hará de forma 
que se cause el menor sufrimiento posible. 

5] Convención Americana sobre Derechos Humanos 

Artículo 4. Derecho a la vida. Toda persona tiene derecho a que se 
respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, 
a partir del moménto de la concepción. Nadie puede ser privado de 
la vida arbitrariamente. 

En los países que no han abolido lapena de muerte, ésta sólo 
podrá imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de sen­
tencia ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con 
una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comi­
sión del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los 
cuales no se la aplique actualmente. 

No se restablecerá la pena de muerte en los estados que la han 
abolido. 

En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos 
políticos ni comunes conexos con los políticos. 

No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento 
de la comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o 
más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 

Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnÍs-
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tía, el indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser conce­
didos en todos los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras 
la solicitud esté pendiente'pe decisión ante autoridad competente. 

6] Convenios de Ginebra y Protocolos adicionales 

Al Convenio de Ginellra sollre el trato a los prisioneros de guerra del 12 de 
agosto de 1949 (Convenio núm. 3) 

Artículo 100. Se informará a los prisioneros de guerra y a las poten­
cias protectoras, tan pronto como sea posible, de las infracciones 
punibles con la pena de muerte en virtud de la legislación de la 
potencia en cuyo poder estén. 

Después, ninguna infracción podrá acarrear la pena de muerte, sin 
el consentimiento de la potencia de quien dependan los prisioneros. 

La pena de muerte no podrá ser dictada contra un prisionero más 
que si se ha llamado la atención del tribunal a tenor del artículo 87, 
segundo párrafo, especialmente sobre el hecho de que el reo, por no 
ser ciudadano de la potencia en cuyo poder estén los prisioneros, no 
tiene respecto a ella ningún deber de fidelidad, y de que se encuentra 
en su poder a consecuencia de circunstancias ajenas a su voluntad. 

Artículo 101. Si se dictase la pena de muerte contra un prisionero de 
guerra, la sentencia no será ejecutada antes de la expiración de un 
plazo de por lo menos seis meses a partir del momento en que la 
notificación detallada prevista en el artículo 107 haya llegado a la 
potencia protectora en la dirección indicada. 

B] Convenio de Ginellra sollre la protección de personas civiles en tiempos de 
guerra del 12 de agosto de 1949 

Artículo 68. Cuando una persona protegida cometiere una infrac­
ción únicamente con el propósito de perjudicar a la potencia ocu­
pante, pero cuando dicha infracción no implique atentado a la vida o 
la integridad corporal de los miembros de las fuerzas o de la admi­
nistración de ocupación, ni cree un peligro colectivo serio o acarree 
graves daños a los bienes de las fuerzas de la administración de ocu­
pación o de las instalaciones por ellas utilizadas, la persona de que se 
trate quedará expuesta al internamiento o al simple encarcelamien­
to, entendiéndose que la duración del internamiento o encarcela-
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miento habrá de ser proporcional a la infracción cometida. Además, 
el internamiento o encarcelamiento serán las únicas medidas con 
pérdida de libertad que puedan tomarse contra las personas protegi­
das en relación con tales infracciones. Los tribunales previstos en el 
artículo 66 del presente convenio podrán libremente convertir la 
pena de prisión en internamiento de la misma duración. 

Las disposiciones de carácter penal promulgadas por la potencia 
ocupante de acuerdo con los artículos 64 y 65 no pueden imponer la 
pena de muerte a las personas protegidas, salvo en los casos en que 
éstas sean culpables de espionaje, actos graves de sabotaje contra las 
instalaciones militares de la potencia ocupante, o infracciones dolo­
sas que causen la muerte de una o varias personas, y a condición de 
que la legislación del territorio ocupado, vigente antes de la ocupa­
ción, aplique la pena capital en casos tales. 

No podrá dictarse la pena de muerte contra una persona protegi­
da, más que después de haber llamado la atención del tribunal, en 
particular, acerca del hecho de que el reo, por no ser súbdito de la 
potencia ocupante, no se halla obligado respecto a ella por deber 
alguno de fidelidad. 

En ningún caso podrá dictarse la pena de muerte contra una per­
sona protegida cuya edad fuere de menos de dieciocho años en el 
momento de la infracción. 

Artículo 75. En ningún caso podrá negarse a los sentenciados a 
muerte el derecho de pedir gracia. 

No se ejecutará ninguna sentencia de muerte antes de la expira­
ción de un plazo de por lo menos seis meses desde que la potencia 
protectora haya recibido la comunicación de la sentencia definitiva, 
en donde se confirme la condena a muerte o la negativa del indulto. 

Ese plazo de seis meses podrá ser reducido en ciertos casos con­
cretos, cuando en circunstancias graves y críticas la seguridad de la 
potencia ocupante o de sus fuerzas armadas esté expuesta a una ame­
naza organizada; la potencia protectora recibirá siempre notificación 
de la reducción del plazo, y tendrá siempre la posibilidad de dirigir a 
tiempo protestas a las autoridades ocupantes competentes a propósi­
to de tales condenas a muerte. 

e] Los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 

Artículo 3. En caso de conflicto armado sin carácter internacional y 
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que surja en el territorio de una de las altas partes contratantes, cada 
una de las partes contendientes tendrá la obligación de aplicar, por 
lo menos, las disposiciones siguientes: 

Las personas que no participen directamente en las hostilidades, 
incluso los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las 
armas y las personas que hayan quedado fuera de combate por enfer­
medad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán en toda 
circunstancia, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de carác­
ter desfavorable, basada en la raza, el color, la religión o las creencias, 
el sexo, el nacimiento o la fortuna, o cualquier otro criterio análogo. 

A tal efecto, están y quedan prohibidos en cualquier tiempo y 
lugar, respecto a las personas arriba mencionadas: [ ... ] 

d] las condenas dictadas y las ejecuciones efectuadas sin juicio 
previo emitido por un tribunal regularmente constituido, provisto de 
las garantías judiciales reconocidas como indispensables por los pue­
blos civilizados. 

D] Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 
relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacio­
nales (Protocolo 1) 

Artículo 76. Protección de las mujeres [ ... ] 3] En toda la medida de lo 
posible, las partes en conflicto procurarán evitar la imposición de la 
pena de muerte a las mujeres encintas o a las madres con niños de corta 
edad a su cargo por delitos relacionados con el conflicto armado. No se 
ejecutará la pena de muerte impuesta a esas mujeres por tales delitos. 

Artículo 77. Protección de los niños [ ... ] 5] No se ejecutará la pena 
de muerte impuesta por una infracción cometida en ~elación con el 
conflicto armado a personas que, en el momento de la infracción 
fuesen menores de dieciocho años. 

E] Protocolo adicional de los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 
relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carác­
ter ¡nternacional (Protocolo Il) 

Artículo 6. Diligencias penales [ ... ] 4] No se dictará pena de muerte 
contra las personas que tuvieren menos de 18 años de edad en el 
momento de la infracción ni se ejecutará en las mujeres encintas ni 
en las madres de niños de corta edad. 
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7) Protocolo número 6 al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos, referente a la abolición de la pena de muerte 

Los estados miembros del Consejo de Europa, signatarios del presen­
te Protocolo al Convenio para la protección de los derechos huma­
nos y de las libertades fundamentales, firmado en Roma el 4 de 
noviembre de 1950 (denominado en adelante "el Convenio"). 

Considerando que el desarrollo alcanzado en varios estados 
miembros del Consejo de Europa se manifiesta por una tendencia 
general a favor de la abolición de la pena de muerte; 

Han convenido lo siguiente: 

Artículo L Queda abolida la pena de muerte. Nadie podrá ser con­
denado a tal pena ni ejecutado. 

Artículo 2. Un Estado podrá imponer con arreglo a su legislación la 
pena de muerte por actos cometidos en tiempo de guerra o de peli­
gro inminente de guerra; tal pena no será aplicada más que en los 
casos previstos por la ley y conforme a sus disposiciones. Dicho 
Estado comunicará al secretario general del Consejo de Europa las 
disposiciones correspondientes de la citada legislación. 

Artículo 3. No se autorizará ninguna derogación a las disposiciones 
del presente protocolo al amparo del artículo 15 del Convenio. 

Artículo 4. No se admitirá ninguna reserva a las disposiciones del 
presente protocolo formulada en virtud del artículo 64 del 
Convenio. 

Artículo 5. Cualquier Estado podrá, en el momento de la firma o del 
depósito de su instrumento de ratificación, aceptación o aproba­
ción, designar el o los territorios a los que se aplicará el presente 
protocolo. 

Todo Estado podrá, en cualquier momento sucesivo, extender, 
mediante declaración dirigida al secretario general del Consejo de 
Europa, la aplicación del presente protocolo a cualquier otro territorio 
designado al efecto en dicha declaración. El protocolo entrará en vigor 
con respecto a este territorio el primer día del mes siguiente a la fecha 
en la que el secretario general haya recibido la citada declaración. 



292 A.l\IEXOS 

Toda declaración hecha en virtud de los dos párrafos precedentes 
podrá, respecto a cualquier territorio designado en la misma, ser 
retirada mediante notificación dirigida al secretario general. La reti­
rada tendrá efecto a partir del primer día del mes siguiente a la fecha 
en la que el secretario general haya recibido la notificación. 

Artículo 6. Los estados partes considerarán los artículos 1 al 15 del 
presente protocolo como artículos adicionales al Convenio y serán 
aplicables, en consecuencia, todas las disposiciones del Convenio. 

Artículo 7. El presente protocolo está abierto a la firma de los estados 
miembros del Consejo de Europa, signatarios del Convenio. Será 
sometido a ratificación, aceptación o aprobación. Un Estado miem­
bro del Consejo de Europa no podrá ratificar, aceptar o aprobar el 
presente protocolo sin haber ratificado simultánea o anteriormente 
el Convenio. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aproba­
ción serán depositados ante el secretario general del Consejo de 
Europa. 

Artículo 8. El presente protocolo entrará en vigor el primer día del 
mes siguiente a la fecha en la que cinco estados miembros del 
Consejo de Europa hayan expresado su consentimiento a vincularse 
por el protocolo conforme a las disposiciones del artículo 7. 

Para cualquier Estado miembro que exprese ulteriormente su 
consentimiento a vincularse por el protocolo, éste entrará en vigor el 
primer día del mes siguiente a la fecha del depósito del instrumento 
de ratificación, aceptación o aprobación. 

Artículo 9. El secretario general del Cons~jo de Europa notificará a 
los estados miembros del Consejo: 

Toda firma. 
El depósito de todo instrumento de ratificación, aceptación o 

aprobación. 
Toda fecha de entrada en vigor del presente protocolo conforme 

a sus artículos 5 y 8. 
Cualquier otro acto, notificación o comunicación en relación con 

el presente protocolo. 

8] Resolución 32/61 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
del 8 de diciembre de 1977. 32/61. La pena capital 
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La Asamblea General, teniendo en cuenta el artículo 3 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, en el que se afirma el 
derecho de todo individuo a la vida, y el artículo 6 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el que también se afir­
ma el derecho a la vida como inherente a la persona humana. [ ... ] 

1] Reafirma que, de conformidad con lo establecido en la resolu­
ción 2857 (XXVI) de la Asamblea General y en las resoluciones 1574 
(L), 1745 (LIV) y 1930 (LVIII) del Consejo Económico y Social, el prin­
cipal objetivo que debe buscarse en relación con la pena capital es 
restringir progresivamente el número de delitos por razón de los 
cuales pueda imponerse la pena capital, con miras a la conveniencia 
de abolir esa pena. [ ... ] 

9] Resolución 35/172 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, adoptada sin votación el 15 de diciembre de 1980. 35/172 
Ejecuciones arbitrarias o sumarias 

La Asamblea General, teniendo presentes las disposiciones relativas a 
la pena capital contenidas en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, particularmente en sus artículos 6, 14 Y 15; 

Recordando su resolución 2393 (XXIII) de 26 de noviembre de 
1968, en que se invitó a los gobiernos de los estados miembros, entre 
otras cosas a que asegurasen los procedimientos legales más estrictos 
y las mayores garantías posibles a los acusados en casos de pena capi­
tal en los países donde existía la pena de muerte; 

Alarmada por la frecuencia con que se producen, en diferentes 
partes del mundo, ejecuciones sumarias y ejecuciones arbitrarias; 

Preocupada por casos de ejecuciones que, según opinión muy 
generalizada, obedecen a motivos políticos: 

1] Insta a los estados miembros interesados a que: 
Respeten como norma mínima el contenido de las disposiciones 

de los artículos 6, 14, Y 15 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y, cuando sea necesario, revisen sus reglamentos y 
prácticas jurídicas a fin de garantizar los procedimientos legales más 
estrictos y las mayores garantías posibles a los acusados en casos de 
pena capital; 

Examinen la posibilidad de que sea automático el procedimiento 
de apelación, cuando exista, en casos de sentencia de muerte, y que 
también lo sea la consideración de la amnistía, el indulto o la con­
mutación de la pena en esos casos; 
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Dispongan que no se ejecute ninguna sentencia de muerte hasta 
que hayan acabado los procedimientos de apelación e indulto y, en 
cualquier caso, hasta que haya transcurrido un plazo razonable des­
pués de haberse dictado la sentencia en el tribunal de primera ins­
tancia; 

2] Pide al secretario general que haga todo lo que esté a su alcan­
ce en casos en que parezca no haberse respetado la norma mínima 
de garantías jurídicas a que se hace referencia en el párrafo 1 supra; 

3] Pide además al secretario general que solicite de los estados 
miembros, los organismos especializados, las organizaciones intergu­
bernamentales interesadas reconocidas como entidades consultivas 
por el Consejo Económico y Social, opiniones y observaciones acerca 
del problema de las ejecuciones arbitrarias y las ejecuciones suma­
rias, y que informe al Comité de Prevención del Delito y Lucha con­
tra la Delincuencia en su séptimo periodo de sesiones. 

10] Estatuto de Amnistía Internacional 

De acuerdo con las modificaciones de la decimoctava reunión del 
Consejo Internacional celebrada en Aguas de Lindóia, Brasil, del 30 
de noviembre al6 de diciembre de 1987. 

Artículo l. [ ... ] el objetivo de AMNISTÍA INTERNACIONAL consistirá en ase­
gurar que las disposiciones de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos sean observadas en todo el mundo, por los siguientes 
medios: [ ... ] oponerse por todos los medios adecuados a la imposición 
de la pena de muerte, a la tortura y otras penas o tratos crueles, inhu­
manos o degradantes a presos y otras personas privadas de libertad, 
hayan éstos recurrido o no a la violencia o abogado por ella. 

Artículo 2. A fin de alcanzar el objetivo anteriormente mencionado, 
AMNISTÍA INTERNACIONAL deberá: 
[ ... 1 
k] oponerse al envío -de personas de un país a otro en el que se pueda 
razonablemente suponer que se convertirán en presos de conciencia 
o en víctimas de la tortura o que se las condenará a muerte; [ ... ] 

11] Declaración de Estocolmo del 11 de diciembre de 1977 

La Declaración de Estocolmo fue adoptada por Amnistía Interna-
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cional en marzo de 1978 como una declaración de principios sobre la 
pena de muerte. 

La conferencia de Estocolmo sobre la abolición de la pena de 
muerte, integrada por más de doscientos delegados y participantes 
de África, Asia, Europa, Oriente Medio, América del Norte, América 
del Sur y el Caribe, 

Recordando que: 
La pena de muerte es el castigo extremo, el más cruel, inhumano 

y degradante, y viola el derecho a la vida; 

Considerando que: 
La pena de muerte es usada frecuentemente como instrumento 

de represión contra la oposición, contra grupos raciales, étnicos, reli­
giosos y sectores marginados de la sociedad, 

La ejecución de un condenado constituye un acto de violencia, y 
la violencia tiende a provocar violencia, 

El imponer e infligir la pena de muerte embrutece a todos los 
involucrados en el proceso, 

La pena de muerte no ha demostrado jamás un efecto disuasorio, 
La pena de muerte está progresivamente adquiriendo la forma de 

desapariciones inexplicables, ejecuciones extrajudiciales y asesinatos 
políticos, 

La ejecución es irrevocable y puede ser infligida a inocentes; 

Afirma que: 
Es deber del Estado proteger sin excepciones la vida de toda per­

sona dentro de su jurisdicción. 
Las ejecuciones con fines políticos de coacción llevadas a cabo ya 

sea por los gobiernos como por otros organismos son igualmente 
inaceptables, 

La abolición de la pena de muerte reviste un carácter imperativo 
para poder alcanzar así los modelos establecidos internacionalmente; 

Declara: 
Su total e incondicional oposición a la pena de muerte, 
Su condena a todo tipo de ejecución llevada a cabo o tolerada por 

los gobiernos, 
Su compromiso de trabajar por la abolición universal de la pena 

de muerte; 
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Exhorta: 
A las organizaciones no-gubernamentales, nacionales e internaciona­

les a trabajar colectiva e individualmente para proporcionar material in­
formativo para uso político a favor de la abolición de la pena de muerte, 

A todos los gobiernos a tomar medidas para la total e inmediata 
abolición de la pena de muerte, 

A las Naciones Unidas a declarar sin ambigüedades que la pena 
de muerte es contraria al derecho internacional. 

12] Declaración de Amnistía Internacional sobre la participación de 
personal de salud en la pena de muerte 

Amnistía Internacional, 

RECORDANDO que el espíritu del juramento de Hipócrates impone a 
los médicos dedicarse al bien de sus pacientes sin causar daño jamás, 

CONSIDERANDO que la Declaración de Tokio de la Asociación Médica 
Mundial establece que todo médico "debe mantener el más alto res­
peto por la vida humana -aun en casos de peligro o amenaza- sin 
hacer uso alguno de cualquier conocimiento médico en forma con­
traria a las leyes humanitarias", 

CONSIDERANDO TA,\.fBIÉN que la Asociación Médica Mundial, reunida en 
Lisboa en 1981, estableció que no es ética la participación de los médi­
cos en la pena de muerte, 

ADVIRTIENDO que los principios de ética médica de las Naciones 
Unidas imponen al personal de salud, en participar a los médicos, la 
obligación de negarse a cualquier relación profesional con los presos 
o detenidos cuya finalidad no sea evaluar, proteger o mejorar la salud 
fisica o mental de éstos, 

CONSCIENTE DEL dilema ético que se le plantea al personal de salud a 
quien se solicita procure tratamiento o testifique sobre el estado de 
salud de un preso acusado de un delito que conlleve la pena capital o 
condenado a muerte, cuando tal actuación puede salvar la vida del 
preso y al mismo tiempo conducir a su ejecución, 
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TENIENDO PRESENTE que el personal de salud puede ser llamado a par­
ticipar de varias formas en ejecuciones, como por ejemplo: 

Determinando la aptitud fisica y mental para la ejecución, 
Preparando, administrando, supervisando o asesorando a otras 

personas sobre cualquier método empleado en la ejecución, 
Efectuando exámenes médicos durante las ejecuciones para que 

el procedimiento pueda continuar si el preso no ha muerto aún, 

DECLARA que la participación de personal de salud en ejecuciones 
constituye una violación de la ética profesional, 

EXHORTA al personal de salud a que se abstenga de participar en ejecu­
ciones, 

y EXHORTA TAMBIÉN a las organizaciones de profesionales en ejecucio­
nes a que: 

Protejan al personal de salud que se niegue a participar en ejecu-
ciones, 

Adopten resoluciones a tal fin, 
Promuevan la adhesión universal a estas normas. 
Esta declaración fue preparada por la Junta Médica Asesora de 

Amnistía Internacional en 1981 y revisada en 1988 a fin de reflejar la 
evolución que ha experimentado esta cuestión. 

13] Declaración conjunta de 42 organizaciones internacionales no 
gubernamentales que trabajan por los derechos humanos, reconoci­
das como entidades consultivas por el Consejo Económico y Social 

Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito 
y Tratamiento del Delincuente, Caracas, Venezuela, 25 de agosto-5 
de septiembre de 1980. 

La resolución que sigue a continuación es apoyada por las organi­
zaciones internacionales no-gubernamentales enumeradas a conti­
nuación. Las mismas la ponen a consideración de este Congreso bajo 
el tema 5 del programa: "Normas y Directrices de las Naciones 
Unida~ en materia de justicia penal: Del establecimiento de normas a 
su aplicación". 

Las organizaciones que representan una importante parte de la opi­
nión pública culta de diversas partes del mundo tienen la esperanza de 
que el Congreso apoye las propuestas contenidas en la resolución. 
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Las abajo firmantes organizaciones internacionales no-guberna­
mentales que trab,yan por los derechos humanos, 

Afirmando su compromiso insoslayable con la protección del 
derecho a la vida de todos los seres humanos, 

Reiterando su oposición total a toda forma de trato o pena cruel, 
inhumano o degradante, 

Considerando que la pena de muerte es una violación de los dos 
principios que anteceden, 

Piden a todos los gobiernos que conservan la pena capital que 
cesen su uso; 

Piden a la Asamblea General de las Naciones Unidas que promul­
gue una declaración que inste a su total abolición en todo el mundo; 

Piden a todas las organizaciones internacionales no gubernamen­
tales que trabajan por los derechos humanos que realicen el mayor 
esfuerzo posible a nivel nacional e internacional para lograr la aboli­
ción de la pena capital. 

Amnesty International 
Anti-Slavery Society 
Arab Lawyers Union 
Caritas Internationalis 
Commission of the Churches on International Affairs of the World 

Council of Churches 
Friends World Committee for Consulation (Quakers) 
Alliance ofWomen 
International Association for Religious Freedom 
International Association of Democratic Lawyers 
International Confederation ofFree Trade Unions 
International Council ofJewish Women 
International Council ofWomen 
International Federation of Free Journalists 
International Federation ofHuman Rights 
International Federation for Women Lawyers 
International League for Human Rights 
International Movement for Fraternal Uníon among Races and 

Peoples 
International Organization-:Justice and Development 
International Peace Bureau 
International Social Service 
International Union for Child Welfare 
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International Union ofJudges 
InternationaI Young Christian Workers 
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InternationaI Youth and Student Movement for the United Nations 
Minority Rights Group 
Pax Christi 
PaxRomana 
Socialist InternationaI Women 
Société Internationale de Prophylaxie Criminelle 
Uníon of Arab Jurists 
War Resisters' International 
Women's International League for Peace and Freedom 
Women's International Zionist Organization 
World Allianee ofYoung Men's Christian Associations 
World Assembly ofYouth 
World Confederation of Labour 
World Federation ofUnited Nations Associations 
World Jewish Congress 
World Muslim Congress 
World Student Christian Federation 
World Union ofCatholic Women's Organizations 
World Young Women's Christian Association 
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ANEXO 2-A. MENORES DE EDAD EJECUTADOS POR PENA DE MUERTE 

1] Charles Rumbaugh (de raza blanca, Texas). Contaba con la edad 
de 17 años en el momento de perpetrar un asesinato durante un 
atraco. Emprendió su actividad delictiva a los 6 años de edad, y cuan­
do tenía 12 años ya había cometido su primer robo a mano armada. 
Cuando lo ejecutaron mediante inyección letal el 11 de septiembre 
de 1985, diez años después de haber sido sentenciado, fue el primer 
delincuente juvenil en ser ejecutado en los Estados Unidos de 
América en 21 años. 

2] James Terry Roach (de raza blanca, Carolina del Sur). Contaba 
con la edad de 17 años en el momento en que consumó un doble 
asesinato, en compañía de un individuo adulto y otro delincuente 
juvenil. El cómplice menor de edad testificó a cambio de una senten­
cia más ligera. Tanto Roach como el otro acusado se declararon cul­
pables y fueron condenados a muerte en diciembre de 1977, apenas 
seis semanas después de haberse cometido el delito. Roach fue repre­
sentado por un abogado de oficio que estaba siendo investigado por 
anormalidades en su práctica jurídica. En la fase de apelación, sus 
abogados demostraron pruebas de que tenía una capacidad intelec­
tual reducida y posibles indicios del padecimiento de Huntington, 
que es una enfermedad neurológica progresiva. Fue ejecutado ellO 
de enero de 1986, a pesar de los llamamientos en su favor realizados 
por el ex presidente, Jimmy Carter, por el secretario general de las 
Naciones Unidas, Javier Pérez de Cuellar, y otras personalidades de 
rango internacional. 

3] Dalton Prejean (de raza negra, Luisiana). Contaba con la edad de 
17 años cuando ocurrió el asesinato de un agente de policía en 1977. 
Prejean fue juzgado ante un tribunal compuesto completamente por 
individuos de raza blanca y le representó un abogado de oficio. 
Durante el juicio al que fue sometido se mostraron pruebas de que 
padecía un retraso en su desarrollo intelectual. Había sido abando­
nado por su madre a las dos semanas de haber nacido y fue criado 
por un familiar que, según la investigación que obra en poder de 
Amnistía Internacional, era de carácter violento. Desde la edad de 13 
años fue ingresado en varias instituciones y se le diagnosticaron 
diversos padecimientos mentales, entre los cuales destacaba la esqui­
zofrenia. A la edad de 14 años fue internado en una institución por 
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haber asesinado a un taxista. Los informes médicos recomendaban 
una hospitalización a largo plazo b~o supervisión juiciosa. A pesar de 
ello, fue puesto en libertad tres años después, al parecer por falta de 
recursos para mantenerlo internado en una institución. A pesar de las 
solicitudes de misericordia llevadas a cabo en 1989 y 1990, fue ejecuta­
do en la silla eléctrica el 18 de mayo de 1990, doce años después de 
haber sido condenado a la pena capital. 

4] Jay Pinkerton (de raza blanca, Texas). Fue ejecutado mediante 
inyección letal el 15 de mayo de 1986, casi cinco años después de los 
dos homicidios que cometió cuando contaba con 17 años de edad. 

5] Johnny Garrett (de raza blanca, Texas). Fue declarado culpable a 
los 17 años por el homicidio de una monja de raza blanca de 76 años. 
Poseía un amplio historial de padecimientos mentales y fue objeto de 
abusos físicos y sexuales cuando era pequeño. Estos antecedentes no 
fueron revelados durante el juicio. Entre 1986 y 1992, médicos espe­
cialistas señalaron que padecía psicosis crónica y que tenía daños 
cerebrales causados por las lesiones que había sufrido en la cabeza 
cuando era niño. Las apelaciones rogando piedad del papa Juan 
Pablo II y la comunidad religiosa de las hermanas franciscanas de la 
que era integrante la monja asesinada no dieron resultados y Garrett 
fue ejecutado mediante inyección letal el 11 de febrero de 1992. 

6] Curtis Harris (de raza negra, Texas). Contaba con 17 años de edad 
en el momento de haber cometido el delito que se le inculpaba: el 
asesinato de un individuo de raza blanca en el año de 1978. Fue uno 
de nueve hermanos criados en la pobreza más extrema. Su padre 
alcohólico le propinaba palizas con frecuencia durante su infancia. 
Durante el juicio, tres candidatos de raza negra fueron eliminados 
del jurado, quedando absolutamente compuesto por individuos de 
raza blanca. Varios años después de su condena a muerte fue exami­
nado por la doctora Dorothy Otnow Lewis, profesora de psiquiatría 
en la Facultad de Medicina de la Universidad de Nueva York, quien 
descubrió que tenía un cociente intelectual bajo y que sufría de lesio­
nes cerebrales orgánicas a consecuencia de las palizas a las que se le 
sometió cuando era pequeño. Su abogado no aportó ninguna infor­
mación sobre los acontecimientos de su infancia ni sobre su capaci­
dad mental durante el primer juicio. Sus apelaciones contra la sen­
tencia fracasaron y fue ejecutado el 1 de julio de 1993. 
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7] Frederick Lashley (de raza negra, Missouri). Contaba con 17 años 
en el momento de la comisión del delito por el que lo condenaron a 
muerte y, cuando se le aplicó una inyección letal el 28 de julio de 
1993, fue el primer delincuente juvenil en ser ejecutado en el estado 
de Missouri en 60 años. Fue declarado culpable y condenado a muer­
te por un jurado absolutamente compuesto por individuos de raza 
blanca en 1982 por el asesinato de su primo en 1981. En el momento 
del asesinato se encontraba bajo el influjo de los narcóticos. Su 
madre lo abandonó a muy corta edad y fue criado por otros familia­
res. Empezó a consumir alcohol con exceso a la edad de 10 años y no 
tenía residencia en el momento de la comisión del crimen. Durante 
el juicio fue representado por un abogado que nunca había actuado 
con anterioridad en un caso en el que se juzgaba un delito suscepti­
ble de ser sancionado con la pena capital. 

8] Christopher Burger (de raza blanca, Georgia). Este individuo fue 
el primer delincuente juvenil en ser ejecutado en el estado de 
Georgia al amparo de su actual legislación en materia de pena de 
muerte. Tenía 17 años de edad en el momento de la comisión del 
asesinato en 1977, delito por el que fue condenado en 1978. La sen­
tencia fue derogada pero, en 1979, fue nuevamente condenado a 
muerte. En el juicio al que fue sometido estuvo representado por un 
abogado que nunca había intervenido con anterioridad en un asun­
to en el que se juzgaba un delito susceptible de ser castigado con la 
pena capital. Aunque a los jurados en los Estados Unidos se les 
demanda considerar las circunstancias atenuantes a la hora de deci­
dir acerca de la imposición de una condena a muerte, el abogado de 
Christopher Burger no presentó pruebas atenuantes en la audiencias 
de determinación de la sentencia de 1978 ni de 1979. Por lo tanto, el 
jurado no fue enterado de que Christopher Burger tenía un cociente 
intelectual bajo, que padecía una enfermedad mental y lesiones cere­
brales a consecuencia de los abusos físicos a los que fue sometido 
durante su niñez, ni que tuvo una infancia altamente inestable y 
había intentadOl suicidarse a los 15 años de edad. Su ejecución fue 
fijada para el 18 de diciembre de 1990 pero se favoreció de un apla­
zamiento de último momento en espera del resultado de una apela­
ción basada en consideraciones relativas a su competencia mental en 
el momento de cometer el delito. La apelación resultó rechazada y, 
finalmente, fue ejecutado en la silla eléctrica el 7 de diciembre de 
1993, catorce años después de haber sido condenado. 
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9] RubénCantú (de origen latino, Texas). Contaba con 17 años en el 
momento de cometerse el delito por el que fue condenado a muerte. 
Estuvo representado por un abogado sin experiencia, había tenido 
una infancia problemática en el seno de su familia y tenía una limita­
da capacidad intelectual. Fue declarado culpable de asesinato en 
1984 y ejecutado el 24 de agosto de 1993. 

FUENTE: Menores de edad 'Y pena de muerte, Anmistía Internacional, <edaLorg/cr,¡.,TRo/ 
tematico/pdm/a5001000.pdf> [mayo 8, 20041. 
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ABOLICIONISTAS: aquellos países que no utilizan la pena de muerte 
como sanción penal, incluyendo aquellos que sí la contemplan en su 
legislación (abolicionistas de facto) pero la han dejado en desuso. 

ABUSO DEL RECUR..'>O DE HABEAS CORPUs. término utilizado para describir 
el uso del recurso de habeas corpus para retrasar el proceso u otro tipo 
de uso indebido. 

AEDPA (NAPM)-Ley Antiterrorista y de Pena de Muerte de 1996: legisla­
ción federal encaminada a evitar que los sentenciados a pena de 
muerte ganen sus casos en cortes federales. 

AMICUS CURJAE: del latín "amigo de la corte", Alguien que no es parte 
del litigio pero que considera que la decisión de la corte podría afec­
tar sus intereses. Se involucra en distintas materias que conciernen a 
la Suprema Corte de Justicia. Por ejemplo, en las petkiones certiorari 
proveyendo de información y argumentos legales de gran valía, no 
sólo acerca del caso, sino de cómo éste podría afectar a otros actores. 
Algunos estudios han demostrado una correlación positiva entre el 
número de escritos dirigidos por los amicus curiae pidiendo se otorga­
ra el certiorari y su asignación positiva. Algunos amicus curiae se diri­
gen a la Suprema Corte de Justicia con el objeto de hacer "lobby" o 
atraer la atención de los medios de comunicación. 

APELACIÓN DIREG'TA: se presenta por escrito además del alegato que se 
lleva a cabo en la corte donde se tramita la apelación. Usualmente 
este alegato no debe durar más de una hora. 

CLEMENCIA EJECUTIVA: procedimiento mediante el cual, los gobernado­
res de. los estados o el presidente de los Estados Unidos de América 
otorgan clemencia en el caso del proceso penal que les corresponda y 
cuando se lo hayan solicitado. La clemencia puede tomar varias formas 
incluyendo el perdón, la conmutación de la sentencia, la remisión de 
la multa o restitución, y la suspensión temporal de un castigo. 

[305] 
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EN BANC: significa "con la corte llena", "en la banca" o "banca llena". 
Se refiere a aquellos casos en que todos los miembros de una corte 
de apelación escuchan un argumento y están "sentados en una 
banca". Es decir, son aquellas sesiones de la corte en donde todos sus 
miembros participan y no únicamente el quorum acostumbrado. Las 
cortes de apelación de los Estados Unidos, generalmente, reúnen a 
paneles de tres jueces, pero este número puede expandirse en cier­
tos casos. 

ETAPA PREUMINAR: presentación del acusado ante un juez para infor­
marle formalmente de los cargos contra él y exigiéndole se declare 
culpable o inocente. En esta etapa se le puede designar un abogado 
defensor. 

FISCAL o ABOGADO DE DISTRITO: fiscal del condado, usualmente electo 
por tiempo completo. En el sistema federal son llamados abogados 
de Estados Unidos o fiscales de Estados Unidos. 

GRAN JURADO: cuerpo conformado por un grupo de personas, a veces 
son más de 20, seleccionados para investigar o escuchar sobre evi­
dencias en un caso criminal y para llevar a cabo la acusación formal 
contra una persona que ha cometido un delito grave. Usualmente las 
sentencias en este tipo de delito son de más de un año. 

HABEAS CORPUS: la academia define al hábeas corpus como "el derecho 
del ciudadano detenido o preso a comparecer inmediata y pública­
mente ante un juez o tribunal para que, oyéndolo, resuelva si su 
arresto fue o no legal, y si debe alzarse o mantenerse". El requeri­
miento va dirigido a toda clase de autoridades, lo que se trata de acla­
rar es si ellas han adoptado o no esa medida dentro de su competen­
cia y de manera legal. Quiere decir "que tengas el cuerpo", y tiene su 
origen en las actas que en Inglaterra garantizaban la libertad indivi­
dual, permitiendo a cualquier persona presa ilegalmente acudir a la 
High Court o/ Justice. Se trata de una acción posesoria que se ejerce 
sobre una cosa o bien, en virtud del dominiun que el "hombre libre" 
tiene sobre su cuerpo. Estamos frente a un derecho patrimonial, en 
que el cuerpo -equiparado a una cosa- por estar sometido a la volun­
tad del propietario, era recobrado por él mediante interdicto. El 
esclavo, en cambio, por carecer de dominio sobre su cuerpo, no 
podía ejercer el interdicto. De ahí que éste se otorga sólo para el 
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hombre libre que hubiere sido privado de tal condición por quien 
pretendía ser su amo. 

lUSNATURAllSMOO DERECHO NATURAL: aquel inherente a la persona huma­
na, que emana de la naturaleza misma del hombre, y que por esta 
razón no es creado por los órganos de Estado, según lo sostienen los 
iusnaturalistas, quienes además lo consideran anterior y superior a las 
leyes estatales, las cuales lo reconocen y protegen. Es decir, este dere­
cho se encuentra formado por normas que rigen a todos los hombres 
por su simple calidad de ser humano, por su pertenencia a la raza 
humana. El derecho natural es un modelo epistemológico de la filoso­
fia del derecho que abarca desde la filosofia griega hasta la racionalista 
(derecho natural clásico), del racionalismo al iuspositivisnw (derecho 
natural neoclásico) y del iuspositivismo, a comienzos del siglo XIX, hasta 
la actualidad. Su primacía en el mundo del derecho se ve seriamente 
afectada cuando el positivismo jurídico entra en las universidades euro­
peas, entre otras razones por el gran auge de los modelos científicos y 
mecanicistas. Remonta su influencia tras la segunda guerra mundial, 
dado el cuestionamiento de los totalitarismos basados en la obediencia 
del ciudadano y el desprecio al derecho internacional público. 

LEY DEL TAUÓN: reconocida por el dicho popular de "ojo por ojo y 
diente por diente", esta ley ha sido usada desde los tiempos más 
remotos de la historia y tuvo su origen en las comunidades árabes 
preislámícas. Generalmente, se considera que las culturas cristianas 
no son proclives a su uso, pues siguen el principio del perdón pro­
movido por Jesucristo ("pon la otra mejilla"). En cambio, se conside­
ra que la religión islámica la promueve basándose en la siguiente cita 
del Corán: "¡Oh creyentes! Se os ha prescrito la ley del Talión en 
casos de homicidio: el libre por el libre, el esclavo por el esclavo, la 
mujer por la mujer. Pero, si a alguien le rebaja su hermano la pena, 
deberá indemnizar a éste espontánea y voluntariamente. Esto es un 
alivio y misericordia por parte de vuestro Señor. Mas quien después 
de esto se vengue, sufrirá un severo castigo. En la ley del Talión 
¡tenéis asegurada la vida, hombres de intelecto! Quizás así, temáis a 
Allah" (Corán, 2:178-179). No obstante, la ley del Talión no es priva­
tiva de ningún sistema religioso, jurídico, cultural, racial, etc., sino 
que se le considera una práctica popular. En pena de muerte, se 
refiere al hecho de castigar a los asesinos de la misma forma en que 
éstos realizaron su delito, es decir, precisamente con la muerte. 
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MA."lDATO: orden o mandato de naturaleza judicial que se dirige por 
un tribunal superior a uno de menor jerarquía. 

MOJADOS: término despectivo para referirse a las personas que se 
encuentran radicando en el territorio estadunidense sin los permisos 
adecuados. Se aplica generalmente a los mexicanos que cruzan la 
frontera norte de México a través del río Bravo. 

PERDl1ELUO: traición a la patria; primer delito castigado con la pena de 
muerte en Roma. 

PETICIÓN CERTIORARl: el Tribunal Supremo de Justicia de Estados 
Unidos aplica l¡¡. orden de revisión o certioran (o cm, del latín "ser 
informado") para controlar la carga de casos que le llegan en ape­
lación y decidir cuáles son los que oirá. La función principal de la 
corte es ejercer jurisdicción de apelación sobre los fallos de los tri­
bunales inferiores sobre cuestiones legales federales comunes y 
constitucionales. La Constitución de los Estados Unidos autoriza al 
Congreso a reglamentar esta jurisdicción de apelación. En los pri­
meros años, la corte estaba obligada a oír y decidir cada apelación 
que se presentaba ante ella, pero eso se tornó dificil de manejar al 
aumentar el número de casos. Con el tiempo la corte se aseguró 
mayor control sobre su agenda de casos de apelación, tanto en el 
número de casos que acepta oír como en la selección de esos casos. 
Con la Ley Judicial de 1891, el Congreso le dio por primera vez aja 
corte la autoridad para aceptar o rechazar al menos algunas de las 
apelaciones de manera discrecionaL La ley autorizó el uso de la 
orden de certioran, por la cual la corte instruye a un tribunal infe­
rior que certifique y transmita para revisión el historial de un caso 
en particular. Este procedimiento resolvió el problema durante un 
tiempo, pero durante un periodo de 30 años la corte volvió a estar 
sobrecargada con apelaciones obligatorias, para cada una de las 
cuales los miembros del tribunal debían estudiar los escritos, oír las 
presentaciones orales y emitir opiniones escritas. Esto afectaba gra­
vemente el tiempo del Tribunal Supremo para el estudio adecuado 
y la discusión de cada caso. Consecuentemente, el Congreso volvió 
a reducir de manera sustancial el número de apelaciones obligato­
rias en la agenda de casos de la corte. Por medio de la Ley Judicial 
de 1925, el Congreso amplió simultáneamente la jurisdicción de cer­
tioran o revisión de la corte, dándole mucho más poder para con-
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trolar el volumen de sus actividades. En 1988 el Congreso redujo 
aún más la jurisdicción obligatoria de la corte y desde entonces vir­
tualmente toda lajurisdícción del alto tribunal ha sido discrecional. 
En la actualidad, mediante el uso de la orden de certiorari, la corte 
considera sólo casos de "gravedad e importancia general" en los 
que están involucrados principios de amplio interés público o 
gubernamental. 

PRO BONO: servicio gratuito que otorgan algunos abogados en benefi­
cio de la comunidad. Existen organizaciones, redes de oficinas de 
abogados y abogados individuales en todo el mundo, dispuestos a 
prestar servicios legales voluntarios. Las fundaciones y redes, así 
como los despachos de abogados, reciben solicitudes de trabajo pro 
bono de organizaciones sin fines de lucro y de personas de escasos 
recursos provenientes de las organizaciones con las cuales han firma­
do convenios o bien de un individuo que solicita la asistencia. Los 
despachos generalmente cuentan con un departamento dedicado al 
trabajo pro bono que se encarga además, de difundir el trabajo pro 
bono realizado, organizar actividades para promover su práctica, y sus­
cribir alianzas estratégicas con distintas entidades que forman parte 
de la cadena pro bono, conformada por todos aquellos grupos o insti­
tuciones interesados en mejorar el sistema de acceso a la justicia en 
todo el mundo. 

RECURSO CER170RARJ (APELACIÓN): solicitud llevada a cabo ante una 
corte de mayor competencia para que reciba los documentos que 
fueran entregados a una corte de menor competencia para que la 
decisión de ésta sea cambiada. Es posible llevar a cabo este tipo de 
peticiones ante la Corte Suprema de los Estados Unidos y también se 
le da el mismo nombre al proceso equivalente en Cortes de Estado 
de mayor esfera. 

RESTITUTIO IN IJ:v'TEGRUM cuando las partes involucradas en un hecho 
retornan a su posición inicial. Generalmente se aplica a contratos, 
transa¿ciones legales o procedimientos judiciales. Para que sea apli­
cable, una de las dos partes debe haber sufrido una injuria ocasiona­
da por el hecho o contrato y no por su propia voluntad. El hecho o 
contrato debe ser válido en el momento en que se solicita el restitutio 
in integrum y no debe existir otro remedio a tal injuria. 
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RETENCIONlSTAS: aquellos países que siguen utilizando la pena de 
muerte como sanción penal, ya sea para todos los delitos o única­
mente algunos de ellos. 

WRI1' OF CERTlORARl: la decisión de la Suprema Corte de Justicia de 
escuchar la apelación con respecto a un caso ya resuelto en una ins­
tancia menor. 
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